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HONORABLE COMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS:

La Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos tiene el honor
de  informar  la  Partida  individualizada  en  el  rubro,  del  proyecto  de  Ley  de
Presupuestos del Sector Público para el año 2026.

- - -

CONSIDERACIONES DE ANÁLISIS

Cabe destacar que en el estudio de la presente Partida:

1.- Las cifras se expresan en miles de pesos (M$).

2.- Se indica, en la descripción de cada programa, cuando corresponda,
el monto propuesto para 2026 y su variación respecto al  presupuesto de 2025
(inicial, más reajuste, más leyes especiales, más ajustes), según datos aportados
por  la  Dirección  de  Presupuestos  del  Ministerio  de  Hacienda  en  el  libro  que
acompaña el proyecto de Ley de Presupuestos.

3.- Se tienen a la vista, al  inicio del debate, cuando proceda, glosas
comunes  a  toda  la  Partida,  glosas  comunes  asociadas  a  ciertos  capítulos  y
diversas glosas incluidas en los programas que la integran.

- - -
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ASISTENCIA  

-  Senadores  y  Diputados  no  integrantes  de  la  Subcomisión:  el
Senador señor Kenneth Pugh.

- Representantes del Ejecutivo e invitados:

Por  el  Ministerio  Economía,  Fomento  y  Turismo:  el  Ministro,  señor
Álvaro García; la asesora de la Coordinación Legislativa, señora Antonia Sánchez,
y el audiovisual, señor Mario Bravo.

Por la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño: la
Subsecretaria,  señora  Javiera  Petersen;  la  jefa  de Gabinete,  señora Francisca
Ochoa; la jefa de Administración y Finanzas, señora Fernanda Plaza; la jefa de la
División Desarrollo Productivo Sostenible, señora Miren Lorca, el jefe de Gabinete,
señor Alex Soto, y el  coordinador de Modernización y Políticas Públicas, señor
Joaquín Fuenzalida.

Por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura: el Subsecretario de Pesca
y Acuicultura, señor Julio Salas; la jefa Departamento Administrativo, señora Marta
Hernández, y el jefe de Contabilidad y Presupuesto, señor Robinson Quiero.

Por el  Servicio  Nacional  de Pesca y Acuicultura (SERNAPESCA):  el
Director Nacional (s), señor Esteban Donoso; la Subdirectora Administrativa (s),
señora Patricia Abarca, y la jefa de Gabinete, señora Mariana Solís.

Por  el  Instituto  Nacional  de  Desarrollo  Sustentable  para  la  Pesca
Artesanal y Acuicultura (INDESPA): el Director Ejecutivo, señor Leonardo Llanos;
la  Subdirectora  Administrativa,  señora  Priscilla  Aguayo,  y  la  jefa  de  Gabinete,
señora Alejandra Arellano.

Por  el  Servicio  de  Cooperación  Técnica  (SERCOTEC):  la  Gerenta
General, Señora María José Becerra; el Gerente de Administración y Finanzas,
señor Raúl Aparicio; la jefa de Unidad de Presupuestos, señora Carla Vargas, y el
Gerente de Personas, señor Alex Flores.

Por  el  Instituto  Nacional  de  Propiedad  Industrial  (INAPI):  el  Director
Nacional,  señor  Esteban  Figueroa;  la  jefa  División  Administración  y  Finanzas,
señora Katherin Mitchell, y el encargado del Departamento Administrativo, señor
Hugo Sánchez.

Por  la  Superintendencia  de  Insolvencia  y  Reemprendimiento
(SUPERIR): el superintendente, señor Hugo Sánchez, y la jefa del Departamento
Financiero y de Administración, señora Sandra Díaz.



Por la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera (INVEST): el
Director Nacional  (s),  señor Juan Pablo Candia,  y el  jefe  DAF, señor Mauricio
Tapia.

Por  el  Instituto  Nacional  de  Estadísticas  (INE):  el  Director  Nacional,
señor Ricardo Vicuña; el Subdirector Administrativo (s), señor Nicolás Rojas, y la
Jefa del Departamento de administración y Finanzas (s), señora Lidia Pizarro.

Por  la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción  (CORFO):  el
Vicepresidente  Ejecutivo  señor  José  Miguel  Benavente;  la  Gerente  General,
señora  Marcela  Guerra;  la  Fiscal,  señora  Naya  Flores;  el  Gerente  de
Administración  y  Finanzas,  señor  Carlos  Álvarez,  y  la  Subgerente  de
Comunicaciones, señora Bárbara Gutiérrez.

Por la Fiscalía Nacional Económica (FNE): el Fiscal Nacional (s), señor
Felipe Cerda, y la jefa de Admisión, señora Ana Azar.

Por  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  (SERNAC):  el  Director
Nacional,  señor  Andrés Herrera,  y  el  jefe  de  División  de Gestión  y  Desarrollo
Institucional, señor Rodrigo Venegas.

Por el Comité Innova Chile: la Subdirectora de Operaciones y Mejora
Continua, señora Patricia Fuentealba.

Por  la  Subsecretaría  de  Turismo:  la  Subsecretaria,  señora  Verónica
Pardo, y la Encargada de Gestión Estratégica y Administración, señora Alejandra
Vargas.

Por el  Servicio Nacional de Turismo (SERNATUR): el Director, señor
Cristóbal  Benítez;  la  jefa  de  Gabinete,  señora  Paula  Mendoza;  el  Subfiscal
Nacional, señor Felipe Cerda; la jefa de División Administración, señora Ana Azar,
y el Subjefe de Administración, señor Marcelo Rojo.

Por  la  Dirección  de  Presupuestos  (DIPRES):  la  jefa  de  Sector
Innovación  y  Competitividad,  señora  Yasna  Mena;  los  analistas  del  Sector,
señores Benjamín Figueroa y Francisco Ramírez; el jefe de Seguimiento Oferta
Programática, señor Roy Rogers, y los abogados de la Unidad Jurídica, señores
Rodrigo Quinteros y Juan Andrés Rojas.

De la Oficina de Información, Análisis y Asesoría Presupuestaria del
Senado:

La jefa de la Oficina, señora Paola Cabello.

Por la Secretaria General de la Presidencia, la asesora, señora Rosario
Figueroa.



- Otros:

Asesores  de  Parlamentarios:  de  la  Senadora  señora  Rincón,  don
Gonzalo Mardones;  del  Senador Cruz-Coke,  don Franco Nieri;  de la Senadora
señora Pascual, don Roberto Carrasco; por la Bancada Renovación Nacional, don
Daniel Muñoz.

- - -

A continuación, se efectúa una breve relación del  contenido de esta
Partida, del debate habido a su respecto y de los acuerdos adoptados:

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO

La  Partida  relativa  al  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo
considera ingresos y gastos por la suma de M$1.619.960.066, lo que implica una
variación negativa de 12,6%, respecto al presupuesto del 2025.

No  obstante,  el  gasto  de  estado  de  operaciones  se  informa  por
M$656.348.795, lo que representa -4,0%.

La  estructura  del  presupuesto  de  esta  Cartera,  para  el  año  2026,
contempla 7 glosas comunes relativas a la Partida 07, y 3 comunes a los capítulos
asociadas  específicamente  a  la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción
(CORFO). Asimismo, cuenta con los siguientes capítulos:

Capítulo  01,  Subsecretaría  de  Economía  y  Empresas  de  Menor
Tamaño,  el  que  consta,  a  su  vez,  de  cuatro  Programas,  a  saber:  el  01,
Subsecretaría  de  Economía  y  Empresas  de  Menor  Tamaño;  el  07,  Fondo  de
Innovación para la Competitividad-Emprendimiento; el  13, Desarrollo Productivo
Sostenible, y el 14 Oficina de Autorizaciones Sectoriales.

Capítulo 02, Servicio Nacional del Consumidor, considera el Programa
01, del mismo nombre.

Capítulo  03,  Subsecretaría  de  Pesca  y  Acuicultura,  contempla  el
Programa 01, del mismo nombre.

Capítulo 04, Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, comprende el
Programa 01, del mismo nombre.

Capítulo 06, Corporación de Fomento de la Producción, el que consta, a
su  vez,  de  tres  Programas,  a  saber:  el  01,  Corporación  de  Fomento  de  la
Producción;  06,  Inversión  y  Financiamiento,  y  el  07,  Desarrollo  Productivo
Sostenible.



Capítulo 07, Instituto Nacional de Estadísticas, el que consta, a su vez,
de  tres  Programas,  a  saber:  el  01,  Instituto  Nacional  de  Estadísticas;  el  02,
Censos, y el 03, Encuestas Externas.

Capítulo 08, Fiscalía Nacional Económica, considera el Programa 01,
del mismo nombre.

Capítulo 09, Servicio Nacional de Turismo, el que consta, a su vez, de
dos Programas, a saber: el 01, Servicio Nacional de Turismo, y el 03, de Atracción
Turística.

Capítulo 16, Servicio de Cooperación Técnica, considera el Programa
01, del mismo nombre.

Capítulo  19,  Comité  Innova  Chile,  comprende  el  Programa  01,  del
mismo nombre.

Capítulo  21,  Agencia  de  Promoción  de  la  Inversión  Extranjera,
considera el Programa 01, del mismo nombre.

Capítulo  23,  Instituto  Nacional  de  Propiedad Industrial,  contempla  el
Programa 01, del mismo nombre.

Capítulo 24, Subsecretaría de Turismo, considera el Programa 01, del
mismo nombre.

Capítulo  25,  Superintendencia  de  Insolvencia  y  Reemprendimiento,
comprende el Programa 01, del mismo nombre.

Capítulo  26,  Instituto  Nacional  de  Desarrollo  Sustentable  Pesca
Artesanal y Acuicultura, consta del Programa 01, del mismo nombre.

- - -



DISCUSIÓN DE LA PARTIDA

Presentación de la Partida por parte del Ministro de Economía, Fomento y
Turismo y debate preliminar de los integrantes de la Subcomisión.12

El  Presidente  de  la  Subcomisión,  el  Honorable  Senador  señor
Cruz-Coke dio inicio al estudio de la Partida 07, correspondiente al Ministerio de
Economía, Fomento y Turismo, contenida en la  Ley de Presupuestos del Sector
Público para el año 2026, tramitada bajo el Boletín Nº 17.870-05.

Señaló que la discusión incluirá las observaciones formuladas por la
Dirección de Presupuestos respecto de la eficiencia de los programas sociales y
de las eventuales modificaciones derivadas de dichas evaluaciones. Explicó que
también  se  revisarán  antecedentes  relativos  al  número  de  funcionarios  en  los
distintos servicios del Ministerio, así como los informes sobre licencias médicas y
viajes al extranjero detectados en su momento por la Contraloría General de la
República, junto con el estado de los sumarios administrativos correspondientes.

Fue de la opinión de que resulta necesario transparentar los resultados
de las evaluaciones y determinar si los Programas que obtuvieron calificaciones
desfavorables  van  a  continuar  siendo  financiados  o  si  han  experimentado
aumentos o reducciones presupuestarias.

Resaltó la importancia de disponer de información actualizada sobre los
documentos  remitidos  por  la  autoridad  ministerial,  los  cuales  habrían  sido
respondidos  en  dos  informes  específicos.  Destacó  que  esta  revisión  permite
fortalecer el control del gasto público y avanzar hacia una asignación más eficiente
de  los  recursos  del  Estado.  Puso  de  relieve  que  las  observaciones  de  la
Contraloría General de la República y de la Dirección de Presupuestos debían ser
consideradas como insumos esenciales para la  toma de decisiones durante la
discusión presupuestaria.

1 Sesiones en que la Subcomisión analizó la partida: 
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/presupuestos/subcomisiones/primera-subcomision-mixta-de-
presupuestos/2025-10-01/133500.html
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/presupuestos/subcomisiones/primera-subcomision-mixta-de-
presupuestos/2025-10-07/160436.html
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/presupuestos/subcomisiones/primera-subcomision-mixta-de-
presupuestos/2025-10-16/125707.html

2 Presentación del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: https://microservicio-documentos.senado.cl/
v1/archivos/d59ecd55-99fb-4c65-87dc-9bad137594f1?includeContent=true
https://microservicio-documentos.senado.cl/v1/archivos/80c9dcc6-8979-4217-96de-d8345a1974ad?
includeContent=true
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Manifestó que, además de los antecedentes ya expuestos, existen dos
documentos relevantes: uno de carácter general y otro referido a los sumarios
instruidos  por  el  mal  uso  de  licencias  médicas.  Solicitó  que  se  explique  el
contenido de ambos informes antes de dar paso a la presentación del Ministerio. 

Finalmente, señaló que, antes de iniciar la  exposición del  Ministerio,
sería conveniente que la señora Subsecretaria de dicha Cartera se refiriera a las
preguntas  que fueron remitidas  con anterioridad y  a  las  respuestas  que se  le
formularon en su oportunidad. Precisó que, además, resulta importante abordar el
documento relativo a los sumarios instruidos por el mal uso de licencias médicas,
a fin de dejar constancia de la información actualizada sobre esa materia antes de
dar inicio formal a la presentación.

Respecto a las licencias médicas, se recibió la siguiente información
desde el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:

La Subsecretaria del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo,
señora  Javiera  Petersen, expresó  que  toda  la  información  solicitada  por  los
integrantes de la Subcomisión fue debidamente enviada, y que cada uno de los
puntos  requeridos  se  encuentra  detallado  por  Servicio  en  los  documentos
remitidos. Precisó que parte de dicha información ha sido revisada y discutida en
las  sesiones  previas  de  ejecución  presupuestaria  realizadas  con  diversos
servicios,  aunque  no  con  todos.  Sugirió,  considerando  la  amplitud  de  los



antecedentes, que las preguntas o aclaraciones adicionales se formularan durante
la presentación de cada Servicio, conforme se vayan exponiendo sus respectivas
partidas presupuestarias.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke, indicó que, en primer lugar,
sería  conveniente  disponer  de  una  visión  general  sobre  ciertos  aspectos
esenciales.  En  particular,  señaló  la  importancia  de  contar  con  antecedentes
actualizados sobre la evolución del número de funcionarios y de las evaluaciones
efectuadas a los distintos Programas con el fin de identificar los ámbitos donde
corresponde concentrar  el  análisis.  Resaltó  que contar con esa base de datos
facilitaría un estudio más ordenado y eficiente de la partida.

Al respecto, la señora Subsecretaria explicó que, en la presentación
del  señor  Ministro,  se  entregará  una  cuenta  general  sobre  la  Partida  07  del
Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Señaló que dicha exposición aborda
las  principales  variaciones  registradas  en  cada  Subtítulo  del  presupuesto,
ofreciendo una visión integral del comportamiento financiero de la cartera. Indicó
que,  en  esa  instancia,  se  analizarán  especialmente  los  cambios  asociados  al
Subtítulo  21,  relativo  a  gastos  en  personal,  donde  se  reflejan  las  principales
variaciones del Presupuesto correspondiente al año 2026. 

Respecto de la variación general del Ministerio de Economía, propuso
analizarla de manera diferenciada, por Servicio, debido a que cada uno presenta
realidades presupuestarias y operativas muy distintas.

Indicó  que,  por  ejemplo,  el  Instituto  Nacional  de  Estadísticas  (INE)
registra  variaciones significativas  de un año a otro,  ya  que los  levantamientos
estadísticos  que realiza dependen de procesos específicos  y no  permanentes.
Señaló que, en el año en que se efectuó el Censo, por ejemplo, se produjo un
aumento muy considerable en el gasto, seguido por una disminución igualmente
relevante en el período siguiente. Agregó que, para el ejercicio actual, se observa -
nuevamente-  un  incremento,  motivado  por  la  realización  de  la  Encuesta  de
Presupuestos Familiares (EPF), la cual requiere la incorporación temporal de un
número importante de funcionarios adicionales.

A continuación, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor
Álvaro  García, señaló  que,  respecto  de  los  montos  totales,  la  Ley  de
Presupuestos del Sector Público para el año 2026 consideró un gasto de $656.349
millones de pesos, lo que representa una disminución del 4% en comparación con
el del año 2025. Esta variación equivale a una reducción de $27.290 millones de
pesos  en  términos  reales.  Explicó  que  la  disminución  global  se  debe
principalmente a reducciones en los subtítulos de bienes y servicios de consumo y
de transferencias corrientes,  junto con un incremento en el  gasto destinado al



personal. Precisó que este aumento en el subtítulo de personal se explica casi en
su totalidad por la realización de la Encuesta de Presupuestos Familiares, la cual
exige un refuerzo temporal en la dotación de funcionarios del Instituto Nacional de
Estadísticas  para  llevar  a  cabo  su  levantamiento  durante  el  ejercicio
presupuestario correspondiente.

Destacó,  entre  los  proyectos  más  relevantes  del  Ministerio  para  el
próximo  año  2026,  la  creación  de  una  nueva  Partida  presupuestaria  en  la
Subsecretaría de Economía denominada “Oficina de Autorizaciones Sectoriales e
Inversión.”. Explicó que esta nueva unidad surge como resultado de la reciente
promulgación de la  ley N° 21.770, de Permisos Sectoriales, la cual establece un
marco  normativo  destinado  a  simplificar  y  coordinar  los  procedimientos  de
autorización  en  materia  de  inversión.  Precisó  que  la  creación  de  esta  oficina
reemplaza  las  asignaciones  que  anteriormente  correspondían  a  la  Oficina  de
Grandes Proyectos, también dependiente de la Subsecretaría de Economía.

Respecto al sector turismo, indicó que se continúa el financiamiento de
los programas de turismo social: Vacaciones de Tercera Edad, Giras de Estudio y
Turismo Familiar. Por otro lado, manifestó que considerando el bajo resultado bajo
que tuvo la evaluación del programa Atracción Turística del año 2024, se propone
una reducción de un poco más de $2.900 millones de pesos.

En el sector pesca destacó la implementación en su primer año de la
ley  N°  21.752,  que  fija  un  nuevo  fraccionamiento  entre  el  sector  pesquero,
artesanal  e  industrial,  para  lo  cual  SERNAPESCA  deberá  contar  con  nuevos
funcionarios, precisó que en esta ocasión se financian 15 nuevos cupos.

El Honorable Diputado señor Donoso consultó si la exposición que
se estaba realizando correspondía al  mismo material  que los integrantes de la
Subcomisión  tenían  a  la  vista,  o  si  se  trataba  de  una  presentación  adicional
distinta a la documentación previamente entregada.

El señor Ministro aclaró que corresponde a la misma presentación, y
que a continuación, se expondrá en detalle cada uno de los puntos previamente
mencionados, con el propósito de profundizar en los antecedentes y permitir una
revisión más completa de la información expuesta ante la subcomisión.

Continuó señalando que, en el Instituto Nacional de Estadísticas (INE),
se  financiarán  nuevas  encuestas,  entre  ellas  la  Encuesta  de  Presupuestos
Familiares,  la  Encuesta  Longitudinal  de  Empresas,  la  Encuesta  Laboral  y  la
Encuesta Nacional Urbana de Seguridad, entre otras. Explicó que, como anticipó,
la  ejecución  de  estos  levantamientos  estadísticos  justifica  el  incremento  en  la

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1216930
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1214470
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1214470


dotación de personal que será presentado a continuación, dado el volumen y la
complejidad de las tareas que dichas encuestas demandan.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó por  la rebaja de
$415.000 millones de pesos, equivalente a una disminución del 59% en el ítem de
“Íntegro al Fisco”.

La Subsecretaria  de  Economía,  señora  Javiera  Petersen, explicó
que la rebaja de $415.000 millones de pesos, equivalente a una disminución del
59% en el ítem “Íntegro al Fisco”, corresponde principalmente a los aportes que
realiza  la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción  (CORFO)  al  Fisco  por
concepto de rentas provenientes de la explotación del litio. 

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó su preocupación
por la disminución del gasto estado de operaciones por $27.290 millones entre la
Ley de Presupuestos 2025 y el  Proyecto de Ley para 2026, equivalente a una
variación de 4,0%. Indicó que, al revisar los ingresos de la Partida, y sin perjuicio
de que el total registra una caída de 12,5%, resulta especialmente relevante la
reducción del Subtítulo 06 “Rentas a la Propiedad”,  cuya diferencia asciende a
$513.013 millones, equivalente a un 53,0%.

Señaló  que  estos  ingresos  se  encuentran  considerados  dentro  del
presupuesto de la Corporación de Fomento de la Producción. En ese contexto, la
ejecución  acumulada  a  agosto  del  año  2025  era  considerablemente  baja,
alcanzando  un  34,8%,  lo  cual  constituye  un  antecedente  relevante  para
comprender la situación presupuestaria actual.

Solicitó que el Ministerio haga llegar antecedentes adicionales respecto
del comportamiento de los ingresos durante el presente año y la proyección para
el  ejercicio  en  el  año  2026.  Precisó  que  dichos  antecedentes  permitirían
determinar  si  se  cumplirá  lo  estimado en los  ingresos para  2025,  tema que -
recordó- había sido objeto de debate durante la sesión anterior, así como el detalle
de las disminuciones observadas entre el ejercicio en curso y el proyectado para el
año siguiente.

Manifestó que, como consecuencia de la disminución de los ingresos de
la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción,  el  Ministerio  de  Economía  no
registra un incremento en el aporte fiscal. Por el contrario, se observa un aumento
en el subtítulo 11, correspondiente a venta de activos financieros, que alcanza los
$256.433 millones,  lo  que representa un crecimiento del  84,9% entre los años
2025 y 2026.



Indicó además que,  en el  subtítulo  12,  relativo a la recuperación de
préstamos,  se  proyecta  un  incremento  de  $10.717  millones,  equivalente  a  un
12,4% en el mismo período.

Solicitó que se entregue un detalle de la proyección de estos mayores
ingresos,  incluyendo los supuestos que fundamentan dichas estimaciones y un
cronograma mensual de recepción de los recursos en los respectivos servicios.

Adicionalmente,  solicitó  mayores  antecedentes  sobre  la  dotación  del
Ministerio. Observó que la dotación no se condice con el resumen de un solo cupo
adicional, toda vez que existen distintas bajas y cambios, que entiende pudiera
obedecer  a  traspasos  de  honorarios  a  contrata.  En  consecuencia,  solicita
identificar los traspasos desde honorarios a contrata y, en caso de existir nuevos
cupos, remitir los perfiles de cargo y el detalle de los procesos de contratación,
incluyendo las fechas tentativas de incorporación en los respectivos servicios.

Finalmente, respecto al monitoreo 2024, preguntó por la evaluación de
los  diferentes  programas  del  Ministerio,  asunto  que  considera  de  suma
importancia.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke sin perjuicio  de concordar
con  las  solicitudes  de  la  Honorable  Senadora  señora  Rincón,  agregó  que  la
evaluación de los programas se abordaría en la partida correspondiente a medida
que avance la revisión presupuestaria.

Señaló también que, dadas las condiciones del contexto político, resulta
esencial  contar con una visión clara y verificable sobre el  desempeño de cada
iniciativa, a fin de orientar decisiones responsables sobre asignación de recursos.
Indicó  que  el  análisis  debía  permitir:  (i)  identificar  los  programas que  estaban
funcionando adecuadamente; (ii) determinar aquellos susceptibles de eliminación
o reducción por evaluaciones desfavorables, y (iii) justificar, cuando procediera, la
continuidad  de  programas  con  resultados  insuficientes,  siempre  que  existiera
fundamento técnico claro.

Precisó que toda decisión debía basarse en criterios de focalización,
eficiencia y eficacia,  de modo que los resultados esperados fueran medibles y
consistentes con los objetivos definidos para cada Programa.

La señora Javiera Petersen, Subsecretaria de Economía, expresó
que enviarán toda la  información de estructura de ingresos y de gastos de la
Corporación  previa  a  la  presentación  prevista  para  la  próxima  semana.  No
obstante, informó que la mayor variación de los ingresos se explica por el cambio
de los Integros al Fisco que corresponde a Corfo. Indicó que para poder proyectar



los ingresos del litio es necesario proyectar un precio, sin embargo, actualmente
no existe un mercado formal del litio en el cual se transen sus precios de manera
abierta  o  estandarizada,  ni  tampoco un mercado  spot  que permita  contar  con
valores  de  referencia  de  carácter  estable,  situación  que  hace  especialmente
complejo proyectar los ingresos fiscales derivados de la explotación del litio con la
misma precisión que se tiene, por ejemplo, en el caso del cobre, aun considerando
que incluso en ese sector también se registran fluctuaciones importantes.

Indicó que, debido a esta particularidad, los ingresos asociados al litio
presentan  una  alta  variabilidad  interanual,  lo  que  obliga  a  realizar  ajustes
periódicos en las estimaciones presupuestarias. Explicó que, en los últimos años,
los vaivenes del mercado internacional del litio han sido significativos, lo que ha
requerido  que  tanto  la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción  como  la
Dirección de Presupuestos actualicen constantemente la  información empleada
para la formulación de la Ley de Presupuestos.

Precisó que, en relación con la ejecución correspondiente al año 2025,
las cifras se irán actualizando en función de los ingresos efectivamente percibidos
por  CORFO  en  cada  trimestre,  conforme  a  la  estructura  de  los  contratos
celebrados con los arrendatarios del Salar de Atacama.

Agregó que, en ese contexto, el Ministerio se compromete a remitir los
antecedentes detallados sobre la metodología utilizada para elaborar la proyección
de ingresos, tanto la correspondiente al año 2025 como la formulada para el año
2026, incluyendo las principales modificaciones introducidas en el cálculo.

Explicó  que  el  cambio  más  relevante  se  origina  en  una  menor
proyección de precios internacionales del litio, lo que repercute directamente en la
estimación  de  ingresos  fiscales  asociados  a  su  explotación.  Precisó  que  este
ajuste  se  reflejará  en  la  programación  presupuestaria  de  la  Corporación  de
Fomento de la Producción.

Asimismo,  la  señora  Subsecretaria explicó  que  el  resto  de  los
subtítulos  del  presupuesto  de  la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción,
particularmente aquellos vinculados a la recuperación de préstamos, se relacionan
con la naturaleza financiera de la cartera que administra dicha institución.

Indicó que esta cartera financiera posee distintos plazos de vencimiento
y  que,  a  medida  que  éstos  se  cumplen,  se  van  recuperando  los  recursos
correspondientes a las inversiones efectuadas.  Precisó que, en algunos casos,
dichas recuperaciones implican la recompra de ciertos activos financieros, lo que
forma parte del ciclo normal de gestión de la cartera.



Añadió que, por esta razón, año a año CORFO registra operaciones
tanto de compra como de venta de activos, las cuales reflejan la dinámica propia
de  su  gestión  financiera.  En  otros  casos  -señaló-  dichas  operaciones
corresponden a la ejecución de programas específicos, los cuales son detallados y
revisados en esta etapa del proceso de formulación presupuestaria.

Capítulo 01

El  Capítulo  correspondiente  a  la  Subsecretaría  de  Economía  y
Empresas,  contiene cuatro  Programas:  el  Programa 01,  del  mismo nombre;  el
Programa 07,  Fondo de Innovación  para  la  Competitividad-Emprendimiento;  el
Programa  13,  Desarrollo  Productivo  Sostenible,  y  el  Programa  14,  Oficina  de
Autorizaciones Sectoriales.

Programa 01
Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño

Este  Programa  considera  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de
M$41.714.348, lo que implica una variación de -3,7%, respecto del presupuesto
del año en curso.

La Subsecretaria de Economía, señora Javiera Petersen,  respecto
del  Programa  01,  relativo  a  la  gestión  y  funcionamiento  general  de  la
Subsecretaría  de  Economía,  explicó  que  el  presupuesto  en  general  es  de
continuidad,  registrando  una  variación  de  un  menos  3,7%.  Indicó  que  esta
disminución  se  debe  principalmente  a  la  eliminación  de  la  asignación
correspondiente a la Oficina de Grandes Proyectos, situación que obedece a la
creación  de  un  nuevo  programa  presupuestario  asociado  a  la  Ley  Marco  de
Autorizaciones Sectoriales.

Precisó que dicha ley  considera  la  instalación  de una nueva unidad
denominada  Oficina  de  Autorizaciones  Sectoriales  e  Inversión,  cuyo
financiamiento proviene del  presupuesto que antes se encontraba dentro de la
Subsecretaría  de  Economía.  Por  esta  razón,  la  disminución  observada  en  el
subtítulo 24 se explica por el traspaso de los recursos hacia este nuevo Programa
14.

Agregó  que  este  ajuste  presupuestario  fue  concordado  durante  la
discusión del informe financiero de la citada ley, estableciéndose que los fondos
que antes sustentaban la operación de la Oficina de Grandes Proyectos serían
transferidos íntegramente  a  la  nueva oficina,  que asumirá  su  administración  y
funciones a partir del próximo ejercicio. 



Expresó  que  el  traspaso  de  funciones  hacia  la  nueva  Oficina  de
Autorizaciones Sectoriales e Inversión incluye a todo el personal que actualmente
se  desempeña  en  la  Oficina  de  Grandes  Proyectos,  además  de  los  cargos
adicionales autorizados por la Ley Marco de Autorizaciones Sectoriales. Precisó
que  la  dotación  máxima establecida  en  el  Programa 14 -correspondiente  a  la
nueva  oficina-  corresponde  al  número  de  funcionarios  que  se  encontraban
previamente adscritos a la asignación de la Subsecretaría de Economía, de modo
que  no  se  generan  duplicidades  ni  incrementos  no  previstos  en  materia  de
personal.

Indicó que, en lo referido a la dotación de personal para el año 2026,
esta se mantiene en 288 cupos, cifra equivalente a la del año 2025.

Explicó  que  la  disminución  observada  en  el  subtítulo  21,
correspondiente a gastos en personal, por un monto aproximado de $200 millones,
se  debe  principalmente  a  reducciones  en  conceptos  asociados  a  horas
extraordinarias, viáticos y funciones críticas. Agregó que parte de esta variación
también  responde  al  traspaso  de  tres  cupos  hacia  la  nueva  Oficina  de
Autorizaciones Sectoriales e Inversión, en concordancia con lo establecido en la
Ley Marco de Autorizaciones Sectoriales.

Precisó  que  este  ajuste  corresponde  a  la  situación  consultada
previamente  por  la  Honorable  Senadora  señora  Rincón,  en  relación  con  los
movimientos de personal dentro de la Subsecretaría de Economía.

Respecto del subtítulo 22, señaló que registra una disminución marginal
de $40 millones, la cual no afecta el normal funcionamiento ni la operación del
servicio.

Informó que, en lo relativo al subtítulo 24 y a la ejecución programática,
se  mantienen  las  transferencias  regulares  que  la  Subsecretaría  de  Economía
realiza  al  Instituto  de  Fomento  Pesquero  (IFOP)  y  al  Instituto  Nacional  de
Normalización (INN).

Asimismo, señaló que se conserva la transferencia destinada al Instituto
Nacional de Estadísticas (INE), lo que permite financiar los productos acordados
entre ambas instituciones.

Sostuvo que la Subsecretaría de Economía mantiene la transferencia
destinada al Tribunal Arbitral de Propiedad Industrial, con el propósito de asegurar
su funcionamiento continuo durante el  ejercicio presupuestario.  Explicó que los
recursos  asignados  permiten  financiar  la  operación  integral  del  tribunal  y



garantizar su dotación completa, conformada por seis jueces titulares y tres jueces
suplentes.

Reiteró  que  la  asignación  correspondiente  a  la  Oficina  de  Grandes
Proyectos se elimina del presupuesto de la Subsecretaría de Economía, y que los
recursos  asociados  a  dicha  oficina  fueron  íntegramente  consignados  en  el
Programa 14, que será revisado más adelante,  y que corresponde a la nueva
Oficina de Autorizaciones Sectoriales e Inversión creada en virtud de la Ley Marco
de Autorizaciones Sectoriales.

En  lo  relativo  a  los  programas  comprendidos  en  el  Subtítulo  24.09,
Pyme Ágil y  Digitaliza tu Pyme, ambos continuarán desarrollando las funciones
que actualmente desempeñan, orientadas principalmente a apoyar a empresas y a
los emprendimientos,  en su proceso de formalización y en la incorporación de
herramientas digitales que fortalezcan su crecimiento. Explicó que en el programa
Digitaliza  tu  Pyme se  realizaron  ajustes  marginales  vinculados  a  los  costos
administrativos. 

En  el  caso  del  programa  Pyme  Ágil,  indicó  que  se  registra  una
disminución  asociada  al  traspaso  de  un  funcionario  desde  la  modalidad  de
honorarios a contrata.

Destacó  que  ambos  Programas  presentaron  observaciones  en  el
Monitoreo de Programas Públicos 2024, lo cual había sido uno de los aspectos
expresamente solicitados por los integrantes de la Subcomisión para su revisión.

Sobre el particular, explicó que el programa Digitaliza tu Pyme tiene por
objetivo principal un chequeo digital para las empresas de menor tamaño para que
puedan obtener un diagnóstico sobre su nivel de digitalización y, a partir de ese
resultado, acceder a una oferta de programas disponibles, tanto públicos como
privados, que les permitan mejorar su desempeño tecnológico y productivo.

Indicó que, según los resultados del Monitoreo de Programas Públicos
2024,  el  programa no  presentó  observaciones  en  materia  de  focalización.  Sin
embargo, sí se detectaron observaciones en los ámbitos de eficiencia y eficacia.

Informó que los problemas detectados se relacionan,  principalmente,
con la  cobertura  del  Programa,  la  cual  resultó  menor  a  la  esperada debido a
deficiencias  en  el  propio  chequeo  digital.  Específicamente,  se  observó  que  el
instrumento no contaba con una fuente de información suficientemente sólida para
determinar con precisión el nivel de digitalización de cada empresa beneficiaria, lo
que dificultaba la  medición de los  resultados y el  seguimiento de los avances
logrados.



Precisó que, a partir de estas observaciones, durante el año 2024 se
trabajó  en  la  modificación  y  actualización  del  chequeo  digital,  con  el  fin  de
fortalecer su metodología e implementar las modificaciones.

Agregó que un aspecto relevante en este proceso fue que la principal
fuente de participación que tenían las pequeñas y medianas empresas, así como
los  emprendedores vinculados al  programa Digitaliza  tu  Pyme,  provenía  de  la
plataforma Pymes en línea.  Destacó  que dicha  herramienta  fue  transferida  de
Corfo a SERCOTEC, proceso que se extendió por algunos unos meses, motivo
por  el  cual  durante  parte  de  este  año  la  plataforma  permaneció  inactiva,
reduciéndose así el flujo de empresas que realizaba el chequeo digital.

Señaló  que  esta  situación  no  se  repetirá  el  2026,  dado  que  la
plataforma continúa  operativa  y,  además,  se  han  fortalecido  las  sinergias  con
programas afines, con el propósito de posicionar el chequeo digital como uno de
los principales instrumentos de evaluación tecnológica a nivel nacional. Subrayó,
asimismo,  que,  tras  conversaciones  con  la  Dirección  de  Presupuestos,  se  ha
constatado que no existirán dificultades en materia de cobertura.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso consultó  si  los  programas
Pyme Ágil  y Digitaliza tu Pyme dependen directamente de la Subsecretaría de
Economía. Además, solicitó conocer cuántas personas trabajan en cada uno de
ellos y cuál es su dotación total de personal, considerando que ambos programas
presentan un presupuesto acotado y un número reducido de beneficiarios. 

La Honorable Senadora señora Pascual solicitó aclarar las razones
de  la  disminución  del  48%  registrada  en  el  presupuesto  del  subtitulo  24.618
Observatorio de Datos Económicos.

La señora  Javiera  Petersen,  Subsecretaria  de  Economía, explicó
que el Observatorio de Datos Económicos, corresponde a un proyecto iniciado en
el  año  2022,  cuyo  objetivo  principal  es  desarrollar  una  plataforma  con  una
arquitectura  de  datos  que  permita  integrar  y  centralizar  diversas  fuentes  de
información relacionadas con la oferta programática dirigida a las empresas de
menor tamaño y a las pymes.

Indicó  que  la  reducción  del  48%  en  su  presupuesto  se  encuentra
prevista dentro de la planificación original del proyecto, la cual fue elaborada en el
año 2021. 

Detalló que, durante los ejercicios anteriores, específicamente en los
años  2024  y  2025,  se  registró  una  ejecución  presupuestaria  más  elevada,



asociada a las etapas de diseño, desarrollo e implementación de la plataforma.
Precisó que, a partir del año 2025, el observatorio entró en fase de funcionamiento
y mantenimiento, lo que implica una disminución natural en los requerimientos de
gasto. Por ello, el presupuesto para el ejercicio 2026 se reduce sustantivamente.

Aclaró que esta reducción no representa una merma en la capacidad
operativa del observatorio, sino una adecuación presupuestaria coherente con la
transición  del  proyecto  desde  su  etapa  de  desarrollo  hacia  la  de  ejecución
permanente.

Luego,  en  respuesta  a  las  consultas  formuladas  por  el  Honorable
Diputado señor Donoso, la Subsecretaria informó que los programas Digitaliza tu
Pyme  y  Pyme  Ágil  se  ejecutan  a  través  de  convenios  suscritos  con  distintas
municipalidades del país. Indicó que estos convenios permiten que las empresas
que se están formalizando puedan obtener su patente comercial al mismo tiempo
que realizan el inicio de actividades, facilitando así los procesos administrativos y
promoviendo la formalización de las micro, pequeñas y medianas empresas.

Precisó que, para el año 2026, el programa Pyme Ágil contará con una
dotación de cinco funcionarios bajo la modalidad de honorarios, mientras que el
programa  Digitaliza  tu  Pyme  dispondrá  de  un  funcionario  en  igual  condición.
Agregó que estos equipos forman parte de la División de Empresas de Menor
Tamaño de la Subsecretaría de Economía y que son ellos quienes se encargan
directamente  de  la  ejecución  y  seguimiento  de  las  acciones  contempladas  en
ambos Programas.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón formuló  una  serie  de
preguntas a la Subsecretaria de Economía con el propósito de obtener información
más detallada sobre la ejecución de los programas Pyme Ágil y Digitaliza tu Pyme,
así como sobre determinados ajustes en materia de personal.

Solicitó, en primer término, que se informe cuántas empresas lograron
digitalizarse  durante  el  año  2025  a  través  del  programa  Digitaliza  tu  Pyme  y
cuántos  municipios  mantienen  convenios  vigentes  con  la  Subsecretaría  de
Economía para la implementación de este y otros programas relacionados con la
formalización  de  empresas.  Pidió,  además,  que  se  explique  el  procedimiento
mediante el cual los municipios pueden suscribir dichos convenios.

En segundo término, consultó respecto de la disminución de un cupo en
la  asignación  de  función  crítica  dentro  del  presupuesto  de  la  Subsecretaría.
Solicitó conocer las razones que motivaron dicha reducción, a quién corresponde,
si  está asociada a la eliminación de un cargo específico o a una redistribución
interna de funciones, y a qué área o departamento corresponde el cambio.



Asimismo,  pidió  un  detalle  completo  de  los  funcionarios  que
actualmente perciben la  asignación de función crítica,  indicando el  monto  y  el
porcentaje correspondiente a cada uno.

La Subsecretaria de Economía, explicó que la disminución de un cupo
en la asignación de función crítica dentro de la Subsecretaría corresponde al cargo
de jefatura de la División de la Oficina de Grandes Proyectos. Señaló que dicho
puesto fue trasladado al nuevo programa presupuestario asociado a la creación de
la Oficina de Inversión y Tramitación de Permisos, establecida en el marco de la
Ley de Autorizaciones Sectoriales. Precisó que, junto con el traspaso del cargo, se
trasladó también la respectiva asignación de función crítica, razón por la cual la
reducción observada en la Subsecretaría no representa una eliminación del cupo,
sino un movimiento administrativo hacia el nuevo programa.

Agregó que, respecto a la información solicitada sobre las empresas
que  han  utilizado  el  chequeo  digital,  disponía  de  los  antecedentes,  pero  que
prefería revisar los datos con precisión antes de entregarlos formalmente.

Respecto a la consulta formulada por la Honorable Senadora señora
Rincón, señaló que, actualmente, el Ejecutivo mantiene convenios vigentes con 78
municipalidades en el  marco de los programas destinados a la formalización y
digitalización de pequeñas y medianas empresas.

Indicó  que  este  número  representa  un  avance  significativo  en
comparación  con  el  inicio  de  la  actual  Administración,  en  que  solo  existían  8
municipalidades con convenios activos. Agregó que, además de los convenios ya
firmados,  se  encuentran  en  conversaciones  con  aproximadamente  25
municipalidades  adicionales  interesadas  en  integrarse  al  programa,  lo  que
permitirá  seguir  ampliando  el  alcance  de  estas  herramientas  de  apoyo
empresarial.

Precisó que el procedimiento para que una Municipalidad se incorpore
consiste simplemente en contactar al Ministerio de Economía o a la Subsecretaría
correspondiente, a fin de coordinar los pasos necesarios para la firma del convenio
y la implementación de las acciones conjuntas.

La  señora  Subsecretaria fue  de  opinión  que  el  proceso  de
incorporación  de  municipalidades  al  Programa  es  relativamente  sencillo.  No
obstante,  señaló  que,  en  sus  inicios,  se  priorizó  trabajar  con  aquellas
municipalidades  que  contaban  con  un  mayor  nivel  de  digitalización  en  sus
procesos  internos,  siguiendo  el  criterio  aplicado  también  por  la  administración
anterior.



Indicó que esta estrategia inicial permitió asegurar una implementación
más eficiente durante las primeras etapas, aunque reconoció que la incorporación
de municipalidades con menor desarrollo tecnológico ha resultado más compleja.
A  pesar  de  ello,  destacó  que  se  ha  mantenido  un  avance  constante  en  la
expansión  del  programa  y  que  el  objetivo  del  Ejecutivo  es  alcanzar
aproximadamente  100  municipalidades  con  convenio  durante  la  presente
administración.

Agregó que, para facilitar este proceso, el Ministerio de Economía y la
Subsecretaría han realizado gestiones conjuntas con los gobiernos regionales y
los  municipios,  incluyendo  el  envío  de  cartas  de  invitación  formales  a  las
municipalidades,  con  el  propósito  de  promover  su  adhesión  y  fortalecer  la
cobertura  nacional  de  las  iniciativas  dirigidas  a  las  pequeñas  y  medianas
empresas.

La Honorable Senadora señora Rincón expresó que, a su juicio, el
número  de  municipalidades  que  aún  no  participan  en  los  programas  de  la
Subsecretaría de Economía no puede considerarse marginal, ya que la cifra de 78
convenios vigentes representa una cobertura limitada en relación con el total de
municipios del país.

Señaló que este nivel de avance demuestra que aún existe un margen
significativo  de  comunas  que  permanecen  fuera  de  estas  iniciativas,
especialmente aquellas de menor tamaño o con menores capacidades técnicas y
administrativas.

Manifestó  su  preocupación por  el  riesgo de que las  municipalidades
más  pequeñas  continúen  quedando  rezagadas  y  postergadas,  lo  que  podría
profundizar las brechas territoriales en el acceso a herramientas de formalización y
digitalización para las micro, pequeñas y medianas empresas.

Planteó la necesidad de conocer con precisión cómo se desarrolla el
proceso de acercamiento entre los municipios y el Gobierno Central. Consultó si
son  las  municipalidades  las  que  deben  tomar  la  iniciativa  para  solicitar  su
incorporación al  programa o si,  por  el  contrario,  es el  Ejecutivo quien impulsa
directamente la búsqueda y convocatoria de los municipios interesados.

La señora Javiera Petersen, Subsecretaria de Economía, aclaró que
al referirse al carácter “marginal” de las municipalidades restantes no aludía a su
relevancia,  sino  a  la  dificultad  creciente  que  implica  incorporar  cada  nuevo
municipio al programa, dado que cada uno requiere un mayor esfuerzo técnico y
de acompañamiento institucional que el anterior.



Reconoció,  no  obstante,  que  aún  falta  integrar  a  la  mayoría  de  las
municipalidades  del  país,  por  lo  que  será  necesario  intensificar  el  trabajo  de
expansión durante el próximo período.

Se comprometió a remitir a la Subcomisión una tabla con la distribución
regional de las municipalidades actualmente incorporadas al programa, detallando
su participación por región y el estado de avance en la firma de convenios.

Explicó  que  los  esfuerzos  de  incorporación  han  provenido
principalmente del Gobierno Central, a través de gestiones realizadas tanto con
los  Gobiernos  regionales  como  directamente  con  las  municipalidades,  con  el
objetivo de invitarlas y acompañarlas en el proceso de adhesión a las iniciativas
impulsadas por la Subsecretaría de Economía. Así se ha actuado también con los
SEREMIS.

En relación a la pregunta sobre el programa Digitaliza tu Pyme, explicó
que durante el año 2024 se registraron 8.500 rutas de digitalización entregadas.
Precisó  que  este  instrumento  no  consiste  únicamente  en  la  aplicación  de  un
chequeo digital, sino que representa un proceso más amplio de asesoría, a través
del cual se elabora una ruta personalizada que permite a cada empresa conocer
su nivel de digitalización y acceder a herramientas tecnológicas específicas para
avanzar en su desarrollo productivo.

Asimismo,  informó  que  el  programa  contempla  un  componente  de
formación, enfocado en la capacitación digital de las micro, pequeñas y medianas
empresas, así como de cooperativas. En ese contexto, durante el año 2024 se
realizaron aproximadamente 14.000 capacitaciones en modalidad digital.

Posteriormente, la Subsecretaria informó que, respecto al Observatorio
de Datos Económicos, que -como se indicó anteriormente- presenta una reducción
presupuestaria  planificada,  coherente  con  su  transición  desde  la  etapa  de
desarrollo hacia su fase de funcionamiento regular.

Agregó que, paralelamente, se mantiene el financiamiento destinado a
la Oficina de Competencia y Mejora Regulatoria.

Al finalizar el programa 01,  el Honorable Senador señor Cruz-Coke
preguntó respecto de los antecedentes relativos a los sumarios instruidos por mal
uso de licencias médicas. Señaló que del documento acompañado se observa que
existen 10 casos informados por la Contraloría en la Subsecretaría. Consultó cuál
es la situación actual de dichos sumarios, si se encuentran en curso, concluidos o



con sanciones aplicadas, y qué medidas se han adoptado institucionalmente para
prevenir nuevas irregularidades en esta materia. 

La señora Subsecretaria de Economía informó, que, en materia de
licencias médicas, tuvieron 10 casos reportados por la Contraloría General de la
República,  asociados  a  6  funcionarios  del  Servicio.  Indicó  que  tres  de  estos
funcionarios continúan actualmente en funciones.

Sobre el particular, instruyeron seis sumarios administrativos. De esos
procesos, uno se encuentra en la etapa final de investigación, tres están en la
etapa  de  formulación  de  cargos,  y  los  dos  restantes  fueron  resueltos  por  la
Jefatura de Servicio y remitidos a la Contraloría General de la República para los
efectos correspondientes.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke, consultó  si  los  casos
mencionados se encuentran actualmente a la espera de la toma de razón por
parte de la Contraloría General de la República y si los funcionarios involucrados
fueron  suspendidos  de  sus  funciones  mientras  se  desarrolla  el  proceso
administrativo  correspondiente.  Asimismo,  observó  que,  según  la  información
proporcionada, tres de ellos continúan en el Servicio, por lo que solicitó precisar
qué ocurrió con los otros tres.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía  explicó  que  la  situación
depende del tipo de formulación de cargos efectuada en cada proceso. Señaló
que  las  medidas  adoptadas  difieren  según  las  características  de  los  hechos
investigados y las responsabilidades determinadas en cada expediente. Informó
que los tres funcionarios ya no forman parte del Servicio; no obstante, aclaró que
su desvinculación no estuvo relacionada con el caso de las licencias médicas, sino
que se produjo con anterioridad a la recepción de la información remitida por la
Contraloría General de la República.

Luego, el Honorable Diputado señor Donoso solicitó, sin mencionar
nombres, precisar cuál  es la situación de los funcionarios que continúan en la
Subsecretaría y en qué etapa se encuentran sus respectivos sumarios, así como
también qué ocurrió con aquellos que ya no pertenecen a la institución.

Por su parte,  la Honorable Senadora señora Rincón manifestó sus
dudas respecto al procedimiento seguido en estos casos, ya que entiende que la
Contraloría General de la República determinó los casos en que existían posibles
hechos  irregulares  y  remitió  dichos  antecedentes  a  los  distintos  Servicios,
Ministerios  y  Subsecretarías  para  que  éstos  realizaran  las  investigaciones
correspondientes.  Agregó  que,  una  vez  instruidos  los  sumarios,  los  Servicios
deben llevar adelante el  procedimiento y adoptar las medidas o sanciones que



correspondan,  sin  que  exista  obligación  de  devolver  los  antecedentes  a  la
Contraloría, salvo que se interponga una apelación. En ese sentido, precisó que el
Servicio,  una vez concluido el  sumario,  debe aplicar  la  resolución  del  Jefe de
Servicio, ya sea manteniendo o desvinculando al funcionario involucrado, y que
solo en caso de apelación el expediente se remitiría nuevamente a la Contraloría.

Por lo anterior, solicitó aclarar en detalle cuál es la situación actual de
estos casos, toda vez que la aplicación de la sanción le corresponde al Servicio y
no a la Contraloría General de la República.

La señora Subsecretaria de Economía señaló que las resoluciones
dictadas en el marco de estos procedimientos son actos afectos a toma de razón,
por  lo  que  la  resolución  que  establece  la  sanción  correspondiente  debe  ser
remitida a la Contraloría General de la República.

En relación con la consulta formulada por el Diputado señor Donoso,
explicó que la situación de los funcionarios presenta cierta complejidad.  Precisó
que los casos que ya fueron resueltos por la jefatura corresponden a funcionarios
que actualmente no pertenecen al  servicio,  mientras que los  procesos que se
encuentran en etapa de formulación de cargos coinciden con aquellos funcionarios
que aún continúan en funciones.

Aclaró, sin embargo, que ambas variables -la situación administrativa y
el estado del procedimiento- no guardan necesariamente una relación causal entre
sí. Recordó que, durante la ejecución del presupuesto, se explicó que se debe
esperar información proveniente de la Policía de Investigaciones de Chile, la cual
debía ser remitida directamente a cada servicio para completar los antecedentes
de investigación. Explicó que dicha información fue llegando de manera gradual y
no simultánea, lo que generó diferencias en los tiempos de avance de cada caso y
explica las distintas etapas en que actualmente se encuentran los procedimientos.

Por  otra  parte,  la  Honorable  Senadora señora Rincón señaló  que
formuló previamente una consulta a la señora Subsecretaria, pero que deseaba
conocer  con  mayor  detalle  la  situación.  Indicó  que,  según  los  antecedentes
revisados,  la  Subsecretaría  presenta  una  rebaja  en  los  recursos  destinados  a
honorarios dentro de varios programas, entre ellos Digitaliza tu Pyme, la Oficina de
Competencia, Mejor Regulación y el Observatorio de Datos Económicos, pese a
que se mantiene constante el número de cupos de personal asociado a dichos
programas.

En ese contexto, solicitó precisar cómo se implementará esa reducción
presupuestaria,  preguntando expresamente si  se tiene contemplado rebajar los
honorarios de las personas que actualmente se desempeñan en esos programas,



o  bien  si  se  les  mantendrá  su  remuneración  hasta  el  mes  de  marzo  y,
posteriormente, quedará la decisión sobre su continuidad a criterio de la nueva
administración.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía  consultó  si  la  Honorable
Senadora  se  refería  específicamente  a  la  disminución  de cupos dentro  de  los
programas  mencionados,  con  el  fin  de  precisar  el  alcance  de  la  pregunta
formulada.

La Honorable Senadora señora Rincón respondió que se refería a la
disminución de los recursos destinados al pago de honorarios, ya que los cupos
de personal se mantienen constantes. 

La señora  Subsecretaria de Economía explicó  que  la  disminución
observada  en  los  recursos  destinados  a  honorarios  se  debe,  en  parte,  a  un
proceso de traspaso de personal desde la modalidad de honorarios a contrata,
específicamente  dos  casos  dentro  de  la  Subsecretaría.  Señaló  que,  por  esta
razón,  la  reducción  en  el  Subtítulo  24  se  encuentra  parcialmente  asociada  a
dichos traspasos.

Indicó  además  que,  en  el  programa  Pyme  Ágil,  efectivamente  se
disminuyó  un  cupo,  mientras  que  en  los  demás  programas  la  disminución
corresponde a ajustes marginales en el gasto asociado a personal.

Precisó  que  la  reducción  equivalente  a  $197  millones  obedece
principalmente  a  la  disminución  de  gastos  en  funciones  críticas,  horas
extraordinarias, viáticos y algunos cupos de honorarios. Aclaró, sin embargo, que
tales reducciones no afectan de manera significativa la operatividad del Servicio,
ya que corresponden a ajustes menores dentro del presupuesto general. Señaló
que, efectivamente, estima que la disminución de recursos se debe principalmente
al traspaso de personal desde la modalidad de honorarios a contrata. Agregó que,
de todas formas,  se enviará el  detalle correspondiente para mayor claridad de
acuerdo con la solicitud de Su Señoría.

Enseguida,  la Honorable Senadora Rincón destacó la relevancia de
disponer del detalle de la información solicitada, advirtiendo que sería lamentable
mantener  el  mismo número de personas con menores recursos,  situación que
representaría una dificultad significativa para la próxima administración. 

Programa 07
Fondo de Innovación para la Competitividad-Emprendimiento (FIC)



Este  Programa  contempla  ingresos  y  gastos  por  la  cantidad  de
M$42.976.660,  lo  que  implica  una  variación  total  de  -2,0%,  respecto  del
presupuesto 2026.

La  señora  Subsecretaria de  Economía,  doña  Javiera  Petersen,
explicó  que  el  presupuesto  asignado  al  Fondo  de  Innovación  para  la
Competitividad  presenta  una  variación  negativa  de  2%,  considerando  el  gasto
ejecutado.  Dicho  presupuesto  permite  asegurar  la  continuidad  operacional  del
programa, financiando los dos contratos y los dos honorarios establecidos,  los
cuales se han mantenido en la Ley de Presupuestos desde el año 2022.

Agregó  que  un  aspecto  relevante,  reiterado  también  en  procesos
anteriores de defensa presupuestaria, es que la mayor parte de los recursos del
Fondo  de  Innovación  para  la  Competitividad  corresponden  a  transferencias
destinadas a financiar programas ejecutados por la Corporación de Fomento de la
Producción. En consecuencia, señaló que será dicha institución la encargada de
referirse  en  detalle  a  los  programas  específicos  que  se  financian  con  estos
recursos.

Indicó que, a través del Fondo de Innovación para la Competitividad, se
financian  diversos  instrumentos  de  la  Gerencia  de  Startup  Chile,  de
Emprendimiento,  de  Desarrollo  Territorial,  de  INNOVA  y  de  Capacidades
Tecnológicas  de  CORFO.  Informó  que  cada  uno  de  estos  programas  será
evaluado de manera específica cuando CORFO realice su presentación ante la
Subcomisión.

Agregó que,  además,  mediante  el  FIC entregan recursos al  Instituto
Nacional de Normalización, de manera similar a como lo hace la Subsecretaría,
con  el  propósito  de  ampliar  las  capacidades  de  medición  y  calibración  en
determinadas industrias.

Asimismo,  señaló  que  se  mantiene  el  financiamiento  destinado  al
funcionamiento  del  Comité  de  Fomento  de  la  Economía,  Asociativa  y  del
Cooperativismo. Precisó que estas dos transferencias —al Instituto Nacional de
Normalización y al  Comité de Fomento— constituyen las únicas transferencias
adicionales a los programas ejecutados por CORFO.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón  señaló  que,  según  la
presentación de la Subsecretaría, en el subtítulo 21 correspondiente al gasto en
personal se observa una disminución de recursos en el cuadro respectivo. En ese
contexto, consultó si dicha reducción presupuestaria implicará una disminución en
la cantidad de personal que actualmente se desempeña en la institución.



La  señora  Subsecretaria señaló  que  se  enviará  el  detalle
correspondiente para aclarar la situación en debate. Explicó que, en este caso, no
existe un traspaso de personal desde honorarios a contrata, pero que igualmente
se remitirán los antecedentes para una revisión más precisa. Indicó que durante el
presente año la Subsecretaría contó con cierta holgura presupuestaria, por lo que
no se prevé un desfinanciamiento de la dotación de personal para el próximo año.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó por la reducción en
la asignación 027, Crea y Valida Innovación de un 34%. 

La señora Subsecretaria de Economía  respondió que varias de las
transferencias  realizadas  a  los  programas  o  gerencias  de  CORFO  reciben
financiamiento adicional proveniente de otras fuentes. Por esta razón, destacó la
importancia de revisar de manera integral la composición del financiamiento de
dichos programas cuando se analice la  exposición de CORFO. Explicó que el
Fondo  de  Innovación  para  la  Competitividad  contribuye  solo  parcialmente  al
financiamiento de estas iniciativas y no constituye su única fuente de recursos.
Señaló,  además,  que  existe  una  coordinación  permanente  con  CORFO  para
asegurar  un equilibrio  adecuado en la  distribución del  financiamiento  entre las
distintas gerencias de la corporación.

La Honorable Senadora señora Rincón insistió en el punto planteado,
ya  que,  según  los  antecedentes  revisados,  existen  2  personas  asociadas  al
Programa  en  cuestión,  las  mismas  que  se  proyectan  para  el  año  2026.  Sin
embargo,  observó  que,  al  considerar  los  montos  actualizados,  existe  una
diferencia  cercana  a  los  10  millones  de  pesos  menos,  lo  que  a  su  juicio  no
concuerda con la explicación sobre las holguras presupuestarias mencionadas.
Por ello, reiteró la importancia de contar con la información detallada para poder
aclarar esta discrepancia.

La señora Subsecretaria de Economía  precisó que se trata de las
mismas personas. Explicó que durante el año 2025 existió un cupo de contrata
correspondiente al programa FIC que permaneció vacante por varios meses, lo
cual genera la diferencia observada en la ejecución presupuestaria. Señaló que, si
se considera una dotación financiada de manera continua durante los doce meses
del año, las cifras deberían coincidir. Finalmente, propuso enviar todos los detalles
pertinentes  para  que  el  análisis  se  realice  con  la  información  completa  y
actualizada.

La Honorable  Senadora señora Rincón reiteró  que,  a  su  juicio,  la
explicación  entregada  no  resulta  consistente.  Señaló  que  el  hecho  de  que un
funcionario no haya estado contratado durante un período determinado genera un
ahorro o flujo positivo para el Estado, debido a que esos recursos no se utilizaron,



pero ello no debería impactar el presupuesto del año siguiente. Insistió en señalar
que, al comparar el presupuesto actual con el proyectado, existe una diferencia
cercana a 10 millones de pesos menos, pese a que se trata de los mismos dos
funcionarios,  por  lo  que  reiteró  su  duda  respecto  de  cómo  se  justifica  esa
disminución.

La señora Subsecretaria de Economía expresó su total acuerdo con
la observación planteada por la Honorable Senadora señora Rincón, no obstante
aclarar que el Programa cuenta con un total de 4 funcionarios, de los cuales 2 se
desempeñan bajo la modalidad de honorarios y 2 en calidad de contrata.

Señaló que, con el fin de contar con todos los antecedentes, se enviará
el detalle completo del financiamiento correspondiente al presente año, incluyendo
los cuatro cupos con cobertura presupuestaria total, así como la proyección para
el próximo ejercicio. Explicó que la disminución del 5%, equivalente a 10 millones
de pesos, se considera marginal y responde principalmente a ajustes internos que
pueden compensarse mediante otras glosas o ítems del subtítulo 21. Añadió que,
al igual que en el caso de la Subsecretaría, parte de la reducción se relaciona con
menores gastos en horas extraordinarias y viáticos. 

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón solicitó  que  se  remita  el
detalle correspondiente, señalando que se trata de convenios nominados y que,
por esa razón, la explicación entregada no le resulta coherente con la información
presupuestaria presentada.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke manifestó  que  sería
conveniente contar con una visión más clara sobre los cofinanciamientos de los
programas  vinculados  a  INNOVA,  entendiendo  que  su  revisión  detallada
corresponderá  a  la  presentación  de  CORFO.  No  obstante,  señaló  que  resulta
necesario disponer de un panorama general, ya que en la información entregada
se observa que el  programa presentaba $1.793 millones el  año anterior y que
dicha cifra habría sido eliminada o reducida de un total cercano a $3.000 millones.

Agregó  que,  en  contraste,  dentro  del  mismo  programa  INNOVA,  el
componente  denominado  Escala  de  Innovación  presenta  un  aumento  de
aproximadamente  $2.000  millones.  Advirtió  que  estas  variaciones  generan
confusión,  pues  se  registran  disminuciones  y  aumentos  simultáneos  que  no
parecen guardar coherencia, señalando que los porcentajes de variación fluctúan
entre un 29% y un 34%, lo que dificulta comprender las razones que explican
dichos ajustes presupuestarios.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía, refiriéndose  al  Programa
INNOVA, explicó que se verá en profundidad en la próxima sesión.  No obstante,



señaló que efectivamente parte de las variaciones observadas podrían deberse a
los factores mencionados, pero aclaró que, en términos generales, el presupuesto
total de INNOVA presenta una disminución de un 2%. Indicó que, al revisar las
cifras,  se aprecia que la  mayoría de las transferencias realizadas al  Programa
INNOVA desde el  Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC)  muestran
reducciones superiores a ese 2%, lo que explica parte de la diferencia.

Agregó  que  existen,  además,  variaciones  en  otros  servicios  que
también efectúan transferencias al programa, lo cual incide en la composición final
del  financiamiento.  Señaló  que  estos  ajustes  se  comprenderán  con  mayor
precisión durante la exposición detallada del programa INNOVA, programada para
el próximo día martes 14 de octubre de 2025.

La Honorable Senadora señora Pascual sostuvo que la información
podría resultar más comprensible una vez que se analice el ítem completo, ya que
las disminuciones observadas podrían explicarse por el hecho de que otro de los
componentes  financiados  por  INNOVA  está  asumiendo  los  recursos  que  se
reducen  en  este  punto.  Agregó,  además,  que  durante  la  discusión  del  marco
presupuestario para el año 2025 se efectuaron ciertos recortes que podrían estar
influyendo en las variaciones observadas. Explicó que estas diferencias podrían
responder tanto a los ajustes aprobados en la Ley de Presupuestos de 2025 como
a las reasignaciones realizadas durante el primer trimestre del presente año. En
consecuencia,  planteó  que  dichas  modificaciones  podrían  reflejarse  en  los
porcentajes de disminución señalados en los cuadros presupuestarios.

La señora Subsecretaria de Economía,  indicó que lo dicho por Su
Señoría podría explicar este punto, no obstante, precisó que el presupuesto de
INNOVA disminuye un 2%, luego, en las mayorías de las transferencias que se le
hacen  a  este  programa desde  el  FIC,  disminuyen  aún  más  que  un  2%,  pero
efectivamente hay variaciones en los otros servicios que hacen esta transferencia.
Insistió que se verá con mayor claridad al analizar en profundidad el presupuesto
de INNOVA.

Programa 13
Desarrollo Productivo Sostenible

Este  Programa  considera  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de
M$33.858.406,  lo  que  implica  una  variación  negativa  de  12,1%,  respecto  del
presupuesto del año en curso.

La Subsecretaria de Economía, señora Javiera Petersen, manifestó
que este  Programa  pertenece  a  la  Subsecretaría  que  dirige,  y  presenta  una
variación  de  menos  12%  en  el  gasto  ejecutado  (GEO),  lo  que  se  debe



principalmente a la  reducción de las transferencias que se realizan a distintas
Subsecretarías y Servicios encargados de ejecutar programas financiados por el
fondo. 

Adelantó  que  una  de  las  principales  reducciones  corresponde  a  la
transferencia  destinada  a  la  Subsecretaría  de  Minería,  la  cual  se  rebaja  en
aproximadamente  un  50%.  Explicó  que  esta  disminución  obedece  a  que  los
recursos  asignados  durante  el  año  anterior  (el  2025)  estaban  asociados
principalmente a la ejecución de “consultas indígenas” que ya concluyeron, por lo
que el objetivo de dicho convenio se encuentra cumplido y, en consecuencia, cesa
la necesidad de mantener ese financiamiento.

Agregó  que  lo  más  relevante  se  observa  en  el  subtítulo  24.02,
correspondiente  a  las  transferencias  a  otros  Servicios  del  Gobierno  Central.
Señaló  que  en  una  la  lámina  siguiente  se  presentan  con  mayor  detalle  las
principales variaciones de esas asignaciones, ya que se estimó que ese formato
permitiría visualizar de manera más clara y comprensible los cambios efectuados
en dichas partidas presupuestarias.

Luego, indicó que, en el caso de la Subsecretaría del Medio Ambiente,
se registra una disminución del 30% en los recursos asignados. Explicó que esta
reducción se debe a que, en los años anteriores, se desarrolló un trabajo intensivo
en los proyectos de línea de base pública, los cuales concentraron la mayor parte
de la ejecución presupuestaria. Añadió que las cuotas actualmente en ejecución,
particularmente  en  las  regiones  Metropolitana  y  de  Antofagasta,  son
considerablemente menores, ya que la parte más sustantiva de dichos proyectos
se llevó a cabo durante el presente año.

Señaló que también se considera una reducción presupuestaria para el
Ministerio de Ciencia, en particular para la Agencia Nacional de Investigación y
Desarrollo (ANID), el Consejo de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación
(CTCI) y la Subsecretaría de Energía. Añadió que, junto con estas rebajas, se
incorporan nuevas iniciativas que la  Subsecretaría  valora especialmente.  Entre
ellas destacó la  creación de una colaboración con el  Servicio  de Cooperación
Técnica, destinada a desarrollar una línea de trabajo orientada a que las empresas
de menor tamaño puedan incorporar tecnologías que promuevan su avance hacia
la sostenibilidad. 

La  señora  Subsecretaria  de  Economía  agregó  que,  además,  se
realizan transferencias al  Instituto Nacional  de Normalización. Explicó que este
apoyo no se limita a una transferencia de recursos, sino que incluye también un
acompañamiento técnico destinado a orientar a las empresas de menor tamaño en
la  identificación  de las  tecnologías  más adecuadas para  su  desarrollo  y  en  la
comprensión de cómo estas pueden contribuir a mejorar su competitividad. Añadió



que el Instituto Nacional de Normalización cumple un rol clave en la elaboración
de normativa y metodología asociada al litio, materia que ha sido abordada en
otras ocasiones dentro de la misma presentación.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón señaló  que  se  observa
nuevamente una disminución en los recursos destinados a honorarios dentro de la
Secretaría de Desarrollo Productivo Sostenible. Indicó que, al revisar las cifras, los
valores se mantienen en términos nominales, pero los recursos disponibles son
menores.  Expresó  su  preocupación  por  que,  para  los  mismos  11  cupos  de
personal se consideran menos recursos, existe una diferencia cercana a los $30
millones menos respecto del año anterior. En ese sentido, planteó su inquietud
sobre cómo se gestionará el  pago de remuneraciones a la misma cantidad de
personas con un presupuesto reducido.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía explicó  que  el  área  de
Desarrollo Productivo Sostenible está conformada exclusivamente por funcionarios
contratados bajo la modalidad de honorarios. Señaló que, en comparación con el
presupuesto  de  2025,  se  registra  una  disminución  del  40%  en  el  ítem
correspondiente  a estudios.  Indicó que durante el  presente  año se produjo un
recambio  en  algunos  de  los  cupos  existentes,  incorporándose  nuevos
profesionales con remuneraciones inferiores a las que se pagaban originalmente.
Como consecuencia de ello, el financiamiento necesario para cubrir la dotación
vigente en 2026 será menor que el requerido en 2025. Precisó que esta diferencia
se explica porque el personal actualmente contratado percibe sueldos más bajos
que los de quienes ocuparon dichos cargos al inicio del año 2025, lo que hace que
la dotación proyectada para 2026 resulte menos costosa.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón consultó  si  la  situación
descrita  se  encuentra  reflejada  en la  información  de  ejecución  presupuestaria,
específicamente  en  lo  relativo  a  la  glosa  correspondiente,  para  verificar  si
efectivamente se registró un gasto menor en dicha partida.

La señora Subsecretaria de Economía señaló que probablemente la
diferencia  mencionada  no  se  refleje  de  manera  exacta  en  los  mismos  $30
millones, ya que los ajustes no se realizaron al inicio del año 2025, sino que se
fueron implementando de forma gradual durante el transcurso del año. Señaló que
algunas contrataciones finalizaron hace poco tiempo, por lo que el  costo de la
dotación al inicio de 2025 fue superior al costo de la dotación final del programa.
Agregó que, en caso de existir un ajuste presupuestario asociado a esta situación,
toda la información correspondiente se remite trimestralmente a la Dirección de
Presupuestos, instancia en la que se puede verificar si se ha producido una menor
presión  de  gasto  en  alguno  de  los  Subtítulos  de  la  Subsecretaría  o  de  sus
programas.



Los  Honorables  Senadores  señora  Rincón  y  señor  Cruz-Coke
solicitaron que copia de esa información se acompañe también a la Subcomisión.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía expresó  que,  si  bien  se
enviará  la  información  solicitada,  recordó  que,  conforme  a  las  glosas  de
información, la Subsecretaría remite trimestralmente los datos sobre el gasto del
Programa de Desarrollo Productivo Sostenible a las Comisiones de Hacienda y de
Economía  del  Senado.  Indicó  que  dicha  información  ya  debería  haber  sido
recibida por ambas instancias, aunque de todas formas se compromete a detallar
estos antecedentes y remitirlos nuevamente de manera completa y ordenada.

Por  otra  parte, la  Honorable  Senadora señora Rincón solicitó  que
desde el Ministerio se envíe una corrección a la glosa número 8, ya que en el texto
figura erróneamente como signo “#” en lugar de “$”. Pidió que dicha corrección
sea incorporada para que el error sea subsanado en el informe correspondiente.

Programa 14
Oficina de Autorizaciones Sectoriales e Inversión de la Ley N°21.770

Este  Programa  considera  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de
M$1.949.926.

La Subsecretaria de Economía, señora Javiera Petersen, señaló que
las  principales  funciones  de  este  nuevo  programa  consisten  no  solo  en
implementar  la  normativa  derivada de la  ley  N°  21.770,  sobre  autorización  de
permisos  sectoriales  sino  también  en  coordinar  y  colaborar  con  los  distintos
órganos que intervienen en los procesos de tramitaciones sectoriales.

Indicó que entre sus tareas se incluyen el monitoreo del cumplimiento
de las técnicas habilitantes alternativas,  tanto en la forma como en los plazos
establecidos; la asistencia técnica a los organismos sectoriales que participan en
el sistema de permisos; y la administración de la plataforma “Súper”, herramienta
central  del  nuevo sistema.  Agregó que la  meta  es integrar  200 permisos a  la
plataforma durante el presente año y superar esa cifra hacia el término del actual
período de Gobierno. 

Explicó que la principal disminución en la asignación presupuestaria de
la  Subsecretaría  se  encuentra  en  el  Subtítulo  24,  específicamente  en  la
transferencia que anteriormente se destinaba a la Oficina de Grandes Proyectos.
Explicó que dicha reducción equivale aproximadamente a $1.900 millones, y que
el presupuesto actual para esta materia asciende a cerca de $2.014 millones, lo
que representa una leve disminución en relación con el año anterior.



Luego detalló la estructura y dotación de la nueva oficina, creada en el
contexto de la  implementación de la  Ley Marco de Autorizaciones Sectoriales.
Indicó que, junto con la creación de esta entidad, se efectuó el traspaso de los
cupos que dependían de la Subsecretaría de Economía y que estaban asociados
a  la  antigua  asignación.  Precisó  que,  según  las  glosas  presupuestarias
correspondientes,  la  nueva  oficina  cuenta  con  una  dotación  máxima  de  3
funcionarios  de  planta  o  a  contrata  y  11  profesionales  contratados  bajo  la
modalidad  de  honorarios.  Añadió  que  estos  cupos  corresponden  al  personal
proveniente  de  la  Oficina  de  Grandes  Proyectos,  junto  con  una  jefatura  que
anteriormente se encontraba en el Subtítulo 21 de la Subsecretaría.

Explicó además que, junto con la conformación de la nueva estructura,
se  mantendrán  las  transferencias  a  otros  organismos  sectoriales,  las  cuales
resultan esenciales para apoyar su labor en materia de tramitación de permisos.
Estas  transferencias,  precisó,  permiten  fortalecer  las  capacidades  técnicas  de
servicios públicos que son críticos dentro del sistema de autorizaciones, de modo
que puedan cumplir sus funciones dentro de los plazos y estándares exigidos por
la ley.

Destacó que la nueva oficina continuará desempeñando un papel de
coordinación  y  asistencia  técnica  con  los  distintos  organismos  involucrados,
asegurando la correcta aplicación de la normativa, el cumplimiento de las técnicas
habilitantes y la optimización del proceso de permisos sectoriales, todo ello en el
marco  del  esfuerzo  institucional  por  consolidar  un  sistema  más  eficiente,
transparente y predecible para el desarrollo de proyectos en el país.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke solicitó precisar si  los tres
funcionarios que se traspasan corresponden a cargos de planta o a contrata y,
asimismo, si las 11 personas indicadas serán contratadas bajo la modalidad de
honorarios. Requirió aclarar si dichos profesionales ya se desempeñaban como
honorarios  permanentes  en  la  Oficina  de  Grandes  Proyectos  o  si  se  trata  de
nuevas contrataciones. Advirtió, además, que la modalidad de honorarios presenta
problemas significativos que ameritan especial atención.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía explicó  que  los  tres
funcionarios traspasados corresponden a cargos de contrata. Señaló que, si se
revisa la  estructura de la  Subsecretaría,  el  jefe  de la división es funcionario  a
contrata, y a ello se suman dos profesionales que originalmente se desempeñaban
como honorarios y que fueron traspasados también a contrata. En consecuencia,
esos tres contratos son los que pasan al nuevo programa presupuestario.



Agregó que el jefe de la oficina tiene la calidad de planta, pero que, en
términos  administrativos,  entre  los  cargos  de  planta  y  contrata,  son  tres  los
funcionarios que se traspasan formalmente a la nueva estructura. Respecto de los
honorarios, indicó que la asignación correspondiente en la Subsecretaría quedó en
cero,  sin  cupos  adicionales,  lo  que  implica  que  los  once  funcionarios  que
desempeñaban funciones bajo esa modalidad fueron igualmente transferidos a la
nueva oficina.

Precisó  que  este  procedimiento  da  cumplimiento  al  espíritu  y  los
acuerdos alcanzados durante la tramitación de la Ley Marco de Autorizaciones
Sectoriales, cuyo objetivo es, como se dijo, precisamente trasladar en su totalidad
la estructura, el personal de la antigua Oficina de Grandes Proyectos a la nueva
entidad creada por dicha ley.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso señaló  que  en  la  página
número 17 del documento en análisis se consigna una asignación de poco más de
$1.075 millones destinada a la Oficina de Grandes Proyectos, conforme al detalle
presupuestario  contenido  en  el  texto  en  poder  de  los  integrantes  de  la
Subcomisión.  Indicó que,  según su entender,  la  Oficina de Grandes Proyectos
deja  de  existir  y,  por  tanto,  su  presupuesto  debiera  ser  “cero”.  Sin  embargo,
observó que en el documento aparece una asignación de $1.075 millones a dicha
oficina, específicamente en la asignación número 623. Solicitó aclarar por qué se
mantiene ese monto si la oficina ya no cuenta con presupuesto operativo. 

Luego, el Honorable Senador señor Cruz-Coke señaló que la antigua
Oficina de Grandes Proyectos contaba con un presupuesto de $2.014 millones,
mientras que la nueva oficina dispone de un monto cercano a los $1.900 millones.
Indicó que existe, por tanto, una diferencia entre ambas asignaciones y planteó
que dicha variación podría corresponder a la reducción general del presupuesto de
la Subsecretaría. Solicitó confirmar si esa es efectivamente la razón que explica la
disminución.

La señora Subsecretaria de Economía aclaró que la denominación
Oficina  de  Grandes  Proyectos  corresponde  únicamente  al  nombre  de  la
asignación presupuestaria y no implica la existencia de un traspaso de recursos
desde el nuevo programa presupuestario hacia la Subsecretaría. Explicó que se
trata  solo  de  una  referencia  nominal,  utilizada  para  identificar  el  ítem
presupuestario  en  el  que  se  registran,  entre  otras  cosas,  las  transferencias
realizadas a distintos organismos públicos con el propósito de agilizar los procesos
administrativos y de tramitación.

Reiteró que la denominación corresponde únicamente al nombre que se
decidió  asignar  a  la  partida  presupuestaria,  pero  aclaró  que ello  no  implica  la



existencia de un traspaso de recursos a la  antigua división.  Explicó que dicha
división  dejará  de  existir,  por  lo  que  el  nombre  utilizado  tiene  un  carácter
meramente  referencial  y  no  representa  la  continuidad  de  una  estructura
administrativa.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón insistió  señalando  que
conocía  en  detalle  este  asunto,  ya  que  le  correspondió  tramitar  junto  a  la
Subsecretaria  la  modificación  legal  respectiva,  la  cual  calificó  como
particularmente relevante. Explicó que la discusión sobre la dotación fue extensa y
que se estableció de manera expresa un límite máximo de veintisiete funcionarios
nuevos, acuerdo que fue producto de una negociación cuidadosa para permitir el
avance y la aprobación de la iniciativa.

Indicó que, sin embargo, el texto presentado por el Ejecutivo para el
año 2026 introduce varios cambios que alteran lo acordado originalmente. Entre
ellos,  destacó  la  autorización  para  contratar  seis  consultores  externos  por  un
período de 6 meses, los cuales no están considerados dentro del límite de 27
funcionarios fijado por la ley. Subrayó que este punto fue uno de los temas más
debatidos durante la tramitación y que la ley fue absolutamente clara al respecto.

Asimismo, advirtió que se incorpora una glosa número 3 que establece
que, mediante decretos dictados por el Ministerio de Hacienda, expedidos bajo la
fórmula “Por orden del Presidente de la República”, se podrán crear, suprimir o
modificar las glosas pertinentes para la ejecución del programa, sin que resulte
aplicable lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley de Presupuestos.

Manifestó su preocupación, señalando que con estas disposiciones se
estarían modificando tanto la Ley de Presupuestos como la ley que fue objeto del
acuerdo original (“Ley Marco”), lo que implicaría, en su opinión, desconocer los
compromisos alcanzados durante la negociación legislativa.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía  aclaró  que  la  disposición
relativa a los consultores externos no establece la contratación de seis personas,
sino  que  fija  un  período  máximo  de  6  meses  para  dichas  contrataciones.  La
Senadora compartió esta precisión. 

Enseguida, explicó que esta fórmula se mantiene desde la estructura de
otros programas, ya que permite incorporar personal en carácter de extra dotación
para  apoyar  labores  específicas,  no  solo  vinculadas  a  la  nueva  oficina,  sino
también a distintas funciones del Ministerio. Recordó que la Oficina de Grandes
Proyectos  (OGP)  operaba  bajo  el  mismo  mecanismo.  Añadió  que  este  punto
puede ser revisado si se estima necesario en la misma discusión parlamentaria,
aunque señaló que, hasta donde tiene conocimiento, no fue objeto de discusión



durante la tramitación de la ley. Finalmente, precisó que la posibilidad de contratar
asesores externos por un período máximo de 6 meses se encuentra considerada
en el  informe financiero de la Ley Marco, como parte de la  dotación adicional
temporal prevista para su implementación.

Destacó que es importante precisar que se requiere la dictación de un
decreto con fuerza de ley para formalizar la planta de la nueva oficina. Explicó que
dicho  DFL  se  encuentra  actualmente  en  proceso  de  tramitación  y  que  su
contenido, entre otros aspectos, establece que el inicio del funcionamiento de la
oficina tendrá lugar el 1 de enero de 2026. Añadió que, una vez tramitado este
decreto,  el  programa  presupuestario  correspondiente  adoptará  la  estructura  y
características  definidas en el  informe financiero  que acompañó la  Ley Marco,
ajustándose así plenamente a lo previsto en dicha normativa.

Finalizó  señalando  que  el  Programa  14  se  construyó  en  base  al
presupuesto que tenía la Oficina asociado al año 1 de implementación del Informe
Financiero.  La  diferencia  de  recursos  equivalente  a  aproximadamente  $350
millones corresponde al monto considerado en el informe financiero para el primer
año de implementación, que ascendía a cerca de $2.300 millones. Explicó que
dichos fondos serán repuestos una vez que se dicte el DFL, momento en el cual la
oficina podrá contar con toda su estructura operativa en funcionamiento y con los
actos administrativos completamente tramitados. Precisó que esta es la razón por
la  cual  existe  actualmente  una  discrepancia  entre  la  dotación  prevista  en  el
programa  presupuestario  y  la  que  fue  establecida  en  el  informe  financiero,
particularmente en lo que respecta a la composición y estructura de personal de la
nueva oficina.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón, señaló  que,  si  bien  es
comprensible la necesidad de ciertas flexibilidades para implementar una nueva
institucionalidad,  recordó  que  este  tema  fue  ampliamente  discutido  durante  la
tramitación de la ley. Señaló que, aun cuando comparte y valora las explicaciones
entregadas por la señora Subsecretaria, le resulta difícil conciliar la existencia de
una glosa que autoriza “crear, suprimir o modificar las glosas pertinentes” para la
ejecución del programa, sin que le sea aplicable lo dispuesto en el artículo 10 de la
Ley de Presupuestos, norma que establece las plantas y contratas del personal.
En  ese  contexto,  planteó  su  inquietud  sobre  la  necesidad  de  incluir  dicha
excepción, preguntando por qué sería necesario apartarse de la dotación máxima
fijada por la ley si ya se cuenta con personal a honorarios para el cumplimiento de
esas funciones.

La señora Subsecretaria de Economía indicó que le faltó responder la
pregunta formulada por la Honorable Senadora respecto de la glosa número 03.
Explicó que dicha glosa tiene por finalidad otorgar flexibilidad durante el primer



año de operación de la nueva oficina, permitiendo que ésta pueda operar con la
dotación máxima establecida por la ley, que asciende a 43 cupos. Precisó que
dicha cifra considera los 27 cargos a contrata contemplados en la normativa, más
el complemento correspondiente al personal a honorarios. 

Explicó que, en el estado actual, la dotación máxima que establece este
programa presupuestario no es de 47 funcionarios, sino de 11. Precisó que esos
11  corresponden  exactamente  a  los  trabajadores  que  hoy  se  encuentran
asociados  a  la  División  de  la  Oficina  de  Grandes  Proyectos,  la  cual  está  en
proceso de transformación en la nueva estructura creada por la Ley Marco de
Autorizaciones Sectoriales.

Señaló que, una vez dictado el Decreto con Fuerza de Ley (DFL), se
podrá realizar la modificación correspondiente a la glosa presupuestaria, con el
objeto de que esta refleje  adecuadamente la  dotación máxima que autoriza la
nueva ley,  es decir,  los 43  cupos totales,  considerando tanto  los  27  cargos a
contrata como el delta de honorarios que completa la estructura prevista.

Agregó  que  esta  glosa  tiene  por  finalidad  permitir  el  ajuste
administrativo necesario mientras se concreta la dictación del DFL, ya que, de no
contemplarse  una  excepción  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  10  de  la  Ley  de
Presupuestos -que regula las plantas y contratas-,  no sería posible efectuar el
aumento de cupos entre la dotación actualmente consignada en este programa y
la máxima autorizada por la ley.

Explicó que, en consecuencia, la glosa no tiene por objeto modificar el
contenido sustantivo de la Ley Marco, sino habilitar la adecuación temporal del
programa presupuestario a la estructura definitiva que tendrá la oficina una vez en
plena vigencia el DFL. Subrayó que dicho decreto será el instrumento que fijará
formalmente la planta máxima de personal y sus márgenes, en conformidad con
los  límites  discutidos  y  aprobados  durante  la  tramitación  de  la  Ley  Marco  de
Autorizaciones Sectoriales.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke consultó  a  la  señora
Subsecretaria si en el proyecto de ley se establece expresamente que la dotación
máxima  es  de  43  funcionarios.  Preguntó,  además,  si  dicha  dotación  se
implementará de manera gradual a lo largo de varios años o si está contemplada
para concretarse en un solo ejercicio presupuestario. Finalmente, solicitó aclarar si
este proceso quedó regulado mediante un reglamento o si se encuentra sujeto a la
dictación del decreto con fuerza de ley mencionado previamente.

La señora Subsecretaria de Economía explicó que la dotación total
autorizada asciende efectivamente a 43 funcionarios, compuesta por 27 nuevos



cargos a contrata y 16 que se traspasan desde la estructura anterior, sumando en
total los 43 cupos previstos por la ley. Aclaró que el Decreto con Fuerza de Ley
(DFL)  será  el  instrumento  que  determinará  los  plazos  y  etapas  para  la
implementación  de  esta  dotación,  ya  que  tiene  la  facultad  de  establecer,  por
intermedio de la Presidencia de la República, los tiempos concretos para la puesta
en marcha de la nueva oficina.

Indicó que el objetivo del Ministerio es avanzar con la mayor celeridad
posible en la implementación y entrada en funcionamiento del nuevo organismo.
Añadió que, según la información disponible, la Ley Marco habría establecido un
plazo máximo de un año para la plena entrada en operación de la oficina. En ese
sentido, precisó que, considerando que la ley fue publicada durante la presente
semana, el proceso de instalación y funcionamiento completo debería concretarse
dentro del año correspondiente a la vigencia de la Ley de Presupuestos 2026, de
modo que la oficina se encuentre totalmente operativa durante ese período.

En esa línea, la Honorable Diputada señora Rojas  señaló que, en
consecuencia, queda claro que las diferencias observadas obedecen a que se
trata del primer año de funcionamiento de la nueva oficina. Indicó que, por lo tanto,
el  ajuste  presupuestario  responde  a  una  medida  de  carácter  administrativo
destinada a permitir la realización de las contrataciones necesarias para su puesta
en marcha.

Por su parte,  la Honorable Senadora señora Rincón expresó que el
punto en discusión, es que se está modificando una regla tradicional de la Ley de
Presupuestos, que establece con claridad un procedimiento y un marco temporal
específico  para  realizar  ajustes  en  la  dotación  de  personal  y  en  las  glosas
presupuestarias. Recordó que esta norma dispone que, durante el primer trimestre
de cada año, y a solicitud de los servicios e instituciones del sector público, el
Ministro de Hacienda puede modificar el límite máximo de personas contratadas a
honorarios, fijado en las respectivas Glosas de los subtítulos 21 y 24, y que tales
modificaciones deben realizarse dentro de un plazo de treinta días.

Explicó que lo que ocurre en este caso es distinto,  ya que la Glosa
incorporada  permite  “crear,  suprimir  y  modificar  las  glosas  pertinentes  para  la
ejecución del programa” sin que le sea aplicable lo dispuesto en dicho artículo de
la Ley de Presupuestos. Señaló que esto implica una excepción al procedimiento
habitual y, en la práctica, una alteración del régimen legal que regula la gestión
presupuestaria del Estado.

Enfatizó  que  esta  modificación  no  es  menor,  porque  sustituye  una
norma general, de carácter permanente, por una habilitación específica que otorga
al  Ejecutivo  facultades  extraordinarias,  permitiéndole  alterar  glosas  sin  las



limitaciones temporales y sustantivas que tradicionalmente rigen para todos los
servicios públicos. Subrayó que este cambio rompe con el principio de estabilidad
y control que caracteriza la aplicación histórica de la Ley de Presupuestos, ya que
elimina  el  requisito  de  ajustarse  al  plazo  del  primer  trimestre  y  permite
modificaciones durante todo el ejercicio fiscal.

Recordó además que esta materia fue debatida extensamente durante
la tramitación de la ley que creó la nueva oficina, donde se estableció de forma
explícita una dotación determinada y un límite máximo de 43 funcionarios, fijado
como parte del acuerdo político y técnico alcanzado para aprobar la normativa.
Indicó que, por tanto, no se justifica que ahora se pretenda alterar esa definición
mediante  una  glosa  que  introduce  una  excepción  al  marco  legal  previamente
aprobado.

Finalmente,  sostuvo que la  modificación propuesta no solo  afecta  la
regla  que  regula  la  dotación  de  personal,  sino  también  otras  materias
presupuestarias que dependen del mismo artículo, como la gestión de recursos
entre subtítulos, el control del gasto y la transparencia en la ejecución. Por ello,
advirtió que cambiar esta lógica podría sentar un precedente complejo, al permitir
que  mediante  una  glosa  se  modifiquen  aspectos  estructurales  de  la  Ley  de
Presupuestos, desnaturalizando el  equilibrio institucional  y financiero que dicha
norma busca resguardar.

La Honorable Senadora señora Pascual intervino señalando que, si
bien no conoce en detalle el contenido específico del decreto con fuerza de ley al
que se ha hecho referencia, no obstante, en términos generales, cuando se crea
una nueva institucionalidad del  Estado mediante una ley,  esta suele incluir  un
mandato  expreso  para  dictar  un  DFL  que  regule  su  instalación  y  puesta  en
funcionamiento. Explicó que dicho decreto debe establecer los plazos, las etapas y
las formas en que se convocarán los concursos públicos necesarios para proveer
los cargos, además de determinar los procedimientos de encasillamiento de los
funcionarios traspasados desde otras entidades.

Indicó que, en ese contexto, y a la luz de las explicaciones entregadas
por la señora Subsecretaria de Economía, tiene la impresión de que el debate
actual podría estar sobredimensionando el alcance de lo que se plantea, ya que
existe cierta normalidad en la manera en que históricamente se han tramitado este
tipo  de  DFL.  Precisó  que  estos  instrumentos  siempre  contemplan  un  margen
razonable  de  flexibilidad,  justamente  porque  durante  el  período  inicial  de
instalación la nueva institución aún no cuenta con la dotación máxima ni con la
estructura completa que la ley dispone.



Subrayó que esta flexibilidad no debe entenderse como una intención
de  eludir  las  normas  del  Estado  ni  de  vulnerar  la  Ley  de  Presupuestos  o  el
Estatuto  Administrativo,  sino  como  una  herramienta  técnica  necesaria  para
permitir  el  funcionamiento  progresivo  de  una  entidad  que  recién  se  está
constituyendo.  Enfatizó  que,  en  la  práctica,  los  procesos de contratación  y  de
implementación institucional se encuentran sujetos a una estricta fiscalización por
parte de la Contraloría General  de la República, que supervisa detalladamente
cada una de las etapas de nombramiento, encasillamiento y provisión de cargos.

Añadió que, en su experiencia,  particularmente durante la instalación
del  Ministerio  de  la  Mujer  y  la  Equidad  de  Género,  pudo  constatar  que  la
Contraloría ejerce un control permanente sobre la legalidad y regularidad de estos
procesos, por lo que no existe margen para actuaciones discrecionales.

Finalmente,  sostuvo  que  la  redacción  de  esta  glosa  podría  dar  la
impresión de otorgar una amplitud excesiva de facultades, pero en la práctica se
trata de una formulación genérica habitual, que solo busca garantizar el mínimo
grado  de  flexibilidad  administrativa  necesario  para  la  instalación  de  nuevas
instituciones públicas. Afirmó que este procedimiento ha sido utilizado de manera
constante en la creación de diversos organismos estatales durante los últimos diez
años,  sin  que  ello  haya  implicado  vulneración  alguna  a  la  normativa
presupuestaria ni a los principios de probidad y control del gasto público.

En relación con lo anterior,  la Honorable Senadora señora Rincón
expresó  que  su  punto  radica  precisamente  en  que,  hasta  ahora,  todos  los
procesos de instalación de nuevas instituciones se han realizado conforme a la
norma general establecida en el artículo 10 de la Ley de Presupuestos. Señaló
que, en este caso particular, dicha regla se está modificando, lo que genera su
aprehensión. Aclaró que su preocupación no se limita únicamente al ámbito de las
contrataciones de personal, sino que también se extiende a otras materias que
podrían verse afectadas por esta excepción al marco legal tradicional.

La señora Subsecretaria de Economía precisó que el propósito de la
glosa  es  otorgar  la  flexibilidad  necesaria  para  permitir  que  el  programa
presupuestario  considere  no  solo  los  tres  cupos  a  contrata  actualmente
establecidos, sino que pueda alcanzar el máximo de 27 cargos fijado por la ley.
Señaló que la observación planteada por la Honorable Senadora señora Rincón,
respecto  a  la  flexibilidad  existente  en  la  Ley  de  Presupuestos,  se  refiere  en
realidad a la posibilidad de aumentar los cupos de personal a honorarios durante
el primer trimestre del año, y no a los cargos a contrata.

Especificó que, en este caso, lo que se requiere es justamente ampliar
la dotación de contrata del programa presupuestario de 3 a 27dfuncionarios, tal



como lo dispone la Ley Marco de Autorizaciones Sectoriales. Explicó que, sin esta
glosa, no sería posible realizar dicho ajuste, ya que el artículo 10 de la Ley de
Presupuestos no contempla un mecanismo que permita modificar los cupos de
contrata  más  allá  del  primer  trimestre  ni  ampliar  la  dotación  en  este  tipo  de
programas.

Agregó que,  igualmente,  se podría  evaluar  una redacción alternativa
para la glosa, siempre que logre reflejar este mismo objetivo, pero insistió en que,
sin  una  disposición  de  este  tipo,  sería  jurídicamente  imposible  aumentar  la
dotación del programa desde los 3 cargos actuales hasta los 27 autorizados por la
ley, lo que impediría poner en marcha la oficina con su estructura completa.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón afirmó  que  la  misma  ley
establece expresamente la autorización para contratar hasta un máximo de 27
funcionarios, por lo que no entiende la necesidad de incorporar una excepción
adicional mediante una glosa. Señaló que la ley se encuentra plenamente vigente
y  que,  en  consecuencia,  esa facultad  ya  está  otorgada,  por  lo  que no habría
justificación  para  incluir  una  disposición  que  habilite  nuevamente  algo  que  la
norma superior ya permite de manera explícita.

La Honorable Senadora señora Pascual manifestó que cada Servicio
y cada Ministerio cuenta con una dotación fijada y anualizada dentro de la Ley de
Presupuestos.  Explicó  que,  cuando  una  nueva  ley  modifica  esa  estructura  y
autoriza un aumento en la planta o en la dotación de personal —ya sea mediante
cargos a  contrata,  honorarios  o  de planta—,  dicho cambio  no queda reflejado
automáticamente  en  la  Ley  de  Presupuestos  vigente  al  momento  de  su
aprobación.

Por  esa  razón,  precisó,  resulta  necesario  otorgar  un  margen  de
flexibilidad para que, una vez finalizada la tramitación del decreto con fuerza de
ley, durante el año 2026, la nueva dotación pueda ser incorporada formalmente.
Agregó  que,  en  ese  proceso,  se  definirá  de  manera  clara  si  los  funcionarios
quedarán  incorporados  en  calidad  de  planta  o  de  honorarios,  conforme  a  lo
dispuesto en la normativa que regula la implementación de la nueva oficina.

Sobre  esta  materia,  la  Honorable  Senadora señora Rincón  reiteró
que, a su juicio, si la dotación ya fue autorizada por ley, no existe necesidad de
establecer  una  excepción  adicional.  Explicó  que  la  ley  fijó  en  su  debate,
expresamente, el número máximo de funcionarios y que dicha disposición no fue
delegada a  un DFL,  sino  que quedó claramente  establecida  en el  texto  legal.
Agregó que, en consecuencia, el marco presupuestario correspondiente ya está
definido y respaldado en el informe financiero que acompañó la tramitación de la
ley.



Propuso,  para  despejar  cualquier  duda,  que se  realice  una consulta
directa a la Dirección de Presupuestos, con el fin de verificar si efectivamente se
requiere mantener la glosa en los términos planteados. Señaló que, si la DIPRES
confirma que es necesario incluirla, no tendría inconveniente en apoyarla, siempre
que se precise mejor su redacción y se acote su alcance. En caso contrario, indicó
que se podría reformular el  texto para hacerlo más claro y así evitar cualquier
ambigüedad o eventual problema de interpretación futura.

Finalmente,  la  señora  Subsecretaria  de  Economía sostuvo  que  el
único objetivo del Ministerio es asegurar que, una vez dictado el DFL, se actúe con
la mayor premura posible para que la estructura presupuestaria que se incorpore
en  la  Ley  de  Presupuestos  del  próximo  año  refleje  adecuadamente  las
necesidades operativas de la nueva oficina. Señaló que la intención es garantizar
que,  desde  su  entrada  en  vigencia,  la  oficina  cuente  con  los  recursos  y  la
flexibilidad  necesarios  para  cumplir  plenamente  sus  funciones  y  desarrollar  su
trabajo sin retrasos administrativos.

Capítulo 02
Servicio Nacional del Consumidor

El  Capítulo  correspondiente  al Servicio  Nacional  del  Consumidor
contiene un Programa 01, del mismo nombre.

Este  Programa  contempla  ingresos  y  gastos  por  la  cantidad  de
M$19.146.538,  lo  que  implica  una  variación  de  0%,  respecto  del  presupuesto
2025.

El  Director  Nacional  del  SERNAC, señor  Andrés Herrera,  explicó
que el presupuesto proyectado para el año 2026 corresponde a un presupuesto de
continuidad, sin variaciones significativas respecto al ejercicio anterior. Señaló que
la  variación  porcentual  global  es  del  0%,  con  una  disminución  marginal  de  2
millones de pesos, resultado de ajustes menores entre los distintos subtítulos. En
términos totales, detalló que el presupuesto asciende a 19.146 millones de pesos.

Indicó  que  el  subtítulo  21,  correspondiente  a  gastos  en  personal,
asciende a  14.000 millones de pesos y constituye el componente más relevante
del presupuesto, representando más del 75% del total institucional. Aclaró que se
registra una ligera disminución de 10 millones de pesos, aunque manteniendo la
estructura  de  personal  vigente,  por  lo  que  sigue  siendo  un  presupuesto  de
continuidad.

En relación con el subtítulo 22, bienes y servicios de consumo, informó
que también mantiene un carácter de continuidad, con un aumento cercano a 40



millones  de  pesos,  alcanzando  $3.549  millones.  Explicó  que  este  incremento
responde  principalmente  al  alza  de  los  costos  de  servicios  básicos  y  de
mantención, considerando que el SERNAC posee direcciones regionales en todo
el país, desde Arica hasta Punta Arenas, lo que implica gastos permanentes para
el funcionamiento de las oficinas y la atención de los funcionarios y consumidores.

Respecto  al  subtítulo  24,  transferencias  corrientes,  señaló  que  se
mantiene un presupuesto de continuidad con una disminución de 23 millones de
pesos, justificada por razones técnicas. Detalló que las  transferencias al  sector
privado corresponden al fondo concursable de asociaciones de consumidores, que
se mantiene en  621 millones de pesos,  el  mismo monto  asignado para  2025.
Explicó que dicho fondo presenta una ejecución superior al 85%, financiando más
de 40 iniciativas financiadas por 10 asociaciones de consumidores.

Adicionalmente,  indicó  que  se  realizan  transferencias  al  Gobierno
Central, destinadas a la  Subsecretaría de Economía, para la fiscalización legal y
contable de las asociaciones de consumidores, y al  Ministerio de Justicia, en el
marco  de  un  convenio  con  la  Corporación  de  Asistencia  Judicial.  Este  último
financia  planes piloto  de atención gratuita  a consumidores en las comunas de
Independencia y Renca, con una asignación de 114 millones de pesos para 2026.
Aclaró  que la  disminución  en  este  ítem se  debe a  que  en  el  año  anterior  se
efectuaron  transferencias  extraordinarias  para  infraestructura  y  mobiliario,  ya
completadas, por lo que ahora se mantienen solo los recursos de operación. En
total, las transferencias corrientes ascienden a 817 millones de pesos, registrando
una reducción de $23 millones por la razón mencionada.

Finalmente,  se  refirió  al  subtítulo  29,  adquisición  de  activos  no
financieros, el cual también presenta continuidad, con una  rebaja cercana a 10
millones de pesos. Indicó que este subtítulo financia principalmente  programas
informáticos  esenciales  para  la  operación  del  servicio,  tales  como  el  uso  de
plataformas en la nube (Google), sistemas de ciberseguridad, software antivirus y
otros programas de gestión tecnológica.

En conclusión, el señor Director Nacional precisó que el presupuesto
2026  del  SERNAC  es  de  continuidad  total,  con  variaciones  menores  entre
subtítulos  que,  al  compensarse,  resultan  en  un  presupuesto  prácticamente
equivalente al del año anterior, garantizando el funcionamiento regular de todas
las áreas del Servicio.

Luego, el Honorable Senador señor Cruz-Coke llamó la atención por
el  traspaso  de  recursos  desde  el  Ministerio  de  Justicia  a  la  Corporación  de
Asistencia Judicial, destinado a financiar planes piloto de atención a consumidores
en dos comunas. Observó que esta medida podría ser el inicio de una expansión
progresiva a otras comunas del país -eventualmente a las 343 restantes-, por lo
que solicitó precisar si este programa tiene un carácter transitorio o permanente, y
cuál es la evaluación que se ha hecho respecto a su eventual ampliación territorial.



Asimismo, expresó su interés por conocer más detalles sobre el  fondo
concursable del SERNAC. Consultó cuál es la naturaleza jurídica de las entidades
participantes, si se trata exclusivamente de  asociaciones de consumidores, o si
también  pueden  postular  corporaciones,  fundaciones  o  empresas.  Preguntó
además cuáles  son  los  criterios  de  selección  y  adjudicación de  los  proyectos
financiados, y cómo se fiscaliza su ejecución.

Finalmente, señaló que observa un incremento de 41 millones de pesos
entre los presupuestos 2025 y 2026, y pidió que se  detalle el desglose de dicho
aumento, indicando los componentes específicos.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Donoso solicitó conocer el
criterio para seleccionar las dos comunas en la transferencia de la Corporación de
Asistencia Judicial. Señaló que no parece tratarse solo de un piloto, puesto que la
iniciativa  se  mantiene por  un  segundo año,  y  preguntó  cuál  es  el  criterio que
justifica su continuidad allí y no en otras, como Talca, Constitución o Pencahue,
que tienen necesidades comparables, y solicitó que se informe la metodología de
selección.

El  Director  Nacional  del  SERNAC, señor  Andrés Herrera,  explicó
que el fondo concursable para asociaciones de consumidores fue creado en el año
2005 y cuenta con 20 años de funcionamiento. Señaló que este fondo tiene como
objetivo apoyar a las asociaciones de consumidores en la difusión de los derechos
de los consumidores, actuando de manera complementaria al rol institucional del
SERNAC.

Indicó que, durante su vigencia, el fondo ha entregado recursos por un
total  aproximado  de  6.000  millones  de  pesos,  financiando  alrededor  de  800
iniciativas de  distintas  asociaciones  a  nivel  nacional.  Mencionó  que  entre  las
organizaciones más beneficiadas se encuentran CONADECUS, con 833 millones
de  pesos,  y  ODECU,  con  827  millones  de  pesos,  ambas  con  una  trayectoria
consolidada en la defensa de los derechos de los consumidores.

Explicó que el fondo está regulado por una normativa específica y es
administrado por un Consejo del Fondo Concursable, cuyo secretario técnico es el
SERNAC. Está integrado por académicos y representantes de las asociaciones de
consumidores, lo que asegura una gestión transparente y participativa.

Respecto del período reciente, informó que en 2025 el fondo cuenta con
un  presupuesto  de  620  millones  de  pesos.  En  ese  proceso  se  recibieron  15
postulaciones de  asociaciones  de  consumidores,  de  las  cuales  12  obtuvieron
financiamiento. En total, se presentaron casi 100 proyectos, resultando 41 de ellos
adjudicados.

Concluyó  señalando  que  este  fondo  opera  con  concursos  públicos,
bases  regladas  y  criterios  objetivos  de  evaluación,  bajo  la  supervisión  del
SERNAC.



El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó el  detalle de las
asociaciones  beneficiadas por  el  fondo  concursable  del  SERNAC  durante  los
últimos 10 años, indicando cuáles han sido las organizaciones que han resultado
adjudicatarias de los fondos. Solicitó, además, que el informe especifique el objeto
de cada concurso y el propósito de los proyectos financiados.

El Honorable Diputado señor Donoso señaló que el objeto del fondo
concursable resulta un tema relevante, ya que, según su análisis, las asociaciones
de consumidores cuentan con dos vías principales de financiamiento. La primera
proviene de las  demandas colectivas que ellas mismas presentan y promueven,
de las cuales obtienen recursos que les permiten financiar su funcionamiento. En
ese contexto, manifestó dudas respecto de la  necesidad de mantener un fondo
adicional  de promoción,  considerando que las asociaciones ya reciben montos
significativos derivados de esas acciones judiciales.

Indicó que comparte la importancia de  defender los derechos de los
consumidores, pero advirtió que, en algunos casos, puede existir un uso excesivo
o inadecuado de los mecanismos de financiamiento, lo que podría desvirtuar el
propósito original de las asociaciones. Por ello, planteó la interrogante de si este
fondo resulta efectivamente indispensable para su existencia y funcionamiento, o
si debería revisarse su justificación en función de la disponibilidad de otras fuentes
de ingresos.

El  Director  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor  manifestó  que,
desde  la  perspectiva  institucional,  el  fondo  concursable es  un  instrumento
necesario  e  indispensable para  fortalecer  el  movimiento  de  consumidores  en
Chile. Explicó que, tal como señaló el Honorable Diputado señor Donoso, algunas
asociaciones  efectivamente  obtienen  financiamiento  a  través  de  demandas
colectivas, pero aclaró que no todas las asociaciones de consumidores tienen la
capacidad jurídica, técnica o financiera para litigar colectivamente. Solo un número
reducido de ellas cuenta con los recursos y la experiencia para hacerlo.

Indicó que, por esa razón, este fondo cumple un rol esencial de apoyo y
equilibrio, ya que permite que asociaciones más pequeñas, muchas de carácter
local  o  regional,  puedan  desarrollar  actividades  de  educación,  difusión  y
promoción de los derechos de los consumidores, aun cuando no tengan ingresos
provenientes  de  acciones  judiciales.  Mencionó  ejemplos  de  asociaciones
beneficiadas como las de  Valdivia, el  norte del país y Chiloé, destacando que,
aunque su impacto territorial es más acotado, cumplen una función muy valorada
dentro de sus comunidades.

Agregó que el movimiento de asociaciones de consumidores se ha visto
fragmentado en los últimos años, lo que hace más relevante la existencia de este
fondo  como  mecanismo  de  fortalecimiento  institucional.  Mencionó  el  caso  de
ACOBAL de Valdivia,  una asociación que no presenta demandas colectivas de



manera  habitual,  pero  que  mantiene  una  labor  constante  en  la  promoción  y
defensa de los derechos de los consumidores en la Región de Los Ríos.

Destacó que el fondo concursable no solo financia proyectos, sino que
constituye una herramienta clave para sostener la diversidad y la descentralización
del  movimiento  consumerista,  asegurando  que  las  asociaciones  de  distintas
regiones del país puedan seguir contribuyendo al fortalecimiento de una cultura de
consumo responsable y al ejercicio efectivo de los derechos ciudadanos.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke,  preguntó  si  los  fondos
adjudicados son de cuantías menores o si existen diferencias significativas entre
las  asignaciones,  y  pidió  que  se  indique  el  rango  promedio  de  los  recursos
entregados por proyecto o por asociación, con el fin de dimensionar la magnitud
del apoyo otorgado y evaluar la distribución territorial y temática de los fondos.

El  señor  Director  de  SERNAC explicó  que  los  proyectos  que  se
presentan al fondo concursable son de distinta naturaleza y alcance, por lo que los
montos asignados varían según el  impacto que se espera generar y los montos
que correspondan. Señaló que algunos proyectos pueden recibir hasta 40 millones
de pesos, mientras que otros de menor magnitud pueden obtener  10 millones o
incluso 5 millones de pesos, dependiendo de la naturaleza del proyecto.

Ejemplificó que una iniciativa destinada a la difusión de los derechos de
los consumidores en el mercado financiero para adultos mayores en la Región de
Los Ríos suele tener un monto más acotado, mientras que un proyecto orientado a
desarrollar  plataformas  tecnológicas  para  la  recepción  de  reclamos  de
consumidores puede requerir una inversión mayor, especialmente cuando implica
acciones de continuidad o mantenimiento en el tiempo.

Aclaró que la evaluación y asignación de los recursos no son definidas
directamente por el SERNAC, sino por un  Consejo del Fondo Concursable, que
analiza las propuestas conforme a los parámetros establecidos en un reglamento
formal,  el  cual  fija  las  normas,  procedimientos  y  criterios  de  evaluación  que
aseguran la transparencia y objetividad del proceso.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke expresó que, conociendo el
funcionamiento  de  los  fondos  concursables,  le  preocupa  que  se  mencione  la
existencia  de  recursos  de  continuidad asociados  a  este  tipo  de  instrumentos.
Explicó  que,  en  su  experiencia,  cuando se  establecen fondos con continuidad
presupuestaria, suele ocurrir que las mismas organizaciones que participan en los
consejos evaluadores también velan para que esos fondos se mantengan.

En ese contexto, señaló que sería importante conocer quiénes integran
el  Consejo  del  Fondo  Concursable y  cuál  es  la  regulación  que  establece  el
SERNAC para evitar posibles conflictos de interés. Recordó que en otros fondos
públicos -como los consejos del área audiovisual o de la música- existían reglas
estrictas que impedían que una persona o entidad estuviera en ambos lados, es



decir, formando parte del órgano que decide las asignaciones y, al mismo tiempo,
siendo beneficiaria de los recursos.

Solicitó que se precise quiénes son los miembros del consejo, cuál es
su  composición, qué  criterios de transparencia y exclusión se aplican y de qué
manera se garantiza que quienes participan en la evaluación de los proyectos no
sean beneficiarios directos o indirectos de los fondos.

Asimismo, retomó la consulta formulada previamente por el Honorable
Diputado señor Donoso respecto de los traspasos al Ministerio de Justicia y a la
Corporación de Asistencia Judicial en las comunas de Renca e Independencia, y
solicitó  que  se  informe  por  qué  estas  comunas  fueron  seleccionadas  en
exclusividad para  el  desarrollo  del  plan  piloto,  si  el  programa  tiene  carácter
transitorio o permanente, y si existe la posibilidad de ampliar su cobertura a otras
comunas del país en el futuro.

El señor Director  del  SERNAC  explicó que,  respecto a la  consulta
planteada, el origen de estos recursos se remonta a la l  ey N.º 21.081que modifica  
la  ley  N°  19.496,  sobre  protección  de  los  derechos  de  los  consumidores,
promulgada  en  el  2018,  la  cual  contempló  una  asignación  presupuestaria
destinada al  Servicio Nacional del Consumidor  para financiar  asistencia jurídica
gratuita  a  los  consumidores que  deseen  presentar  reclamos  o  denuncias  por
infracciones ante los Juzgados de Policía Local. Señaló que esta iniciativa surgió
porque el SERNAC no tiene facultades legales para representar a consumidores
en causas individuales, por lo que se buscó establecer un mecanismo de apoyo a
través de la Corporación de Asistencia Judicial (CAJ).

Indicó que, para dicho propósito,  se definió un  monto preestablecido
cercano a los 130 o 140 millones de pesos, con el objetivo de financiar la creación
de  consultorios  de  asistencia  gratuita.  Sin  embargo,  explicó  que  durante  los
primeros años hubo dificultades administrativas y de coordinación que retrasaron
la firma del convenio y las respectivas transferencias de recursos. Esta situación
fue regularizada el año pasado, una vez que se logró coordinar adecuadamente
con el Ministerio de Justicia y la Corporación de Asistencia Judicial.

Precisó  que,  en  la  etapa  de  implementación,  la  Corporación  de
Asistencia Judicial definió iniciar el  plan piloto en la comuna de Independencia,
decisión que no fue adoptada por el SERNAC, sino por la Corporación, atendiendo
criterios de cobertura y disponibilidad de infraestructura. Añadió que, en el caso de
Independencia, el SERNAC realizó una contribución parcial, complementada con
recursos adicionales aportados por la Corporación lo que permitió la creación de
un  Centro de Atención Ciudadana que ofrece  asistencia judicial integral, no solo
en temas de consumo, sino también en materias de familia, violencia intrafamiliar y
otras áreas legales.

Posteriormente, se replicó la experiencia en la comuna de Renca, con
un esquema similar de financiamiento compartido. 

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1123020
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Expresó que la intención del SERNAC es ampliar este tipo de servicios
a otras regiones del país, ya que la demanda ciudadana por asistencia jurídica
gratuita es alta y transversal. No obstante, aclaró que la principal limitación para su
expansión es presupuestaria, ya que los recursos actuales son insuficientes para
implementar nuevos centros o ampliar el programa a más comunas. Subrayó que
el interés institucional es continuar fortaleciendo esta colaboración, en la medida
en que existan disponibilidades presupuestarias que lo hagan viable.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke señaló que le surge la duda
de por qué un plan piloto que, en principio, era transitorio, se proyecta ahora con
ánimo de permanencia. Observó que, pese a las restricciones presupuestarias que
impedirían  su  expansión  a  otras  comunas,  no  queda  claro  cuál  es  la  política
pública que se pretende implementar a partir de esta experiencia. 

Indicó que, si  existen  114 millones de pesos destinados a este fin -
monto  que,  además,  viene  a  la  baja-,  se  podría  suponer  que  el  piloto  busca
escalar a  otras  regiones y  comunas;  por  ello,  solicitó  precisar  de  quién  es  la
iniciativa -si  del  SERNAC,  del  Ministerio  de  Economía en  coordinación  con
Justicia, o de la Corporación de Asistencia Judicial por su cuenta- y cuánto aporta
esta última adicionalmente.

El  Director  de  SERNAC indicó,  respecto  a  la  reducción,  que  el
programa se encuentra implementado, sin embargo, dado que las transferencias
se realizaron el año pasado, momento en que se instalaron estos consultorios en
ambas comunas, los costos de la primera inversión como mobiliario y otros, se
redujeron.

Recordó  que  con  la  promulgación  de  la  ley  N°21.081,  se  buscaba
otorgar al SERNAC facultades sancionatorias; sin embargo, tras la sentencia del
Tribunal  Constitucional,  ello  no  fue  posible,  debiendo  incorporarse  una  glosa
presupuestaria  destinada  a  la  asistencia  de  los  consumidores,  la  cual  resultó
insuficiente.  Señaló  que  actualmente  se  presentó  otra  iniciativa  legal  que
contempla  nuevamente  estas  facultades,  dado  que,  aunque  los  proyectos
ejecutados  son  valorados  por  la  comunidad,  resultan  insuficientes  frente  a  la
demanda ciudadana.

En ese contexto, indicó que el SERNAC ha ejecutado dichos proyectos,
y que, en el caso de Independencia, su contribución alcanzó aproximadamente
$30 millones, mientras que la Corporación aportó $100 millones, lo que evidencia
que la participación del Servicio no ha sido la más significativa, aunque continúa
trabajando en mejorar su eficiencia. 

El Honorable Diputado señor Donoso, insistió en conocer los criterios
en  la  determinación  de  estas  dos  comunas.  Según  lo  explicado  por  el  señor
Director,  sería  una  decisión  de  la  Corporación  de  Asistencia  Judicial.  En  ese
sentido propuso oficiar al Ministerio de Justicia para consultar al respecto. A su



juicio, este tipo de programa debería prestar asistencia a todo el país, pero no
privilegiar solo a dos comunas.

Al  respecto  el Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke requirió  lo
siguiente:  i)  justificación  del  carácter  piloto y  su  horizonte (transitorio  o
permanente);  ii)  criterios de  selección de las comunas de Independencia  y  de
Renca;  iii)  estructura  financiera (desglose  del  aporte  SERNAC/CAJ,  costos  de
operación, infraestructura y equipamiento); iv) razón de la disminución del ítem a
114  millones,  y  v)  estado  de  implementación (hitos  cumplidos,  servicios
efectivamente  prestados  y  metas  de  atención),  con  miras  a  determinar  si
corresponde escalar, ajustar o cerrar el piloto.

El  Honorable  Senador  señor  De  Urresti manifestó,  en  una  línea
propositiva  y  en  referencia  a  lo  planteado  por  el  Honorable  Diputado  señor
Donoso, que sería conveniente aprovechar el reciente proyecto de ley de acceso a
la justicia, ya aprobado en Sala, el cual fortalece y regionaliza las Corporaciones
de Asistencia Judicial y la Defensoría de Víctimas, boletín 13991-07, para explorar
la posibilidad de integrar este tipo de iniciativas en el nuevo marco institucional.

Indicó que, con la nueva estructura más descentralizada, con mayores
recursos y presencia territorial, podría evaluarse en el futuro la incorporación de
programas similares al que hoy ejecuta el SERNAC.

Reconoció que, si bien sería deseable contar con este tipo de servicios
en todas las comunas o regiones, la limitación presupuestaria del SERNAC impide
su expansión en el corto plazo. Por ello, propuso que el Ministerio de Economía y
el SERNAC consideren la posibilidad de capacitar a abogados y postulantes de las
Corporaciones  de  Asistencia  Judicial,  aprovechando  la  nueva  ley,  para  que
puedan apoyar en casos de consumo y replicar el modelo piloto.

El Director del SERNAC manifestó la  disponibilidad del Servicio para
avanzar  en  la  coordinación  planteada  y  agregó  que  ya  existen  múltiples
mecanismos de cooperación territorial en funcionamiento. Señaló que el servicio
mantiene convenios con más de la mitad de las municipalidades del país, a través
de  los  cuales  operan  plataformas  municipales  de  atención  de  reclamos,
permitiendo acercar la atención a los consumidores en prácticamente todas las
regiones.

Agregó  que  el  SERNAC  desarrolla  programas  permanentes  de
capacitación y asistencia a consumidores en todo el país, además de convenios
con universidades que cuentan con clínicas jurídicas orientadas a la atención de
casos relacionados con derechos del  consumidor.  Explicó que,  si  bien el  plan
piloto financiado mediante transferencia directa representa un esfuerzo focalizado,
la institución no desatiende las necesidades regionales.

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=13991-07


Capítulo 03

Programa 01
Subsecretaría de Pesca y Acuicultura

El Capítulo correspondiente a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura
contiene un Programa 01, del mismo nombre.

Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma de  M$38.830.762  lo  que
implica  una  variación  negativa  de  2,8%,  respecto  del  presupuesto  del  año en
curso.

Antes de iniciar la exposición del Subsecretario de Pesca, el Honorable
Diputado señor Donoso consultó respecto de la situación de los sumarios por
licencias médicas en la Subsecretaría de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca y
Acuicultura.  Señaló  que  ambos  organismos  registran  3  y  27  casos
respectivamente de funcionarios involucrados en investigaciones relacionadas con
el  uso  irregular  de  licencias  médicas.  Indicó  que,  según  los  antecedentes
disponibles,  la  totalidad  de  estos  casos  se  encuentra  aún  en  etapa  de
investigación, sin que existan funcionarios con formulación de cargos ni procesos
ya  resueltos.  Agregó  que  todos  los  funcionarios  involucrados  continúan
desempeñando labores en el servicio, lo que, a su juicio, refleja una inamovilidad
en el avance de los procedimientos administrativos.

El  Subsecretario  de  Pesca,  señor  Julio  Salas, explicó  que  los  3
casos detectados en la Subsecretaría de Pesca no corresponden al primer envío
de antecedentes remitido por la Contraloría General de la República, el cual se
refería a licencias médicas asociadas a viajes internacionales.  Precisó que, en
este caso, los 3 procedimientos dicen relación con funcionarios que, estando con
licencia  médica,  ingresaron  a  salas  de  casino.  Por  ello,  existe  una  diferencia
temporal  en  la  recepción  de  la  información  respecto  de  los  antecedentes
originalmente entregados por la Contraloría. Aclaró que la Subsecretaría no ha
tenido casos de licencias médicas vinculadas a viajes internacionales y que, en
consecuencia, los 3 procedimientos actualmente en curso se encuentran en etapa
inicial  de  investigación,  dado  que  el  proceso  indagatorio  comenzó  hace  poco
tiempo.

El Director (s) del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, señor
Esteban Donoso informó que el Servicio mantiene un total de 27 procesos en
curso relacionados con el uso irregular de licencias médicas. Explicó que, al igual
que en el caso de la Subsecretaría de Pesca, ninguno de estos procedimientos
corresponde al primer oficio remitido por la Contraloría General de la República,



que aludía a funcionarios con licencias médicas y viajes al extranjero. Detalló que
6 de los casos se originaron por observaciones al médico que emitió las licencias,
mientras que los 2 restantes se refieren a funcionarios que, estando con licencia
médica, fueron vistos en salas de casino, según lo consignado en el último oficio
recibido.  Señaló  que  todos  los  procesos  se  encuentran  actualmente  en  etapa
indagatoria y manifestó la expectativa de que sean resueltos de manera adecuada
y conforme a los procedimientos administrativos establecidos.

El Honorable Diputado señor Donoso señaló que resulta positivo que
ninguno  de  los  funcionarios  del  Servicio  ni  de  la  Subsecretaría  de  Pesca  se
encontraran involucrados en casos de licencias  médicas asociadas a viajes  al
extranjero. 

En  relación  con  el  proyecto  presupuestario  correspondiente  al  año
2026,  el Subsecretario de Pesca, señor Julio Salas,  explicó que, al revisar la
composición  del  Presupuesto  asignado  a  la  Subsecretaría,  se  observa  que  el
subtítulo 21 está destinado al financiamiento de la dotación de 233 funcionarios,
con cobertura para los 12 meses del año. Indicó que esta cifra representa una
reducción  respecto  de  la  dotación  del  año  anterior,  que  alcanzaba  a  239
funcionarios,  dentro  de  los  cuales  existían  6  cargos  que  no  se  encontraban
cubiertos, lo que en la práctica implica una regularización de la planta efectiva y no
una pérdida de puestos de trabajo.

Precisó  que  esta  disminución  de  dotación  y  la  adecuación  de  los
recursos  explican  la  baja  registrada  en  el  gasto  de  personal,  reflejada  en  el
subtítulo  21.  Añadió  que,  además,  se  efectuó  un  ajuste  en  la  Glosa
correspondiente  a  las  funciones  críticas  del  servicio.  Detalló  que  los  recursos
destinados  a  este  concepto  pasan  de  $155  millones  a  $141  millones,  lo  que
significa una reducción de $14 millones. Explicó que esta diferencia se debe a
que,  durante  el  año  en  curso,  no  se  utilizaron  completamente  los  montos
asignados  para  funciones  críticas,  por  lo  que  el  ajuste  busca  adecuar  el
presupuesto a los niveles reales de ejecución observados.

En cuanto al subtítulo 22, el Subsecretario de Pesca, explicó que los
gastos en bienes y servicios presentan una disminución del 6,5% en comparación
con  el  presupuesto  del  año  anterior.  Indicó  que  esta  reducción  se  debe
principalmente a la baja en los ítems correspondientes a pasajes, publicaciones y
estudios.

Detalló que, específicamente, la glosa destinada a estudios contempla
para el año 2026 un límite de $1.212 millones mientras que en el  presupuesto
previo dicho monto alcanzaba los $1.471 millones. Esta diferencia, precisó, explica
en gran medida la disminución porcentual observada en el Subtítulo 22. 



Respecto  del  subtítulo  24,  correspondiente  a  transferencias,  informó
que se mantienen los convenios asociados al ASIPA, instrumento que financia el
Programa  de  Investigación  Básica  y  que  se  ejecuta  en  conjunto  con  la
Subsecretaría  de  Economía.  Explicó  que  el  monto  total  asignado  para  este
concepto asciende a $21.932 millones, cifra que en términos reales equivale al
mismo  presupuesto  del  año  anterior,  reajustado  únicamente  conforme  a  la
proyección del Índice de Precios al Consumidor. 

En relación con la operación de los Comités Científicos, señalo que se
registra una leve disminución en su presupuesto, pasando de $64 millones a 61
millones  de  pesos.  Explicó  que  esta  reducción  de  3  millones  se  debe
principalmente a que varias de las sesiones de los comités podrán desarrollarse
de manera  híbrida,  lo  que disminuye los  costos asociados a la  movilización  y
viáticos de sus integrantes.

Por otra parte, señaló que el  Fondo de Investigación Pesquera y de
Acuicultura (FIPA) presenta una disminución más significativa, pasando de $2.485
millones a $1.763 millones de pesos. Indicó que, a pesar de esta reducción, los
recursos  asignados  permitirán  financiar  las  investigaciones  de  continuidad
actualmente en ejecución dentro del marco del FIPA, asegurando la mantención
de los proyectos prioritarios y la estabilidad técnica del sistema de investigación
pesquera nacional.

La Honorable Senadora señora Pascual  se refirió al funcionamiento
de los barcos científicos. Señaló que, según la información entregada por el señor
Subsecretario, la disminución presupuestaria se explica porque los recursos están
destinados exclusivamente a financiar las investigaciones de continuidad. Agregó
que,  por  el  momento,  no  existen  nuevas  investigaciones  que  justifiquen  una
asignación adicional de fondos, razón por la cual no se contempló un aumento en
el presupuesto correspondiente a esta área.

El  Subsecretario  de  Pesca precisó  que  en  dicha  partida
presupuestaria  no  se  contemplan  investigaciones  nuevas,  sino  que se  destina
exclusivamente al financiamiento de los gastos asociados a la continuidad de las
investigaciones actualmente en curso. 

Recordó que la investigación pesquera se desarrolla también mediante
el mecanismo del ASIPA, ejecutado por el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP),
que es el encargado de llevar adelante los programas científicos y técnicos del
sector. 



Explicó que estas investigaciones se realizan utilizando la plataforma
científica con que cuenta el  IFOP, conformada por los buques de investigación
“Abate  Molina” y  “Doctora  Barbieri”,  los  cuales  constituyen  herramientas
esenciales para la obtención de información sobre los recursos pesqueros y su
sustentabilidad. 

Añadió  que  se  mantienen  los  recursos  necesarios  para  asegurar  el
funcionamiento operativo de ambas embarcaciones, por un monto total de $3.659
millones, cifra equivalente a la del año anterior, reajustada conforme a la inflación
proyectada,  garantizando  así  la  continuidad  de  las  labores  de  investigación  y
monitoreo científico que desarrolla el Instituto.

Informó que el pequeño fondo destinado a la celebración de San Pedro
de la pesca artesanal -conocido como “Fondo San Pedro”- mantiene su asignación
en $21 millones, con el reajuste correspondiente.

Añadió  que,  asimismo,  se  consideran  recursos  para  financiar  los
programas de becas y apoyo social dirigidos a trabajadores del sector industrial,
los cuales constituyen iniciativas de continuidad que han ido disminuyendo en el
tiempo  debido  a  la  reducción  del  número  de  beneficiarios.  Explicó  que  estos
programas  se  originaron  a  comienzos  de  los  años  2000  con  el  propósito  de
capacitar a jóvenes hijos de trabajadores de la industria que fueron despedidos en
ese período y que, aunque el mecanismo de capacitación se mantiene operativo,
muchos  de  esos  beneficiarios  han  concluido  ya  sus  estudios,  por  lo  que  el
universo  atendido  es  cada  vez  menor.  Precisó,  finalmente,  que  se  trata  de
programas de compensación y reconversión vinculados a los ajustes introducidos
en la ley de pesca a principios de la década del 2000.

El Honorable Diputado señor Donoso comentó que el programa de
becas y apoyo social para los trabajadores del sector industrial lleva 25 años en
funcionamiento, señalando que se trata de una capacitación bastante extensa.

Por su parte, el Subsecretario de Pesca, señor Julio Salas, señaló
que,  en  el  subtítulo  29,  referido  a la  adquisición  de activos no financieros,  se
incorpora una partida de 20 millones de pesos destinada a la compra de equipos
informáticos. Explicó que esta inversión responde a la necesidad de reemplazar
equipos antiguos que presentan obsolescencia tecnológica y requieren renovación
para mantener la operatividad del servicio.

Concluyó  que,  en  términos  generales,  el  presupuesto  de  la
Subsecretaría mantiene su carácter tradicionalmente modesto, destacando que la
reducción total del presupuesto para el año 2026 alcanza un 2,8%, considerando
la totalidad de las partidas presupuestarias.



Capítulo 04

Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura

El  Capítulo  correspondiente  al Servicio  Nacional  de  Pesca  y
Acuicultura, contiene un Programa 01, del mismo nombre.

Este  Programa  contempla  ingresos  y  gastos  por  la  cantidad  de
M$46.522.016, lo que implica una variación de 0,4%, respecto del presupuesto
2025.

El Director del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura (s), señor
Esteban  Donoso  informó  que  el  presupuesto  del  Servicio  para  el  año  2026
corresponde  esencialmente  a  continuidad.  Explicó  que  se  registra  un  leve
aumento del 0,4% respecto del año anterior, el cual no obedece a un incremento
estructural  en  los  recursos,  sino  que  se  debe  principalmente  a  un  ingreso
extraordinario  derivado  de  la  implementación  de  la  N°  21.752  Ley  de
Fraccionamiento,  es  decir,  incorporaron  dotación  y  equipos  para  enfrentar  los
desafíos de esa ley, principalmente, en materia de fiscalización. 

Explicó que el principal ítem presupuestario del Servicio corresponde a
los  gastos  en  personal,  los  cuales  alcanzan  aproximadamente  los  $35.000
millones. Señaló que este monto no presenta modificaciones relevantes respecto
del  año  anterior,  salvo  el  ajuste  derivado  de  la  aplicación  de  la  Ley  de
Fraccionamiento, mencionada previamente.

En  cuanto  al  subtítulo  22,  correspondiente  a  bienes  y  servicios  de
consumo, indicó que se mantiene con un leve aumento, explicado principalmente
por el incremento en la dotación de personal y por los requerimientos asociados a
equipamientos  e  insumos  necesarios  para  su  adecuada  implementación  y
operación.

Respecto a las  transferencias corrientes, precisó que se crea un ítem
presupuestario vinculado a los informes ambientales, cuyo monto pasa de $2.700
millones a $2.600 millones.  Explicó que,  a pesar  de esta leve disminución,  se
espera que los recursos sean suficientes para cubrir una parte importante de la
demanda,  especialmente  aquella  proveniente  de  los  agentes  de  riesgo  que
requieren la elaboración de estos informes ambientales.

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1214470
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Señaló  que  en  el  subtítulo  29  correspondiente  a  la  adquisición  de
activos no financieros se registra un aumento de $67 millones, incremento que
obedece principalmente a una asignación destinada a la  compra de vehículos y
equipamiento  especializado,  necesarios  para  reforzar  la  labor  de  fiscalización,
particularmente  en  lo  relativo  al  control  de  la  pesca  de  merluza  común,
fortaleciendo así la capacidad operativa y territorial del Servicio.

Agregó que, de esta forma, el Presupuesto para el año 2026 considera
el  financiamiento  necesario  para  asegurar  la  continuidad  del  personal,
considerando  una  dotación  total  de  1.219  cupos.  Explicó  que  dentro  de  esta
estructura  se  incluye  el  traspaso  de  8  funcionarios desde  la  modalidad  de
honorarios a contrata, con lo cual, a partir del año 2026, el Servicio no mantendrá
personal contratado bajo régimen de honorarios.

Asimismo, informó que se incorporan 15 nuevos cupos asociados a la
implementación de la  Ley de Fraccionamiento, de los cuales  13 corresponden a
certificadores -inspectores de desembarque- y 2 a supervisores de dichos equipos.
Señaló que este diseño presupuestario permite además garantizar la continuidad
operativa  del  Servicio  respecto  del  año  2025,  asegurando  la  estabilidad  del
personal y la ejecución eficiente de las funciones institucionales a nivel nacional.

Señaló  que,  para  el  año  2026,  se  consideran  las  transferencias
corrientes previamente mencionadas, correspondientes a los programas  INFA, y
que  en  el  subtítulo  de  adquisición  de  activos  no  financieros se  incluyen
principalmente la compra de 3 vehículos nuevos y la adquisición de equipamiento.
Explicó que estos recursos están destinados a fortalecer la presencia del Servicio
en terreno, en el marco de la implementación de la Ley de Fraccionamiento, que
exige una mayor capacidad operativa y de fiscalización en distintas zonas del país.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso señaló  que,  durante  la
exposición,  se  mencionó  en  diversas  oportunidades  que  la  Ley  de
Fraccionamiento genera un aumento en las labores de fiscalización. Observó que,
en  muchos  casos,  dichas  tareas  se  relacionan  directamente  con  actividades
realizadas en el  mar,  lo que plantea una dificultad práctica, ya que el  Servicio
Nacional de Pesca y Acuicultura (SERNAPESCA) no dispone de embarcaciones
propias para efectuar controles marítimos.

Señaló que, en situaciones problemáticas, la respuesta habitual ha sido
que las lanchas de la Armada de Chile no salen a operar, lo que genera vacíos en
el  control  y en la vigilancia efectiva. Por ello,  pidió aclarar cómo se articula la
relación operativa entre el Servicio y la Armada para asegurar que la fiscalización



en el mar pueda cumplirse adecuadamente conforme a lo dispuesto por la nueva
ley.

El  Director  del  Servicio  Nacional  de  Pesca  y  Acuicultura
(SERNAPESCA) explicó  que  el  organismo  dispone  de  diversas  vías  para
desarrollar sus labores de fiscalización marítima. Señaló que cuentan con algunas
embarcaciones propias,  principalmente  en la  Región de Magallanes,  junto  con
otras adquiridas a lo largo del tiempo, las cuales, si bien son de pequeño tamaño,
permiten cierto grado de  autonomía operativa para efectuar controles en zonas
específicas.

Sin embargo, precisó que las  grandes fiscalizaciones y los  programas
de control a mayor escala se realizan mediante una red de apoyo denominada
Red Sustenta, creada precisamente para integrar y coordinar a distintos actores
vinculados a la fiscalización en el mismo entorno marítimo y pesquero. A través de
esta red, explicó, se coordinan de manera frecuente  operativos conjuntos con la
Autoridad Marítima, lo que ha permitido fortalecer la capacidad de respuesta y
optimizar los recursos disponibles.

Agregó que una segunda vía de apoyo corresponde al  financiamiento
obtenido  mediante  proyectos  regionales,  a  través de los  cuales  el  Servicio  ha
logrado apalancar recursos para ejecutar acciones de fiscalización, especialmente
en  zonas contiguas.  En  ese marco,  destacó  el  uso de  fiscalizaciones aéreas,
herramienta  que  ha  resultado  particularmente  eficaz  para  la  detección  de
actividades ilícitas en el mar.

Concluyó señalando que, aunque el Servicio no dispone de los medios
materiales  para  todas las  labores  de  control,  compensa  esas  limitaciones  con
innovación, coordinación y un fuerte compromiso institucional.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso precisó  que  su  inquietud
central es determinar si, en definitiva, la ejecución de las labores de fiscalización
depende de la  disponibilidad y buena voluntad de otros servicios públicos,  sin
contar SERNAPESCA con medios propios suficientes para garantizar de manera
autónoma dicho control.

El  señor  Director  del  Servicio  Nacional  de  Pesca  y  Acuicultura
aclaró que, además de las coordinaciones y mecanismos de apoyo mencionados,
el Servicio mantiene una  asignación interna específica destinada al arriendo de
embarcaciones, lo que permite complementar las labores de fiscalización.

Capítulo 07



Instituto Nacional de Estadísticas

El  Capítulo  correspondiente  al  Instituto  Nacional  de  Estadísticas,
contiene tres Programas: el  Programa 01, del mismo nombre, el  Programa 02,
Censos, y el Programa 03, Encuestas Externas.

Programa 01
Instituto Nacional de Estadísticas

Contempla  ingresos y  gastos  por  la  suma de M$58.616.199,  lo  que
implica una variación total de 6,2 %, respecto del presupuesto del año en curso.

El Director  Nacional  del  Instituto  Nacional  de Estadísticas (INE),
señor Ricardo Vicuña, explicó que la institución se organiza en tres programas
principales.  El  primero  y  más  relevante  es  el  Programa 01,  que  concentra  la
elaboración de los aproximadamente 70 productos estadísticos habituales del INE,
abarcando  las  áreas  económica,  social  y  demográfica.  El  Programa  02
corresponde al de Censos, el cual, tras la realización del Censo de Población y
Vivienda  2024,  presenta  una  estructura  bastante  más  acotada.  Finalmente,  el
Programa  03  agrupa  las  encuestas  que  el  Instituto  ejecuta  por  encargo  de
terceros.

Comenzó  refiriéndose  al  Programa  01,  señalando  que  corresponde
esencialmente a un presupuesto de continuidad operativa, aunque se registra un
incremento  del  6,2%.  Este  aumento  se  explica,  principalmente,  por  el
financiamiento  de  la  Encuesta  de  Presupuestos  Familiares,  que  comenzará  a
ejecutarse el  próximo año.  Indicó que el  presupuesto del  INE se distribuye de
manera estable: aproximadamente un 85% se destina a gastos en personal, un
13% a bienes y servicios, y un 2% a la adquisición de activos no financieros.

Detalló que el aumento del 6,2% en el gasto de personal se destina a
financiar una dotación de 1.850 funcionarios y funcionarias de planta y contrata,
junto con 362 honorarios a suma alzada. De estos últimos, 306 corresponden al
equipo  de  la  Encuesta  de  Presupuestos  Familiares  y  56  son  honorarios
permanentes  del  Instituto.  Explicó  que la  ejecución  de  esta  encuesta  requiere
además recursos para la impresión de cuestionarios, movilización de los equipos
de trabajo y otros gastos operativos asociados.

En  materia  de  activos  no  financieros,  se  registra  una  reducción  del
8,2%, debido a la naturaleza temporal de algunos proyectos ya ejecutados. En
total,  el  presupuesto  contempla  $3.424  millones  destinados  a  la  Encuesta  de
Presupuestos Familiares y $580 millones para el mejoramiento de remuneraciones



de 490 funcionarios. Este ajuste salarial, iniciado durante el año en curso, incluye
un aumento de un grado para 167 funcionarios técnicos y administrativos, y a
partir  del  próximo año beneficiará a 323 funcionarios del estamento directivo y
profesional.

Explicó  que  esta  medida  busca  corregir  inequidades  internas
detectadas  en  las  escalas  salariales,  especialmente  entre  jefaturas  con
responsabilidades  y  perfiles  similares,  pero  con  grados  distintos.  Además,
responde  a  un  fenómeno  sostenido  de  fugas  de  profesionales  hacia  otros
organismos  del  Estado  que  ofrecen  remuneraciones  más  altas,  lo  que  ha
generado una brecha histórica en las rentas del INE respecto de instituciones que
cumplen funciones equivalentes.

Programa 02
Censos

Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$1.178.345,  lo  que
implica una variación negativa de 67,5 %, respecto del presupuesto del año en
curso.

En relación con el Programa 02, el señor Director del INE informó que
se observa una disminución significativa del presupuesto, lo que es coherente con
el  cierre del  proceso censal  realizado en 2024.  Explicó que durante el  año en
curso se trabajó principalmente en la publicación de resultados, la preparación de
bases de datos, la cartografía censal, los microdatos y la memoria institucional del
Censo.

Para  el  año  2026,  el  presupuesto  permitirá  mantener  un  equipo
reducido, encargado de realizar la evaluación del Censo, la ejecución de estudios
pos censales y la elaboración de estimaciones de población, además de brindar
capacitación a los municipios en el  uso de la  información censal.  Este equipo
estará compuesto por 13 funcionarios de planta y contrata y 10 honorarios, en
comparación  con  las  20  personas  de  planta  y  contrata  y  92  honorarios  que
trabajaron durante 2025.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que, para tener una
visión  completa  de  la  información  presupuestaria,  era  necesario  precisar  la
disminución del gasto en personal y el aumento de los honorarios.

Agregó  que,  al  revisar  el  siguiente  programa,  correspondiente  a  las
encuestas,  se  observa  una  reducción  del  presupuesto,  lo  que  atribuyó  a  la
finalización del  proceso censal.  Señaló que,  considerando que el  censo ya se
realizó, resulta lógico el ajuste, pero solicitó precisar cómo quedó finalmente su



ejecución,  cuál  fue  el  cierre  presupuestario  del  proceso  y  si  existen  aún
actividades o gastos asociados a su etapa de finalización.

El  señor  Director  del  INE explicó  que,  en  el  programa  01,  el
presupuesto disminuye de $1.866 millones a $1.850 millones, lo que representa
una  reducción  de  $16  millones.  Respecto  del  programa  02,  cuenta  con  20
funcionarios de planta y a contrata, sin embargo, advirtió que esta cifra se reducirá
a  13.  Asimismo,  honorarios  y  suma  alzada  que  tenían  92  autorizados,  ahora
quedarán en 10. Señaló que este equipo reducido constituye el personal mínimo
necesario para mantener la continuidad técnica y operativa del Instituto Nacional
de  Estadísticas  (INE)  y  asegurar  la  preparación  adecuada  de  los  próximos
procesos estadísticos.

Programa 03
Encuestas Externas

Considera  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$9.383.499,  lo  que
implica una variación total de 30,9%, respecto del presupuesto del presente año.

El  señor  Director del  INE explicó  el  programa 03,  que  incluye  las
encuestas  que  el  Instituto  Nacional  de  Estadísticas  realiza  por  encargo  de
terceros.  Indicó que este programa, correspondiente  a las encuestas externas,
muestra un incremento total del 30,9%, el cual se distribuye en un aumento del
24,4% en gastos de personal, un 55,7% en bienes de consumo y un 243% en
adquisición de activos no financieros.

Aclaró  que  este  aumento  debe  interpretarse  con  cautela,  ya  que  la
comparación con el año anterior no es del todo exacta, debido a que no todos los
años se realizan las mismas encuestas. En ese sentido, precisó que el alza se
explica fundamentalmente por la incorporación de dos encuestas relevantes que
se ejecutarán durante el próximo año y que no se llevaron a cabo en el ejercicio
anterior.

La  primera  corresponde  a  la  Encuesta  de  Caracterización
Socioeconómica Nacional (CASEN), que representa un aumento presupuestario
de  $1.351 millones  de  pesos.  Explicó  que el  INE no ejecuta  el  levantamiento
completo  de  la  encuesta,  sino  que  desarrolla  el  diseño  de  la  muestra,  la
verificación de los hogares, la elaboración del directorio, la cartografía y toda la
infraestructura técnica necesaria para su implementación. Este trabajo se realiza
por encargo del Ministerio de Desarrollo Social y Familia y requiere la contratación
de 321 personas. Agregó que la encuesta tiene cobertura nacional y contempla el
levantamiento de información en 80.000 viviendas, siendo uno de los instrumentos
más relevantes para la evaluación de políticas públicas en Chile, por su alcance y
representatividad.



La  segunda  es  la  Encuesta  de  Diversidades,  que  cuenta  con  un
presupuesto de $892 millones y considera la contratación de 309 personas bajo la
modalidad de honorarios a suma alzada.  Detalló  que este año la  encuesta se
aplicó a través de un formulario web auto aplicado, mientras que para el próximo
año  se  realizará  un  operativo  estadístico  con  un  diseño  probabilístico  y  una
muestra  representativa,  lo  que  implica  un  despliegue  logístico  y  de  personal
considerablemente mayor.

Indicó  que  estas  dos  encuestas  -la  CASEN  y  la  de  Diversidades-
explican la mayor parte del incremento presupuestario. Añadió que el resto de las
encuestas  contempladas  en  el  programa  son  estudios  regulares  que  el  INE
ejecuta  cada  año  para  distintos  organismos  públicos.  Entre  ellas  mencionó  la
Encuesta Intercensal Agrícola,  la Encuesta Longitudinal de Empresas (ELE), la
Encuesta de Gasto y Personal del Ministerio de Ciencia, la Encuesta Nacional de
Condiciones  Laborales  (ENCLA),  la  Encuesta  Nacional  Urbana  de  Seguridad
Ciudadana (ENUSC), encargada por el  Ministerio del Interior, y la Encuesta de
Consumo  de  Drogas  y  Alcohol  del  Servicio  Nacional  para  la  Prevención  y
Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), en la que el Instituto
se encarga del diseño muestral.

Concluyó señalando que el programa 03, referido a encuestas externas,
agrupa un conjunto de estudios fundamentales para la formulación, evaluación y
seguimiento  de  políticas  públicas,  que  permiten  generar  información  confiable,
actualizada y de alta calidad estadística para la toma de decisiones del Estado.

El Honorable Diputado señor Donoso señaló que, al revisar la partida
correspondiente al programa 03, no identificaba en el documento presupuestario
algunas de las encuestas mencionadas por el Director. Indicó que en el detalle
que  tenía  a  la  vista  figuraban  únicamente  la  Oficina  de  Estudios  y  Políticas
Agrarias (ODEPA),  la  Subsecretaría  de  Economía,  el  Fondo de Innovación  en
Ciencia y Tecnología, el  Servicio de Evaluación Social,  la Encuesta Laboral, la
Encuesta Nacional Urbana y el  Estudio de Población General. Por ello,  solicitó
aclarar  en  qué  parte  del  presupuesto  se  encuentran  incorporadas  las  demás
encuestas que el Director había mencionado.

El señor Director del INE respondió que la Encuesta CASEN figura en
el  número  5  del  programa  correspondiente,  confirmando  que  se  encuentra
incorporada dentro del listado de encuestas externas mencionadas.

El Honorable Diputado señor Donoso señaló que, si bien comprendía
que la  Encuesta CASEN se encontraba en el  número 5 del  programa, seguía
observando diferencias en las cifras presentadas. Explicó que, por ejemplo, en el



caso del programa de Estadística Agrícola Intercensal, la Oficina de Estudios y
Políticas Agrarias (ODEPA) había informado un presupuesto de aproximadamente
$1.300 millones,  mientras que en el  documento revisado figuraba una cifra  de
$1.433  millones.  Señaló  que  esta  discrepancia  hace  necesario  precisar  los
criterios  de  estimación  y  verificar  la  correspondencia  exacta  entre  los  montos
consignados  por  los  distintos  organismos  y  los  que  aparecen  reflejados  en  la
partida presupuestaria.

El  señor  Director del  INE respondió  que  comprendía  las  dudas
planteadas  y  confirmó  que  las  diferencias  detectadas  en  los  montos  podían
deberse a  ajustes  o  actualizaciones  de las  cifras.  Señaló  que  contaba  con el
cuadro detallado que reúne la información completa de cada encuesta, con sus
respectivos mandantes y montos asignados,  y se comprometió  a remitirlo  a la
Comisión para despejar cualquier discrepancia y facilitar la revisión exacta de los
datos presupuestarios.

La Honorable Senadora señora Rincón expresó que lo presentado
por el Director no coincide con el texto del proyecto de Ley de Presupuestos, lo
que  genera  un  problema  de  consistencia  entre  la  exposición  y  el  documento
oficial. Añadió que, si bien quedó clara la disminución de dotación en el programa
01, advirtió simultáneamente un aumento en la cantidad de personas asociadas a
convenios, que sube de 212 a 362. Solicitó precisar dónde se encuentran esas
personas.

El señor Director del INE informó que las 362 personas mencionadas
corresponden a las que deben contratar para el levantamiento de la Encuesta de
Presupuestos  Familiares,  que  equivale  a  los  honorarios  de  esas  personas  y
agregó  que  los  resultados  de  esta  encuesta  servirán  como  base  para  la
elaboración  del  nuevo  Índice  de  Precios  al  Consumidor  (IPC).  La  encuesta
comenzará en septiembre del próximo año y tendrá una duración de 12 meses.
Explicó que el trabajo de campo se extenderá hasta agosto de 2027, tras lo cual,
durante el año 2028, se llevará a cabo el procesamiento y análisis de los datos
recopilados. 

En  el  mismo  sentido  que  lo  planteado  por  la  Honorable  Senadora
señora Rincón, el Honorable Diputado señor Donoso expresó que, al revisar el
Programa  03  correspondiente  a  las  encuestas  externas,  observaba  una
discrepancia entre la información presentada por el señor Director y lo contenido
en el proyecto de Ley de Presupuestos y solicitó una aclaración al respecto. 

Señaló que, en la exposición, se mencionó un desglose de 8 encuestas
externas,  mientras  que  en  el  documento  legal  figuran  diversos  Servicios  que
financian dichos estudios. Insistió que los números entregados por el Director no



coinciden  con  los  montos  consignados  en  la  ley  y  solicitó  aclarar  cuál  es  la
diferencia exacta, si se trata de un error en la exposición o de una discrepancia
entre ambas fuentes.

El  representante  del  INE explicó  que respecto  al  programa 01,  no
pueden generar  el  desglose porque corresponden a más de 70 productos.  Se
comprometió a enviar una minuta con especificación del gasto completo de cada
una de las estadísticas que publican regularmente, que es distinto al programa 03,
donde hay mandatado solo 8 para el próximo año.

La Honorable Senadora señora Rincón precisó que la situación no se
relaciona con un problema de desglose en la glosa presupuestaria, sino con una
diferencia en los totales presentados. Aclaró que los valores de cada componente
están correctamente identificados, pero que la discrepancia observada se origina
en la suma final de las partidas, lo que será revisado para asegurar la consistencia
de los montos.

La  señora  Subsecretaria  de  Economía intervino  para  aclarar  la
diferencia  observada  entre  la  presentación  del  señor  Director  y  el  texto  del
proyecto de Ley de Presupuestos. Explicó que, con el apoyo de la Dirección de
Presupuestos  se  puede  entender  que  el  documento  presentado  ante  la
Subcomisión consolida los subtítulos del gasto, reflejando la naturaleza total del
gasto ejecutado. Señaló que, al revisar las glosas incluidas al final de la misma
página del presupuesto, es posible identificar los montos totales asociados a cada
encuesta, los cuales coinciden con las cifras mencionadas por el Director.

Aclaró que la diferencia se origina porque el desglose del documento
legal  no  muestra  directamente  quiénes  financian  cada  encuesta,  ya  que  esa
información se encuentra distribuida en las transferencias que se realizan desde
los distintos organismos mandantes. 

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón sostuvo  que  sería
conveniente  solicitar  al  señor  Director  la  entrega  completa  y  detallada  de  la
información para despejar todas las diferencias observadas entre la exposición y
el texto del proyecto de Ley de Presupuestos.

La señora Yasna Mena, jefa de Sector Innovación y Competitividad,
de la Dirección de Presupuestos, señaló que tanto el programa INE 01 como el
programa  INE  03,  referido  a  encuestas  externas,  consolidan  sus  gastos  de
acuerdo con su naturaleza y no con el detalle de los productos que ejecuta el
Instituto Nacional de Estadísticas. Señaló que, por esta razón, en el presupuesto
no existe un desglose específico por cada producto, ya que el INE desarrolla más
de cincuenta proyectos estadísticos distintos en el programa 01.



Indicó que,  si  se intentara reflejar  presupuestariamente cada uno de
esos productos de manera independiente dentro del proyecto de ley, se perdería
flexibilidad  en  la  gestión  presupuestaria  y  se  dificultaría  el  control  del  gasto.
Explicó que, en consecuencia, el presupuesto se presenta de forma consolidada
dentro de los subtítulos 21, 22 y 29, mientras que el detalle operativo de cada
producto se visará anualmente mediante informes complementarios.

En relación con las encuestas externas, señaló que éstas se identifican
a partir de sus fuentes de financiamiento, es decir, los ingresos provenientes de
las  subsecretarías  y  ministerios  que  las  encargan.  De  esta  manera,  en  el
programa  03  se  puede  observar  la  correspondencia  entre  los  organismos
mandantes y los montos asociados a cada encuesta.

Puso  como  ejemplo  el  programa  de  estadísticas  intercensales
agrícolas, que en la glosa 01 del programa 03 muestra claramente los cupos y
recursos  asignados.  Del  mismo modo,  indicó  que  la  Encuesta  Longitudinal  de
Empresas y la Encuesta de Diversidades son financiadas por la Subsecretaría de
Economía, lo que también se puede verificar en el  presupuesto al  identificar la
línea correspondiente con los cupos y montos respectivos. Concluyó señalando
que  esta  es  la  forma en que se  establece la  correspondencia  entre  el  folleto
explicativo  y  la  presentación  del  INE,  garantizando  la  coherencia  entre  la
información consolidada y el detalle operativo de las encuestas.

En seguida, el  Honorable  Diputado señor  Donoso se  refirió  a  las
licencias médicas y señaló que, según los antecedentes disponibles, existen 111
casos de licencias médicas que involucran a 69 funcionarios, de los cuales 49
continúan en funciones. Agregó que 54 de estos casos tienen sumarios instruidos
y se encuentran actualmente en etapa de investigación, sin que ninguno haya sido
completamente  concluido.  Comentó  que  este  escenario  resulta  complejo  de
entender, considerando el volumen de casos y la ausencia de resoluciones finales,
y  recordó  que  solo  la  Subsecretaría  de  Pesca  había  aclarado  su  situación,
señalando que los procedimientos pendientes correspondían a casos iniciados con
posterioridad, lo que explicaba el retraso.

El señor Director del INE explicó que actualmente existen 54 sumarios
en curso, aunque precisó que tres de ellos se repiten, por lo que en total se trata
de  51  funcionarios  involucrados.  Indicó  que  este  es  el  dato  más  actualizado
disponible. Señaló que todos los casos se encuentran aún en etapa de indagatoria
y que esperan pasar próximamente a la fase de formulación de cargos, una vez
que se reciban las vistas fiscales correspondientes.



Agregó  que,  en  su  calidad  de  Director,  mantiene  un  conocimiento
general  del  avance de los  procesos,  pero  que no le  corresponde intervenir  ni
pronunciarse  sobre  el  fondo  de  cada  caso  antes  de  recibir  formalmente  la
presentación del fiscal encargado. Explicó que mantiene reuniones semanales con
la  jefa  de  la  División  Jurídica  para  conocer  el  estado  de  avance  de  los
procedimientos y que, según la información disponible, en las próximas semanas
deberían comenzar a recibirse las primeras vistas fiscales.

Concluyó  señalando que la  institución  es  la  más  interesada  en que
estos  sumarios  se  desarrollen  de  la  forma  más  rápida  posible,  pero  siempre
asegurando el cumplimiento estricto del debido proceso.

El Honorable Diputado señor Donoso coincidió en la necesidad de
resguardar el debido proceso en los sumarios administrativos, pero observó que,
en este caso,  dicho proceso parecía avanzar  con mayor  lentitud que en otras
instituciones

La Honorable Senadora señora Pascual señaló que la lentitud en los
procesos también podría explicarse por la naturaleza del servicio, ya que no se
trata de una institución que enfrente habitualmente situaciones disciplinarias de
gran volumen, como ocurre en otros organismos. Observó que la mayoría de los
funcionarios del Instituto Nacional de Estadísticas están dedicados principalmente
a la aplicación y análisis de encuestas, lo que configura una estructura laboral
distinta.

A continuación, formuló una consulta al señor Director, precisando que
no  se  relacionaba  con el  presupuesto,  sino  con aspectos  metodológicos y  de
planificación.  Recordó  que  durante  el  último  censo  se  incluyeron  preguntas
específicas sobre temas de diversidades, y que también se había planteado la
posibilidad de  incorporar  consultas  relativas  a  la  prevalencia  de  personas con
Trastorno  de  Espectro  Autista  TEA.  Mencionó  que  había  conversado
personalmente con el Director sobre este tema y preguntó si existe un mecanismo
previo al próximo censo que permita testear o evaluar nuevas preguntas antes de
su incorporación definitiva.

Explicó que, según la experiencia del censo 2024, algunas solicitudes
de inclusión de temas llegaron demasiado tarde en el proceso, lo que impidió su
evaluación  técnica.  Subrayó  que,  por  la  complejidad  del  diseño  censal  y  la
necesidad de validar los instrumentos con anticipación, no basta con proponer
nuevas  preguntas  en  el  último  momento.  Por  ello,  solicitó  saber  cuál  es  el
momento  más  adecuado para  iniciar  este  tipo  de  gestiones,  de  modo que  se
puedan  planificar  y  discutir  oportunamente  durante  la  preparación  del  próximo



Censo, evitando que los debates sobre nuevas temáticas se generen recién en el
año previo a su aplicación.

El  señor  Director  del  INE respondió  que  efectivamente  se  ha
considerado  esta  situación  y  que,  precisamente,  la  creación  de  un  grupo
permanente  dentro  del  Instituto  tiene como objetivo  anticiparse  a  este  tipo  de
necesidades. Explicó que dicho equipo está encargado de prever y planificar con
anticipación  los  requerimientos  futuros  del  proceso  censal,  incluyendo  la
evaluación de nuevas preguntas y temáticas que puedan incorporarse. Señaló que
una  de  las  funciones  principales  de  este  grupo  es  identificar  con  tiempo  el
momento adecuado para iniciar los estudios y validaciones correspondientes, de
manera  que  no  se  repita  lo  ocurrido  en  el  censo  anterior,  cuando  algunas
solicitudes  llegaron  demasiado  tarde  para  ser  incorporadas.  Añadió  que  el
propósito  es  garantizar  una  planificación  oportuna  y  evitar  retrasos  en  la
preparación de los instrumentos censales.

Capítulo 08

FISCALÍA NACIONAL ECONÓMICA
Programa 01

Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$8.899.241,  lo  que
implica una variación total de 1,2%, respecto del presupuesto del año en curso. 

El señor Felipe Cerda, Fiscal Nacional Económico (s),  informó que
el presupuesto proyectado para el  año 2026 corresponde a un presupuesto de
continuidad,  con  un  incremento  leve  del  1,2%.  Explicó  que  dicho  aumento  se
concentra  principalmente  en  el  ítem  de  gastos  en  personal,  que  registra  una
variación positiva del 1,1%, equivalente a $81.970 millones.

Luego en bienes y servicios de consumo, indicó que existe un aumento
de  1,6%,  equivalente  a  $21.407  millones,  y  en  adquisición  de  activos  no
financieros, hay un incremento de 1, 5%.

Señaló  que  este  presupuesto  permite  mantener  el  funcionamiento
operativo de la Fiscalía Nacional Económica en los mismos términos en que se
desarrolla actualmente.

Agregó,  sin  embargo,  que  desde  el  año  2018  la  institución  ha
experimentado  una  disminución  sostenida  tanto  en  su  dotación  como  en  su
presupuesto  general.  En  ese  año,  la  Fiscalía  contaba  con  125  funcionarios,



mientras que hoy dispone de 117.  Indicó además que el  presupuesto total  ha
disminuido  aproximadamente  en  un  11%  durante  el  mismo  período  y  que  el
número de trabajadores a honorarios se redujo de 51 a 25. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke  recordó que recientemente
se había aprobado un análisis sobre el sistema notarial, cuyo desarrollo se basó
en un informe elaborado por la Fiscalía Nacional Económica. Al respecto, señaló
que, al revisar el presupuesto de la institución, este correspondía prácticamente a
uno de continuidad, con un incremento marginal de uno o dos puntos porcentuales
respecto  de  los  años  anteriores.  En  ese  contexto,  consultó  si  el  presupuesto
proyectado para el año 2026 resulta suficiente para que la Fiscalía pueda cumplir
adecuadamente con sus funciones, considerando su rol esencial en la prevención
y  persecución  de  conductas  anticompetitivas,  en  la  fiscalización  del  correcto
funcionamiento  de  los  mercados  y  en  la  promoción  de  la  libre  competencia.
Destacó que la labor de la Fiscalía era fundamental para garantizar la ausencia de
colusiones y la existencia de mercados competitivos, lo que, a su juicio, otorgaba
legitimidad  y  confianza  a  los  distintos  actores  económicos  que  observan  el
desempeño de la institución.

El  Fiscal  Nacional  Económico  (s) señaló  que  el  presupuesto
proyectado  permite  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica  operar  dentro  de  las
dimensiones actuales de su gestión. Explicó que, si bien los recursos asignados
eran suficientes para mantener  la  continuidad de las funciones,  un incremento
presupuestario permitiría ampliar significativamente la capacidad operativa de la
institución. Indicó que con mayor financiamiento podrían realizar más estudios de
mercado, lo que contribuiría a un análisis más profundo y oportuno de los distintos
sectores económicos.

Destacó  que,  aun  cuando  el  presupuesto  vigente  garantizaba  un
funcionamiento eficiente y correcto, la institución aspiraba a contar con mayores
recursos para fortalecer sus labores técnicas y analíticas. Recordó que la División
de Estudios de la Fiscalía, responsable de investigaciones como el estudio sobre
el  sistema  notarial,  estaba  compuesta  por  solo  cinco  funcionarios  altamente
calificados, la mayoría de ellos con estudios de doctorado en el extranjero. Señaló
que, pese a su reducido tamaño, el equipo trabajaba con un alto nivel de eficiencia
y profesionalismo.

Agregó  que  actualmente  la  Fiscalía  se  encuentra  desarrollando  un
estudio sobre educación superior  y  otro sobre comercio electrónico,  ambos de
gran relevancia para la libre competencia.  Reconoció que, con un presupuesto
más holgado, sería posible acelerar el ritmo de trabajo y ampliar el alcance de las
investigaciones. Señaló que, aunque los recursos disponibles no permitían una



expansión de funciones, sí  aseguraban la continuidad operativa y el  adecuado
desempeño del servicio.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso señaló  que  existían  cuatro
casos de funcionarios que presentaron licencias médicas y preguntó cuál era su
situación  actual.  Indicó  que,  según  la  información  disponible,  los  cuatro
funcionarios  seguían  en  el  servicio:  uno  de  ellos  continuaba  en  etapa  de
investigación, tres estaban con sumarios concluidos y dos se encontraban en la
Contraloría  General  de  la  República.  Añadió  que  ninguno  de  los  procesos
terminados  contemplaba  una  sanción  de  destitución,  aunque  esta  podría  ser
determinada  posteriormente  por  el  órgano  contralor,  y  solicitó  confirmar  si  la
información era correcta.

El Fiscal Nacional Económico (s) explicó que la institución recibió un
total de cinco denuncias remitidas por la Contraloría General de la República. De
ellas, cuatro correspondían a funcionarios que habían realizado viajes al extranjero
mientras se encontraban con licencia médica, y una se relacionaba con visitas a
casinos en las mismas circunstancias.  Aclaró que,  en el  caso de las licencias
vinculadas a viajes, las denuncias involucraban a tres funcionarios, ya que uno de
ellos presentaba dos casos distintos. Precisó que, en total, fueron cinco denuncias
que afectaron a cuatro funcionarios. Informó que los sumarios asociados a las
licencias por viajes al  extranjero ya se encontraban concluidos, con dos casos
sobreseídos  y  actualmente  en  trámite  de  toma  de  razón  por  parte  de  la
Contraloría.  Añadió  que  el  tercer  caso  había  sido  resuelto  recientemente,
imponiéndose al funcionario una multa equivalente al 20% de su remuneración.
Señaló  que  este  último  sumario,  al  igual  que  los  otros  dos,  se  encuentra  en
proceso de toma de razón ante la Contraloría para la verificación de su legalidad.
Con ello, afirmó, se completa la revisión de los cinco casos instruidos.

El  Honorable  Diputado  Donoso,  refiriéndose  a  la  disminución  de
funcionarios y recursos que la Fiscalía Nacional Económica ha experimentado en
los  últimos  años,  preguntó  específicamente  a  qué  se  debe  esta  reducción:  si
responde  a  un  recorte  presupuestario,  a  la  imposibilidad  de  contratar  nuevo
personal, al término de algún programa o proyecto temporal, o a la eliminación de
cargos  vinculados  a  etapas  de  instalación  institucional  que  luego  dejaron  de
requerirse.  Solicitó  precisar  las  causas  concretas  de  esta  disminución  en  la
dotación y cómo ha afectado el funcionamiento del organismo.

El señor Fiscal Nacional Económico (s) explicó que la disminución de
personal  se  debía  exclusivamente  a  una  reducción  en  la  dotación  autorizada.
Señaló que en el año 2018 la Fiscalía contaba con una dotación aprobada de 125
funcionarios, mientras que en la actualidad esa cifra asciende a 117, lo que explica
la diferencia observada en los últimos años.



El Honorable Senador señor Cruz-Coke manifestó que, a su juicio, el
presupuesto  asignado  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica  resultaba  bastante
limitado  en  relación  con  la  magnitud  y  la  relevancia  de  las  funciones  que
desempeña la institución. Expresó que, consideraba exiguo el monto total, poco
más de ocho mil millones de pesos, para un organismo que cumple un rol tan
esencial  en  la  fiscalización  de  los  mercados  y  en  la  promoción  de  la  libre
competencia.

Preguntó  al  Fiscal  Nacional  Económico  (s)  si,  producto  de  las
limitaciones  presupuestarias,  han  debido  dejar  de  realizar  fiscalizaciones  o
estudios de mercado que resultaban necesarios. Indicó que este aspecto reviste
gran importancia, ya que el ejercicio efectivo de la función fiscalizadora es lo que
otorga  legitimidad  y  confianza  a  los  actores  económicos  y  al  sistema  en  su
conjunto. Recordó que, en diversas oportunidades, la Fiscalía ha debido abordar
casos de alta connotación pública, lo que demuestra la relevancia de su labor y la
necesidad de contar con recursos suficientes para sostener su trabajo de manera
oportuna y eficiente.

Consultó, asimismo, si la situación presupuestaria limitada que enfrenta
la  Fiscalía  Nacional  Económica  ha  sido  una  constante  a  lo  largo  del  tiempo.
Señaló que, dado el carácter técnico y especializado de la labor que realiza la
institución,  sería  esperable  un  fortalecimiento  progresivo  de  sus  recursos.
Preguntó,  en  ese  sentido,  a  qué  atribuye  el  Fiscal  esta  situación  de  rezago
presupuestario.

El  Fiscal  Nacional  Económico  (s) explicó  que  la  reducción  de
recursos que ha experimentado la institución se originó en el período comprendido
entre  los  años  2018  y  2019.  Señaló  que  durante  ese  tiempo  comenzó  una
disminución  presupuestaria  que  coincidió  primero  con  el  estallido  social  y,
posteriormente,  con  la  crisis  sanitaria  derivada  de  la  pandemia  de  COVID-19.
Estos eventos, indicó, provocaron el estancamiento de los recursos y la reducción
de los presupuestos institucionales en general,  afectando también a la Fiscalía
Nacional Económica.

Aclaró  que,  con  el  presupuesto  actual,  la  Fiscalía  puede  continuar
desarrollando sus labores y cumplir  las funciones que le corresponden por ley,
aunque con limitaciones. Reiteró que los recursos disponibles permiten mantener
la operación y el cumplimiento de los objetivos institucionales, pero reconoció que
existen amplios márgenes de mejora que podrían alcanzarse si se contara con
mayor financiamiento.



Comentó  que,  efectivamente,  existen  organismos  fiscalizados  por  la
Fiscalía  que  cuentan  con  presupuestos  más  altos  que  el  del  propio  ente
fiscalizador, lo que genera un desequilibrio relevante, especialmente al considerar
que,  en  los  procesos  judiciales,  la  institución  debe  enfrentarse  a  los  mejores
estudios  jurídicos  del  país,  con  asesorías  e  informes  de  alto  nivel  técnico  y
económico.  En  ese  contexto,  enfatizó  que  contar  con  más  recursos  permitiría
fortalecer el trabajo de la Fiscalía, robustecer su capacidad técnica y aumentar su
alcance en materia de investigaciones y fiscalizaciones.

Añadió que la institución realiza su labor de manera correcta y eficiente,
dentro de las limitaciones existentes, pero reconoció que los recursos actuales
obligan a establecer  prioridades y a  avanzar  con menor  velocidad en algunos
ámbitos. Señaló que, al tener que priorizar, ciertos proyectos o estudios avanzan
más  lentamente  de  lo  deseado.  Concluyó  expresando  que  un  aumento
presupuestario sería altamente beneficioso, ya que permitiría mejorar y agilizar el
trabajo  de  la  Fiscalía,  aunque  reiteró  que,  con  los  recursos  disponibles,  la
institución mantiene continuidad y cumple adecuadamente sus funciones.

Luego,  el  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke insistió  en  su
preocupación  por  el  hecho  de  que,  pese  a  la  alta  relevancia  pública  y  a  la
exposición nacional de los casos que investiga la Fiscalía Nacional Económica, el
presupuesto asignado corresponda únicamente a uno de continuidad. Consideró
llamativo que una institución que cumple un rol tan determinante en la defensa de
la  libre  competencia  y  la  transparencia  de  los  mercados  no  cuente  con  una
asignación más robusta. Finalmente, consultó cuántos juicios mantiene la Fiscalía
en  promedio  durante  un  año,  con  el  propósito  de  dimensionar  el  volumen de
trabajo y la carga procesal que enfrenta el organismo.

El Fiscal Nacional Económico (s) explicó que la cantidad de juicios
que la Fiscalía tramita anualmente no es elevada en términos numéricos, pero
cada uno de ellos presenta una alta complejidad técnica y demanda un tiempo
considerable de dedicación. Señaló que los casos que lleva la institución son de
gran relevancia económica y social, además de requerir un trabajo exhaustivo de
análisis jurídico y económico.

Mencionó, a modo de ejemplo, el caso más reciente presentado por la
Fiscalía,  referido al  cartel  de la centolla en la Región de Magallanes. Recordó
también casos anteriores, como el proceso contra las empresas de reparto Libre
Giro y Delivery Hero y Glovo; el caso del cartel de los panaderos de Iquique, y la
acción  interpuesta  contra  casinos.  Añadió  que  actualmente  se  mantienen
pendientes  otros  procedimientos  en  el  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia,  entre  ellos  uno  en  contra  de  las  compañías  de  transporte  de
valores.



El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó si existía algún plan
de fortalecimiento institucional de corto plazo para la Fiscalía Nacional Económica,
enfocado en aumentar su dotación y disponer de mayores recursos destinados a
estudios  e  investigaciones  que  actualmente  no  pueden  abordarse  con  el
presupuesto  vigente.  Preguntó,  además,  si  existen  áreas  que  no  resultan
fiscalizables o que quedan fuera del alcance de la institución debido a su magnitud
o complejidad, y si un presupuesto mayor permitiría cubrir esas brechas.

Señaló  que  comprendía  que,  en  el  proceso  presupuestario,  cada
organismo  defiende  los  recursos  que  considera  prioritarios  para  su
funcionamiento, pero destacó que, en el caso de la Fiscalía Nacional Económica,
se trata  de una institución  cuya labor  trasciende lo  administrativo,  ya que sus
hallazgos generan un impacto directo en la fe pública y en la confianza ciudadana
en los mercados. Enfatizó que el correcto funcionamiento de los mercados no está
garantizado  por  sí  mismo,  sino  que  depende  de  la  existencia  de  un  órgano
fiscalizador sólido, con capacidad técnica y recursos suficientes para asegurar la
libre competencia y la transparencia.

Agregó  que,  del  mismo  modo  en  que  recientemente  se  aprobó  un
proyecto de fortalecimiento para la Fiscalía Nacional,  debería considerarse una
iniciativa similar en materia económica, que permita dotar a la Fiscalía Nacional
Económica de mayores recursos y capacidades. Concluyó preguntando si, con el
presupuesto actual, existen áreas que la institución no logra fiscalizar plenamente
o si considera que los recursos son suficientes para abarcar todo el espectro de su
labor.

El señor Fiscal Nacional Económico (s) señaló que actualmente no
existen áreas que queden sin fiscalizar dentro del ámbito de competencia de la
institución,  aunque  reconoció  que,  con  mayores  recursos,  las  labores  podrían
realizarse de manera más efectiva y con un alcance más amplio.

Explicó que, en la actualidad, la Fiscalía se encuentra desarrollando un
proyecto innovador a través de su unidad de inteligencia, destinado a fortalecer la
detección  de  conductas  anticompetitivas  mediante  herramientas  tecnológicas
avanzadas. Indicó que se está implementando un convenio con ChileCompra y
que, para ello, se ha incorporado el trabajo de científicos de datos con el fin de
analizar de manera automatizada las licitaciones públicas y detectar patrones o
eventos que pudieran resultar sospechosos.

Precisó  que  este  sistema  incorpora  el  uso  de  inteligencia  artificial,
aplicada a la identificación de marcadores o indicadores de riesgo dentro de los
procesos de compra pública, permitiendo focalizar las fiscalizaciones y optimizar



los recursos institucionales. Añadió que, si la Fiscalía contara con un presupuesto
mayor, sería posible hacer que esta iniciativa alcanzara un nivel de desarrollo más
avanzado,  cubriendo  una  cantidad  mayor  de  licitaciones  y  aumentando  su
efectividad.

Por  último,  señaló  que,  además de  estos  proyectos  tecnológicos,  la
institución  podría  destinar  recursos  adicionales  a  fortalecer  otros  ámbitos  de
gestión interna, lo que permitiría consolidar su capacidad operativa y preventiva
frente a las infracciones a la libre competencia.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke agradeció  la  respuesta
entregada por el Fiscal y señaló que, al comparar el presupuesto vigente con el
proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2026, se observa que la Fiscalía
Nacional Económica mantiene su dotación en 117 cupos y conserva el número de
honorarios en 25. Sin embargo, advirtió que el proyecto registra reducciones en
las glosas correspondientes a honorarios, horas extraordinarias y viáticos, tanto
nacionales como internacionales.

El señor Fiscal Nacional Económico (s) realizó algunas precisiones
respecto de las cifras presupuestarias. Explicó que el incremento de 81 millones
de pesos en el presupuesto para el año 2026 se debe a que los 3 funcionarios que
fueron  autorizados  el  año  anterior  contaron  con  financiamiento  solo  por  seis
meses,  mientras  que  el  nuevo  presupuesto  considera  ahora  el  financiamiento
completo de los 12 meses. Aclaró que ese monto corresponde íntegramente a la
cobertura anual de esos cargos.

Respecto  a  los  honorarios,  señaló  que,  si  bien  en  los  documentos
aparece una diferencia de siete millones de pesos, en la práctica se mantiene
exactamente el mismo nivel de recursos que en el ejercicio anterior. Indicó que,
por tanto, no es efectivo que exista una rebaja real en este ítem, ya que el gasto
destinado a honorarios se conserva sin variaciones en términos monetarios.

El Honorable  Senador señor  Cruz-Coke solicitó  aclarar  con mayor
detalle este punto.

El señor Fiscal Nacional Económico (s) explicó que el  número de
funcionarios a honorarios se mantiene en 25 y que el monto destinado a este ítem
no ha sufrido variaciones respecto del  año anterior.  Señaló que,  si  bien en el
documento presupuestario aparece una reducción de $7 millones, dicha diferencia
no corresponde a una rebaja real, ya que los recursos asignados a honorarios
permanecen exactamente iguales.



El Honorable Senador señor Cruz-Coke manifestó que, al revisar el
detalle, se indica una rebaja en la glosa correspondiente a horas extraordinarias,
viáticos  y  honorarios.  Sin  embargo,  tras  la  aclaración  del  Fiscal  Nacional
Económico  (s),  confirmó  que  la  reducción  solo  afectaba  los  ítems  de  horas
extraordinarias  y  viáticos,  y  no  los  honorarios,  los  cuales  se  mantenían  sin
variación.

Añadió  que,  considerando  que  la  dotación  de  personal  permanece
constante y que la glosa asociada al subtítulo 21 -referida a gastos en personal-
refleja una disminución en ciertos componentes, solicitaba precisar nuevamente el
motivo del incremento de 82 millones de pesos registrado en el presupuesto.

El señor Fiscal Nacional Económico (s) reiteró que dicho aumento
correspondía al  financiamiento anual  completo de tres funcionarios que el  año
anterior habían sido financiados solo por seis meses.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke comentó que, además, se
observaba una disminución de siete millones de pesos en los recursos destinados
a honorarios, la cual ya había sido aclarada como una diferencia contable y no una
rebaja  real.  En  cuanto  a  los  viáticos,  indicó  que  la  glosa  mantiene  la  misma
estructura  presentada  en  el  presupuesto  de  2025,  con  una  proporción  mayor
destinada a los viáticos internacionales respecto de los nacionales, debido a los
compromisos vinculados a la agenda internacional de libre competencia. Concluyó
señalando que comprendía que dicha priorización respondía a la necesidad de
cumplir  con  las  actividades  y  coordinaciones  internacionales  propias  de  la
institución, lo que fue confirmado por el Fiscal.

El señor Fiscal Nacional Económico (s) explicó que las actividades
internacionales financiadas mediante los viáticos no corresponden principalmente
a seminarios, sino a instancias oficiales de la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos (OCDE). Señaló que Chile es miembro del Comité de
Competencia de dicha organización, la cual celebra reuniones periódicas en París,
habitualmente en los meses de junio y diciembre, a las que la Fiscalía Nacional
Económica debe asistir como representante del país.

Agregó que la institución también participa en el Foro Latinoamericano
de  Libre  Competencia,  instancia  dependiente  de  la  OCDE  y  del  Banco
Interamericano de Desarrollo (BID), en la que se abordan temas de regulación y
cooperación  internacional  en  materia  de  competencia.  Indicó  que  a  estos
encuentros  asiste  el  Fiscal  Nacional  Económico  en  representación  de  Chile,
cumpliendo  con  las  obligaciones  de  carácter  internacional  derivadas  de  la
pertenencia del país a dichos organismos.



El Honorable Senador señor Cruz-Coke manifestó que, en el subtítulo
22, correspondiente a bienes y servicios de consumo, se registra un aumento de
$21  millones  entre  los  años  2025  y  2026,  lo  que  equivale  a  un  incremento
aproximado  del  1,6%.  Señaló  que,  dentro  de  este  subtítulo,  los  recursos
destinados  a  capacitación  se  mantienen  constantes  para  el  próximo  ejercicio
presupuestario, mientras que los fondos asignados a estudios e investigaciones
presentan una disminución del 3%.

Comentó que esta reducción resulta contraria a lo conversado al inicio
de la sesión, cuando se abordó la importancia de fortalecer precisamente esa área
de trabajo. Preguntó entonces por qué se disminuyó ese porcentaje, cuál fue la
razón  técnica  o  presupuestaria  que  motivó  el  ajuste  y  a  cuánto  equivale  en
términos absolutos esa rebaja del 3%, con el fin de comprender su justificación
dentro de la estructura general del gasto.

La  señora  Ana  Azar,  Jefa  de  Administración  y  Gestión  de  la
Fiscalía  Nacional  Económica, explicó que la  cifra  de aproximadamente  $300
millones que aparece asignada para estudios corresponde a un monto máximo o
tope autorizado, y no a recursos efectivamente disponibles o ejecutados por la
institución. Señaló que, en la práctica, el gasto real en estudios e investigaciones
asciende actualmente a alrededor de $100 millones.

Precisó que, aunque formalmente se consigne una disminución del 3%
en este  ítem,  esa  variación  no  tiene  un  impacto  real,  ya  que  el  tope  de  300
millones no se alcanza desde hace varios años. Por ello,  aclaró que la rebaja
presupuestaria  debe  entenderse  como  una  referencia  técnica  y  no  como  una
reducción efectiva en los recursos utilizados por la Fiscalía.

La señora Subsecretaria  de Economía,  señora Javiera  Petersen,
aclaró  que  la  reducción  observada  en  el  presupuesto  de  la  Fiscalía  Nacional
Económica  se  encuentra  asociada  específicamente  al  subtítulo  22,
correspondiente  a  bienes  y  servicios  de  consumo.  Señaló  que  los  estudios
mencionados dentro de este subtítulo no corresponden a los estudios técnicos o
de mercado a los que se había hecho referencia el  Fiscal,  relacionado con la
promoción del buen funcionamiento de los mercados y la libre competencia.

En  relación  con  la  discusión  sobre  la  dotación  de  personal,  la
Subsecretaria recordó que,  en respuesta a una solicitud de la Subcomisión,  el
Ministerio de Economía había enviado la semana anterior un informe completo con
la evolución de la dotación de cada servicio dependiente de la cartera desde el
año 2006 en adelante. Explicó que, según esos antecedentes, la disminución en la
dotación de la  Fiscalía  Nacional  Económica se produjo entre los años 2020 y



2021, período en el que se ajustó el financiamiento a la planta vigente de ese
momento, lo que significó una reducción de funcionarios.

Añadió que, desde el año 2021 hasta el año 2024, la dotación de la
Fiscalía  se  mantuvo  constante,  sin  nuevas  variaciones.  Sin  embargo,  en  el
presupuesto correspondiente al año 2024 se incorporó un aumento de tres cupos,
con el  objetivo de revertir  la  tendencia de disminución observada en los años
anteriores.  Este  incremento,  señaló,  fue  una  señal  concreta  de  fortalecimiento
institucional,  aunque  reconoció  que  aún  existe  espacio  para  continuar
robusteciendo la capacidad operativa y técnica de la institución.

Concluyó  indicando  que  la  revisión  histórica  de  la  dotación  y  del
financiamiento de la Fiscalía Nacional Económica permite comprender con mayor
precisión el contexto en que se inscribe la discusión presupuestaria actual. 

Capítulo 09
SERVICIO NACIONAL DE TURISMO

El Capítulo correspondiente al Servicio Nacional de Turismo, contiene
dos Programas: el Programa 01, del mismo nombre, y el Programa 03, Programa
de Atracción Turística.

Programa 01
Servicio Nacional de Turismo

Este  Programa  considera  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de
M$25.503.331, lo que implica una variación de 0,0 %, respecto del presupuesto
del año en curso.

El  señor  Cristóbal  Benítez,  Director  Nacional  de  SERNATUR,
explicó  que  el  Servicio  Nacional  de  Turismo  opera  con  dos  programas
presupuestarios: el 01, institucional, que concentraba los recursos para la gestión
nacional  y  regional  y  los  programas de  turismo interno,  y  el  03,  de  atracción
turística, orientado a la promoción internacional y nacional. 

A continuación, expuso el programa 01, señalando que su presupuesto
era de continuidad operativa. Aclaró que las variaciones visibles en los subtítulos
21 gastos de personal, y 22 bienes y servicios de consumo, se explicaban por un
reordenamiento contable respecto del  subtítulo 24.09,  transferencias corrientes.
Explicó  que  históricamente,  en  el  24.09  se  habían  registrado,  junto  con  los
subsidios de los programas de turismo interno (Vacaciones Tercera Edad, Giras
de Estudio y Turismo Familiar), gastos de personal y de operación asociados a
dichos programas. Para transparentar y ordenar, esos gastos se re itemizaron en
2026, traspasando al subtítulo 21 el componente de personal y al subtítulo 22 los
gastos operacionales. De ahí que se observara un aumento en los subtítulos 21 y



22 y,  correlativamente, una disminución en el  24.09. Subrayó que la cobertura
programática se mantiene sin cambios.

Detalló que Vacaciones Tercera Edad conservaba una cobertura total
de  40.185  pasajeros  con  salidas  y  llegadas  en  todas  las  regiones;  Giras  de
Estudio se sostenía en 14.795 pasajeros con salidas desde todo el país (con solo
dos regiones sin destinos receptores); y Turismo Familiar mantiene 14 regiones de
origen  y  14  de  destino  (no  necesariamente  coincidentes),  preservando
íntegramente su alcance. 

Agregó que la aparente baja global de190 millones de pesos obedece
únicamente a ese reordenamiento: el alza en el subtítulo 21 por $156.000 millones
correspondía  al  personal  antes  cargado  al  24.09,  mientras  que  los  $77.000
millones en el subtítulo 22 reflejaban la relocalización de los gastos operacionales
de los programas de turismo interno. Concluyó enfatizando que no había merma
de cobertura ni  de oferta,  sino un ajuste de clasificación contable para alinear
personal en el 21 y operación en el 22, dejando el 24.09 circunscrito a subsidios.

Insistió  en  que,  como  había  señalado  previamente,  la  variación
observada  en  el  subtítulo  24  fue  absorbida  por  los  subtítulos  21  y  22,
correspondientes a los gastos operacionales y de personal de los programas de
turismo interno. Explicó que, pese a este ajuste contable, la cobertura de los tres
programas se mantiene sin cambios: Vacaciones de Tercera Edad conserva una
continuidad  de  40.185  pasajeros,  Turismo  Familiar cuenta  con  13.477
beneficiarios, y Giras de Estudio con 14.795 estudiantes.

Destacó que no solo se mantiene la cantidad total de pasajeros, sino
también la cobertura territorial, asegurando la participación de todas las regiones
del país. En el caso de Vacaciones de Tercera Edad y Giras de Estudio, señaló
que existe  cobertura nacional en las salidas, es decir, desde todas las regiones
parten beneficiarios. Aclaró, sin embargo, que en  Giras de Estudio existen  dos
regiones que no reciben grupos visitantes, aunque sí envían estudiantes a otros
destinos. Respecto al programa de Turismo Familiar, explicó que su cobertura es
algo menor, pero que se ha hecho un esfuerzo por ampliar su alcance a las zonas
extremas del país, fortaleciendo así su carácter inclusivo y territorial.

La Honorable Diputada señora Rojas  solicitó el detalle de la  oferta
regional de los tres programas de turismo interno:  Giras de Estudio,  Vacaciones
de Tercera Edad y Turismo Familiar. Indicó que sería útil que dicha información,
además de estar desagregada por región, pudiera incluir un detalle comunal, con
el fin de que los integrantes de la Comisión cuenten con datos precisos para el
análisis y seguimiento de la ejecución territorial de estos programas.

El señor Director de SERNATUR preguntó si era posible precisar el
tipo de información que se requería respecto de los programas de turismo interno.
Señaló que sería  importante aclarar si  lo que se solicitaba era conocer  desde
dónde provienen los pasajeros —es decir, las regiones o comunas de origen— o



hacia dónde se dirigen, correspondiente a los destinos turísticos que reciben a los
beneficiarios. Explicó que ambas variables no necesariamente coinciden y que su
distinción resulta clave para organizar adecuadamente los datos y entregar a la
Comisión  un  informe  completo  y  claro  sobre  la  distribución  territorial  de  los
programas.

La Subsecretaria de Turismo, complementó señalando el sentido de
los programas y la  forma en que se distribuyen,  ya que con frecuencia no se
comprende del todo su propósito. Señaló que la estructura de estos programas
está directamente vinculada con la desestacionalización del turismo, es decir, con
la búsqueda de mantener una actividad turística constante durante todo el año.
Por esta razón, los destinos elegidos y la cantidad de personas que viajan a ellos
se  determinan  considerando  factores  como  la  disponibilidad  de  camas  y  la
capacidad de los lugares para recibir visitantes fuera de la temporada alta.

Indicó  que  este  criterio  es  fundamental,  porque  el  objetivo  de  los
programas  no  es  únicamente  entregar  un  beneficio  social,  aunque  en  parte
cumplan  esa  función,  sino  acompañar  el  desarrollo  turístico  de  los  destinos.
Explicó que, de las  356 comunas del país, solo  175 son consideradas destinos
turísticos activos, y que el propósito de estas iniciativas es fortalecer la madurez
de dichos destinos, permitiendo que los más nuevos pasen de una fase piloto a
una etapa de consolidación, en la que puedan ofrecer experiencias sostenibles y
eventualmente proyectarse hacia la promoción nacional e internacional.

Añadió  que  esto  forma  parte  de  un  modelo  de  desarrollo  territorial
ordenado, que permite priorizar en qué comunas y en qué destinos es posible
implementar los programas, asegurando que cada experiencia turística contribuya
a generar capacidades locales y sostenibilidad. 

La Honorable Diputada señora Rojas manifestó compartir lo dicho por
la Subsecretaria, por lo que solicitó que, al entregar la minuta con las respuestas,
informen el dato como modelo de negocio para una mayor comprensión y claridad.

El Honorable Senador señor De Urresti recordó que, algunos meses
atrás  durante,  durante  el  análisis  de  la  ejecución  presupuestaria,  advirtió  al
entonces Ministro señor Grau, acerca de la  tardanza en los pagos de convenios
suscritos con organizadores de eventos tales como Ironman, Torrencial y otros de
carácter local o vinculados al desarrollo contra estacionales.

Señaló  que,  en  el  caso  de  Valdivia,  dichas  demoras  por  parte  del
Servicio Nacional de Turismo o la Subsecretaría —solicitando precisar cuál de los
dos  constituye  la  contraparte—  han  afectado  la  capacidad  de  gestión de  los
organizadores.  Indicó  que,  a  la  fecha,  aún  no  se  han  transferido los  fondos
comprometidos  por  el  evento  Torrencial,  realizado  en  esa  ciudad,  lo  que  ha
obligado a dar explicaciones a privados con proveedores pendientes, pese a que
las actividades ya fueron ejecutadas.



Observó que las justificaciones relativas a la “falta de personal” o de
“descoordinación con el Gobierno Regional” no resultan aceptable para quienes
han asumido riesgos financieros.

En ese contexto, solicitó al Director de SERNATUR y a la Subsecretaría
informar qué ocurrió en el caso concreto de Valdivia y qué medidas correctivas se
adoptaron. Preguntó específicamente:

1. ¿Se revisaron los procedimientos para evitar nuevas demoras?

2. ¿Se instruyó sumario o investigación interna en los casos detectados
(al menos dos con tardanza constatada)?

3. ¿Cuál es la ruta crítica de pago (hitos, plazos, responsables) y  en
qué etapa están hoy los expedientes pendientes?

4. ¿Quién es la contraparte formal (Servicio o Subsecretaría) en cada
convenio  y  qué plan  de contingencia se  aplicará  ante  ausencias  u  obstáculos
administrativos?

Consideró poco apropiado que los parlamentarios deban intervenir para
destrabar dichos pagos, pues las demoras  erosionan la confianza, desorganizan
los eventos y desvían la atención de los aspectos sustantivos. 

Finalmente, reiteró la solicitud de una respuesta concreta respecto de la
eventual instrucción de un sumario y de las medidas correctivas adoptadas para
asegurar que los pagos se realicen en tiempo y forma.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Donoso manifestó que, al
analizar  la  ejecución  del  presupuestaria,  advirtió  que  el  Programa  Vacaciones
Tercera Edad, aún no alcanza un tercio de su ejecución, situación que calificó
como llamativa.

Asimismo, reflexionó que en el pasado el Servicio Nacional de Turismo
tenía  una  participación  activa  en  las  diversas  actividades,  mientras  que  en  la
actualidad  se  advierte  una  notoria  ausencia  de  su  presencia  institucional.  En
particular,  señaló que, en la Región del Maule, si  bien conoce la ubicación las
oficinas  del  Servicio,  éstas  no  mantienen  una  vinculación  efectiva  con  la
comunidad. 

En  ese  contexto,  solicitó  se  entregue  un  detalle  de  la  ejecución
presupuestaria tanto a nivel nacional como regional, acompañado de un informe
comparado por cada región que permita apreciar el grado de avance y gestión del
Servicio en el territorio.



El  señor  Director  de  SERNATUR informó  que,  respecto  al  evento
Torrencial, si bien hay un compromiso del gobierno regional de asumir el gasto y
apoyar el evento, ello no era parte de los recursos que tenían aprobados. Por lo
que se terminó ejecutando el evento sin que hubiera un contrato de por medio,
situación que deben regularizar y en eso están trabajando. Indicó que como el
contrato  es  a  tres  años,  y  los  recursos  del  gobierno  regional  llegaron  con
posterioridad, era imposible que hubiesen celebrado el contrato sin contar con los
recursos asignados.

Precisó que, a fines de año pasado, se solicitó una ampliación de los
recursos que debía contar con la autorización del gobierno regional. Indicó que
hicieron las consultas y están gestionando regularizar la situación por los tres años
y hacer el pago retroactivo del primer proceso. Insistió que, al no tener contrato, no
estaban atrasados en pagar porque no había contrato.  Agregó que se instruyeron
los  sumarios  respectivos  para  conocer  los  hechos  a  cabalidad  y  que  están
realizando las gestiones para ingresar a la Contraloría y luego poder hacer los
pagos pertinentes con el primer evento.

El  Honorable  Senador  señor  De  Urresti enfatizó  que,  si  bien  es
fundamental respetar el principio de la legalidad en la Administración, no le parece
adecuado  que,  por  una  parte,  el  Servicio  Nacional  de  Turismo,  estando  en
conocimiento de que aún no se encontraba firmado el contrato, haya participado
en la inauguración y lanzamiento del programa, pero al momento del pago no haya
estado presente.

Señaló que se trata de una situación engorrosa, en la que la institución
participa  activamente,  promociona  y  difunde  ampliamente  el  lanzamiento  y,
posteriormente,  argumenta  la  imposibilidad de efectuar  el  pago por  la  falta  de
formalización contractual. Enfatizó que se debe actuar con rigurosidad en este tipo
de materias.

Asimismo,  advirtió  la  necesidad  de  mejorar  los  procedimientos  para
evitar que situaciones de esta naturaleza vuelvan a repetirse en el futuro. En ese
contexto, consultó si se ha iniciado alguna investigación al respecto.

El  Director  de  Sernatur reconoció  que  efectivamente  existen
irregularidades que deben ser  revisadas, y señaló que ello forma parte  de los
compromisos  asumidos  en  la  resolución  que  será  ingresada  a  la  Contraloría
General de la República. Dicho acto administrativo contempla la regularización de
los pagos correspondientes a los tres años anteriores, así como a la realización de
las investigaciones pertinentes para esclarecer los hechos y adoptar las medidas
que corresponden.

La  Subsecretaria  de  Turismo,  informó  que  ha  sostenido
conversaciones  con  la  Contraloría  General  de  la  República,  dado  que  la
Subsecretaría  enfrenta una alta  demanda derivada de la  organización grandes
eventos, además de sus funciones habituales.



Explicó que al aceptar mandatos de los gobiernos regionales -como el
apoyo al  Rally-,  se  requiere un trabajo adicional  y  de  distinta  naturaleza a su
operatoria tradicional. En ese contexto, señaló que volverán a reunirse con el ente
contralor para analizar mecanismos que permitan integrar procesos y optimizar su
ejecución, sin perjuicio de que se instruirán los sumarios solicitados.

Finalmente,  destacó  que  la  realización  de  grandes  eventos  es  un
aspecto  que  debe  revisarse  al  definir  el  proyecto  de  ley  que  otorgue  la
institucionalidad  que  el  turismo  requiere,  considerando  la  creciente  demanda
proveniente de los gobiernos regionales.

El Honorable Senador señor De Urresti aclaró que no está solicitando
que se inicien los sumarios, sino que se aclare el procedimiento y se establezcan
las responsabilidades.

Finalmente, en relación al turismo de eventos o congresos -que, a su
juicio,  podría  exceder  las  competencias  de  la  Subsecretaría  y  del  Servicio
Nacional de Turismo, por cuanto representan otras complejidades-, consultó cómo
se proyecta abordar su gestión de manera adecuada. 

La Subsecretaria de Turismo señaló que es necesario desarrollar una
institucionalidad que funciones desde Sernatur,  orientada específicamente  a la
gestión  de  grandes  eventos,  la  cual  actualmente  no  existe.  Agregó  que,  para
realizar  adecuadamente  dicha  labor,  se  requiere  contar  con  un  equipo
especializado que asuma de manera exclusiva la  operación y coordinación de
estas actividades. 

Programa 03
Programa de Atracción Turística

Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$7.337.647,  lo  que
implica una variación negativa de 28,9%, respecto del  presupuesto del  año en
curso.

El señor Cristóbal Benítez, Director Nacional de SERNATUR explicó
que el  presupuesto disminuye un 28,9%, lo que se refleja,  en particular,  en el
recorte de casi $3000 millones en el subtítulo 22, que corresponden a las acciones
de promoción.

Indicó que el presupuesto contemplado en el subtítulo 22 se destina, en
primer término, a la ejecución de acciones de promoción nacional e internacional,
orientadas  al  canal  de  comercialización.  Dichas  acciones  comprenden  la
participación  en  ruedas  de  negocios,  workshops  y  ferias  internacionales  en
mercados  esenciales,  como  Brasil  y  España,  priorizando  estos  destinos  y
reduciendo participación en otras ferias.



En  segundo  lugar,  mencionó  la  promoción  turística  a  prensa  e
influenciadores, que disminuyen un poco los recursos, se mantiene enfocado en
los mercados priorizados en el plan de marketing internacional: Estados Unidos,
Brasil, Alemania, Francia, Reino Unido y España.

En  tercer  lugar,  indicó  la  promoción  turística  dirigida  al  Turismo  de
Reuniones  o  MICE,  en  que  seguirán  apoyando  la  postulación  de  congresos.
Respecto a las ferias, indicó que solo mantendrían la FIEXPO que es la principal a
nivel internacional.

En cuarto lugar, señaló las acciones dirigidas a público final, donde se
encuentran las principales disminuciones presupuestaria. Se trata de campañas
cooperadas  en  los  mercados  prioritarios,  que  les  permiten  apalancar  recursos
tanto  en  campañas  de  público  final  como  en  campañas  de  canal  de
comercialización.

Finalmente, señaló las acciones de soporte que se mantiene estable.

Respecto al  subtítulo 29, manifestó que no hay mayor diferencia por
cuanto dice relación con la continuidad operativa de los programas informáticos.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke hizo  presente  que  en  el
contenido del proyecto de ley se menciona que se realizarán acciones ajustadas
de  promoción  internacional  y  solicitó  detallar  cuáles  son  los  contenidos  de  la
rebaja presupuestaria equivalente a 28,9%.

En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Rincón preguntó
qué componentes o actividades fueron objeto de disminución en el presupuesto
2026, que se reduce de $9.138 millones a $6.198 millones. Además, solicitó que
se remita la programación de gasto prevista para el próximo año en materia de
capacitación  y  perfeccionamiento,  identificando  los  recursos  asignados,  las
actividades  contempladas  y  la  vinculación  con  los  objetivos  del  programa
Atracción Turística.

La  Subsecretaria  de  Turismo señaló  que  la  disminución  del
presupuesto  obligará  a  suspender  la  participación  en  tres  de las  cuatro  ferias
europeas, asistiendo únicamente a España y dejando fuera Inglaterra, Francia y
Alemania. Asimismo, no se realizarán actividades que tienen a larga distancia,
como Asia e India. 

Señaló que los mercados europeos presentan una disminución del 13%
y que no han podido recuperar el número previo de turistas, situación que se ha
compensado parcialmente con turistas argentinos y brasileros. Destacó que Chile
mantiene un desempeño turístico destacado en la región, con dos millones más
que Perú, y un millón menos que Brasil, aunque aún no se han recuperado los
mercados de mediana distancia.



Adicionalmente,  indicó  que  se  han  suspendido  las  campañas
cooperadas -en las cuales el Servicio aportaba un 50% y el restante lo cubrían
líneas aéreas o gremios-, lo que implicó dejar de apalancar recursos por $2.200
millones.

También se han reducido otras acciones, como workshops y trabajo en
general,  sustituyendo  algunas  ferias  por  esos  talleres,  aunque  ello  ha  dejado
ciertos mercados desatendidos. 

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke consultó  cómo  esperan
compensar  la  magnitud  de  las  reducciones  expuestas  del  presupuesto  en  las
acciones  internacionales  de  promoción.  Indicó  que,  de  mantenerse  esta  baja,
Chile quedará fuera de importantes actividades y mercados, lo que podría afectar
la competitividad del país en el sector.

Consultó además cuáles serían las medidas previstas para revertir esta
situación, particularmente a partir del año 2027, cuando —según señaló— podría
comenzar  a  operar  el  nuevo  fondo  de  financiamiento  del  turismo,  una  vez
aprobada la respectiva ley. Finalmente, solicitó mayores antecedentes respecto a
la evaluación negativa del programa por parte de la Dirección de Presupuestos.

La Subsecretaria de Turismo, explicó que la forma de compensar la
disminución de recursos sería a través del  proyecto de ley de reactivación del
turismo, actualmente en preparación, el cual busca fortalecer y ampliar el Comité
de  Promoción  Turística  Internacional.  Señaló  que  este  proyecto  contempla  la
creación de un fondo específico destinado a financiar acciones de promoción en el
exterior, lo que permitirá recuperar parte de la capacidad operativa perdida.

Indicó,  sin  embargo,  que  mientras  ese  fondo  no  entre  en
funcionamiento,  la  base  presupuestaria  disponible  seguirá  siendo
significativamente  menor,  lo  que  impedirá  mantener  la  presencia  en  todos  los
mercados  internacionales  que  hoy  se  atienden.  Explicó  que,  con  los  recursos
actuales, solo es posible participar en algunas ferias internacionales, pero que la
reducción proyectada dificultará asistir a los encuentros donde se concretan las
principales  negociaciones  con  tour  operadores y  agencias  internacionales
encargadas de promover a Chile como destino turístico.

Expresó  que  la  creación  del  nuevo  fondo  permitiría  restablecer
gradualmente la  cobertura internacional y  mejorar  la  promoción del  país  en  el
extranjero, aunque reconoció que, durante el periodo intermedio, la capacidad de
acción del  servicio  será limitada debido a la  falta de recursos suficientes para
mantener las campañas y participaciones en ferias internacionales.

Aclaró que la mala evaluación está referida al diseño del programa, es
decir, se observó la integración de ambos programas, es decir, que la promoción
internacional y la promoción nacional, estuvieran en un solo programa.  Insistió



que la promoción internacional per se no está mal evaluada y es la razón por la
cual han tenido el significativo número de turistas. 

El  Honorable  Senador  señor  Pugh expresó  que,  tal  como  lo  ha
señalado la Subsecretaria, las cifras y los datos disponibles demuestran que Chile
está realizando un trabajo efectivo en la promoción turística. Señaló que esta labor
adquiere una dimensión aún más relevante en el contexto político actual, ya que el
país está impulsando la candidatura de  Valparaíso como sede de un organismo
internacional de Naciones Unidas, el primero en el Pacífico Sur. Subrayó que todo
el  Estado se encuentra involucrado en esta tarea,  buscando presentar  a  Chile
como un destino atractivo, confiable y capaz de albergar una institución de ese
nivel.

Destacó que este contexto obliga a  reforzar, no reducir, los esfuerzos
de promoción internacional, advirtiendo que no es el momento de abandonar las
ferias, embajadas ni espacios de representación. Señaló que este es el año clave
para  redoblar la presencia de Chile en el exterior y mostrar toda su capacidad
institucional  y económica, ya que se ha alcanzado el  número necesario de 60
países que han ratificado el tratado del Alto Mar, cuya sesión constitutiva tendrá
lugar el próximo año. En esa instancia, explicó, se decidirá la sede de la nueva
Secretaría  de  Naciones  Unidas  vinculada  a  la  protección  de  la  biodiversidad
marina.

Solicitó al  Ejecutivo reevaluar la reducción presupuestaria en base a
este nuevo contexto, calificando el tema como de estrategia nacional. Señaló que
la  decisión  sobre  Valparaíso  podría  tener  un  impacto  directo  en  la  industria
turística  y  en  la  imagen  internacional  del  país,  generando  oportunidades  en
múltiples  sectores,  incluidos  los  servicios,  la  hotelería,  la  gastronomía  y  la
producción audiovisual, que CORFO ya ha comenzado a desarrollar como parte
de una nueva economía creativa.

Agregó que, si se logra instalar un organismo de Naciones Unidas en
Chile, la llegada de visitantes, delegaciones y actividades conexas generará un
impulso turístico de gran magnitud. Por ello, insistió en que no corresponde aplicar
reducciones  presupuestarias en  promoción  internacional,  especialmente
considerando  que  los  montos  en  cuestión  no  son  significativos  dentro  del
presupuesto general. Indicó que la mala evaluación que hizo la Dipres por estar
integrados ambos programas, no justifica esa baja.

Sostuvo que, si existe una restricción de marco fiscal, se deben buscar
mecanismos de ajuste,  pero  manteniendo la  participación de Chile  en ferias y
actividades internacionales, pues este año es crucial para consolidar su presencia
global. Afirmó que se trata no solo de un tema turístico o económico, sino de un
asunto  país,  de  carácter  estratégico,  vinculado  a  la  política  exterior  y  al
posicionamiento internacional de Chile.



Finalmente,  formuló  una  segunda  consulta  relativa  al  turismo  de
cruceros, señalando que la región de Valparaíso depende en gran medida de este
segmento. Preguntó si las reducciones presupuestarias afectarán la promoción de
los  cruceros  internacionales,  dado  que  esta  actividad  representa  una  fuente
importante de ingresos y empleos en la zona y debe considerarse dentro de las
prioridades estratégicas del sector.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó su preocupación
por la respuesta de la Subsecretaria y consultó si existe un estudio que cuantifique
el  impacto  económico que  tiene  para  el  país  la  participación  en  ferias
internacionales. Señaló que, según lo informado, se mantendría solo la presencia
en la  feria  de  España y se  suspendería la  asistencia a  otras tres en Europa,
además de reducir acciones en Asia e India. 

Solicitó,  en  consecuencia,  una  evaluación  ex  ante  y/o  ex  post que
detalle  el  aporte  de  estas  ferias  en  términos  de  llegada  de  turistas,  gasto
promedio, encadenamientos locales, retorno de la inversión pública y efectos en
conectividad  aérea  y  acuerdos  con  tour  operadores.  Requirió,  asimismo,  una
estimación  del  costo  de  oportunidad de  no  participar  (pérdida  proyectada  de
visitantes,  divisas  y  empleo),  con  series  comparables  por  mercado,  para
dimensionar el riesgo económico de la reducción propuesta y decidir con evidencia
dónde priorizar recursos.

La Subsecretaria de Turismo señaló que, este año, Chile recibió el
premio  al  Mejor  Destino  de  Cruceros.  No  obstante,  debido  al  recorte
presupuestario, será necesario reducir acciones en ferias de cruceros y se asistirá
solo  a  eventos  muy  acotados,  pese  a  que  en  esas  instancias  se  negocia  la
inclusión de Chile en rutas específicas. Comentó que la semana anterior estuvo en
el  Puerto  de  Buenos  Aires  coordinando,  junto  a  Uruguay  y  Argentina,  la
recuperación de una ruta perdida por cambios tributarios en Argentina; ese trabajo
requiere presentarse de manera conjunta en marzo del próximo año, lo que podría
no realizarse con el presupuesto propuesto.

Indicó  que,  si  bien  no  todas  las  ferias  se  eliminan,  éstas  son
determinantes para el posicionamiento internacional. Sostuvo que el servicio ha
sido  eficiente  en  el  uso  de  recursos  —según  evaluaciones  de  DIPRES  y  de
gremios— reemplazando algunas ferias por talleres; aun así, las ferias construyen
marca-país a gran escala.

Informó  un  parámetro  utilizado  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  la
tramitación  del  proyecto  de  ley  en  que  por  cada  10  dólares  invertidos  en
promoción turística se obtiene la llegada de un turista, cuyo gasto promedio es de
650 dólares. Con esa relación, puede estimarse el efecto en divisas de una baja
en promoción.

Añadió que, para mitigar los recortes, cuando se asiste a una feria se
realizan  talleres  y  ruedas  de  negocio  en  países  cercanos;  sin  embargo,  la



reducción y eliminación de acciones implica retirar  campañas en mercados de
larga distancia (Asia, Japón, Turquía) y acciones específicas en China, Japón e
India. Recordó el caso de la feria Top Resa (Francia): tras no asistir, se evidenció
pérdida de presencia; el año pasado se reordenaron prioridades y se asistió con
gremios,  repitiéndose  este  año,  pero  con  el  nuevo  presupuesto  no  estaría
contemplada.

Advirtió que el impacto no será inmediato en 2026, sino en 2027: se
proyecta  una  disminución  del  orden  de  880.000  turistas,  lo  que,  con  el  gasto
promedio señalado, permitiría dimensionar la merma en divisas. Subrayó que la
presencia sostenida en ferias mantiene a Chile “en vitrina”, y la ausencia hace que
el  país “desaparezca”  frente a competidores.  En ferias como  Top Resa o  ITB
Berlín,  el  stand  de  Chile  sostiene  la  marca  junto  a  destinos  europeos  y
latinoamericanos que promueven activamente su oferta. Concluyó que, aunque las
campañas cooperativas y los talleres ayudan, la reducción propuesta compromete
la negociación con tour operadores y la continuidad de la marca-país en mercados
clave.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke enfatizó que el esfuerzo de
mantener  la  presencia de Chile  en las ferias internacionales es fundamental  y
debe entenderse como un trabajo de continuidad y permanencia. Indicó que, por
experiencia en el ámbito cultural, asistir regularmente a festivales, bienales y otros
espacios internacionales es esencial para  mantener visibilidad, generar redes de
contacto y consolidar la imagen del país. Explicó que, cuando un país deja de
participar, pierde presencia y cuesta mucho recuperar el posicionamiento, citando
como ejemplo lo ocurrido con la  Feria del Libro de Frankfurt y otras instancias
internacionales en las que Chile había tenido protagonismo.

Mencionó,  asimismo,  el  caso  de  la  Feria  del  Libro  de  Guadalajara,
donde  Chile  será  país  invitado  de  honor,  lo  que  constituye  una  oportunidad
relevante de visibilidad y de promoción cultural y económica, pues dichos eventos
generan un retorno al país mayor que la inversión realizada. 

Sin embargo, observó que, pese a estos beneficios comprobados, la
Dirección de Presupuestos  considera que el programa de promoción turística se
encuentra  mal  evaluado,  lo  que se  señala  explícitamente  en la  página 18 del
proyecto de Ley de Presupuestos.

Sobre  el  particular,  preguntó  al  Ministro  y  a  la  Subsecretaria  si  han
sostenido conversaciones con DIPRES para aclarar las razones de este recorte y
si la mala evaluación mencionada es un problema  persistente a lo largo de los
años o  si  corresponde  a  una  clasificación  reciente,  incorporada  solo  en  este
ejercicio  presupuestario.  Solicitó  saber  si  los  resultados  del  programa  habían
tenido  evaluaciones disímiles en años anteriores o si  esta calificación negativa
constituye un hecho aislado que se podría revertir mediante la actualización de los
indicadores o del diseño del programa.



El Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, explicó que
la evaluación mencionada corresponde a un proceso de evaluación de programas
gubernamentales que se  realiza  periódicamente  y  que aplica  criterios  técnicos
para  calificar  los  distintos  componentes  de  un  programa  como  suficientes  o
insuficientes. Aclaró que el programa en cuestión no obtuvo una mala evaluación,
sino que fue calificado con bajo desempeño, lo que es distinto.

Precisó  que,  dentro  de  los  ámbitos  evaluados,  la  implementación  o
ejecución fue calificada como suficiente, lo que refleja un buen desempeño en la
aplicación de los recursos y en el cumplimiento de las metas operativas. El único
criterio evaluado como insuficiente fue el diseño del programa, lo que coincide con
lo señalado previamente por la Subsecretaria.

Indicó  que  este  problema  de  diseño  tiene  su  origen  en  el  período
posterior a la pandemia, cuando se incorporó la promoción nacional al Programa,
que  hasta  ese  momento  estaba  orientado  exclusivamente  a  la  promoción
internacional.  Esta  modificación  —necesaria  en  ese  contexto—  generó  una
dificultad metodológica para DIPRES, que observó la necesidad de revisar si era
adecuado  mantener  ambas  dimensiones  en  un  mismo  instrumento  y  si  los
objetivos e indicadores seguían siendo coherentes con la nueva estructura.

Explicó  que,  a  raíz  de  la  evaluación,  la  DIPRES  formuló  seis
observaciones,  frente  a  las  cuales  el  Servicio  adoptó  doce  compromisos  de
mejora,  distribuidos  en  cuatro  períodos  de  seguimiento.  De  ellos,  dos
compromisos  fueron  entregados  a  mitad  de  año,  mientras  que  los  cuatro
siguientes se  presentarán  a  fin  de  año,  lo  que  significa  que  el  50%  de  los
compromisos establecidos para mejorar el diseño del programa  estará cumplido
antes de concluir el año en curso.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón  hizo  presente  que  no  ha
recibido del Ejecutivo una respuesta sobre el impacto económico de no participar
en ferias y acciones de promoción internacional. 

Señaló que no se trata únicamente de dejar de mostrar el país, sino de
considerar las  consecuencias económicas directas derivadas de dicha ausencia,
como  la  disminución  del  gasto  turístico  en  Chile,  la  reducción  de  los
encadenamientos productivos y un menor crecimiento económico. Insistió en la
necesidad de conocer el impacto de no estar presentes, es decir, cuánto deja de
percibir el país al perder visibilidad internacional. Advirtió que, así como es posible
medir el retorno de participar, también debiera estimarse el costo de no hacerlo.
En ese sentido,  solicitó  una cuantificación comparativa que permita  determinar
cuánto representa no participar en relación con el gasto en promoción indicando
una diferencia del orden de $3.000 millones por la eliminación de actividades-, y
cuánto rinde dicha inversión en términos de llegadas, divisas, empleo y acuerdos
comerciales.



El Ministro de Economía, Fomento y Turismo reflexionó que recortar
el presupuesto de promoción turística evidentemente tiene un costo, sin embargo,
en el espacio de estrechez fiscal que se tiene, era necesario hacerlo.

Indicó que la promoción turística incide directamente en el número de
turistas  que  visitan  el  país,  sin  embargo,  resulta  imposible  determinar  con
precisión el impacto específico de una feria en particular.  Señaló que, de existir la
posibilidad  de  revertir  esta  situación  mediante  la  reducción  de  otros  ítems
presupuestarios,  están  abiertos  a  recibir  sugerencias,  pero  advirtió  que  deben
ajustarse  al  marco  presupuestario  general  establecido  por  el  Gobierno,  que
determina los recursos disponibles para su financiamiento.

Por su parte,  el Honorable Senador señor Pugh señaló que este es
fundamentalmente un  tema económico, pues la promoción turística internacional
genera  ingresos  corrientes  permanentes que  contribuyen  directamente  a  la
prosperidad del país. Explicó que el efecto de estas acciones no debe evaluarse
solo en función del gasto o la asistencia a ferias, sino por el número de personas
que visitan Chile y el gasto que realizan en el país.

Advirtió que, si como consecuencia de la reducción presupuestaria se
registra una disminución en la llegada de turistas, ello demostrará que  la ley de
presupuestos no se diseñó adecuadamente, ya que lo que se deja de percibir en
divisas  es  considerablemente  mayor  que  el  ahorro  generado  por  los  recortes.
Reiteró que estas actividades no representan un gasto, sino una inversión.

Agregó que, además, existe la certeza de que próximamente se contará
con  una  ley que  creará  un  fondo  permanente  de  apoyo  a  la  promoción
internacional,  por  lo  que  reducir  las  acciones  ahora  sería  una  contradicción.
Señaló que es un error excluir la participación de Chile en ferias internacionales, y
si se requiere hacer ajustes para financiar la continuidad de la presencia del país,
deben buscarse alternativas dentro de las prioridades existentes, sin renunciar a
estar presentes en esos espacios.

Concluyó afirmando que este caso debe tratarse como  una situación
especial, distinta a otras glosas presupuestarias, debido a su impacto directo en la
economía  y  a  las  decisiones  internacionales  en  curso.  Llamó  al  Ejecutivo  a
reevaluar la reducción y a encontrar una solución que asegure la continuidad de la
promoción  turística  internacional,  recordando  que  el  turismo  es  una  de  las
principales fuentes de generación de ingresos permanentes para el país.

Capítulo 16

SERVICIO DE COOPERACIÓN TÉCNICA



El  Capítulo  correspondiente  al  Servicio  de  Cooperación  Técnica,
contiene el Programa 01, del mismo nombre.

Programa 01

Servicio de Cooperación Técnica

Contempla  ingresos y  gastos  por  la  suma de M$69.268.435,  lo  que
implica  una  variación  negativa  de  1,5%,  respecto  del  presupuesto  del  año en
curso.

La  Gerenta  General  del  Servicio  de  Cooperación  Técnica
SERCOTEC señora María José Becerra,  señaló que presentará la prospección
presupuestaria  de  SERCOTEC:  la  Agencia  de  Desarrollo  Productivo  para  la
Creación, Desarrollo y Escalamiento de Micro y Pequeñas Empresas y también de
Cooperativas en Chile.

Explicó, en primer término, que el presupuesto asignado a SERCOTEC
para el año 2026 asciende a $69.129 millones, destinados a financiar la creación,
el  desarrollo  y  el  escalamiento  de  micro  y  pequeñas  empresas,  así  como  el
fortalecimiento de los ecosistemas productivos en los distintos territorios del país.
Indicó que el presupuesto proyecta una reducción del gasto equivalente al 1,5%
del total, lo que no responde a una disminución de programas, sino al aumento de
eficiencia logrado a partir de las gestiones implementadas durante el año 2025.
Señaló  que  estos  avances  en  eficiencia  se  reflejan  principalmente  en  los
Subtítulos 22, 24 y 29.

Señaló, luego, que el subtítulo 22 presenta una disminución del gasto
equivalente al 2,3%, lo que corresponde a una reducción de $58 millones. Explicó
que esta variación se debe a que durante el  año 2025 se realizaron diversas
reparaciones  e  intervenciones  de  gestión  en  las  direcciones  regionales  de
SERCOTEC,  por  lo  que no será  necesario  repetir  esos gastos  en el  ejercicio
siguiente.  Aclaró  que  esta  disminución  no  afecta  el  presupuesto  operativo  ni
compromete la continuidad de los programas ni las actividades planificadas para el
año 2026.

Respecto del subtítulo 24, que representan un 77% del presupuesto de
la institución, señaló que la caída del gasto del 2,1%, se debe principalmente a
dos factores. En primer lugar, mencionó el programa de Barrios Comerciales, que
hasta el presente año opera con un total de 56 barrios activos. Indicó que 11 de
ellos concluyen su período de ejecución durante este ejercicio, por lo que en 2026
permanecerán  en  funcionamiento  únicamente  45  barrios,  lo  que  explica  parte
importante de la disminución del gasto en este ítem. 



En segundo lugar, se refirió a los  Centros de Desarrollo de Negocios,
los cuales suman actualmente 62 a nivel nacional. Explicó que tanto en el año
anterior  como  en  el  presente  se  llevaron  a  cabo  los  respectivos  procesos
concursales para la  adjudicación de los programas asociados a estos centros.
Señaló que, durante los primeros años de ejecución, estos procesos requieren
mayores  recursos,  ya  que  implican  la  habilitación  de  infraestructura,  la
implementación  de  sistemas  y  los  ajustes  iniciales  de  los  programas  de
acompañamiento  empresarial  en  cada  centro.  En  cambio,  en  la  etapa  de
continuidad, los costos se estabilizan, lo que contribuye a la reducción del gasto
proyectada para el año 2026, en $339 millones.

En  relación  con  el  subtítulo  29,  señaló  que  este  presenta  una
disminución menor,  equivalente al  0,4%.  Explicó que esta  variación  se  vincula
directamente con las medidas de eficiencia en el uso en los sistemas. Indicó que
parte  importante  de  los  sistemas  se  encuentran  integrada  con  el  Servicio  de
Cooperación Técnica para la selección de los beneficiarios y que también han
desarrollado  programas  internos  orientados  a  consolidar  un  sistema  único  de
colaboradores, que incluye a los agentes operadores y otros.

Precisó luego que, en el subtítulo 21, se mantiene la continuidad de la
dotación y de los honorarios correspondientes a 326 trabajadoras y trabajadores,
sin variaciones respecto del ejercicio anterior. Informó, además, que se registra
una  reducción  del  gasto  en  un  90%  en  los  ítems  de  viáticos  y  horas
extraordinarias.  Recordó  que  dichas  medidas  están  en  línea  con  las
optimizaciones ya mencionadas en los subtítulos 22 y 29. 

En  seguida  presentó  la  distribución  correspondiente  al  subtítulo  24,
relativo  a  las  transferencias  corrientes,  que  -según  señaló-  reviste  especial
importancia dentro del presupuesto institucional. Es una referencia que equivale al
77% del Servicio de Cooperación Técnica.

Explicó que la estrategia institucional de SERCOTEC se organiza en
torno a la denominada “ruta del emprendimiento”, que abarca todas las etapas del
desarrollo  empresarial:  desde  la  formalización  inicial  con  el  programa
Emprendedores, pasando por la escalabilidad, la generación de competencias, la
incorporación  de  productividad  y  eficiencia,  hasta  los  procesos  de
internacionalización de las micro y pequeñas empresas y de las cooperativas en
Chile.

Informó  que  el  programa  Emprendedores  beneficiará  a  48.500
personas, con una inversión pública productiva de $9.443 millones, manteniendo
la  cobertura  y  el  presupuesto  de  los  instrumentos  Capital  Semilla,  Abeja
Emprende, Capital Pioneras y Puntos MIPES. Señaló que esta línea de trabajo



contribuye a la formalización de negocios, la creación de empleo y la expansión de
las actividades económicas locales. Subrayó, además, que el programa Pioneras
cumple  un  papel  relevante  en  la  reducción  de  brechas  de  formalización  de
mujeres,  especialmente  aquellas  que  participan  en  rubros  históricamente
masculinizados, favoreciendo su integración y autonomía económica.

En segundo lugar, detalló la línea de Mejoramiento Competitivo de la
MIPE, que contempla 28.767 beneficiarios y una inversión pública productiva de
$14.682  millones.  Esta  línea  agrupa  Programas  orientados  a  fortalecer  la
productividad y la sostenibilidad de las micro y pequeñas empresas, tales como
Almaceneros,  Crece  Sostenible,  Formación  Empresarial,  Redes,  Canales  y
Comercialización,  Mejora  de  Negocios  y  Servicios  Virtuales  como  Pymes
Globales. 

Explicó que el programa Crece Sostenible, como señaló, forma parte
del  Programa  de  Desarrollo  Productivo  Sostenible  (DPS)  y  tiene  por  objetivo
promover prácticas empresariales responsables  y  sostenibles  en las pequeñas
empresas. Explicó que este Programa está orientado a promover la escalabilidad
de las empresas y a fortalecer  sus procesos de productividad.  Señaló que es
importante  comprender  que  el  Servicio  de  Cooperación  Técnica  no  se  limita
únicamente a la entrega de subsidios a los territorios,  sino que desarrolla una
labor continua de acompañamiento técnico y asesoría especializada. Destacó que
esta asesoría puede extenderse por períodos prolongados, incluso superiores a 1
año.

Agregó que otro  elemento  relevante  dentro  de  la  planificación  es  el
trabajo con grupos de empresas asociativas, ámbito en el que se proyecta para el
año 2026. 

El Honorable Diputado señor Donoso señaló que, según las cifras
presentadas, el ítem correspondiente al Mejoramiento de la Competitividad de la
MIPE es el que experimenta el mayor incremento, con un aumento del 26%. En
ese  contexto,  consultó  en  qué  se  traducirá  concretamente  dicho  incremento
presupuestario y qué aspectos nuevos o adicionales se implementarán a partir de
ese aumento,  tanto  en programas como en resultados esperados para  el  año
2026.

La señora Gerenta General de SERCOTEC explicó que, en términos
generales, la cobertura de los programas del Servicio de Cooperación Técnica se
mantiene estable, aunque se registra un incremento significativo en el programa
“Crece”. Señaló que este es el programa más importante del Servicio, ya que tiene
como objetivo principal apoyar el escalamiento de las empresas de menor tamaño



y de las cooperativas, fortaleciendo sus capacidades productivas y su desarrollo
en los territorios.

Detalló  que  el  programa  “Crece”  ofrece  una  asesoría  técnica
especializada en terreno, orientada a financiar activos fijos y tangibles, así como
iniciativas de digitalización, marketing digital, asesoramiento empresarial y otros
componentes estratégicos que permiten impulsar la competitividad y sostenibilidad
de los negocios. Explicó que, gracias a este refuerzo presupuestario, el número de
beneficiarios aumentará de 757 a 988, lo que representa un incremento de 231
beneficiarios respecto del período anterior.

Agregó que este fortalecimiento se complementa con la línea “Crece
Sostenible”, que introduce por primera vez un enfoque basado en la transferencia
e  inversión  en  tecnología  pública  aplicada  a  las  micro,  pequeñas  y  medianas
empresas. Esta línea tiene por finalidad fomentar la mitigación de los efectos del
cambio  climático  y  promover  prácticas  empresariales  sostenibles  mediante  la
adopción de soluciones tecnológicas que reduzcan la huella ambiental y mejoren
la eficiencia productiva del sector.

La  Honorable  Senadora  señora  Pascual solicitó  confirmar  si  su
interpretación del cuadro presupuestario era correcta. Indicó que, según lo que
observaba,  en  el  subtítulo  24,  Programa  01,  la  asignación  131  presenta  una
disminución  del  90%.  Sin  embargo,  al  revisar  el  programa  08,  tanto  en  las
asignaciones 133 como 131,  advirtió  que estas podrían reflejar  el  traspaso de
recursos  desde  el  ítem  anterior.  Consultó  si,  en  definitiva,  lo  que  se  está
realizando corresponde a un cambio de clasificación presupuestaria, pasando de
transferencias  al  sector  privado  -transferencias  corrientes-  a  transferencias
destinadas  a  instituciones  privadas  ejecutoras  de  políticas  públicas,  y  si  esa
modificación explica la variación observada en los montos.

La Gerenta General de SERCOTEC señaló que, efectivamente, existe
una instrucción emanada de la Dirección de Presupuestos orientada a readecuar
los  ítems  presupuestarios  con  el  fin  de  identificar  de  manera  más  precisa  la
naturaleza de los subsidios que entrega el Servicio. Explicó que esta readecuación
busca distinguir claramente entre los subsidios otorgados mediante procesos de
licitación  pública  y  aquellos  que  se  canalizan  a  través  de  mecanismos  de
agenciamiento,  permitiendo  así  una  mayor  transparencia  y  trazabilidad  en  la
gestión y ejecución de los recursos públicos.

La Honorable Senadora señora Pascual señaló que lo importante era
precisar  que,  cuando la señora Directora indicó que en términos generales se
mantenían las coberturas y los montos, ello debía entenderse considerando que,
en el cuadro presupuestario, aparecen variaciones que muestran disminuciones



en algunas partidas y aumentos en otras. Explicó que estas diferencias obedecen
a  una  reasignación  interna  de  recursos  entre  ítems  y  programas,  lo  que,  en
términos  netos,  no  implica  una  reducción  efectiva  del  presupuesto  ni  una
disminución en la cobertura de los beneficiarios. Aclaró que, en rigor, los montos
reasignados continúan destinándose a los mismos programas, manteniendo su
alcance y objetivos originales.

La Gerenta General de SERCOTEC señaló que efectivamente es la
interpretación  correcta  y  es  un  elemento  contable,  no  obstante,  indicó  que
enviarán mayores antecedentes de esta información.

A continuación,  el Honorable Diputado señor Donoso señaló que, a
la luz de lo expresado por la Honorable Senadora señora Pascual, coincide en que
las diferencias presupuestarias eran mínimas. Sin embargo, manifestó que ello
generaba confusión respecto de la explicación entregada previamente, ya que,
según sus cálculos, el Programa que se había señalado como en crecimiento en
realidad mostraba una disminución. Explicó que, al revisar las cifras, observa que
el presupuesto había pasado de $3.118 millones a $2.950 millones, por lo que
solicitó  aclarar  cómo se conciliaba esa reducción  con  la  afirmación  de que  el
programa experimentaría un aumento.

La señora Directora de SERCOTEC explicó que los programas que se
encuentran en proceso de bifurcación entre las modalidades de licitación pública y
agenciamiento corresponden a los de  Almacenes,  Fortalecimiento Empresarial y
Servicios  Virtuales.  Señaló  que,  dado  que  se  trata  de  un  ajuste  de  carácter
contable, propuso presentar una minuta posterior a la sesión para precisar los
detalles técnicos y financieros de dichas reasignaciones. No obstante, aseguró
que  las  coberturas  de  los  programas  se  mantienen  plenamente,  e  incluso  en
algunos casos aumentan, como ocurre con el programa “Crece”. Reiteró que la
disminución  general  del  presupuesto,  equivalente  al  2,1%,  obedece  a  las
variaciones  previamente  explicadas,  principalmente  relacionadas  con  los
programas Barrios Comerciales y Centros de Desarrollo de Negocios.

La Honorable Senadora señora Rincón solicitó mayor información de
los programas evaluados, toda vez que el programa Crece presenta un problema
de evaluación por focalización.

La Gerenta General de SERCOTEC argumentó que, de acuerdo con el
análisis histórico de los programas evaluados ex ante y ex post por la Dirección de
Presupuestos, el Servicio cuenta con un total de veinte programas revisados, de
los cuales un 60% ha recibido una recomendación favorable. Explicó que este
proceso forma parte del trabajo permanente que realiza DIPRES para establecer
planes  de  mejora,  con  el  propósito  de  que  los  servicios  públicos  puedan



perfeccionar  sus  diagnósticos,  sus  objetivos  institucionales  y  las  métricas  de
evaluación asociadas a los programas que ejecutan.

Señaló que actualmente existen 3 Programas objetados por DIPRES:
Promoción y Canales de Comercialización, Redes de Oportunidades de Negocios
y Servicios Virtuales. Aclaró que, en algún momento, estos programas no fueron
recomendados favorablemente debido a observaciones técnicas en la dimensión
de métricas de componentes, una de las variables que DIPRES considera dentro
de su sistema de evaluación junto con el diagnóstico y la definición del público
objetivo.  Indicó  que  esta  dimensión  se  refiere  a  la  medición  de  resultados
concretos,  como el  número de contactos generados en ruedas de negocios, y
posibilidad de futuros negocios.

Precisó  que  la  objeción  técnica  implica  un  proceso  de  revisión  y
fortalecimiento  interno,  en  el  cual  SERCOTEC,  junto  con  otros  Servicios
dependientes del Ministerio de Economía, ajusta los indicadores y mecanismos de
seguimiento  de  sus  programas.  Explicó  que  DIPRES  abre  anualmente  una
“ventanilla de evaluación” que permite corregir estas métricas y volver a someter
los programas a revisión. Manifestó su confianza en que, una vez realizadas las
mejoras, los tres programas objetados serán aprobados favorablemente. A modo
de ejemplo, recordó que el programa Barrios Comerciales había sido objetado el
año 2021 durante el Gobierno del ex Presidente señor Sebastián Piñera, pero tras
la corrección de las métricas en la misma dimensión, fue aprobado sin dificultades
en el  ejercicio  siguiente.  Recalcó que este tipo de observaciones no afecta la
posibilidad de aprobar el  presupuesto de SERCOTEC ni altera la asignación y
distribución de los recursos destinados a las pequeñas y medianas empresas.

Posteriormente,  refiriéndose  a  los  grupos  de  empresas  asociativas,
indicó que se trabajarán con 326 agrupaciones, que incluyen gremios regionales y
nacionales,  cooperativas  y  organizaciones  participantes  en  instrumentos  de
fomento como “Ferias Libres” y “Juntos”. Explicó que el objetivo de esta línea es
fortalecer  la  competitividad  y  la  productividad  de  los  grupos  organizados,
potenciando las  ventajas  comparativas  de la  asociatividad en  relación  con los
emprendimientos individuales. Informó que para esta iniciativa se ha asignado un
presupuesto de $8.435 millones.

Señaló  que  los  Centros  de  Desarrollo  de  Negocios  mantendrán
operativa la red de 62 centros distribuidos en todo el país,  con 239 puntos de
atención que garantizan cobertura nacional. Además, continuará funcionando la
plataforma  Pymes  en  Línea,  orientada  a  la  digitalización  de  las  pequeñas
empresas. 



Destacó que SERCOTEC se encuentra próximo a cumplir  diez años
desde  la  creación  de  los  Centros  de  Desarrollo  de  Negocios  e  invitó  a  los
presentes a participar en la conmemoración de dicho aniversario, que se celebrará
el próximo martes.

Agregó que cada peso invertido por el Servicio de Cooperación Técnica
constituye una inversión pública productiva con impacto real en los territorios y con
retornos  comprobables.  Señaló  que  estos  resultados  han  sido  verificados  por
diversos estudios realizados por SERCOTEC. Explicó que el Servicio trabaja en
estrecha coordinación con otros organismos del Estado a través de sistemas de
interoperabilidad, particularmente con el Servicio de Impuestos Internos, lo que
permite cruzar bases de datos y medir de manera precisa los impactos obtenidos
en los beneficiarios de los distintos programas.

Indicó  que  los  resultados  son  tangibles.  En  el  Programa  Semilla
Emprende, más del 65% de las empresas que pasaron desde la informalidad a la
formalidad se mantienen activas y con ventas sostenidas a lo largo de los años.
En el caso del Programa de Almaceneros, gracias a la ejecución del año 2023, las
ventas aumentaron en promedio en U$ 21 millones, mientras que las utilidades de
los beneficiarios crecieron un 33%.

Mencionó  un  estudio  reciente  de  la  Universidad  de  Concepción,
elaborado  en  conjunto  con  la  Dirección  de  Presupuestos,  que  mediante
metodología cuantitativa confirmó que las empresas beneficiadas con el programa
“Crece” aumentaron sus ventas en un 22%. Este efecto, añadió, es especialmente
significativo en el caso de las microempresas y en aquellas lideradas por mujeres,
donde el impacto positivo resulta aún más notorio y estadísticamente sólido.

Destacó,  además,  el  Programa  Barrios  Comerciales,  en  el  cual  las
inversiones privadas de los participantes crecieron un 22% tras su participación. 

Finalmente,  se  refirió  a  los  Centros  de  Desarrollo  de  Negocios,
señalando  que,  por  cada  peso  invertido  en  su  funcionamiento,  las  empresas
atendidas  multiplican  sus  ventas  por  5.  Concluyó  destacando  que  toda  esta
evidencia cuantitativa demuestra que el  Servicio de Cooperación Técnica, a lo
largo de sus 73 años de existencia, continúa cumpliendo su misión de situar a las
pequeñas y medianas empresas, así como a las cooperativas, en el centro del
desarrollo económico del país.

A continuación, la Honorable Diputada señora Camila Rojas formuló
una  solicitud  relacionada  con  los  grupos  de  empresas  asociativas,
específicamente  respecto  al  aseguramiento  de  la  cobertura  en  los  45  barrios
comerciales mencionados. Señaló que, durante la exposición, se hizo referencia a



un  total  de  326  agrupaciones  y  solicitó  contar  con  la  distribución  regional  y
comunal  de  dichas  agrupaciones.  Además,  pidió  aclarar  si  los  45  barrios
comerciales  corresponden a  iniciativas  nuevas  que se  incorporarán durante  el
próximo  año  o  si  forman  parte  de  los  programas  que  ya  se  encuentran  en
ejecución.

La  Gerenta  General  de  SERCOTEC señaló  que  los  45  barrios
comerciales mencionados se encuentran actualmente en proceso de concurso a
nivel  nacional.  Agregó que,  una  vez  finalizado dicho proceso,  se  enviará  a  la
Subcomisión la información detallada con la distribución regional correspondiente,
tal como fue solicitado.

Luego,  la  Honorable  Senadora  señora  Rincón pidió  información
respecto  de  dos  materias.  En  primer  lugar,  un  detalle  completo  de  todos  los
programas  de  SERCOTEC  que  han  sido  evaluados  por  la  Dirección  de
Presupuestos y que presentan observaciones o problemas, señalando que no se
trata solo de los mencionados durante la sesión. Solicitó,  además, conocer las
acciones  que  la  institución  tiene  previstas  para  abordar  dichas  evaluaciones,
considerando  que  los  programas  son  analizados  por  DIPRES en  al  menos  3
dimensiones —diagnóstico, objetivos y métricas— y que, en algunos casos, las
observaciones se repiten en más de una de ellas.

En segundo término, recordó que en el Presupuesto del año 2025 se
asignaron $1.000 millones al apoyo de pequeñas y medianas empresas afectadas
por el estallido social, recursos cuya ejecución no se ha informado. Manifestó su
interés  en  conocer  qué  ocurrió  con  dichos  fondos,  si  fueron  efectivamente
utilizados y en qué Programas o beneficiarios se aplicaron. Agregó que, dado que
esta Partida no aparece considerada en el  presupuesto proyectado para 2026,
supone que la eliminación del ítem se debe a que la situación se había resuelto,
aunque pidió aclarar formalmente qué destino tuvieron los recursos y cuál fue el
resultado de esa iniciativa.

La Gerenta General de SERCOTEC explicó que el programa al que
hace referencia la Honorable Senadora señora Rincón se denomina “Reconstruye
tu  Pyme.”  Indicó  que  se  trata  de  un  Programa  especial  del  Servicio  de
Cooperación  Técnica  destinado a  brindar  apoyo a micro,  pequeñas,  medianas
empresas  y  cooperativas  que  fueron  afectadas  durante  el  estallido  social,  así
como en los aniversarios del 18 de octubre de 2020 y del 18 de octubre de 2021.

Comentó  que,  durante  el  presente  año,  y  en  coordinación  con  el
Honorable  Senador  señor  Coloma,  la  Subsecretaria  Petersen  y  el  Honorable
Diputado señor Donoso, se adoptó la decisión de reforzar este Programa, con el



propósito de garantizar que ninguna pyme quedara fuera del apoyo productivo y
empresarial que ofrece el Estado en los distintos territorios.

Explicó  que  para  fortalecer  su  ejecución  se  implementaron  diversas
medidas, entre ellas una estrategia de comunicación más amplia, que incluyó la
elaboración  y  difusión  de  material  informativo,  como dípticos  explicativos,  y  la
extensión  del  plazo  de  postulación.  Comentó  que,  mientras  la  mayoría  de  los
programas  del  Servicio  contempla  un  período  de  postulación  de  dos  a  dos
semanas y media, en este caso se amplió a un mes, con el fin de aumentar la
participación.

Asimismo,  se  solicitó  expresamente  a  los  Directores  Regionales  de
SERCOTEC asumir un rol activo como embajadores del programa, promoviendo
su alcance en cada región. Gracias a estas acciones, durante el año 2025 fueron
seleccionadas 66 empresas, alcanzando una inversión pública productiva total de
$264 millones, lo que permitió atender a los emprendimientos más afectados y
facilitar su recuperación económica.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón solicitó,  respecto  del
programa  Reconstruye tu Pyme que se remita a la Subcomisión la información
detallada sobre las acciones ejecutadas, los resultados obtenidos y la proyección
del programa para el año 2026. 

A continuación, el Honorable Diputado señor Donoso señaló que, al
momento de referirse a los Programas que presentaban observaciones en sus
evaluaciones, se había mencionado que estas se concentraban únicamente en la
tercera  dimensión  de  análisis.  Sin  embargo,  explicó  que,  según  el  listado
disponible,  existen  once  programas  con  observaciones  en  la  dimensión  de
focalización, además de dos en eficiencia y otros dos en eficacia.

Pidió que se profundizara en la explicación, ya que las observaciones
parecen  ser  más  amplias  que  las  señaladas  inicialmente.  Detalló  que  los
programas con observaciones en focalización son los siguientes: Almacenes de
Chile,  Crece,  Capacitación  y  Formalización  de  la  Empresa,  Fortalecimiento  de
Gremios  y  Cooperativas,  Fortalecimiento  y  Creación  de  Empresas  Sociales  y
Cooperativas,  Mejoramiento  de  Negocios  del  Fondo  de  Asesoría  Empresarial,
Programa de Emprendedores, Programa de Desarrollo Empresarial y Territorial,
Programa de Desarrollo de Ferias Libres, Redes de Oportunidades de Negocios y
Servicios Virtuales.

La Gerenta General de SERCOTEC precisó que existen dos tipos de
evaluaciones aplicadas a los programas: las evaluaciones ex ante, que se realizan
antes  de  la  ejecución,  y  las  evaluaciones  ex  post,  que  se  efectúan  una  vez



implementados. Explicó que, además, existen procesos de monitoreo continuo, los
cuales,  según  la  información  disponible,  muestran  resultados  positivos  en  las
métricas comparadas entre los años 2024 y 2025. 

En relación con las evaluaciones ex ante, señaló que durante los años
2024 y 2025 se registraron varios Programas objetados; sin embargo, aclaró que
una  parte  importante  de  ellos  ya  fueron  aprobados  o  recomendados
favorablemente  tras  la  aplicación de las  medidas correctivas  correspondientes.
Mencionó, entre los programas que ya fueron regularizados, a Emprende y Crece.
Finalmente, se comprometió a hacer llegar una minuta con información detallada
sobre cada programa y su estado actual de evaluación.

Sobre el tema, el Honorable Diputado señor Donoso requirió que se
remita  a  la  Subcomisión  una  minuta  detallada  que  contenga  las  mejoras
implementadas en cada uno de los ítems de los programas observados. Recordó
que, en una primera respuesta, se había señalado que las evaluaciones negativas
correspondían únicamente a un ítem y que dichas observaciones ya habían sido
corregidas. Sin embargo, explicó que, al revisar el listado completo, se advierte la
existencia de observaciones en tres áreas diferentes,  con números y alcances
distintos, por lo que resulta necesario contar con información precisa sobre las
acciones  correctivas  adoptadas  en  cada  caso  y  los  avances  logrados  en  su
ejecución.

La Gerenta General de SERCOTEC se comprometió en el envío del
documento.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón hizo  presente  que  era
necesario contar con una mayor precisión en la información, dado que se trata de
varios  programas  y,  por  lo  mismo,  de  una  cantidad  significativa  de  recursos
públicos.  Señaló que,  cuando estos fondos no llegan efectivamente  a quienes
deben beneficiarse o no se utilizan de manera adecuada y eficiente, se genera
una preocupación legítima, considerando que en total existen 69 programas.

La  Honorable  Senadora  señora  Pascual hizo  presente  que,
considerando que existen distintas modalidades de valoración y de evaluación de
los  programas  -como  las  ex  post  y  ex  ante-,  sería  importante  contar  con
información diferenciada sobre cada una de ellas. Explicó que algunos Programas
son evaluados recién  durante  su  primer  año de ejecución,  mientras  que otros
tienen varios  años de funcionamiento,  lo  que genera  condiciones y  resultados
distintos.  Señaló  que,  en  ocasiones,  la  Dirección  de  Presupuestos  formula
observaciones  a  programas  en  etapas  iniciales,  indicando  que  falta  algún
componente o resultado que, en realidad, estaba programado para implementarse
en el tercer año de ejecución, lo que puede conducir a interpretaciones inexactas.



Por ello, pidió que se incorpore una aclaración que permita distinguir
claramente entre los distintos tipos de evaluación y los momentos en que cada
programa  es  revisado,  con  el  fin  de  evitar  generalizaciones  y  considerar  los
matices propios de cada caso. Añadió que realiza esta observación con el mayor
respeto hacia el trabajo de DIPRES, pero subrayó la importancia de analizar las
evaluaciones con criterio técnico y contextual, para no agrupar bajo una misma
valoración programas que se encuentran en etapas de desarrollo diferentes.

Capítulo 21

AGENCIA DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EXTRANJERA

El Capítulo correspondiente a la Agencia de Promoción de la Inversión
Extranjera, contiene el Programa 01, del mismo nombre.

Programa 01

Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera

Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$6.053.733,  lo  que
implica  una  variación  negativa  de  2,3%,  respecto  del  presupuesto  del  año en
curso.

El  Director  Nacional  (s)  señor  Juan Pablo  Candia,  señaló  que la
institución tiene como único mandato la promoción internacional de la atracción de
inversión extranjera hacia Chile. Explicó que toda la labor de la agencia se orienta
a ese objetivo  y  que  actualmente  el  trabajo  se  estructura  en  torno a  6  focos
estratégicos,  los  cuales  han  sido  aprobados  por  el  Comité  de  Ministros
correspondiente.

Explicó que cinco de los seis focos estratégicos de la Agencia son de
carácter  sectorial.  El  primero  se  relaciona  con  los  servicios  globales  y  la
infraestructura digital;  el  segundo,  con la  industria de alimentos y la economía
circular; el tercero, con la minería; el cuarto, con el sector energético; el quinto,
corresponde a la oferta pública para la competitividad, orientada a promover las
oportunidades de inversión que se originan en proyectos impulsados por el Estado
y en los que pueden participar inversionistas extranjeros, y finalmente, el sexto
foco tiene un carácter transversal y busca llevar las oportunidades de inversión a
todo el territorio nacional, mediante un trabajo coordinado con las regiones para
descentralizar la atracción de capitales y fortalecer el desarrollo local.



El presupuesto proyectado para el año 2026 asciende a $6.053 millones
y corresponde a uno de continuidad, con una leve disminución del 2,3%. Según
explicó, la estructura de gasto mantiene su foco en las funciones esenciales de la
Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, asegurando la operatividad de
sus programas estratégicos.

En el subtítulo 21, correspondiente a gastos en personal, se mantiene la
continuidad  de  la  dotación  con  un  leve  aumento  del  0,7%,  explicado  por  la
incorporación de un nuevo cupo en el equipo de auditoría interna. Este cargo se
había  financiado durante  seis  meses en el  año 2025 y  continuará  de manera
permanente en 2026, pasando la dotación total de 55 a 56 funcionarios.

En el subtítulo 22, relativo a bienes y servicios de consumo, se observa
una disminución del 5,5%, atribuida a medidas de eficiencia en la gestión. Precisó
que esta reducción no afecta las actividades sustantivas de la Agencia —es decir,
su  labor  de  promoción,  generación  de  oportunidades  de  inversión  (leads),
consultoría y apoyo a empresas extranjeras—, ya que se centra en la optimización
de  procesos  internos.  Explicó  que,  durante  el  año  2026,  el  foco  estará  en  la
búsqueda  activa  de  nuevos  proyectos  de  inversión  mediante  el  uso  de
suscripciones y bases de datos especializadas que permiten identificar potenciales
inversionistas extranjeros. Asimismo, se contemplan suscripciones a información
técnica y de costos que facilitan el análisis sectorial, la organización de eventos y
mesas de trabajo, y el levantamiento de brechas y oportunidades de mejora en
distintos sectores productivos.

Indicó que parte de este Subtítulo financiará también la primera cuota
para la organización del Foro de Inversiones, evento internacional que se realiza
cada dos años y cuya próxima edición está prevista para enero del año 2027. Este
foro constituye una instancia clave para presentar los lineamientos estratégicos de
la  política  de  inversión  extranjera  y  posicionar  al  país  ante  potenciales
inversionistas.

En  el  subtítulo  24,  correspondiente  a  transferencias  corrientes,  se
registra  una  reducción  del  10%.  Esta  variación  responde  al  ajuste  en  los
mecanismos de financiamiento de las agregadurías internacionales. Actualmente,
la  Agencia cuenta con tres agregados propios,  cuyo personal  y actividades se
financian a través del Programa de Promoción de Exportaciones de ProChile, bajo
un convenio específico que cubre tanto los gastos de personal como las acciones
de  promoción.  Adicionalmente,  existen  cuatro  agregados  presidenciales  cuyas
remuneraciones  son  gestionadas  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,
mientras que la Agencia financia sus actividades.



Por último, en el Subtítulo 29, referido a la adquisición de activos no
financieros,  se  mantiene  la  continuidad  operativa  mediante  la  renovación  de
licencias informáticas y otros sistemas esenciales para el  funcionamiento de la
institución. 

El Honorable Diputado señor Donoso preguntó cuál es la línea de
separación entre las funciones de ProChile y las de la Agencia de Promoción de la
Inversión Extranjera. Solicitó precisar en qué se diferencian ambas instituciones,
considerando  que  ambas  realizan  labores  relacionadas  con  la  promoción
económica internacional del país.

El Director de INVEST explicó que la línea que separa las funciones de
ambas  instituciones  es  completamente  clara.  Señaló  que  ProChile  tiene  como
mandato la promoción de las exportaciones del país, mientras que la Agencia de
Promoción de la Inversión Extranjera se encarga exclusivamente de la atracción
de  inversiones  extranjeras  hacia  Chile.  Aclaró  que  se  trata  de  actividades  de
naturaleza  distinta:  en  el  caso  de  ProChile,  las  relaciones  se  desarrollan
principalmente entre empresas y suelen corresponder a decisiones de corto plazo;
en cambio, los procesos de atracción de inversión extranjera directa son de largo
aliento y pueden tardar varios años desde el primer contacto con el inversionista
hasta la materialización del proyecto.

Señaló  que  este  proceso  implica  una  serie  de  etapas  sucesivas.
Primero, la presentación del país como destino de inversión, lo que requiere la
construcción y promoción de una imagen país sólida. Luego, se pasa a la fase de
pre inversión, en la que se busca reducir las asimetrías de información, abordando
aspectos  regulatorios,  financieros,  de  costos,  infraestructura  y  localización  de
proyectos.  Posteriormente,  dependiendo  del  tipo  de  inversión  y  del  sector
económico, se deben realizar procesos de evaluación ambiental y obtención de
permisos sectoriales antes de llegar a la etapa operativa. Subrayó que este trabajo
requiere  una  gestión  técnica  compleja,  sostenida  en  el  tiempo  y  fuertemente
coordinada con las políticas públicas de desarrollo productivo del país.

Capítulo 23

INSTITUTO NACIONAL DE PROPIEDAD INDUSTRIAL

El  Capítulo  correspondiente  al  Instituto  Nacional  de  Propiedad
Industrial, contiene el Programa 01, del mismo nombre.

Programa 01

Instituto Nacional de Propiedad Industrial



Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$8.816.841,  lo  que
implica una variación de 0,1%, respecto del presupuesto del año en curso.

El Director Nacional del Instituto Nacional de Propiedad Industrial
(INAPI), señor Esteban Figueroa, inició su exposición presentando la propuesta
presupuestaria correspondiente al año 2026. 

Señaló que el Instituto, además de ejercer como Oficina de Patentes y
Marcas  de  Chile,  cumple  también  funciones  relacionadas  con  la  difusión
tecnológica y la administración del acervo de propiedad industrial que posee el
país. Explicó que el presupuesto propuesto para el año 2026 corresponde a un
presupuesto de continuidad, con una variación positiva del 0,1%, lo que refleja
estabilidad en su estructura de gastos.

Indicó que, en el subtítulo 21, correspondiente a gastos de personal,
que representa aproximadamente el 88% del total del presupuesto de INAPI, se
registra una variación negativa de $72, equivalente a un 0% de cambio real, lo que
demuestra que no existen modificaciones relevantes en esta partida. Respecto del
subtítulo 22, relativo a bienes y servicios de consumo, informó que se presenta un
aumento  del  1,9%,  equivalente  a  $17.744,  destinado  principalmente  a  cubrir
incrementos en los costos de servicios básicos, gastos comunes y otros insumos
operativos.

En  cuanto  al  subtítulo  29,  referido  a  la  adquisición  de  activos  no
financieros, señaló que se registra una disminución de $8.316, lo que equivale a
una  reducción  del  6,8%.  Explicó  que  este  descenso  se  descompone  en  dos
componentes: una rebaja de $5.630 en programas informáticos, correspondiente a
una  reducción  del  4,7%,  que  implica  la  adquisición  de  un  menor  número  de
licencias  de  software;  y  una  disminución  adicional  de  $2.686  en  equipos
informáticos,  lo  que  en  conjunto  conforma  la  disminución  total  del  6,8%
mencionada.

Concluyó  indicando  que,  considerando  los  ajustes  en  los  distintos
subtítulos,  la  variación  global  del  presupuesto  resulta  positiva,  alcanzando  un
aumento  neto  de  $9.366,  lo  que  permite  mantener  la  continuidad  de  las
operaciones  institucionales  y  absorber  los  incrementos  de  costos  proyectados
para el próximo ejercicio presupuestario.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón intervino  señalando  que,
según lo indicado, en el subtítulo 29 existe una disminución en la adquisición de
activos no financieros equivalente a un 6,8%. Observó, sin embargo, que se había
mencionado además una reducción específica  en equipos informáticos,  lo  que
consideró confuso al momento de revisar las cifras. Consultó si  ese detalle se



encontraba consignado en el libro presupuestario y, tras verificar la información,
confirmó que el ítem correspondiente figura en la página 285 bajo el código 06,
relativo a equipos informáticos. Indicó que, con esa precisión, las cifras cuadran
correctamente, aclarando la aparente inconsistencia en la presentación.

Respondiendo  a  la  consulta  formulada  por  la  Honorable  Senadora
señora  Rincón,  el  Director  Nacional  del  Instituto  Nacional  de  Propiedad
Industrial confirmó que efectivamente la disminución del Subtítulo 29 asciende a
$8.316 mil. Explicó que, para alcanzar dicha cifra, deben considerarse también los
$2.686 mil correspondientes a la reducción en equipos informáticos. Aclaró que
este detalle no aparece reflejado en la presentación, ya que la línea fue omitida
por un error de edición en el documento. Indicó que, incorporando ese dato, las
cifras  cuadran  correctamente,  y  que  el  resultado  final  muestra  una  variación
positiva total de 9.366 mil pesos, equivalente a una expansión presupuestaria del
0,1%.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó su preocupación
por la situación de la oficina de SERCOTEC en la ciudad de Linares, Región del
Maule. Recordó que fue inaugurada durante el Gobierno de la Presidenta Michelle
Bachelet, cuando ella se desempeñaba como Ministra del Trabajo, con el objetivo
de brindar atención directa a las organizaciones y a los emprendedores locales.
Señaló que, actualmente, la oficina ha dejado de cumplir esa función, limitándose
a ofrecer  asesorías  exclusivamente  a  empresas ya  constituidas,  sin  atender  a
nuevos emprendedores. Solicitó al señor Ministro que tome nota de esta situación
y la revise en conjunto con la Subsecretaría correspondiente, advirtiendo que, de
no reponerse la atención a los emprendedores, el tema será motivo de discusión
durante la tramitación presupuestaria.

A continuación, el señor Director del Instituto Nacional de Propiedad
Industrial  se  refirió  al  funcionamiento  y  a  la  proyección  presupuestaria  de  la
institución,  señalando que el  organismo cuenta  con una dotación  total  de  181
cupos, la cual se mantiene sin variaciones respecto del año anterior. Explicó que
el aumento en algunos costos responde principalmente a la necesidad de cubrir
gastos en servicios básicos y suscripciones a bases de datos, indispensables para
mantener  el  estándar  de  INAPI  como  autoridad  internacional  en  materia  de
patentes.

Informó que el Instituto recibirá $222 millones a través del Programa de
Desarrollo Productivo Sostenible (DPS), tal  como lo señaló la Subsecretaria,  lo
que representa una disminución de menos del 2% en comparación con el año
pasado, cuando se asignaron $226 millones. Explicó que estos recursos permiten
financiar la contratación de 6 funcionarios a honorarios, así como cubrir gastos en
software, equipos informáticos y arriendos. Destacó que este programa ha sido



fundamental para la generación y difusión de información tecnológica contenida en
las bases de datos de patentes, las cuales aportan insumos relevantes para la
formulación de políticas públicas,  especialmente en materias vinculadas con la
triple crisis ambiental: cambio climático, pérdida de biodiversidad y contaminación.

Añadió que, en este contexto, INAPI ha fortalecido su vinculación con el
sector manufacturero, abordando temáticas relacionadas con la descarbonización
y  el  desarrollo  de  soluciones  tecnológicas  con  impacto  en  industrias  como  la
metalmecánica, el plástico y el reciclaje.

Señaló  que  uno  de  los  principales  desafíos  para  el  año  2026  será
mejorar  la  experiencia  de  los  usuarios  en  los  canales  de  atención  de  INAPI.
Actualmente, el 99% de las solicitudes se tramita en línea, pero se ha detectado la
necesidad de contar con sistemas de atención más integrados. Por ello, se trabaja
en el  desarrollo  de una plataforma omnicanal  que permita  la  interacción fluida
entre los sistemas de chat y atención telefónica, de modo que la asistencia sea
más coherente, eficiente y cercana a los usuarios.

Indicó también que la institución busca fortalecer su posicionamiento y
promover un uso más equitativo de las herramientas de propiedad industrial en
todas las regiones del país. Explicó que actualmente existe una alta concentración
de solicitudes de marcas y patentes en Santiago, por lo que se está desarrollando
un trabajo conjunto con distintas universidades regionales para fomentar el uso de
estos instrumentos en otros territorios.

Respecto a su rol central, señaló que INAPI tramita anualmente cerca
de  4.000  solicitudes  de  patentes  y  aproximadamente  45.000  solicitudes  de
marcas. Recalcó la importancia de mantener tiempos adecuados de tramitación:
las marcas sin observaciones se resuelven en un promedio de 4,7 meses, y en
aquellos casos que requieren reformulación o subsanación, el tiempo total alcanza
los 8,4 meses en promedio.

Finalmente, anunció que para el próximo año se proyecta la publicación
de  15  informes  de  información  tecnológica,  los  cuales  incluirán  análisis  y
resultados vinculados con el  trabajo que desarrolla el  Instituto en el  marco del
Programa de Desarrollo Productivo Sostenible.

El Honorable Diputado señor Donoso consultó respecto de los plazos
de  tramitación  de  las  solicitudes  de  marcas,  señalando  que  el  Director  había
mencionado  los  tiempos  promedio  tanto  para  las  marcas  limpias  como  para
aquellas que presentan observaciones. Preguntó si dichos plazos se han reducido
en el tiempo como resultado de mejoras en la gestión de INAPI o si corresponden



al promedio habitual que históricamente ha registrado el Instituto en la tramitación
de este tipo de solicitudes.

El  señor  Director  del  Instituto  Nacional  de  Propiedad  Industrial
explicó que los tiempos de tramitación de las solicitudes de marcas efectivamente
se han reducido en los últimos años. Señaló que el plazo actual de 4,7 meses para
las marcas limpias -aquellas que no presentan observaciones- es considerado un
buen indicador, ya que el sistema de patentes contempla un plazo denominado
“plazo de prioridad”  de seis  meses.  Aclaró que resolver  antes de ese período
podría incluso generar dificultades, pues podría darse el caso de que una solicitud
nacional se presentara antes que una internacional con prioridad anterior, lo que
podría provocar conflictos en el proceso.

Respecto del conjunto de solicitudes, indicó que al cierre del año 2024
el tiempo promedio de tramitación fue de 8,4 meses, mientras que en septiembre
del presente año el promedio se redujo a 6,8 meses. Destacó que estas cifras
demuestran un avance sostenido y que el Instituto se encuentra avanzando en la
dirección correcta para agilizar los procedimientos y mejorar la eficiencia en la
atención de los usuarios.

A  continuación,  la  Honorable  Senadora  señora  Pascual consultó
sobre  la  reducción  de$  8.316  millones  registrada  en  el  presupuesto,
correspondiente a la  rebaja en equipos y programas informáticos.  Señaló que,
según entendía, dicha disminución podría deberse a que este año no corresponde
la renovación de ciertas licencias de software o equipos, y no a un recorte que
ponga en riesgo el funcionamiento tecnológico del Instituto. Comentó que, dada la
importancia  del  soporte  informático  para  el  cumplimiento  de  las  funciones
institucionales,  resulta  fundamental  mantener  los  sistemas  en  óptimas
condiciones. Por ello, pidió confirmar si la reducción obedece únicamente a la no
renovación de licencias durante este período o a algún otro motivo específico.

Por  su  parte,  la  Honorable  Senadora  señora  Rincón señaló  que
compartía la inquietud planteada por su colega respecto de la reducción en los
recursos destinados a equipamiento y programas informáticos y consultó cuánto
tiempo está demorando actualmente INAPI en dar respuesta a las solicitudes que
recibe. Preguntó además cómo se espera cumplir el objetivo de mejorar la gestión
y la experiencia de los usuarios durante el año 2026, considerando que, en lugar
de incrementarse los recursos destinados a infraestructura tecnológica, estos se
están reduciendo. Añadió que, dado el nivel de digitalización de los procesos del
Instituto, resulta fundamental mantener las capacidades tecnológicas y de soporte
en un estándar  adecuado,  por  lo  que pidió  aclarar  cómo se compatibilizará la
reducción presupuestaria con el compromiso de mejorar la atención y eficiencia
institucional.



Sobre  las  preguntas  formuladas,  el  señor  Director  del  Instituto
Nacional  de  Propiedad  Industrial explicó  que,  respecto  de  las  reducciones
presupuestarias, efectivamente se contempla una disminución en la contratación
de algunas licencias de software, aunque aclaró que ello no pone en riesgo el
funcionamiento de los sistemas. Señaló que durante el año en curso se dispuso de
los  recursos  necesarios  para  realizar  una  serie  de  mejoras  en  los  servidores
institucionales,  especialmente  en  materia  de  ciberseguridad  y  continuidad
operativa,  lo  que  permite  mantener  una  infraestructura  tecnológica  estable  y
segura.

Indicó que, en cuanto a los equipos, INAPI recibió una donación del
Instituto Nacional de Estadísticas, compuesta por equipamiento utilizado durante
el Censo, lo que permitió renovar una parte importante del parque computacional
sin necesidad de incurrir en nuevos gastos.

Respecto  de  las  medidas  para  mejorar  la  eficiencia,  informó que  el
Instituto  ha  desarrollado  internamente  herramientas  tecnológicas  basadas  en
inteligencia artificial. Mencionó que una de ellas, destinada a la clasificación de
solicitudes  según  la  Clasificación  de  Niza,  ha  permitido  aumentar  en
aproximadamente un 30% la productividad de los examinadores senior. Explicó
que este tipo de desarrollos internos refuerza la capacidad operativa sin requerir
mayores recursos externos.

Finalmente, señaló que también se ha realizado una reasignación de
personal hacia áreas prioritarias, con el fin de fortalecer los equipos que presentan
mayor carga de trabajo y mejorar los tiempos de respuesta. Expresó que estos
esfuerzos han permitido mantener la eficiencia institucional y que la meta para el
próximo  año  es  continuar  avanzando  en  esa  línea  de  modernización  y
optimización de los procesos.

Capítulo 24

SUBSECRETARÍA DE TURISMO

El Capítulo correspondiente a la Subsecretaría de Turismo, contiene el
Programa 01, del mismo nombre.

Programa 01
Subsecretaría de Turismo



Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$2.756.290  lo  que
implica una variación negativa de 12,1%, respecto del  presupuesto del  año en
curso.

La Subsecretaria de Turismo, señora Verónica Pardo, informó que el
presupuesto proyectado para el próximo año considera una disminución del 12,1%
respecto del total del presupuesto vigente de la Subsecretaría de Turismo. Explicó
que,  al  desglosar  esta  variación,  el  subtítulo  21,  correspondiente  a  gastos  en
personal, presenta una diferencia que podría interpretarse como un aumento de
un cupo, aunque en realidad ello obedece a un ajuste administrativo.

Precisó que este cambio se debe a la  regularización de una comisión
de servicio que existía desde la creación de la Subsecretaría de Turismo en el año
2011, dependiente originalmente del Ministerio de Economía. Dicho puesto, pasa
ahora formalmente a la dotación de la Subsecretaría de Turismo, manteniendo su
financiamiento, pero sin implicar la creación de un nuevo cargo.

Agregó que este  cupo corresponde a un  funcionario  contratado que
cumple  funciones administrativas  en el  gabinete,  brindando apoyo directo  a  la
gestión  general  de  la  Subsecretaría.  Señaló  que,  con  esta  regularización,  la
dotación total se mantiene en 33 personas, y que la medida busca transparentar la
composición  del  equipo  y  la  asignación  real  de  recursos  humanos  dentro  del
organismo.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke manifestó que se repite en el
sector turismo una situación similar a la observada en el  ámbito de la cultura,
donde la  Subsecretaría carece de personal  suficiente,  mientras que el  servicio
dependiente concentra  la  mayor  parte  de  los  recursos  humanos  y  operativos.
Señaló que esto genera un desequilibrio institucional, ya que el jefe o la jefa del
servicio termina teniendo mayor capacidad de gestión que la propia Subsecretaría,
lo cual dificulta la coordinación y la dirección de políticas públicas.

Indicó que este tipo de desajustes estructurales requiere ser corregido
mediante una reforma legal, proponiendo la elaboración de un proyecto de ley que
permita  reordenar  las  funciones,  atribuciones  y  dotaciones  entre  las
subsecretarías y los servicios, de modo que exista una distribución más coherente
y eficiente de las capacidades del Estado.

La  señora  Subsecretaria  de  Turismo informó  que  existen  dos
proyectos  de  ley  en  los  cuales  se  ha  ido  fortaleciendo  la  Subsecretaría,  no
obstante, lo planteado por Su Señoría es parte de una conversación que deben
sostener.

El  proyecto  de  ley  sobre  turismo  aventura,  boletín  N°  17.163-03,
radicado en la Comisión de Economía del Senado, que refuerza la musculatura al
proceso de fiscalización, y el proyecto de ley de reactivación del turismo, boletín

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=17163-03
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16817-05


N° 16.817-05, que se encuentra en la Comisión de Hacienda los fortalece en el
Comité de marketing internacional.

Ante la consulta del Honorable Senador señor Cruz-Coke sobre si la
Subsecretaría está desconcentrada regionalmente, la Subsecretaria de Turismo
respondió  negativamente  y  precisó  que  son  33  funcionarios  a  nivel  nacional
concentrados todos en Santiago. Explicó que actualmente se encuentran en un
proceso de descentralización que contempla 6 personas que pasan en comisión
de servicio a 6 regiones. 

Respecto del  subtítulo  22,  se contemplan $411.615 millones,  lo  que
representa una variación del 17,6% que obedece al diseño y piloto de encuestas
QR eficientes a turistas en el Aeropuerto Internacional Arturo Merino Benítez. Para
el 2027, esperan que esta nueva metodología permita un ahorro para el Estado de
$150 millones. Precisó que, en consecuencia, utilizarían $31 millones para este
nuevo código QR, lo que explica el aumento de este subtítulo.

Adicionalmente,  indicó  que  este  aumento  también  se  explica  por  el
trabajo de actualización de perfiles vocacionales, que permitirá una mejora del
turismo  aventura,  con  las  normativas  requeridas  para  alcanzar  estándares
internacionales.

En cuanto al subtítulo 24, por $659.297 millones, señaló que se hace
cargo del Estudio de Cambio de Año Base del Turismo Internacional Receptivo y
Emisivo,  al  estudio  de  Big  Data  de  turismo  interno,  y  el  estudio  de  turismo
internacional que realizan por pasos fronterizos, con el objeto de determinar el
número de turísticas que ingresan al país, cuánto es lo que invierten, dónde se
desplazan, entre otras consideraciones.

En el subtítulo 29, adquisición de activos no financieros, por $24.518
millones, señaló que comprende la mantención de licencias para la plataforma del
Mapa Turismo Chile y que les permite sostener este proyecto para años venideros

El Honorable Senador señor Cruz-Coke hizo presente que, al analizar
la información presupuestaria, el aspecto más relevante parece estar relacionado
con el  desarrollo turístico sustentable, aunque observó que dicho ítem presenta
una disminución del 39% en comparación con el año anterior. Solicitó conocer las
razones  de  esa  baja  y  entender  por  qué  la  Subsecretaría  de  Turismo asume
directamente la realización de estudios en esta materia, considerando que podría
existir  un  departamento especializado dentro  del  Servicio  Nacional  de  Turismo
encargado de estas labores.

La Subsecretaria de Turismo explicó que la institución cuenta con dos
departamentos que desarrollan distintos tipos de estudios: por un lado, el Estudio
de Turismo Internacional, que se ejecuta todos los años, y por otro, el Estudio de
Cambio de Año Base del Turismo, que se realiza cada cinco años.

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16817-05


Indicó  que  el  Estudio  de  Cambio  de  Año  Base se  encuentra
actualmente  en  ejecución,  comenzó  durante  el  presente  año  y  finalizará  el
próximo. El  costo total  del  estudio asciende a $571 millones de pesos,  de los
cuales $327 millones se ejecutarán este año y $204 millones el  año siguiente.
Explicó que este estudio que se realiza cada cinco años implica un trabajo más
amplio, que incluye levantamientos de información tanto en el aeropuerto como en
los pasos fronterizos internacionales, permitiendo actualizar las bases estadísticas
que sirven de referencia para la medición y proyección del turismo en Chile.

Precisó que el  Estudio de Turismo Internacional es una investigación
anual  que  recopila  datos  sobre  el  ingreso  de  visitantes  al  país,  su  gasto,
permanencia y perfil,  pero que cuando se realiza el  estudio de cambio de año
base, este último sustituye al  primero,  ya que incorpora un levantamiento más
exhaustivo y detallado.

Por esta razón, aclaró, puede parecer que el presupuesto destinado a
estudios turísticos disminuye o aumenta de un año a otro, cuando en realidad se
trata de la diferencia entre la ejecución de un estudio regular y la ejecución del
estudio quinquenal de mayor envergadura. Añadió que esta alternancia explica la
variación presupuestaria y permite mantener actualizada la información estratégica
que sustenta la planificación y evaluación de las políticas públicas de turismo.

Capítulo 25

SUPERINTENDENCIA DE INSOLVENCIA Y REEMPRENDIMIENTO.

El  Capítulo  correspondiente  a  la  Superintendencia  de  Insolvencia  y
Reemprendimiento, contiene el Programa 01, del mismo nombre.

Programa 01
Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento

Contempla  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de  M$9.854.582,  lo  que
implica una variación de -2,4%, respecto del presupuesto del año en curso.

El Superintendente de la Institución, señor Hugo Sánchez, expuso
ante  la  Subcomisión  el  detalle  del  presupuesto  proyectado  para  el  próximo
ejercicio, señalando que se contempla una disminución global del 2,4%, la cual
responde principalmente a ajustes internos y reclasificaciones presupuestarias.

En  primer  lugar,  explicó  que  en  el  subtítulo  21,  correspondiente  a
gastos  en  personal,  se  registra  un  aumento  de  dotación  equivalente  a  cinco
funcionarios adicionales por un período de seis meses. Indicó que esta ampliación
fue  solicitada  para  enfrentar  el  incremento  del  343%  en  la  demanda  por



procedimientos de renegociación de personas deudoras, el único procedimiento
concursal administrado directamente por la Superintendencia y de manera gratuita
en todo el país. Señaló que este aumento se origina en la entrada en vigencia,
hace  dos  años,  de  una  modificación  legal  que  amplió  los  beneficios  del
procedimiento, incorporando a las personas que emiten boletas de honorarios, las
cuales hoy representan el 70% de los casos. Antes de la reforma, estas personas
debían  acogerse  a  procedimientos  de  reorganización  o  liquidación  como
empresas, los que eran más costosos y prolongados.

En segundo término, informó que el subtítulo 22, relativo a bienes y
servicios  de  consumo,  presenta  un  incremento  del  18,3%.  Explicó  que  este
aumento  no  refleja  un  mayor  gasto  real,  sino  una  reclasificación  contable  de
gastos asociados a licencias de ofimática (Windows, Office, Teams, entre otros),
que anteriormente se registraban en el Subtítulo 29, correspondiente a adquisición
de  activos  no  financieros.  Este  ajuste  contable  busca  reflejar  de  manera  más
precisa el carácter recurrente de dichos gastos.

En  cuanto  al  subtítulo  24,  transferencias  corrientes,  señaló  que  se
registra una disminución del 3,6%. Explicó que esta partida se destina al pago de
honorarios de los liquidadores en los procedimientos de liquidación en que los
bienes del  deudor  son inexistentes  o  insuficientes.  Indicó  que este  gasto  está
establecido  por  ley  y  depende  de  la  demanda efectiva,  la  cual  no  puede  ser
controlada por la Superintendencia, ya que los liquidadores solicitan los pagos en
la  medida que van realizando inventarios  y  gestiones sobre  los  bienes de las
personas y de las micro y pequeñas empresas. Añadió que estas transferencias
suelen representar entre un 25% y un 35% del presupuesto total de la institución.

Respecto  del  Subtítulo  29,  adquisición  de  activos  no  financieros,
informó  que  se  registra  una  disminución  del  96%,  la  cual  se  explica  por  la
reclasificación  de  167  millones  de  pesos  al  Subtítulo  22,  correspondiente  al
traslado de las licencias informáticas ya mencionadas, y por una rebaja adicional
de 218 millones de pesos destinada a la compra de nuevos servidores, adquisición
que ya fue licitada y actualmente se encuentra en ejecución.

El Superintendente, señor Sánchez destacó que la principal prioridad
presupuestaria  de  la  institución  es  fortalecer  su  capacidad  operativa  para
responder  al  aumento  sostenido  de  la  demanda  por  procedimientos  de
renegociación.  Indicó  que,  pese  a  los  refuerzos  aplicados,  incluyendo  la
reasignación temporal de diez funcionarios de otras áreas, como fiscalización, el
incremento  de  casos  sigue  siendo  elevado  y  exige  un  esfuerzo  adicional  en
personal y gestión.



Asimismo, explicó que dentro del gasto habitual se incluye el pago de
honorarios a liquidadores, que anualmente fluctúa entre $2.500 y $3.500 millones,
y el arriendo y mantenimiento de las oficinas centrales y regionales. Señaló que
las oficinas regionales operan con equipos pequeños, generalmente de una a tres
personas, en su mayoría ubicadas en dependencias de las Secretarías Regionales
Ministeriales, lo que representa una proporción importante del gasto del Subtítulo
22.

Finalmente, subrayó la importancia de asegurar la continuidad de los
servicios informáticos, ya que la Superintendencia administra una gran cantidad de
información.  Mencionó  especialmente  el  Boletín  Concursal,  plataforma  pública
donde  se  publican  gratuitamente  todos  los  eventos,  resoluciones  y  fallos
relacionados  con  los  procedimientos  concursales,  la  cual  es  consultada
diariamente  por  acreedores,  deudores  y  profesionales  del  área.  Concluyó
señalando que el presupuesto proyectado garantiza la continuidad de este servicio
esencial  y  agradeció  el  aumento  de  la  dotación,  que  permitirá  atender
parcialmente  el  fuerte  crecimiento  de  la  demanda  en  los  procedimientos  de
renegociación de personas deudoras.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso consultó  respecto  de  los
procesos vinculados a licencias médicas dentro de la institución. 

Señaló  que,  según  la  información  disponible,  existen  4  funcionarios
involucrados, de los cuales dos continúan en la institución. Indicó que tres de los
casos se encuentran en etapa de investigación, pero manifestó no tener claridad
sobre si alguno de ellos ya fue completamente resuelto. Agregó que, al revisar los
antecedentes,  no  se  refleja  con  precisión  si  los  sumarios  han  sido  totalmente
concluidos  o  si  aún  están  a  la  espera  de  la  toma  de  razón  por  parte  de  la
Contraloría General de la República, por lo que solicitó una aclaración sobre el
estado actual de dichos procedimientos.

El Superintendente, señor Sánchez explicó que actualmente existen
tres casos de licencias médicas vinculadas a viajes al extranjero. Indicó que uno
de  los  expedientes  fue  traspasado  a  otra  institución  pública,  debido  a  que  el
funcionario involucrado había renunciado hace aproximadamente un año y medio.
Señaló que los otros dos casos relacionados con licencias médicas y viajes se
encuentran  en  etapa de formulación  de  cargos,  mientras  que  un  cuarto  caso,
vinculado a licencias médicas y visitas a casinos, está en la fase de vista fiscal.
Precisó que este último procedimiento se encuentra próximo a concluir, estimando
que  en  un  plazo  de  dos  o  tres  semanas  tres  de  los  cuatro  casos  estarán
finalizados,  manteniéndose  únicamente  fuera  de  la  institución  aquel  que  fue
derivado a otro organismo público.



La Honorable Senadora señora Rincón preguntó qué ocurrió con el
caso del  funcionario  cuyo expediente  fue  transferido  a  otra  institución  pública.
Consultó  específicamente  si  se  informó  formalmente  a  dicha  entidad  sobre  la
existencia del proceso y la situación administrativa del funcionario al momento de
su traspaso, con el fin de asegurar la continuidad del procedimiento y la debida
coordinación entre ambas instituciones.

El Superintendente, señor Sánchez respondió que, efectivamente, se
ofició a la institución receptora informando sobre el caso y remitiendo todos los
antecedentes pertinentes. Señaló que, además, hace un par de semanas solicitó
contar con el registro que confirme la recepción y validación del expediente por
parte de dicha entidad, con el fin de asegurar que el procedimiento administrativo
continuara su curso y que la otra  institución tomara conocimiento formal  de la
situación del funcionario involucrado.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón solicitó  al  señor  Ministro
consultar si en la institución a la cual fue transferido el funcionario se está llevando
a cabo el correspondiente procedimiento sumarial. Explicó que esta verificación es
necesaria,  ya que el  caso fue detectado en una entidad distinta  y,  al  haberse
trasladado el funcionario, no existe certeza de que el sumario se haya iniciado o
continuado en el nuevo organismo. Señaló que resulta fundamental confirmar esta
información para asegurar que el procedimiento se haya tramitado conforme a la
normativa vigente y no haya quedado sin efecto por el cambio de institución.

Capítulo 26

INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO SUSTENTABLE PESCA
ARTESANAL Y ACUICULTURA, INDESPA

El  Capítulo  correspondiente  al  Instituto  Nacional  de  Desarrollo
Sustentable Pesca Artesanal y Acuicultura, contiene el Programa 01, del mismo
nombre.

Programa 01
Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable Pesca Artesanal y

Acuicultura 

Contempla  ingresos y  gastos  por  la  suma de M$15.933.195,  lo  que
implica una variación de -1,8%, respecto del presupuesto del año en curso.

El Director del Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable para la
Pesca Artesanal y Acuicultura (INDESPA), señor Leonardo Llanos, señaló que
el  presupuesto  proyectado  para  el  año 2026 corresponde esencialmente  a  un
presupuesto de continuidad, presentando una  disminución del 1,8% en relación



con el ejercicio anterior. Explicó que esta reducción se concentra en un 81% del
total  y  se  debe  principalmente  a  la  disminución  de  los  recursos  asignados  al
programa de modificación de algas, cuya variación detallará en el desarrollo de su
exposición. 

Respecto  del  subtítulo  21,  el  Director  de  INDESPA manifestó  que
mantiene su dotación y presupuesto, alcanzando una variación nominal de solo
0,5%.

En  cuanto  al  subtítulo  22,  correspondiente  a  bienes  y  servicios  de
consumo, presenta una disminución del 5,7% en comparación con el presupuesto
del año anterior. Explicó que esta reducción se debe, principalmente, a una rebaja
en los recursos destinados a estudios institucionales, los cuales son desarrollados
por el Instituto para generar información interna de carácter estratégico que apoya
la  toma  de  decisiones,  como,  por  ejemplo,  la  caracterización  de  la  población
objetivo.  Añadió  que  varios  de  estos  estudios  ya  fueron  licitados  durante  el
presente año, y que solo se mantienen para el mismo período (2026) remesas de
pago  menores  correspondientes  a  compromisos  pendientes.  Por  esa  razón,
precisó, se registra una disminución en los montos asignados a este subtítulo, sin
que  ello  afecte  el  funcionamiento  operativo  ni  las  capacidades  de  gestión  del
Instituto.

Señaló que esta variación está directamente vinculada al programa de
compensación y repoblamiento de algas, el cual cumple 10 años de ejecución en
el  año  2026.  Recordó  que  dicho  programa  establece,  por  ley,  que  las
organizaciones y los  beneficiarios —tanto personas jurídicas como naturales—
pueden participar por un período máximo de cinco años dentro de un ciclo de
apoyo.

Respecto del subtítulo 24, la rebaja explica en un 81% la rebaja del
1,8% en término global referido al programa de bonificación al repoblamiento de
algas, que lleva 10 años y las organizaciones tanto de personas jurídicas como
naturales tienen por ley, la posibilidad de estar cinco años en un ciclo en el marco
de ese programa, en este contexto, una parte importante de los participantes ya
ha completado su ciclo  de cinco años,  lo  que ha reducido progresivamente la
población activa dedicada a la acuicultura de pequeña escala y, en consecuencia,
el número de potenciales nuevos beneficiarios. Esta disminución en la demanda
efectiva del programa justifica el ajuste presupuestario proyectado para 2026, que
se alinea con la cantidad estimada de beneficiarios elegibles para ese período.

Indicó,  sin  embargo,  que  durante  el  presente  año  todas  las
postulaciones al programa de repoblamiento de algas resultaron adjudicadas, a



diferencia  de  años  anteriores,  en  los  que  algunos  postulantes  quedaron  fuera
debido a restricciones presupuestarias. 

Agregó  que,  en  el  caso  de  los  Programas  de  apoyo  a  la  pesca
artesanal, en el subtítulo correspondiente se observa una aparente reducción del
19%. Sin embargo, aclaró que dicha variación no implica una disminución real de
los  recursos  destinados  al  sector,  sino  que  obedece  a  una  apertura  de  los
clasificadores presupuestarios para el año 2026. Explicó que, a partir del próximo
ejercicio,  el  Programa de  fomento  a  la  pesca  artesanal  se  desagrega  en  dos
componentes: uno orientado específicamente al fomento de la pesca artesanal y
otro destinado al desarrollo de iniciativas vinculadas a la Ley de Caletas y a las
áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.

Precisó  que  esta  reorganización  tiene  un  carácter  meramente
administrativo y busca otorgar mayor transparencia y trazabilidad al uso de los
recursos públicos, permitiendo identificar con claridad los fondos asignados a cada
línea de acción. En consecuencia, señaló que, en términos reales, el presupuesto
destinado tanto al  programa como a los beneficiarios de la pesca artesanal se
mantiene sin cambios respecto del año anterior, asegurando la continuidad de las
acciones de fomento y apoyo al sector.

Luego, hizo presente que, en el  caso del  subtítulo  33, la asignación
presupuestaria  se  mantiene  en  términos  reales,  sin  variaciones  significativas
respecto  del  ejercicio  anterior.  Explicó  que,  para  el  año  2026,  la  oferta
programática  de  la  institución  busca  consolidar  su  continuidad  y  fortalecer  su
posicionamiento, considerando que el INDESPA es una entidad joven que este
año cumple seis años de funcionamiento.

Indicó que, a partir del año 2023, se avanzó en la implementación de
una oferta programática estructurada, lo que significa que la institución estableció
un  conjunto  de  concursos  públicos  planificados,  destinados  a  pescadores  y
pescadoras artesanales, los cuales se publican en el sitio electrónico institucional
con un calendario anual definido. Señaló que este sistema ha permitido otorgar
mayor transparencia y previsibilidad, ya que ahora los beneficiarios conocen con
antelación  los  concursos  disponibles  durante  todo  el  año,  facilitando  su
participación y planificación.

Agregó que esta estructura de financiamiento se complementa con la
celebración  de  convenios  regionales en  distintas  zonas  del  país,  los  cuales
contribuyen a ampliar la cobertura territorial y recursos disponibles para el fomento
productivo y la capacitación del sector artesanal. Finalmente, explicó que, al igual
que en otros programas,  la  asignación presupuestaria se ajusta conforme a la
ejecución histórica y a la población beneficiaria proyectada para el próximo año



La Honorable Senadora Rincón consultó acerca de una información
que  intercambió  con  la  Honorable  Diputada  señora  Joana  Pérez,  que  es
importante debatirla. Sobre el particular, manifestó que, durante la sesión en que
estuvieron presentes el Ministro y la Directora de Presupuestos, se abordó una
situación que afecta a las familias de pescadores artesanales de la Región del
Biobío, especialmente a aquellas cuyas principal fuente de ingreso depende de la
captura  de  jibia.  Explicó  que,  según  la  información  recibida,  existiría  un
compromiso del Ejecutivo para brindar apoyo directo a estos pescadores, quienes
actualmente enfrentan serias dificultades debido a la migración del recurso hacia
la  Región  del  Maule.  Comentó  que  varios  pescadores  le  hicieron  llegar  sus
reclamos, señalando que la jibia prácticamente ha desaparecido de las costas del
Biobío,  lo  que  ha  generado  un  grave  problema  económico  y  social  en  las
comunidades  afectadas.  Añadió  que,  eventualmente,  se  habrían  iniciado
conversaciones  con  el  Ejecutivo  para  analizar  posibles  mecanismos  de  apoyo
financiero o presupuestario que permitan enfrentar esta crisis de manera oportuna.

Señaló que era necesario conocer de qué manera se materializará el
compromiso  asumido  por  el  Ejecutivo  en  favor  de  las  familias  de  pescadores
artesanales  afectadas  por  la  migración  del  recurso  jibia.  Preguntó  si  está
contemplada una transferencia presupuestaria desde la Subsecretaría de Pesca o
desde  el  nivel  central  para  destinar  recursos  a  esta  emergencia.  Asimismo,
consultó  si  se  ha  considerado  la  posibilidad  de  canalizar  el  apoyo  mediante
programas especiales  ejecutados a través de los gobiernos regionales,  lo  que
podría constituir una fórmula viable de asistencia directa. 

Solicitó  precisar  cuál  sería  el  instrumento  más adecuado  y  expedito
para entregar ayuda efectiva a las familias afectadas, y si el Ejecutivo ha evaluado
distintas  alternativas,  como  subsidios  directos,  subsidios  sectoriales,
reasignaciones del Fondo de Administración Pesquero (FAP), utilización de fondos
de  emergencia  u  otros  programas  específicos  de  apoyo.  Recordó  que  esta
situación no es inédita, ya que en el pasado se produjeron episodios similares en
sentido contrario -cuando la migración del recurso benefició al Biobío y afectó al
Maule-, en los cuales se debieron adoptar medidas extraordinarias para mitigar los
efectos en los pescadores. 

El  Subsecretario  de  Pesca,  señor  Julio  Salas,  explicó  que  la
actividad pesquera, por su naturaleza, presenta un comportamiento variable, dado
que los recursos marinos se desplazan de manera natural entre distintas zonas del
país. Señaló que, en el caso específico de la jibia, se trata de un recurso que
opera  en  ciclos  o  pulsos  de  pesca,  caracterizados  por  períodos  de  gran
abundancia  en  determinados  territorios,  seguidos  por  etapas  de  baja
disponibilidad. Indicó que actualmente la jibia se ha desplazado hacia el norte del



país,  encontrándose  concentrada  principalmente  frente  a  las  costas  del  norte
chico, incluso más allá de las regiones de O’Higgins y del Maule, lo que explica la
disminución del recurso en la Región del Biobío.

Agregó  que  este  tipo  de  situaciones  no  es  excepcional,  ya  que
fenómenos similares se han producido en otras pesquerías a lo largo del tiempo, y
para enfrentarlos existen mecanismos establecidos. Mencionó que, por ejemplo,
durante los períodos en que se registraron los efectos de la corriente del Niño, en
las regiones de Arica, Iquique, Antofagasta, Atacama y Coquimbo, se aplicaron
procedimientos específicos para mitigar el impacto sobre los pescadores. En esos
casos, la Subsecretaría de Pesca, al constatar una anomalía pesquera —es decir,
una  alteración  inusual  en  el  comportamiento  de  un  recurso—,  emitió  una
declaración formal que permitió a los gobiernos regionales destinar fondos propios
para canalizar ayudas a las comunidades afectadas.

Precisó que esta misma medida fue aplicada nuevamente en el  año
2024 por la Región de Valparaíso, luego de que la Subsecretaría emitiera una
declaración  de  anomalía  pesquera  que  justificó  la  disposición  de  recursos
regionales para asistir al sector.

En relación con la situación actual de la comuna de Lebu, informó que
ya existe una declaración de anomalía pesquera emitida por la Subsecretaría de
Pesca. Dicha declaración se basó en la verificación de una disminución cercana al
30% en los desembarcos de la pesquería de calamar, lo que permitió confirmar la
existencia de una alteración significativa en la actividad extractiva.

Explicó que esta información fue formalmente remitida a las autoridades
regionales del Biobío y que, conforme a la experiencia de los últimos años, la
activación  de  los  apoyos  económicos  se  gestiona  a  través  de  los  Gobiernos
Regionales.  Señaló  que,  en  los  tres  años  y  medio  que  lleva  a  cargo  de  la
Subsecretaría,  se han producido cinco situaciones similares,  en  las  cuales  los
fondos de ayuda siempre se han canalizado mediante los Gobiernos Regionales,
una  vez  emitida  la  declaración  de  anomalía.  Concluyó  indicando  que,  en
consecuencia, este debería ser también el procedimiento en la Región del Biobío,
tal como se ha hecho con éxito en las demás regiones afectadas por variaciones
pesqueras de carácter temporal.

El  señor  Subsecretario  de  Pesca agregó  que  la  conversación
sostenida  se  refería  específicamente  a  la  consulta  formulada por  la  Senadora
señora Rincón sobre la ayuda social destinada a los pescadores afectados por la
disminución de la jibia. Sin embargo, señaló que la solución de fondo no pasa
únicamente  por  medidas  de  asistencia  económica,  sino  por  la  adopción  de



decisiones de administración pesquera que permitan enfrentar estructuralmente
este tipo de situaciones.

Explicó que dichas decisiones corresponden al Comité del Manejo de la
Jibia, instancia encargada de analizar y acordar medidas de gestión frente a las
fluctuaciones naturales del recurso. Aclaró que las resoluciones de este comité no
se adoptan de manera unilateral,  sino que requieren el  acuerdo y participación
activa de los pescadores artesanales, quienes integran formalmente este órgano.
Indicó que actualmente se encuentra en proceso la constitución del Comité de
Manejo de la Jibia, cuyo propósito es generar un espacio de diálogo donde los
representantes  del  sector  artesanal,  junto  con  la  autoridad,  puedan  definir
mecanismos  de  administración  y  contingencia  que  les  permitan  enfrentar
coyunturas como la actual,  tal  como se ha hecho en otras regiones con otras
pesquerías.

Luego,  la  Honorable  Diputada  señora  Camila  Rojas consultó
respecto de la oferta programática del INDESPA, señalando que su requerimiento
se orienta principalmente a aspectos de ejecución. Solicitó que se le remitiera la
información regional correspondiente al despliegue de dicha oferta durante el año
2025,  con  el  propósito  de  conocer  en  detalle  cómo  se  realizó  la  entrega  y
distribución de los programas en las distintas regiones del país.

CAPÍTULO 06  

CORPORACIÓN DE FOMENTO DE LA PRODUCCIÓN

El  Capítulo  correspondiente  a  la  Corporación  de  Fomento  de  la
Producción,  contiene  tres  Programas:  el  Programa  01,  del  mismo  nombre,  el
Programa 06, Inversión y Financiamiento, y el Programa 07, Desarrollo Productivo
Sostenible.

El  Programa  de  la  Corporación  de  Fomento  de  la  Producción,
considera ingresos y gastos por la suma de M$1.286.093.258, lo que implica una
variación negativa de 13%, respecto del presupuesto del año en curso.

A su vez, el Programa 06 de Inversión y Financiamiento contempla
ingresos y gastos por la suma de M$184.817.559, lo que implica una variación
total de 20,7%, respecto del presupuesto del año en curso.

Y,  el  Programa  07,  Desarrollo  Productivo  Sostenible,  comprende
ingresos y gastos por la suma de M$101.007.394, lo que implica una variación
negativa de 4,5%, respecto del presupuesto del año en curso.

Al comenzar, el señor al Vicepresidente Ejecutivo de la institución,
señor José Miguel Benavente, hizo entrega de un documento complementario



que contiene un resumen sintético del trabajo desarrollado por la Corporación de
Fomento de la Producción (CORFO) durante los últimos cuatro años. Explicó que
este material  tiene por  objetivo ofrecer  una visión general  del  impacto que ha
tenido  la  gestión  de  la  Corporación  en  diversas  dimensiones  del  desarrollo
productivo del país, considerando su rol histórico como una institución con 86 años
de trayectoria.

Señaló que el documento busca resaltar la relevancia de la CORFO no
solo desde la perspectiva de la actual administración, sino también como parte de
una política de Estado de largo plazo orientada al fortalecimiento del desarrollo
económico nacional.  Agregó que el  texto incluye una serie de indicadores que
permiten tener una mirada más amplia y reflexiva sobre los avances alcanzados y
los desafíos pendientes.

A continuación, la Gerenta General, señora Marcela Guerra, presentó
el  presupuesto de la  Corporación correspondiente al  año 2026.  Señaló que la
Corporación  de  Fomento  de  la  Producción  contempla  tres  programas
presupuestarios.

Respecto del programa 01, indicó que los principales énfasis para el
próximo  año,  tienen  como  objetivo  central  dar  continuidad  a  las  iniciativas
regionales. Explicó que, a través de este programa, la CORFO busca mantener la
operación de los 16 Comités de Desarrollo Productivo Regional,  todos ellos ya
constituidos y en funcionamiento en cada una de las regiones del país.

Indicó  que  se  continuará  con  la  ejecución  de  74  proyectos
pertenecientes  al  Programa  Red  -incluyendo  las  Redes  de  Proveedores  y  las
Redes Asociativas-, iniciativas orientadas a articular empresas y a generar redes
en las regiones para el  desarrollo  de las mismas.  Añadió que este trabajo se
complementará con el financiamiento de siete programas estratégicos orientados
al  fortalecimiento  de redes público-privadas,  con el  propósito  de  dinamizar  los
entornos  productivos  y  generar  ecosistemas  de  desarrollo  sostenibles  en  los
territorios.

Explicó que también se continuará con las acciones de fortalecimiento
de  capacidades  de  absorción  tecnológicas  para  apoyar  la  transformación
productiva, mediante 16 proyectos de la red Fortaleza Pyme, dos de la red de
Fomento Sostenible y la atención potencial de 3.240 nuevas empresas, las cuales
se sumarían a las más de 10.000 que actualmente reciben apoyo de la CORFO.

Señaló que el programa incluye tres nuevos programas de Formación
para la Competitividad -las becas de capital humano- y la continuidad operativa de
diez Institutos Tecnológicos Profesionales (ITP).



En materia de emprendimiento, destacó los instrumentos Semilla Inicia,
Semilla Expande y Escalamiento, así como el programa Start-Up Chile, con los
cuales se proyecta apoyar más de 400 proyectos, priorizando aquellos liderados
por  mujeres,  con  base  en  regiones  y  con  potencial  de  internacionalización.
Asimismo, se consolida la cobertura nacional para el  desarrollo del ecosistema
emprendedor y de servicios de apoyo, por medio de 61 proyectos del programa
Viraliza,  Además  de  40  proyectos  Potencia  relacionados  con  incubadoras,  4
nuevas aceleradoras y 5 red de mentores.

También se contempla el  financiamiento para 6 Invierte,  orientado a
inversionistas ángeles que buscan potenciar emprendimientos innovadores.

Agregó que el presupuesto considera el financiamiento de los comités
tradicionales  de  la  CORFO,  entre  los  cuales  se  encuentran  el  Comité  de
Agroseguros,  la  Agencia  de Sustentabilidad y  Cambio  Climático,  el  Comité  de
Desarrollo y Fomento Indígena, el Sistema de Empresas Públicas y el Comité de
Cooperativas (INAC).

Luego,  informó  que  se  realizarán  inversiones  estratégicas  en
infraestructura, destacando especialmente el  proyecto en la mina El Chiflón del
Diablo, en Lota, donde se requiere una inversión significativa para su recuperación
y puesta en valor patrimonial. Asimismo, se contempla la implementación de un
nuevo convenio de colaboración para la administración del circuito turístico del
Parque de Lota, con el objetivo de reactivar la actividad económica y turística en la
zona.

Explicó  que,  en  el  programa Inversión  y  Financiamiento,  los  énfasis
estarán orientados al financiamiento de micro, pequeñas y medianas empresas
(Mipymes).  Señaló  que  la  meta  para  el  próximo  año  es  beneficiar  a
aproximadamente  140.000  empresas,  vinculadas  a  proyectos  de  inversión
enfocados en el desarrollo de tecnologías verdes y en la promoción de procesos
de descarbonización.

Indicó que se dará continuidad a los programas de cobertura financiera,
entre  ellos  el  Fogain,  el  Pro  Inversión  y  el  Cobex,  con  los  cuales  se  espera
alcanzar cerca de 25.000 empresas beneficiarias, manteniendo como prioridad el
apoyo a las Mipymes.

En  materia  de  capital  de  riesgo,  señaló  que  la  CORFO  continuará
financiando su cartera con énfasis en innovación, descarbonización y equidad de
género.  Explicó  que,  a  través  de  estos  instrumentos,  se  prevé  realizar



desembolsos a fondos de inversión que, a su vez, invertirán en aproximadamente
62.

Respecto al Programa de Desarrollo Productivo Sostenible, que articula
las acciones de fomento productivo con objetivos de sostenibilidad ambiental  y
transición energética justa, fortaleciendo el rol de la CORFO en la transformación
productiva del país.

El Honorable Senador señor De Urresti solicitó que se profundizara
en la información entregada respecto del programa presupuestario 01 relativo a
continuar  el  financiamiento  a  Comités  Corfo  Agroseguros,  Agencia  de
Sustentabilidad y Cambio Climático,  cuántos son los fondos,  las personas que
trabajan en la Agencia mencionada, y cómo se relacionan con el fondo Naturaleza
Chile.

Asimismo, preguntó los criterios que se utilizaron para la denominación
del nuevo Convenio de Colaboración para la administración del Circuito Turístico
del Parque Lota.

En materia de licencias médicas, consultó por los sumarios instruidos,
tanto en viajes al extranjero como en la presencia de casinos de juego. 

La señora Marcela Guerra explicó que la Agencia de Sustentabilidad y
Cambio Climático es un comité dependiente de la CORFO y que, para el próximo
año, se ha solicitado un presupuesto superior a $341 millones, monto destinado a
mantener  su  funcionamiento  operativo  y  las  actividades  que  desarrolla  en  el
ámbito de la sostenibilidad. Señaló que durante este año -o hacia fines del año
pasado- se produjo un cambio en la composición y en la presidencia del directorio
de  la  Agencia,  la  cual  pasó  a  estar  encabezada  por  el  Ministerio  del  Medio
Ambiente.

Indicó  que,  bajo  esta  nueva  estructura,  la  Agencia  ha  continuado
cumpliendo sus funciones de articulación con el sector privado, promoviendo la
suscripción  de  acuerdos  de  producción  limpia  en  distintos  territorios  del  país.
Destacó que estos acuerdos han tenido un impacto significativo en los territorios.

En  relación  con  el  Fondo  Verde  del  Clima,  informó  que  hace
aproximadamente cuatro meses la CORFO recibió una invitación del Ministerio de
Hacienda para participar en un proceso de colaboración destinado a comprender
el funcionamiento de este instrumento. Explicó que la iniciativa busca identificar
qué  tipo  de  proyectos  pueden  ser  financiados  por  el  Fondo  y  cuáles  son  las
capacidades técnicas e institucionales requeridas por las entidades ejecutoras o
participantes.



Agregó que, en este contexto, la Agencia de Sustentabilidad y Cambio
Climático  ha  sido  designada  como  la  entidad  encargada  de  representar  a  la
CORFO en esta instancia de capacitación y preparación, con el objetivo de definir
las condiciones y mecanismos mediante los cuales Chile podría incorporarse de
manera efectiva al Fondo Verde. 

El  Honorable  Senador  señor  De  Urresti precisó  que  el  monto
asignado  a  la  Agencia  de  Sustentabilidad  y  Cambio  Climático  asciende
exactamente a $341 millones. Solicitó aclarar si actualmente la ejecución de estos
recursos  está  a  cargo  del  Ministerio  del  Medio  Ambiente  o  si  la  Secretaría
Ejecutiva de la Agencia continúa dependiendo de CORFO. 

La señora Marcela  Guerra confirmó que,  si  bien la  presidencia  del
Consejo  Directivo  de  la  Agencia  corresponde  hoy  al  Ministerio  del  Medio
Ambiente, la Secretaría Ejecutiva sigue operando bajo la estructura de la CORFO,
manteniendo su dependencia administrativa y presupuestaria en dicha institución.
Precisó que la modificación efectuada en la Agencia de Sustentabilidad y Cambio
Climático se limitó al cambio de la presidencia del Consejo Directivo, la cual pasó
desde  la  CORFO al  Ministerio  del  Medio  Ambiente.  Aclaró  que  dicho  cambio
afecta únicamente la presidencia del Comité.

El Honorable Senador señor De Urresti solicitó una explicación más
detallada  sobre  los  mecanismos  de  coordinación  institucional  en  materia  de
sustentabilidad  y  cambio  climático.  Expresó  su  preocupación  por  la  falta  de
articulación entre los distintos Ministerios y organismos que abordan estos temas,
señalando  que  la  descoordinación  resulta  evidente  y  genera  duplicidad  de
funciones.

Relató que en los últimos meses ha participado en múltiples instancias -
una reunión con el Presidente de la República en La Moneda, al día siguiente, un
lanzamiento realizado en el ex Congreso Nacional, y, luego, jornadas de trabajo
en Frutillar  junto a la  red REDLAC- y en todas ellas ha podido constatar  que
CORFO no ha tenido una presencia activa. A su juicio, la dispersión normativa
existente  en  materia  de  sustentabilidad,  cambio  climático  y  acceso  a  fondos
internacionales, como el Fondo Verde del Clima, es excesiva.

Manifestó  que  esta  fragmentación  institucional  es  preocupante,
especialmente en un contexto de restricciones presupuestarias y de austeridad
fiscal. Por ello, consideró necesario revisar la asignación de recursos a la Agencia
de  Sustentabilidad  y  Cambio  Climático,  cuyo  presupuesto  asciende  a  $341
millones.  Solicitó  que  se  entregue  un  desglose  detallado  de  ese  monto,
especificando la cantidad de funcionarios, sus remuneraciones y la distribución del



gasto, con el fin de determinar el impacto real de los recursos y la efectividad de la
Agencia.

Añadió que, tras su revisión de los distintos Ministerios y programas, su
principal conclusión es que no solo existe duplicidad de funciones, sino que varios
organismos realizan las mismas tareas sin coordinación. Criticó, además, que no
se hayan levantado los fondos necesarios para acceder al Fondo Verde del Clima,
manteniéndose temas pendientes que requieren mayor claridad.

Requirió  precisiones  respecto  del  proyecto  del  circuito  turístico  del
Parque de Lota, consultando por qué la CORFO está a cargo de su ejecución, si
existieron  otras  iniciativas  o  postulaciones,  si  fue  sometido  a  un  proceso  de
licitación  o  cuál  fue  el  procedimiento  administrativo  seguido  para  adjudicar  la
administración de dicho proyecto.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo explicó que, si
bien  en  ese  momento  no  disponía  del  número  exacto  de  funcionarios  de  la
Agencia de Sustentabilidad y Cambio Climático, podía precisar que las funciones
que desempeña dicha entidad no son realizadas por ninguna otra institución del
sector público. Señaló que los Acuerdos de Producción Limpia (APL) constituyen
un instrumento único y altamente eficaz para promover compromisos concretos
del  sector  privado  orientados  a  fortalecer  la  sostenibilidad  ambiental  de  sus
operaciones.

Indicó que este mecanismo, con una trayectoria de entre 15 y 20 años
de implementación, ha demostrado ser una herramienta valiosa para mejorar la
gestión ambiental de las empresas, bajo un modelo de acción predominantemente
voluntario. Explicó que el rol de la Agencia consiste en suscribir los acuerdos con
las  empresas  participantes  y  supervisar  su  cumplimiento,  asegurando  que  las
metas y compromisos establecidos sean efectivamente implementados.

Agregó que, además de los APL, la Agencia ha iniciado recientemente
la  ejecución  de  un  nuevo  instrumento  denominado  “Acuerdos  Voluntarios  de
Participación Temprana”, orientado a promover la colaboración entre el Estado, las
comunidades  locales  y  las  empresas  privadas  en  las  etapas  iniciales  de  los
proyectos de inversión. Destacó que estos acuerdos, al igual que los APL, son de
carácter voluntario y buscan establecer compromisos mutuos entre los titulares de
proyectos y el sector público.

Mencionó que actualmente se encuentran en desarrollo dos acuerdos
de este tipo: uno vinculado al sector del hidrógeno verde y otro al sector minero.
En ambos casos, explicó, la función de la Agencia es coordinar la participación de
los  distintos  organismos  del  Estado  y  facilitar  el  diálogo  de  modo  que  los



compromisos adquiridos se cumplan de manera transparente y en beneficio del
entorno social y ambiental.

En seguida, la Honorable Senadora señora Rincón expuso que, en el
marco del análisis presupuestario, era necesario revisar con mayor precisión los
ingresos, los gastos y los programas que presentan reducciones a cero en el caso
de CORFO. Señaló que, desde el punto de vista del marco general, resulta de
gran utilidad contar con una consolidación presupuestaria que permitiera observar
con claridad la ejecución global de la institución.

Solicitó  conocer  por  qué  CORFO  se  mantiene  dividida  en  cuatro
programas  distintos  -CORFO,  Inversión  y  Financiamiento,  Desarrollo  y
Productividad  Sostenible  y  Comité  INNOVA,  ya  que  dicha  estructura  dificulta
visualizar  de  manera  integral  la  ejecución  presupuestaria  y  comparar  sus
resultados a lo largo del tiempo. Solicitó, en este sentido, que se acompañe un
cuadro consolidado que abarque el período 2022-2026, desglosado por subtítulo y
asignación, para facilitar el seguimiento de su gestión financiera. 

Asimismo, pidió que se entregue la apertura por instrumentos de rótulos
genéricos, tales como emprendimiento, fomento o transferencia tecnológica, de
manera que sea posible identificar los programas específicos que componen esas
categorías, por ejemplo, Start-Up Chile, Viraliza, Potencia, Escalamiento y otros.

Requirió también información sobre los recursos extrapresupuestarios,
solicitando que se estandarice la información respecto de lo presupuestario y lo no
presupuestario  conforme  a  la  clasificación  de  la  Dirección  de  Presupuestos.
Señaló que ello debe incluir  los recursos asociados al  plan de garantías de la
Corporación, los mecanismos de apalancamiento con los fondos de garantía, los
ingresos  provenientes  del  contrato  con  Soquimich-Albemarle,  los  fondos
extrapresupuestarios  y  los  compromisos  de  Corfo  Futuro  vinculados  con  los
aportes a los fondos de capital de riesgo.

Además, requirió información sobre la participación de las pymes en los
programas  de  CORFO,  particularmente  la  evolución  del  porcentaje  de
transferencias corrientes orientadas a las micro, pequeñas y medianas empresas,
excluyendo  lo  relativo  a  SERCOTEC,  a  fin  de  aislar  únicamente  los  datos
correspondientes a la Corporación.

Asimismo, manifestó su preocupación por la desaparición de algunos
programas específicos. Solicitó una explicación sobre lo ocurrido con el Programa
Estratégico  de  Desarrollo,  que muestra  una  reducción  del  100%;  el  Programa
Territorial  y de Redes, que también baja a cero; y el  Programa de Apoyo a la
Competitividad,  que  igualmente  figura  con  ejecución  nula.  Preguntó  si  estos



programas fueron eliminados, trasladados a otras líneas o fusionados con nuevas
iniciativas. Concluyó señalando que, para fines de comparación y seguimiento, es
fundamental  contar  con  una  descripción  detallada  de  estos  cambios  y  de  su
destino dentro de la estructura presupuestaria de CORFO.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke solicitó que la información
requerida  por  la  Honorable  Senadora  señora  Rincón  fuera  remitida  a  la
Subcomisión con el máximo detalle posible, indicando que ello permitiría contar
con una comprensión más precisa del presupuesto de la CORFO.

En seguida, hizo presente que la lectura del documento presupuestario
resulta  compleja  y  que  sería  conveniente  contar  con  explicaciones
complementarias sobre algunas variaciones relevantes que se observan en los
programas y partidas.

Indicó que, en primer lugar, se advierte una disminución cercana al 30%
en los recursos destinados a la Fundación Chile, sin que se explicite el motivo de
esa reducción.  Mencionó,  además,  un aumento significativo en el  convenio de
colaboración  con  Lota,  así  como  variaciones  importantes  en  los  programas
estratégicos de desarrollo,  que presentan una disminución de $2.000 millones.
Preguntó si esto obedece a la eliminación del programa o a su traslado a otra línea
presupuestaria.

Se refirió también a una disminución de $1.786 millones -equivalente a
un 12,5%- en el programa de Emprendimiento, solicitando aclarar las razones de
esa baja.

En cuanto al Comité Innova Chile, recordó que quedaba pendiente una
explicación sobre la variación registrada, señalando que aparece una disminución
del 100%. Preguntó si esta corresponde a recursos de la Subsecretaría de Minería
o a fondos propios del programa, y cuál es la razón de esta eliminación.

Asimismo, requirió precisiones sobre las partidas relacionadas con la
Subsecretaría de Economía, ya que algunas líneas presentan financiamientos que
parecen  provenir  de  distintas  fuentes.  Expresó  especial  preocupación  por  la
reducción  del  62,4%  en  el  presupuesto  del  Comité  de  Desarrollo  y  Fomento
Indígena,  e  indicó  que,  a  diferencia  de  los  comités  de  desarrollo  productivo
regional,  que  registran  bajas  de  alrededor  del  2%,  esta  disminución  resulta
particularmente significativa y requiere una explicación específica.

Consultó también por la situación del Programa Territorial  de Redes,
que registra una reducción de $840 millones, preguntando si los recursos fueron
reasignados o si el programa fue eliminado. Añadió que el Programa de Apoyo a



la Competitividad igualmente aparece con ejecución nula, por lo que pidió aclarar
si fue absorbido por otra iniciativa.

Llamó la atención sobre un aumento del 55% en la partida de compra
de  títulos  y  valores,  señalando  que  este  incremento  podría  estar  vinculado  a
operaciones  relacionadas  con  el  litio,  aunque  no  tiene  certeza.  Solicitó,  en
consecuencia, que se precise a qué corresponde este aumento y qué operaciones
o inversiones lo explican, considerando que representa una variación considerable
dentro del presupuesto general de la corporación.

A  su  turno, el  Honorable  Diputado  señor  Donoso solicitó  una
explicación detallada sobre diversos aspectos financieros y operativos vinculados
al presupuesto de la CORFO. En primer lugar, preguntó por el estado y destino de
dos préstamos significativos, uno correspondiente al programa de hidrógeno verde
y otro del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) orientado a las Mipymes, por
montos  de  $40.400  millones  y  $40.629  millones,  respectivamente.  Requirió
conocer qué avances concretos se han logrado con esos recursos y cuáles han
sido  sus  resultados,  señalando  que  no  se  cuenta  con  información  suficiente
respecto a cómo se han rentabilizado esos fondos.

En segundo término, se refirió a los ingresos asociados al subtítulo 06,
Renta de la Propiedad, observando que la proyección para el año 2026 asciende a
$455.026 millones, cifra basada en los supuestos del precio del litio. Comparó esta
estimación con los $248.000 millones correspondientes al arriendo de activos no
financieros del litio en el año 2025, advirtiendo una diferencia considerable que, a
su  juicio,  podría  generar  un  problema  presupuestario  en  caso  de  que  no  se
cumplan las expectativas de ingresos. Solicitó conocer los supuestos de precios
utilizados para estas proyecciones, así como la apertura completa del subtítulo 06,
con el  detalle  de los conceptos incluidos en arriendos,  dividendos,  intereses y
otras rentas, para poder determinar el origen y la composición de dichos recursos.

Consultó,  además,  en  Otros  Integros  al  Fisco,  en  que se  proyectan
$280.000 millones de pesos para el  año 2026, que se explique la metodología
utilizada para establecer esta proyección y cómo se relaciona el precio del litio con
la recaudación y los giros efectivos hacia el Tesoro Público.

Respecto al endeudamiento, observó que CORFO ha incrementado su
financiamiento externo, especialmente a través del BID, mientras simultáneamente
gira excedentes al fisco y recibe rentas del litio a favor. Solicitó información sobre
la tasa de interés, plazo y uso de cada crédito, así como los criterios que justifican
esta estrategia financiera. Señaló que, entre los años 2022 y 2025, CORFO se
endeudó  en  $125.000  millones,  y  que  para  el  año  2026  se  proyecta  un



endeudamiento adicional de $110.000 millones, lo que ha elevado el servicio de la
deuda desde $1.600 millones en 2022 a $23.000 millones proyectados para 2026.

Requirió,  además,  información  respecto  del  cumplimiento  de  la
obligación de informar trimestralmente la  inversión financiera y de los reportes
semestrales sobre el litio exigidos a las empresas SQM y Albemarle, conforme a lo
establecido en las glosas presupuestarias, incluyendo los saldos de rentabilidad y
las variaciones registradas. Solicitó también que se remita la información requerida
en las Glosas 21 y 24 del presupuesto vigente.

En  materia  de  gasto,  y  particularmente  sobre  el  subtítulo  24,
Transferencias  Corrientes,  pidió  que  se  explique  el  diseño  de  la  política  de
transferencias y la justificación técnica de la derivación masiva de recursos hacia
otros servicios, en lugar de ejecutar directamente los instrumentos a través de
CORFO. 

Po otra parte, cuestionó la proliferación de comités creados al interior
de la Corporación como parte de la política de gobierno, mencionando que desde
el año 2022 se han constituido 18 comités, entre ellos el Comité de Desarrollo
Productivo Regional  (13 creados ese año),  el  Instituto  Técnico e Investigación
Público de Litio y Salares, el Comité de Litio y Salares, el Comité de Hidrógeno
Verde, el Comité para el Fomento de la Economía Asociativa y el Cooperativismo
(INEAC) y el Comité de Construcción Naval.

Indicó  que estos 18 comités  concentran un presupuesto  de $22.000
millones para el  año 2026,  con una dotación total  de 60 personas y un gasto
operativo  de  $3.324  millones.  Preguntó  cuáles  son  los  resultados  tangibles
obtenidos entre 2024 y 2025, solicitando una evaluación de costo-beneficio que
permita  conocer  su  impacto  real.  Inquirió  también por  qué estas  funciones no
podrían  ser  desarrolladas  directamente  por  CORFO  sin  necesidad  de  crear
nuevas unidades administrativas, y pidió, además, que se transparenten los costos
operativos  proyectados  para  el  año  2026  -en  personal,  bienes  y  servicios-
asociados al funcionamiento de los 18 comités y su plan de racionalización.

La Honorable Senadora señora Rincón intervino para referirse a uno
de los puntos planteados por el Honorable Diputado señor Donoso, en particular
respecto a la venta de activos. Solicitó que se informe con precisión el destino de
los recursos correspondientes a los $256.435 millones de pesos proyectados por
ese concepto.

Por su parte, el señor Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO explicó
que,  respecto  de  la  información  solicitada  por  la  Honorable  Senadora  señora
Rincón sobre la venta de activos, se remitirá a la Subcomisión con la máxima



celeridad posible. Aclaró que dicha información aún no se encuentra sistematizada
en  el  formato  requerido,  pero  que  puede  ser  presentada  en  los  términos
solicitados sin dificultad.

A  continuación,  abordó  el  tema  de  los  comités  dependientes  de
CORFO, señalando que existen dos tipos de ellos. El primero corresponde a los
Comités  de  Desarrollo  Productivo  Regional,  actualmente  dieciséis  en  total.
Recordó que tres de estos comités habían sido creados hace más de una década,
y que la actual administración impulsó la creación de los trece restantes como
parte de una política de descentralización efectiva. Explicó que el propósito de
esta estructura es transferir capacidad de decisión a los territorios, de modo que la
asignación  de  recursos  vinculados  a  innovación,  desarrollo  productivo  y
emprendimiento se realice directamente desde las regiones.

Indicó que, en la actualidad, un 36% de los recursos asociados a estas
áreas se  asigna y  gestiona  en el  territorio,  por  el  territorio  y  para el  territorio,
consolidando un proceso de descentralización real.  Destacó que estos comités
son  cuerpos  colegiados  liderados  por  los  gobernadores  regionales,  quienes
encabezan la toma de decisiones en torno a las prioridades y focos estratégicos
de inversión.

Señaló  que  la  experiencia  obtenida  con  los  tres  primeros  comités
permitió  perfeccionar  el  diseño de los nuevos,  logrando una coordinación más
eficiente entre las instituciones públicas que operan en los territorios, tales como
los  servicios  de  turismo,  SERCOTEC,  FOSIS  y  la  propia  CORFO.  Esta
articulación,  explicó,  otorga  mayor  pertinencia  a  las  decisiones,  ya  que  las
definiciones  sobre  los  ejes  territoriales  y  temáticos  se  adoptan  localmente,  en
función de las realidades específicas de cada región.

Agregó  que  este  modelo  evita  los  concursos  nacionales,  los  cuales
tienden a profundizar las brechas entre las regiones más desarrolladas y aquellas
con menor capacidad institucional. En cambio, el funcionamiento de los comités
regionales  permite  que  los  recursos  lleguen  directamente  a  las  regiones  más
rezagadas, fortaleciendo su capacidad de desarrollo.

Precisó, además, que este sistema incorpora dos elementos adicionales
de relevancia. En primer lugar,  posibilita el  apalancamiento de recursos de los
gobiernos regionales, fortaleciendo su participación y pertinencia en la ejecución
de los proyectos. En segundo lugar, ha generado un alto grado de legitimidad y
respaldo político, ya que los nuevos gobernadores regionales se han transformado
en  los  principales  impulsores  de  esta  institucionalidad,  valorando  el  rol  de  la
CORFO  como  ejecutor  eficiente  de  recursos  públicos  destinados  al  desarrollo
territorial.



Señaló  que  estos  16  comités  -los  13  nuevos  y  los  3  preexistentes-
conforman  el  eje  regional  de  la  CORFO,  mientras  que  los  comités  temáticos
corresponden a una segunda categoría de instrumentos con objetivos específicos,
que abordan áreas de desarrollo productivo estratégicas para el país.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke señaló,  a  su  turno,  que
comprendía que los comités a los que se hace referencia correspondían a los
Comités  de  Desarrollo  Productivo  Regional.  Confirmó  que  se  trataba
efectivamente de estos órganos y preguntó si todos habían sido creados durante
el actual gobierno, entendiendo que su implementación formaba parte del proceso
de descentralización impulsado por la administración vigente.

El  señor  Vicepresidente expresó  que  existían  tres  programas  o
iniciativas que se mantenían anteriormente, correspondientes a las regiones de
Antofagasta, Los Ríos y Biobío. Señaló que estas instancias formaban parte de los
proyectos ya establecidos con anterioridad y que continúan desarrollándose dentro
de la estructura operativa de la institución.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke, señaló  que,  según  lo
informado, existían tres comités o instancias previas en Antofagasta, Los Ríos y
Biobío, y consultó por la lógica que había sustentado su creación y continuidad.
Indicó  que,  a  su  juicio,  dicha  lógica  parecía  asociarse  a  especializaciones
productivas  o  culturales  propias  de  cada  territorio  -por  ejemplo,  el  sector
audiovisual en Los Ríos y la minería en Antofagasta-, pero cuestionó la pertinencia
de replicar comités de desarrollo productivo regional en todas las regiones cuando
no  siempre  existen  industrias  o  áreas  de  conocimiento  comparables  para
potenciar.

Recordó,  a  modo  de  ilustración,  discusiones  históricas  del  ámbito
cultural, en que se reclamaba por asignaciones equivalentes entre regiones sin
considerar diferencias objetivas de “talento” o vocación productiva, lo que, señaló,
no  necesariamente  conducía  a  una  política  eficiente.  Añadió  que  algo  similar
parecía observarse en materias indígenas, donde advirtió una baja considerable
en recursos y,  en general,  una rebaja agregada de 2%, sin  claridad sobre su
justificación.

Solicitó un análisis respecto del desempeño real de estos comités: si
han  funcionado  conforme  a  sus  objetivos,  si  corresponde  mantener  comités
regionales en todas las regiones o si ello responde más bien a una apariencia de
equidad territorial,  y,  en caso de no existir  una industria  o  un  vector  claro de
emprendimiento, tecnología o conocimiento que desarrollar, cuál sería el criterio
para sostener o reconfigurar dichas instancias.



El  señor  Vicepresidente señaló  que  el  punto  planteado  por  el
Presidente  de  la  Subcomisión  era  muy  pertinente,  ya  que,  hasta  antes  de  la
creación de los comités regionales, la mayoría de los apoyos a la innovación y al
emprendimiento  se  entregaban a  través de concursos nacionales.  Explicó  que
este sistema presentaba un problema similar al que el Senador había mencionado:
en los concursos nacionales, las regiones con menor capacidad técnica o con un
desarrollo más incipiente en ciertas áreas solían quedar rezagadas, mientras que
aquellas con estructuras más consolidadas concentraban los recursos, ampliando
las brechas territoriales.

Indicó que, en términos económicos, esta situación corresponde a lo
que se denomina “eficiencia estática”, es decir, una asignación que privilegia a los
sectores más desarrollados en función del rendimiento inmediato, lo cual puede
tener  sentido  desde  una  visión  nacional,  pero  limita  la  “eficiencia  dinámica”.
Explicó que esta última se refiere a la  posibilidad de que regiones o sectores
productivos  con  menor  desarrollo,  pero  con  alto  potencial,  puedan  acceder  a
recursos que les permitan alcanzar el mismo nivel de competitividad.

Precisó  que  los  comités  regionales  fueron  creados  justamente  para
corregir  ese  problema.  Su  conformación,  detalló,  es  amplia  y  representativa:
además  del  gobernador  regional,  elegido  democráticamente,  participan
representantes  del  sector  productivo  privado,  de  universidades,  de  centros  de
formación técnica y de la sociedad civil organizada. Esto permite decisiones más
contextualizadas y con pertinencia territorial.

Aclaró  que  no  todos  los  recursos  de  CORFO  se  destinan  a  los
programas regionales, sino aproximadamente un tercio, concentrado en iniciativas
de  menor  escala.  Los  otros  dos  tercios  se  mantienen  para  los  concursos
nacionales.  De  esta  manera,  el  sistema  equilibra  la  asignación  de  fondos,
permitiendo  que  regiones  con  menor  desarrollo  en  áreas  como  las  industrias
creativas  puedan manifestar  su  potencial,  siempre que las  autoridades locales
determinen que se trata de un sector estratégico para su territorio.

Indicó  que  los  comités  también  han  fortalecido  la  coordinación
institucional,  tanto entre organismos públicos dentro de la  región (coordinación
público-pública) como entre el sector público y el privado (coordinación público-
privada).  Esto,  señaló,  le  otorga  mayor  pertinencia  y  eficiencia  al  uso  de  los
recursos regionales.

Respecto de la evaluación de los comités, indicó que algunos llevan
menos de un año en funcionamiento, por lo que aún es temprano para realizar una
evaluación  definitiva.  No  obstante,  destacó  que  la  recepción  por  parte  de  los



nuevos  gobernadores  regionales  ha  sido  muy  positiva.  Estos,  dijo,  han
manifestado su apoyo a la iniciativa y su interés en consolidar el modelo como una
herramienta eficaz para impulsar el desarrollo territorial.

En  relación  con  el  presupuesto,  explicó  que  la  disminución  del  2%
observada responde a la aplicación de la misma regla general establecida para
todos  los  presupuestos  sectoriales,  la  cual  se  ajusta  uniformemente  en  ese
porcentaje. 

El  Honorable  Senador  señor  De Urresti manifestó no compartir  el
criterio expuesto, calificándolo de idílico. Indicó que, en Valdivia, Región de Los
Ríos  -que  fue  considerada  modelo  en  las  tres  primeras  experiencias-  los
resultados habían sido, a su juicio, mezquinos. Señaló que, en consecuencia, el
planteamiento  presentado  no  se  ajustaba  a  la  realidad  observada,  sugiriendo
revisar con detención los resultados, pues o bien está mal informado o tiene una
visión idealizada sobre la materia.

Formuló,  además,  una  consulta  específica:  si  la  creación  de  estos
comités  había  implicado  la  contratación  de  más  personal;  si  existían  costos
adicionales asociados en cada uno de los comités constituidos, y, en su caso, a
cuánto ascendían dichos costos.

El  señor  Vicepresidente señaló  que,  efectivamente,  cada  comité
regional incorporó, dentro de los presupuestos de años anteriores, la contratación
de dos nuevas personas destinadas a su funcionamiento, con excepción de los
comités antiguos, que no contemplaron esa ampliación. 

Agregó que el establecimiento de los comités ha sido importante por
dos motivos principales. En primer lugar, porque han logrado apalancar recursos
provenientes  de los  gobiernos  regionales  en  áreas vinculadas  a  las  líneas de
trabajo  de  CORFO,  utilizando  los  instrumentos  de  la  institución,  aunque  el
financiamiento directo no provenga de ella. En segundo término, destacó que los
resultados  obtenidos  demuestran  la  existencia  de  capacidades  de  ejecución,
talento y conocimiento técnico dentro de las direcciones regionales de CORFO, las
cuales  constituyen el  soporte  operativo  que sustenta  el  funcionamiento  de los
comités de desarrollo productivo regional.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó si,  en el  caso de
Biobío -donde el programa alcanza $5.300 millones-, existe un porcentaje de esos
recursos que se apalanca fuera del programa principal. Preguntó, en particular,
cuál es el porcentaje aproximado de apalancamiento a nivel nacional y cuál es su
origen: si  proviene del sector privado, de gobiernos regionales u otras fuentes.
Señaló que, de tratarse de aportes regionales, podría significar solo un traslado



entre  partidas  públicas,  por  lo  que  solicitó  precisar  de  dónde  provienen
efectivamente los recursos adicionales y qué proporción representan.

El  señor  Vicepresidente respondió  que  la  situación  variaba  según
cada región y propuso remitir, a la brevedad, un desglose con los porcentajes de
apalancamiento por territorio. Señaló que los recursos adicionales provenían tanto
de  fondos  públicos  -principalmente  gobiernos  regionales-  como  de  aportes
privados. Explicó que la participación privada resultaba especialmente relevante
por la razón indicada por el Presidente, las empresas y actores locales, al estar
radicados  en  la  región,  veían  en  estos  comités  una  vía  para  combinar
financiamiento público con inversión propia cuando existía una justificación de falla
de  mercado  y  una  problemática  específica  del  territorio.  Añadió  que  este
mecanismo permitía abordar necesidades regionales sin depender exclusivamente
de  convocatorias  nacionales,  donde,  por  criterios  distintos,  muchas  iniciativas
locales no alcanzaban acceso a recursos aun cuando sus promotores estuvieran
en condiciones de cofinanciar y ejecutar los proyectos.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó por la situación del
Comité  de  Desarrollo  Indígena,  particularmente  en  lo  relativo  a  la  reducción
observada en su presupuesto.

El Honorable Senador señor De Urresti reiteró que no comparte la
afirmación relativa  al  volumen de recursos privados levantados a  través de la
nueva infraestructura de comités regionales. Señaló que, en su experiencia, esa
captación no se verificaba en los términos descritos y, por ello, solicitó un desglose
por cada una de las 16 regiones que indique, con precisión, los fondos privados
efectivamente apalancados mediante dichos comités.

Requirió, además, que se informe por región y por comité: i) los montos
de aportes privados obtenidos; ii) el número de funcionarios incorporados; iii) la
estructura de remuneraciones de las personas contratadas, y iv) los antecedentes
de los procesos concursales que dieron lugar a esas contrataciones. Explicó que
esta información resulta  indispensable para un examen riguroso del  programa,
evitando confundir  traslados de fondos públicos regionales con apalancamiento
genuinamente privado.

Indicó  que  la  solicitud  se  funda  en  un  contexto  de  alta  restricción
presupuestaria,  frente a la  cual  el  Parlamento  recibe la  presión de numerosas
organizaciones y gremios afectados por recortes. Agregó que, en ese marco, no
corresponde tolerar  que,  de manera subrepticia,  se produzcan incrementos de
dotación vinculados a prácticas de amiguismo o a sueldos elevados sin resultados
claros.  Solicitó,  por  ello,  el  listado  nominal  de  las  personas  contratadas,  sus
remuneraciones y los detalles de los concursos respectivos.



Expresó, a modo de ejemplo, la dificultad de justificar ante la ciudadanía
-y  en  particular  ante  los  600  trabajadores  de  Correos  recientemente
desvinculados- un discurso de austeridad, mientras se perciben crecimientos de
gasto en ámbitos cuyo retorno concreto no está demostrado. Subrayó que conoce
en  detalle  la  realidad  de  su  región  -que  fue  modelo  en  el  sistema-  y  que,
precisamente por ello, las cifras y los resultados expuestos no le cuadran.

Solicitó dejar pendiente la definición del plan en discusión hasta contar
con  los  antecedentes  requeridos  y  pidió,  adicionalmente,  una  explicación
específica sobre el caso de Lota -por qué fue priorizada- y las razones por las que
no  se  consideraron  otras  localidades  con  méritos  comparables.  Concluyó
solicitando, en síntesis, para los 16 comités: la identificación de sus integrantes, el
número de funcionarios, las remuneraciones, los procesos de selección y el detalle
del apalancamiento de recursos privados por región.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke  reiteró  los  antecedentes
solicitados: i) la nómina y estructura de cada comité por región; ii) el detalle de
remuneraciones del personal asociado, y iii) un análisis sucinto del desempeño y
resultados  alcanzados,  según  la  evaluación  de  CORFO.  Añadió  que  esta
información permitirá evaluar de manera integral el funcionamiento de los comités
y su contribución efectiva al desarrollo territorial.

El Honorable Diputado señor Donoso solicitó precisar el criterio de
distribución de recursos entre los comités de desarrollo productivo regional. Indicó
que,  si  bien  los  comités  más  antiguos  exhiben  montos  mayores,  al  revisar  la
asignación no observa una relación consistente ni con el tamaño económico de
cada región ni con su población. Añadió que tampoco se advierte un correlato con
la ejecución presupuestaria, pues a agosto ésta resulta magra en la mayoría de
los comités, de modo que no puede concluirse que aquellos con más recursos
estén  ejecutando  proporcionalmente  más.  En  ese  contexto,  pidió  explicar  la
metodología utilizada para definir los montos por región y, en términos sustantivos,
cuál es el criterio que orienta la “asignación de talentos” o prioridades sectoriales
en cada territorio.

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Álvaro García,
sostuvo  que  los  comités  de  desarrollo  productivo  regionales  constituyen  un
esfuerzo relevante de descentralización del Estado. Explicó que, mediante estos
comités,  se transfieren responsabilidades desde el  nivel  central  -en este caso,
CORFO-  hacia  instancias  regionales  presididas por  el  gobernador,  en  las  que
CORFO actúa como secretaría ejecutiva e intervienen, además, representantes
del sector privado y de universidades en la asignación de recursos. Precisó que el
objetivo  es  radicar  en  el  gobierno regional  la  responsabilidad de decidir  cómo



impulsar  su  propio  desarrollo  productivo  en  coherencia  con  la  estrategia  de
desarrollo regional.

En  relación  con  las  observaciones  formuladas  por  el  Honorable
Senador señor De Urresti, indicó que existen evaluaciones independientes -tanto
de  CORFO  como  del  Ministerio  de  Economía-  respecto  de  programas  de
desarrollo regional ejecutados durante un período prolongado. Señaló que, si bien
no recordaba todos los nombres de las entidades evaluadoras, dichas revisiones
fueron, al menos, cuatro, una de ellas realizada por el Banco Interamericano de
Desarrollo. Destacó que todas arrojaron resultados positivos sobre el desempeño
de  los  comités  de  desarrollo  productivo;  y,  si  bien  incluyen  sugerencias  de
mejoras,  estas  se  orientan  principalmente  a  profundizar  su  propósito  de
descentralización.  Agregó  que  dichas  evaluaciones  pueden  ser  remitidas  a  la
Subcomisión para su análisis, subrayando que no contienen cuestionamientos a la
forma  de  operación  de  los  programas,  sino  propuestas  para  enriquecer  su
funcionamiento y efectividad.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke expresó que, considerando
el contexto de campañas políticas y la orientación general hacia presupuestos más
restrictivos  y  de  austeridad,  resultaba  imprescindible  evaluar  con  rigor  el
desempeño de los comités regionales. Señaló que, en la práctica, hay gobiernos
regionales que ejecutan mejor que otros y comités que logran resultados dispares,
y  que  uno  de  los  problemas  persistentes  del  Estado  es  la  debilidad  de  las
evaluaciones  ex  post,  lo  que  dificulta  comprobar  si  los  programas  cumplen
efectivamente sus objetivos. 

Indicó  que,  aunque  los  gobernadores  puedan  valorar  positivamente
estas instancias y recibir más recursos, ello no garantiza por sí mismo que dichos
fondos  sirvan  al  propósito  para  el  cual  fueron  creados.  Por  lo  mismo,  estimó
pertinente la solicitud de contar con evaluaciones formales, idealmente elaboradas
por entidades externas, que acrediten el funcionamiento y los resultados de los
comités de desarrollo productivo. Añadió que, si inicialmente existieron solo tres
comités  y  luego  se  extendieron  a  todas  las  regiones,  cabría  suponer  que  los
resultados de esas experiencias piloto  fueron suficientemente  favorables como
para  justificar  su  ampliación;  sin  embargo,  consideró  necesario  conocer  con
precisión cómo operan y cuáles son sus impactos comprobables. 

Finalmente,  reiteró  la  necesidad  de  conocer  los  criterios  para  la
disminución del 62,4% -equivalente a $350 millones- en el Comité de Desarrollo y
Fomento Indígena.

El señor Vicepresidente señaló que se remitiría a la Subcomisión la
información solicitada con el nivel de detalle requerido, por estimarse pertinente



para una evaluación rigurosa. Indicó, además, que los antecedentes relativos a los
demás  comités  -incluido  el  Comité  de  Desarrollo  y  Fomento  Indígena-  serían
abordados por la Gerenta General.

Precisó que, durante la actual administración, se crearon tres comités
estratégicos vinculados a sectores nuevos o de alto potencial para Chile, a saber:

El  Comité  de  CORFO  de  Litio  y  Salares:  encargado,  entre  otras
funciones, de la implementación de la Estrategia Nacional del Litio.

El  Comité  de  Hidrógeno  Verde  que realiza  el  seguimiento  de  la
estrategia  de  hidrógeno  verde  -iniciada  en  la  administración  anterior-,  hoy
convertida en un plan de acción liderado por el Ministerio de Energía. 

Y,  el  Comité  de  Construcción  Naval, orientado  a  materializar  el
potencial  nacional  en  construcción  de  embarcaciones,  conforme  a  la  Política
Nacional de Construcción Naval. Explicó que el propósito es que la gran mayoría -
idealmente la totalidad- de las naves utilizadas, especialmente en defensa y otros
servicios públicos, se construyan en Chile, aprovechando capacidades instaladas
tanto  en  Talcahuano  como  en  Valdivia,  así  como  de  astilleros  y  proveedores
privados.  Subrayó  que  el  comité  busca  maximizar  los  encadenamientos
productivos, empleo calificado y transferencia tecnológica asociados al sector.

La señora Marcela Guerra, Gerenta General de CORFO, indicó que,
en relación consulta formulada por el Honorable Senador señor De Urresti, tras el
cierre de ENACAR la Corporación quedó como propietaria de la mina de Lota y del
Parque  Violeta  Cousiño.  Señaló  que,  por  ese  motivo,  CORFO  asumió
responsabilidades directas de administración y mantención de ambos activos.

Explicó que la mina presenta filtraciones de agua de magnitud, cuya
solución  exige  instalar  una  planta  de  tratamiento.  Precisó  que  esta  inversión
responde también a una demanda sostenida de la comunidad para resguardar
condiciones  ambientales  adecuadas  en  el  yacimiento.  Añadió  que  una  parte
relevante del presupuesto asignado a Lota se destina precisamente a financiar esa
solución técnica.

Respecto  del  parque,  indicó  que  su  extensión  y  uso  comunitario
requieren dotaciones de personal y gestión permanente para asegurar operación,
seguridad y mantención. Detalló que allí trabajan residentes de Lota en funciones
de guardia, cuidado, jardinería y labores administrativas, de modo que el parque
opera  además  como  fuente  de  empleo  local.  Por  estas  razones,  subrayó,  el
presupuesto prioriza las acciones asociadas a la planta de tratamiento en la mina



y  a  la  operación  y  mantención  del  parque,  orientando  los  recursos  a  esas
obligaciones específicas y no a otros fines.

La señora Marcela Guerra informó que el Parque Violeta Cousiño se
encuentra concesionado y que una parte relevante del presupuesto solicitado se
destina a viabilizar una nueva concesión. Explicó que el parque no se autofinancia
y  que,  para  asegurar  su  continuidad  operativa,  la  concesionaria  requiere
inversiones previas en activos del recinto (mantención, mejoras e infraestructura
mínima), las cuales deben ser respaldadas con recursos públicos. Añadió que la
licitación  correspondiente  se  efectuó  durante  el  presente  año  y  que  es
imprescindible contar con financiamiento para sostener la operación bajo el nuevo
contrato de concesión, por un rango estimado entre $1.200 y $1.300 millones.

El Honorable Diputado señor Donoso preguntó si la cifra mencionada
correspondía al costo de mantención.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke señaló  que,  al  revisar  las
cifras  del  Parque Violeta  Cousiño,  la  asignación  del  año anterior  fue  de $282
millones y que para este año se registra un aumento de 267%, alcanzando $1.038
millones. Añadió que la justificación de este incremento radica en la necesidad de
recuperar  el  parque,  cuya  infraestructura  se  encontraría  en  serio  deterioro,  y
asegurar su continuidad operativa.

La  señora  Marcela  Guerra señaló  que  el  Parque  Violeta  Cousiño
requiere una inversión significativa en infraestructura para operar adecuadamente
como espacio de desarrollo turístico regional. Explicó que, más allá del estado
actual  del  recinto,  existe  además  una  limitación  institucional:  son  pocas  las
entidades con capacidades técnicas y de gestión suficientes para administrarlo de
manera sostenible. Por ello, la estrategia es realizar las mejoras necesarias que
permitan aprovechar el potencial del parque.

Explicó  que  la  licitación  para  la  administración  del  Parque  Violeta
Cousiño fue impulsada por CORFO y está dirigida a un operador privado. Indicó
que  el  proceso  se  encuentra  actualmente  en  desarrollo  y  aún  no  ha  sido
adjudicado. Precisó que, en la situación vigente, la gestión del parque está a cargo
de la Fundación Centro de Educación y Promoción de Acción Solidaria CEPAS,
entidad de carácter técnico especializada en materias culturales y patrimoniales,
que mantiene la operación mientras se completa la licitación. 

La Honorable Senadora señora Rincón solicitó que se informara la
identidad  de  las  personas  que  integran  CEPAS,  requiriendo  el  detalle  de  sus
integrantes y la  individualización de las personas naturales vinculadas a dicha
entidad.



La  señora  Marcela  Guerra  se comprometió  a  enviar  todos  los
antecedentes y archivos de CEPAS. 

En seguida, la señora Guerra explicó que el Comité de Desarrollo y
Fomento Indígena, hasta el  año pasado, tuvo como eje principal la entrega de
subsidios  destinados  a  impulsar  proyectos  formulados  por  comunidades
indígenas. Indicó que el instrumento era de alcance nacional, aunque la mayor
actividad operativa se concentraba en la Región de La Araucanía. Precisó que los
subsidios financiaban la  preparación de planes de negocio construidos por  las
propias comunidades, en coherencia con sus creencias, prioridades y objetivos de
desarrollo,  permitiendo  iniciativas  comunitarias  y  también  emprendimientos
individuales de personas indígenas.

Señaló que el  financiamiento del  comité provenía en una proporción
significativa  de  la  CONADI,  lo  que  explica  que  en  el  ejercicio  en  curso  su
desempeño  haya  estado  condicionado  por  requerimientos  y  restricciones
presupuestarias de dicha entidad. Añadió que, por esa razón, durante este año el
foco del comité se reorientó desde la entrega directa de subsidios hacia tareas de
coordinación  y  acompañamiento,  con  dos  propósitos:  (i)  facilitar  que  las
comunidades  postulen  a  otros  instrumentos  públicos  disponibles,  evitando
duplicidades, y (ii) mantener la continuidad del apoyo mientras se ajustaban los
flujos presupuestarios asociados a CONADI.

Afirmó que la lógica de funcionamiento del comité se mantendrá: apoyar
a las comunidades para que accedan a financiamiento y desarrollen proyectos
productivos tanto como comunidad como de empresarios indígenas individuales.
Destacó que este proceso ya motivó ajustes instrumentales en CORFO y en otros
organismos, incorporando condiciones de acceso diferenciadas para beneficiarios
indígenas que históricamente enfrentaban barreras de entrada más altas. 

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke señaló  que,  en  el  mismo
sentido  de la  discusión  anterior,  sería  conveniente  contar  con  un  informe que
detalle  quiénes  han  sido  los  beneficiarios  de  los  comités  y  programas
mencionados.  Indicó  que,  presumiblemente,  se  trataría  de  comunidades  u
organizaciones con personalidad jurídica u otro vínculo formal, por lo que solicitó
precisar su identificación, tipo de entidad, criterios de selección, montos asignados
y resultados alcanzados. 

La señora Marcela Guerra señaló que los beneficiarios corresponden
a comunidades reconocidas por  la CONADI.  Indicó que se remitirá un informe
completo  que  detalle  la  nómina  de  beneficiarios,  los  proyectos  ejecutados  y



aquellos  actualmente  en  curso,  incluyendo  su  estado  de  avance  y  principales
características.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke expresó que, en relación con
el Programa Territorial  de Redes y el  Programa de Apoyo a la Competitividad,
ambos figuran como eliminados en la propuesta de presupuesto, por lo que solicitó
aclarar las razones de su supresión

La señora Marcela Guerra explicó que dichos programas no fueron
eliminados, sino reubicados en el subtítulo 24.08 a raíz de un reordenamiento del
clasificador presupuestario. Señaló que esa reasignación obedece a la naturaleza
de su ejecución: no se implementan directamente por privados, sino a través de
entidades intermediarias u otros organismos públicos que operan los instrumentos.
Por esa razón, sus recursos y actividades quedaron registrados en el 24.08, que
agrupa transferencias a entidades que ejecutan programas públicos.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke, solicitó precisar el destino
de los programas señalados. Indicó que, si bien ambos aparecen actualmente bajo
el  subtítulo  24.08,  en  la  propuesta  presupuestaria  figuran  con  una  rebaja  del
100%. Consultó, por tanto, si esos programas quedan efectivamente en cero o si
fueron trasladados a otra  partida o glosa.  Requirió  identificar  con exactitud  en
dónde se reubican sus recursos y actividades, si se eliminan por completo o si
fueron absorbidos por otros instrumentos, dado que -según se informó- estarían
en el 24.08, pero no consta su continuidad ni el nuevo alojamiento presupuestario.

La señora Marcela Guerra señaló que se remitirá un informe detallado
con  todos  los  movimientos  y  la  consolidación  de  los  programas,  indicando su
redistribución entre los tres ítems presupuestarios correspondientes y el destino
específico de cada componente.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que, más allá del
envío  posterior  del  informe solicitado,  su  consulta  era directa y  puntual:  si  los
programas mencionados se eliminan definitivamente o si han sido reubicados en
otra partida presupuestaria. Señaló que suponía que esa información debía estar
disponible y pidió una respuesta concreta al respecto.

La  señora  Marcela  Guerra respondió  que  efectivamente  ambos
programas se eliminan.

La Honorable Senadora señora Rincón solicitó precisar la razón de la
eliminación de los programas, indicando que necesitaba contar con el fundamento
para efectos del registro. 



La señora Marcela Guerra explicó que este tipo de programas tiene un
ciclo de ejecución que contempla etapas de evaluación periódica. Señaló que, en
consecuencia,  no  se  trata  de  una  eliminación  definitiva  en  términos
reglamentarios,  sino  de  una  suspensión  temporal  de  su  financiamiento  para
permitir una evaluación exhaustiva de su desempeño y resultados.

La Honorable Senadora señora Rincón pidió aclarar si la evaluación
de  los  programas  ya  se  había  realizado  o  si  estaba  pendiente  de  ejecución.
Además, solicitó saber qué ocurrió con el personal que se desempeñaba en la
implementación  de  dichos  programas,  preguntando  específicamente  si  esas
personas fueron dadas de baja  del  ministerio  o  si  fueron reasignadas a  otras
funciones dentro de la institución.

La señora Marcela Guerra explicó que las personas encargadas de la
ejecución y seguimiento de los programas no trabajaban exclusivamente en ellos,
sino  que  tenían  responsabilidades  sobre  una  serie  de  iniciativas  dentro  de  la
institución. Señaló que el proceso de evaluación de los programas se encuentra
actualmente en curso, sin estar concluido ni cerrado formalmente. Aclaró, además,
que el personal vinculado a dichas tareas no fue desvinculado, sino reasignado a
otras  funciones  dentro  de  la  estructura  de  CORFO,  en  conformidad  con  los
acuerdos institucionales vigentes.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke señaló que, a su juicio, el
tema requería una explicación más detallada, ya que se trata de la eliminación de
casi  mil  millones  -$840  millones  más  $158  millones-  correspondientes  a
programas cuyo destino o justificación no había sido claramente expuesto. Indicó
que  esperaba  que  esta  información  fuera  incorporada  en  el  informe  que  se
presentará en la próxima sesión, para contar con una base completa antes de
aprobar el presupuesto.

Precisó que, si bien es partidario de eliminar programas que no estén
cumpliendo sus objetivos, resulta necesario conocer con claridad los motivos y
fundamentos  técnicos  de  esas  decisiones.  Advirtió  que,  en  otras  ocasiones,
cuando se ha propuesto la eliminación de programas, los beneficiarios afectados
han  expresado  reclamos  o  preocupaciones;  sin  embargo,  en  este  caso,  la
supresión parece haber pasado inadvertida, sin explicaciones ni oposición visible.

Subrayó  la  importancia  de  que  el  informe  detalle  si  los  recursos
asociados a los programas eliminados se reasignarán a otras líneas de fomento o
si  efectivamente  desaparecen  del  presupuesto,  ya  que  al  revisar  las  partidas
posteriores no se aprecia un incremento que absorba esos montos. Insistió en que
el Parlamento debe contar con claridad sobre el destino de esos fondos antes de
aprobar la partida correspondiente.



La Gerente General, señora Guerra, precisó que deseaba realizar una
corrección respecto de una información entregada anteriormente. Explicó que, en
el  subtítulo  24.08,  el  año  pasado  se  encontraban  incorporados  los  recursos
correspondientes  a  las  glosas o  presupuestos  asociados a los  dos programas
mencionados -el  Programa Territorial  de  Redes y  el  Programa de Apoyo a  la
Competitividad-, los cuales ahora fueron trasladados al subtítulo 24.09. Aclaró que
este cambio incluye una disminución efectiva de los montos, dado que, aunque los
programas continúan siendo objeto de evaluación en cuanto a su desempeño y
resultados, ya no se mantienen operativos como programas activos en ejecución.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke preguntó  si  los  recursos
trasladados al subtítulo 24.09 se habían incorporado dentro de los programas de
fomento o si, en su defecto, habían sido reasignados a los programas estratégicos
de desarrollo,  solicitando precisar en cuál  de esas dos líneas se concentraban
finalmente los fondos.

La señora Marcela Guerra respondió que al Programa Estratégicos de
Desarrollo  pasan  ambos  programas,  y  se  comprometió  a  mandar  la  minuta
explicativa.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke señaló  que  ese  era
precisamente el punto que debía aclararse, ya que, si los programas mantienen
continuidad  y  al  mismo  tiempo  presentan  una  disminución  en  los  montos
asignados,  ello constituye,  en la  práctica,  una reducción presupuestaria.  Indicó
que sería preferible que dicha información se incluyera en una minuta detallada,
de manera que pudiera revisarse con precisión en la próxima sesión.

El señor Vicepresidente de CORFO explicó que esta situación debía
entenderse en la misma línea del punto planteado anteriormente respecto de los
comités  de  desarrollo  productivo  regional.  Señaló  que  resulta  fundamental
comprender el cambio estructural que se ha producido: los programas nacionales
de apoyo y fomento productivo, especialmente aquellos de menor escala -como
los programas de redes y desarrollo territorial-, han ido transfiriendo gradualmente
sus recursos desde el nivel central hacia los territorios.

Indicó que este proceso implica que los fondos que antes se asignaban
y  administraban  de  manera  nacional  ahora  se  incorporan  directamente  en  los
presupuestos regionales.  

Agregó que,  por esa razón,  los programas nacionales muestran una
disminución  progresiva  en  el  tiempo,  mientras  que  los  recursos  que  los
financiaban se reflejan como incrementos en las partidas correspondientes a los



comités  regionales.  Explicó  que  este  mecanismo  no  implica  una  pérdida  de
fondos, sino un cambio en la forma de gestión, con el propósito de fortalecer la
pertinencia y la eficacia del gasto público mediante la descentralización. Señaló
que este proceso de redistribución territorial representa un valor agregado, ya que
permite  adaptar  las  políticas  de fomento  a  las  realidades específicas  de cada
región y potenciar su desarrollo productivo de manera más equitativa y eficiente.

La Honorable Senadora señora Rincón expresó, en primer término,
que esperaba recibir la minuta comprometida con el detalle de la redistribución de
los programas y recursos, a fin de contar con una visión clara y documentada de la
situación.  En  segundo  lugar,  planteó  una  preocupación  relacionada  con  la
transparencia y el  acceso a la información pública. Señaló que, mientras en la
Región  del  Maule  los  antecedentes  sobre  la  ejecución  de  los  recursos  y
programas de CORFO se encuentran publicados, en la Región de Los Ríos esa
información no está disponible.

Preguntó  cómo  puede  garantizarse  la  trazabilidad  de  los  fondos
destinados al desarrollo regional, de manera que la ciudadanía y las autoridades
puedan conocer en qué se utilizan, cómo se ejecutan y qué resultados concretos
generan. Subrayó que, desde la perspectiva del Estado y del objetivo de desarrollo
territorial,  resulta  indispensable  que  los  recursos  asignados  a  las  regiones
cumplan tres condiciones: ser de conocimiento público, estar sujetos a evaluación
y rendición, y contar con mecanismos que aseguren una transparencia efectiva.
Señaló que, en algunos casos, eso no está ocurriendo.

A  continuación,  manifestó  su  inquietud  del  gasto  y  observó  el
incremento en la creación de comités CORFO durante el actual gobierno. Precisó
que, desde 2022, se han constituido 18 nuevos comités, que para el año 2026
representan un presupuesto total  de $22.531 millones, con una dotación de 60
personas y un gasto operativo de $3.524 millones. Indicó que la mayoría de estos
comités  tiene  entre  dos  y  tres  años  de  funcionamiento  y  solicitó  a  la
Vicepresidencia  de  CORFO  una  evaluación  formal  que  permita  conocer  los
resultados tangibles obtenidos durante los años 2024 y 2025.

Pidió,  además,  que  dicha  evaluación  incluya  un  análisis  de  costo-
beneficio  desde el  año 2022 al  2025,  así  como una justificación técnica de la
necesidad  de  crear  nuevas  unidades,  en  lugar  de  fortalecer  la  estructura
institucional existente. Consultó expresamente por qué estas funciones no podrían
ser  ejecutadas  directamente  por  CORFO,  sin  la  intermediación  de  comités
adicionales, y cuál ha sido el valor agregado concreto que estos organismos han
aportado.  Concluyó  señalando  que  es  fundamental  conocer  los  resultados
efectivos alcanzados por los comités. 



El Honorable Diputado señor Donoso señaló que el Vicepresidente
Ejecutivo se refirió al Comité de Litio y Salares, pero indicó que le resultaba difícil
comprender  la  diferencia  entre  dicho  Comité  y  el  Instituto  Tecnológico  y  de
Investigación Público de Litio y Salares. Solicitó, por tanto, una explicación sobre
el  alcance,  funciones  y  naturaleza  jurídica  de  cada  entidad,  más  allá  de  la
respuesta que se hará llegar por escrito en la minuta comprometida.

Asimismo,  manifestó  que  tenía  la  misma  solicitud  de  aclaración
respecto de los préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo: por un lado, el
financiamiento asociado a hidrógeno verde por $40.000 millones, y por otro, el
préstamo  destinado  a  Mipymes.  Requirió  precisar  el  estado  actual  de  ambos
instrumentos,  su  objetivo,  plazos,  condiciones  financieras,  mecanismo  de
ejecución y servicios u organismos responsables de su implementación. Así como
también el monto de las inversiones.

Finalmente,  dejó  constancia  para  el  acta  de  que  se  entregará  una
minuta  con  cinco  puntos  de  consulta,  a  fin  de  evitar  errores  y  asegurar  una
respuesta completa y consistente a cada requerimiento.

El señor Vicepresidente de CORFO explicó que el Comité de Litio y
Salares es un Comité, instancia de coordinación público-pública y público-privada
creada para impulsar el desarrollo del sector del litio y de los salares. Señaló que
esta coordinación  está liderada por  un  “primus inter  pares”,  que en este  caso
corresponde al Ministro o Ministra de Minería, e integra a otros ministerios junto
con un equipo técnico especializado. Entre sus funciones destacó la elaboración
de  los  componentes  operativos  de  la  Estrategia  Nacional  del  Litio  y  Salares
anunciada por el Presidente de la República, la coordinación de proyectos no solo
en el Salar de Atacama sino también en nuevos salares en los que participan
ENAMI,  Codelco  y  operadores  privados,  y  la  implementación  de  una  red  de
protección de salares en Chile.

Explicó que los comités se diferencian de los institutos públicos, cuya
función  principal  es  generar  conocimiento  técnico  público  que  no  suele  ser
producido por el sector privado, pero que es esencial para la toma de decisiones
tanto del Estado como de las empresas. En este contexto, el Instituto Público de
Litio  y  Salares,  incorporado  en  la  Estrategia  Nacional,  tiene  capacidad  de
investigación aplicada para desarrollar conocimiento técnico específico en apoyo
de los objetivos de la política. Mencionó, por ejemplo, que hoy no existe un mapa
hidrogeológico unificado del Salar de Atacama, ya que las empresas operadoras y
el  Estado  poseen  cartografías  separadas.  Uno  de  los  compromisos  asumidos
durante  la  consulta  indígena  fue  elaborar  dicho  mapa  integrado  y  de  acceso
público, de modo que todas las partes puedan conocer en tiempo real la situación
del salar.



Agregó  que  el  Instituto  también  aborda  temas  de  biodiversidad
asociados a los salares, no solo en Atacama sino en otras zonas de la red de
salares protegidos, así como el desarrollo de nuevas tecnologías aplicadas al litio,
como  el  litio  metálico,  las  piezas  y  componentes  de  baterías  y  las  baterías
estacionarias, ámbitos donde Chile tiene un gran potencial. Comparó su función
con la de otros institutos públicos, como el INIA en el ámbito agrícola, que también
realiza investigación aplicada para el desarrollo de políticas sectoriales.

En cuanto a las operaciones de crédito,  explicó que existen dos. La
primera corresponde a una operación con el Banco Interamericano de Desarrollo,
realizada  durante  la  administración  anterior,  destinada  a  fomentar  el
financiamiento de empresas de menor tamaño mediante instrumentos de segundo
piso de CORFO, canalizados a través de la banca tradicional y de instituciones
financieras no bancarias. El objetivo fue ampliar la cobertura de financiamiento a
empresas con dificultades económicas conocidas, y esta operación se encuentra
actualmente en su fase final. 

Respecto  del  segundo  crédito,  manifestó  que  está  asociado  al
Hidrógeno  Verde,  que  es  una  política  pública  impulsada  por  la  actual
administración y en continuidad con la estrategia iniciada en el gobierno anterior.
Señaló que, a partir del diagnóstico compartido por ambos períodos, se detectó
una carencia  de  instrumentos  de financiamiento  adecuados para  proyectos  de
mediana y gran escala en las etapas tempranas de desarrollo del sector, tanto
desde la oferta como desde la demanda.

Con  el  propósito  de  atender  esta  brecha,  Chile  creó  el  instrumento
denominado  Facility  de  Hidrógeno  Verde,  diseñado  para  captar  financiamiento
externo que permita impulsar el desarrollo de este nuevo mercado. Aclaró que la
creación de este instrumento no responde a una falta de recursos fiscales, sino a
la necesidad de atraer cooperaciones técnicas internacionales, es decir, fondos no
reembolsables  y asistencia especializada.  Mencionó que el  Facility  cuenta  con
apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Banco Mundial, el Banco
Alemán de Desarrollo (KfW) y el Banco Europeo de Inversiones (BEI).

Precisó  que  el  mecanismo  busca  generar  capacidades  técnicas  y
competencia en la evaluación y financiamiento de proyectos de hidrógeno verde
en  etapas  tempranas  —de  pre  inversión  e  inversión—,  fortaleciendo
simultáneamente la oferta y la demanda del sector. Destacó que Chile fue pionero
en la creación de este tipo de instrumento, siendo el primer Facility de Hidrógeno
Verde  del  mundo,  y  que  su  diseño  sirvió  de  modelo  para  la  India,  que
posteriormente lo replicó a una escala diez veces mayor.



El  señor  Vicepresidente subrayó  que  es  una  alternativa  de
financiamiento atractiva y constituye una señal clara de compromiso del Estado de
Chile -más allá del gobierno de turno- con una estrategia de desarrollo de largo
plazo en materia de hidrógeno verde, lo que ha sido muy valorado por el mercado
financiero internacional. Explicó que el Facility no puede invertir directamente, sino
que opera a través de esquemas de garantías, instrumentos de segundo piso y
financiamiento sindicado junto a instituciones internacionales, lo que refuerza su
carácter de herramienta catalizadora de inversión.

Reconoció, sin embargo, que la ejecución del Facility ha sido más lenta
de lo previsto, debido a que la demanda mundial por hidrógeno verde también ha
avanzado con cautela, principalmente porque los precios del hidrógeno continúan
siendo superiores a los de sus competidores energéticos. No obstante, valoró que
este  proceso  haya  permitido  desarrollar  capacidades  locales  tanto  en  la
producción  como  en  la  demanda.  Concluyó  señalando  que  el  conjunto  de
instrumentos asociados al Facility, incluidos algunos actualmente en revisión por la
Contraloría, otorgará una perspectiva de mediano y largo plazo al financiamiento
del hidrógeno verde, posicionando a Chile entre los países pioneros en esta nueva
industria energética.

El Honorable Diputado señor Donoso solicitó que en la minuta se
detalle cómo se aplican los $40.000 millones, y si ha realizado esta inversión.

La Honorable  Senadora  señora  Rincón solicitó  remitir  información
detallada sobre el monto que se está invirtiendo en investigación y desarrollo (I+D)
vinculado al litio. Indicó, a modo de referencia, que el Estado recibiría $513.000
millones y que, de esa cifra, se estarían destinando $485 -aproximadamente 0,1%-
al instituto mencionado, por lo que pidió precisar esos valores.

Requirió un desglose que identifique: i) cuánto recauda efectivamente el
Fisco por concepto de litio,  discriminado por fuente de ingreso, y ii)  cuánto se
asigna a I+D tanto por el sector público (ministerios, agencias e institutos) como
por las empresas del sector, distinguiendo instrumentos, proyectos y ejecutores.
Solicitó,  finalmente,  que  esa  información  se  presente  en  un  documento  o
exposición formal, con series comparables y metodología clara, para evaluar con
rigor el esfuerzo total en I+D asociado al litio.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke  manifestó que comparte la
solicitud formulada por la Honorable Senadora señora Rincón y, además, pidió
una explicación más detallada sobre la naturaleza y propósito del Instituto del Litio.
Recordó  que,  durante  una  visita  realizada  a  Suiza,  específicamente  al  Centro
Europeo  de  Investigación  Nuclear  (CERN)  en  Ginebra,  pudieron  conocer  un
modelo  de  instituto  de  investigación  avanzada  -en  ese  caso,  sobre  energía



nuclear- que funciona mediante convenios y colaboración entre distintos centros
científicos.

En  ese  contexto,  planteó  que  Chile  cuenta  con  numerosas
universidades, varias de ellas con un alto nivel de especialización, especialmente
en el norte del país, por lo que pidió precisar cuál es la necesidad concreta de
crear un Instituto Nacional del Litio. Consultó si se trata de una institución formal
con estructura propia o de un centro de estudios destinado a coordinar y recopilar
información generada por las universidades y centros de investigación existentes.

Agregó  que,  una  vez  que  se  conozcan  los  costos  del  instituto  -
información que fue  solicitada-,  sería  útil  entender  mejor  su  misión  y  alcance.
Preguntó si su objetivo es desarrollar nuevas aplicaciones tecnológicas del litio,
impulsar  capacidades  industriales  o  avanzar  en  la  investigación  científica  del
recurso.  Concluyó  señalando  que,  pese  a  valorar  la  idea  de  fortalecer  la
investigación,  aún  no  lograba  comprender  del  todo  la  justificación  del  nuevo
instituto  y  solicitó  una  explicación  breve  y  clara  sobre  su  propósito  y
funcionamiento.

El  señor  Vicepresidente  de  CORFO señaló  que  no  existe
inconveniente en atender la solicitud planteada por la Honorable Senadora señora
Rincón respecto  a  la  información sobre inversión en investigación y desarrollo
(I+D), aunque advirtió que dicho tema excede parcialmente las competencias de la
Corporación. Aclaró que, no obstante, existe un interés genuino en contar con
esos antecedentes, ya que Chile mantiene aún un déficit en materia de inversión
en I+D, tanto en el ámbito público como en el privado.

Respecto a la inquietud del Honorable Diputado señor Donoso, explicó
que CORFO elaborará y remitirá los detalles solicitados, aunque puntualizó que la
metodología  empleada  para  proyectar  recursos  de  este  tipo  se  basa  en  una
estimación  de  demanda y  no  en  una  asignación  fija.  Es  decir,  su  ejecución
depende  de  la  cantidad  de  proyectos  viables  que  surjan  y  logren  cerrar  su
estructura financiera. Por esa razón, el equipo a cargo del Facility mantiene un
diálogo constante con los desarrolladores de los proyectos y con la banca, a fin de
estimar  la  demanda  efectiva  que  se  tendrá  durante  2026.  A  partir  de  esas
conversaciones, se proyecta el nivel de recursos a requerir, aunque advirtió que
nada garantiza que la totalidad de esos fondos se ejecute, pues su uso depende
directamente del ritmo de la demanda del mercado.

En relación con la consulta formulada por el Honorable Senador señor
Cruz-Coke sobre la naturaleza del Instituto del Litio, el Vicepresidente señaló que
el  caso  del  CERN  -el  Centro  Europeo  de  Investigación  Nuclear  en  Ginebra-
constituye un ejemplo valioso de cooperación científica internacional, en el que



participan  numerosos  países,  incluido  Chile,  como  miembro  permanente.  No
obstante,  precisó  que  se  trata  de  un  centro  de  investigación  científica
multinacional,  cuyo  propósito  es  avanzar  en  el  conocimiento  fundamental  en
distintas áreas, mientras que el Instituto del Litio tiene un carácter distinto: es un
instituto  público  vinculado  a  un  sector  productivo  específico,  cuya  misión  es
generar conocimiento técnico aplicado, pertinente a las necesidades del país y a
los desafíos de la Estrategia Nacional del Litio.

Explicó que el  CERN desarrolla  investigación básica para ampliar  el
conocimiento sobre la materia y la energía, y que su relación con el litio se da
porque este mineral es un componente clave en ciertas investigaciones nucleares.
Recordó  que  uno  de  los  fundamentos  de  la  decisión  de  que  el  litio  no  sea
concesible en Chile fue precisamente su relevancia estratégica en aplicaciones de
alta  tecnología  y  energía.  En  cambio,  el  Instituto  Público  del  Litio  tendrá  un
enfoque aplicado, centrado en generar información y capacidades técnicas que el
sector privado no está dispuesto a desarrollar, y que las universidades, aunque
cuentan  con  competencias  científicas,  no  están  mandatadas  institucionalmente
para abordar.

Mencionó que Chile cuenta actualmente con catorce institutos públicos,
entre ellos el  INIA (vinculado a la agricultura), el  IFOP (pesca y acuicultura), el
INFOR (bosques)  y  la  Fundación  Chile (innovación  y  tecnología),  cada  uno
asociado  a  un  ámbito  productivo  o  de  conocimiento.  En  esa  misma  línea,  el
Instituto del Litio busca desempeñar un rol similar, aportando información pública y
conocimiento técnico que sirva tanto para la regulación como para la toma de
decisiones del sector productivo.

Señaló que uno de los principales objetivos del Instituto será generar
estudios  sobre  los  salares  del  país,  su  estabilidad  y  características
hidrogeológicas, dado que actualmente ninguna empresa que opera en el Salar de
Atacama posee una cartografía integral del sistema, ya que cada una trabaja solo
en  su  área  de  explotación.  Como  consecuencia  de  ello,  no  existe  un  mapa
hidrogeológico completo del salar ni de los flujos de agua subterránea, información
que  es  crucial  para  la  sustentabilidad  del  recurso.  Indicó  que  la  ley  no  exige
actualmente la elaboración de ese tipo de estudios,  por lo que una alternativa
viable es que CORFO asuma esa función o la delegue en el nuevo Instituto del
Litio, que contará con la especialización necesaria para realizarla.

Agregó que el financiamiento del Instituto provendrá parcialmente de las
rentas  obtenidas  por  el  Estado  en  el  sector  del  litio,  en  concordancia  con  lo
señalado por la Senadora Rincón, lo que asegura su sostenibilidad presupuestaria
y su carácter público. Detalló que, al  igual que otros institutos, este combinará



funciones de investigación aplicada, producción de información para la regulación,
monitoreo ambiental y desarrollo de conocimiento tecnológico.

Puso como ejemplo que el  IFOP genera información científica para la
regulación pesquera y que el INIA produce conocimientos y extensión tecnológica
en el  ámbito  agrícola.  En el  caso del  Instituto  del  Litio,  su tarea será generar
información  y  tecnología  asociadas  a  los  salares,  su  biodiversidad,  su
comportamiento  hidrogeológico  y  el  desarrollo  de  procesos  industriales
relacionados con el litio y sus derivados.

Finalmente,  enfatizó  que  cada  salar  en  Chile  posee  características
únicas -en cuanto a composición, altitud, salinidad y biodiversidad-, por lo que es
indispensable  contar  con  estudios  sistemáticos,  públicos  y  transparentes  que
permitan  comprender  su  funcionamiento  integral.  Concluyó  señalando  que  la
creación  del  Instituto  Público  del  Litio  responde  a  esa  necesidad:  producir
conocimiento  técnico  independiente  y  de  acceso  público,  más  allá  de  la
información manejada por las empresas, para fortalecer la gestión ambiental, la
transparencia y la gobernanza del recurso estratégico.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó sobre la situación
actual del Instituto del Litio, señalando que, según la información presupuestaria,
la asignación de recursos para dicha entidad presenta una disminución del 23,5%
respecto del año anterior, pasando de $625 millones a un monto inferior en el
ejercicio 2026. Observó que, considerando que se trata de una institución nueva,
surgida  a  partir  de  la  Estrategia  Nacional  del  Litio,  esa  reducción  resultaba
llamativa.

Preguntó si el Instituto ya se encuentra en funcionamiento efectivo o si
aún se halla en proceso de instalación,  y cómo ha avanzado en su desarrollo
institucional y operativo. Solicitó conocer las razones concretas que explican la
rebaja presupuestaria, considerando que, en su etapa inicial, lo esperable sería
una expansión de recursos para consolidar su estructura, más que una reducción.

El señor Vicepresidente de CORFO explicó que el Instituto del Litio
cuenta  con  dos  etapas  de  financiamiento claramente  definidas.  La  primera
corresponde a su etapa de creación, la cual se ejecutó utilizando un instrumento
propio  de  CORFO  denominado  “Creación  de  Institutos  Públicos”.  La  segunda
etapa, en tanto, corresponde al  reforzamiento institucional, que busca consolidar
su funcionamiento operativo y técnico. Precisó que el instrumento de creación fue
utilizado durante el período anterior para establecer formalmente el instituto.

Detalló  que  la  entidad  posee  un  gobierno  corporativo integrado  por
cuatro  instituciones  públicas  vinculadas  al  sector:  CORFO,  el  Ministerio  de



Minería,  el  Ministerio  de  Ciencia,  Tecnología,  Conocimiento  e  Innovación  y  el
Ministerio del Medio Ambiente. Explicó que la presidencia de este directorio es
rotativa,  alternándose  entre  dichas  instituciones,  y  que  además  participan
representantes del  sector privado y un  miembro designado por las comunidades
del  Salar  de  Atacama,  con  el  fin  de  asegurar  una  gobernanza  inclusiva  y
transparente.

Indicó que actualmente el Instituto se encuentra en funcionamiento en
la Región de Antofagasta, donde está establecida su sede principal, y que existe el
plan de crear una filial en la Región de Atacama, considerando que en esa zona
se  encuentran  otros  salares  relevantes  para  la  investigación  y  desarrollo
tecnológico.  Señaló  que  la  estrategia  contempla,  por  tanto,  una  estructura
descentralizada, con presencia en las regiones donde se concentran los recursos
estratégicos vinculados al litio.

Respecto  del  financiamiento,  señaló  que  en  esta  primera  etapa  se
cubren los costos de instalación, organización y dotación inicial, mientras que en el
futuro el  instituto se financiará,  como mencionó la Honorable Senadora señora
Rincón, con recursos provenientes de la renta generada por la explotación del litio,
lo que representa un porcentaje reducido del total recaudado. 

En relación con la  disminución presupuestaria observada para el año
2026,  aclaró  que  esta  se  debe  a  que  el  instituto  ya  completó  su  fase  de
instalación, y por lo tanto los costos iniciales -como habilitación de infraestructura,
equipamiento  y  constitución  de  personal-  ya  fueron  cubiertos  en  el  ejercicio
anterior.  El  presupuesto  actual  corresponde,  en  consecuencia,  a  la  etapa  de
operación regular, enfocada en la ejecución de estudios técnicos y proyectos de
investigación planificados para el año 2026.

El  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke señaló  que,  entre  las
materias pendientes, una correspondía a la aplicación de los programas CORFO e
Innova,  tema  que,  según  recordó,  sería  abordado  posteriormente  por  la
Subsecretaría. Añadió que otro aspecto relevante a aclarar se relacionaba con la
partida  correspondiente  a  la  compra  de  títulos  y  valores,  la  cual  muestra  un
incremento del 55%, equivalente a $175.000 millones adicionales, alcanzando un
total de $494.000 millones.

Consultó  al  señor  Vicepresidente  de  CORFO  las  razones  de  este
aumento,  precisando  que  la  glosa  incluye  compra  de  títulos,  acciones  y
participaciones,  y  que  resultaba  necesario  detallar  su  destino  y  justificación.
Solicitó conocer qué operaciones específicas están contempladas bajo este ítem y
cuál es su vinculación con los programas o instrumentos de financiamiento que
administra la Corporación.



La Honorable  Senadora señora Rincón señaló  que existían varios
temas pendientes de aclaración.   En primer lugar,  se refirió  a  la  siniestralidad
efectiva de los planes de garantía, consultando por qué se proyecta nuevamente
la aplicación de fondos de cobertura consolidados CORFO-DPS por un monto de
$45.400  millones,  cifra  similar  a  la  solicitada  en  años  anteriores,  cuando
históricamente la ejecución ha sido solo del 67% de lo presupuestado. 

En segundo término, cuestionó la insistencia en incluir la transferencia a
INDAP, señalando que este traspaso nunca ha sido ejecutado en los ejercicios
previos  y  solicitó  una  justificación  concreta  para  su  permanencia  en  el
presupuesto.

Por último, requirió que se justifique el traspaso de $2.519 millones a la
empresa  pública  BancoEstado,  en  el  marco  del  convenio  vigente  entre  esta
entidad y CORFO. Solicitó, además, un informe que detalle el objeto del convenio,
los indicadores de desempeño (KPI), las comisiones o costos asociados, el riesgo
asumido y los resultados obtenidos durante los años 2024 y 2025, con el fin de
evaluar su efectividad y pertinencia.

A continuación, se refirió al debate el señor Carlos Álvarez, Gerente
de Administración Financiera de la Corfo,  quien explicó que Corfo tiene una
cartera  de activos  financieros  de corto,  mediano y  largo plazo,  invertida  en el
mercado  de  capitales.  Esa  cartera,  indicó,  va  rotando  en  el  tiempo,  con  una
duración aproximada de cuatro años. Dicha cartera que actualmente es de US$
2.500 millones, varía en el presupuesto en la medida que va venciendo, luego, se
rescata por el subtítulo 11. Por tanto, el incremento obedece al vencimiento de los
instrumentos  financieros  que  caen  en  el  2026  y  se  vuelven  a  colocar  bajo  el
subtítulo 30, de manera que es una rotación de activos financieros.

A su turno, el Honorable Senador señor Pugh manifestó que asistía
especialmente  por  la  relevancia  que  tiene  CORFO  en  el  desarrollo  nacional.
Recordó que, desde los grandes terremotos y desastres naturales, la Corporación
ha desempeñado un papel fundamental en la reconstrucción y modernización del
país, destacándose por su capacidad de gestión y efectividad.

Se refirió al presupuesto en análisis, donde se menciona la continuidad
de cuatro centros tecnológicos, y solicitó precisar cuáles son estos centros y qué
áreas  abarcan.  Señaló  que actualmente  se  advierte  una desconexión  entre  la
política industrial y la política de investigación y desarrollo (I+D), situación que, a
su juicio, debe ser corregida. Explicó que este problema se origina principalmente
en  la  transferencia  de  los  centros  de  excelencia  internacionales —creados
originalmente  bajo  el  alero  de  CORFO— al  Ministerio  de  Ciencia,  Tecnología,



Conocimiento e Innovación, lo que ha generado una separación institucional entre
la investigación aplicada y las necesidades productivas del país.

Planteó que es indispensable reevaluar dicha decisión, ya que se está
perdiendo  una  capacidad  instalada  valiosa  en  áreas  estratégicas.  Subrayó  la
necesidad de avanzar en los niveles de madurez tecnológica (TRL), pasando de la
fase de prototipo (nivel 5) hacia las etapas 6, 7 y 8, que permiten la validación y
producción de bienes y servicios nacionales demandados, en primer lugar, por el
Estado y, posteriormente, por la sociedad en su conjunto. Esto, indicó, permitiría
consolidar  un  ecosistema  de  innovación  que  garantice  la  autosuficiencia
tecnológica del país.

Asimismo,  abordó  el  destino  de  los  recursos  provenientes  del  litio,
solicitando aclarar cómo se utilizarán para fortalecer y escalar los programas de
innovación y escalamiento,  especialmente  Startup Chile,  cuyo capital  de riesgo
resulta esencial para impulsar nuevas empresas tecnológicas. Señaló que esta es
una oportunidad estratégica para transformar el presupuesto de un mero ejercicio
de continuidad en una herramienta que permita consolidar, mejorar y ampliar las
capacidades de innovación y desarrollo nacional.

Advirtió,  sin  embargo,  que  persiste  cierta  opacidad  en  los  flujos
financieros,  ya  que  no  siempre  es  claro  cómo  los  recursos  asignados  llegan
efectivamente  a  las  iniciativas  y  qué  resultados  concretos  generan.  Por  ello,
recalcó  la  importancia  de  que  CORFO,  además  de  realizar  sus  tradicionales
evaluaciones  ex  ante,  desarrolle  también  evaluaciones  ex  post,  que  permitan
medir el impacto real de los programas y detectar las causas que impiden obtener
resultados más competitivos.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó cómo se relaciona
la partida presupuestaria correspondiente a la  compra de títulos y valores, que
alcanza $175.000 millones, con el  rescate o venta de inversiones por $256.000
millones.  Señaló  que  ambas  cifras  son  de  magnitud  considerable  y  que,  al
compararlas, se observa una diferencia significativa en los montos. Solicitó que se
explique de manera detallada cómo operan estos movimientos financieros dentro
de CORFO, cuál es la lógica de su funcionamiento, si  ambos conceptos están
vinculados entre sí y cómo se contabilizan las diferencias de recursos entre las
compras y los rescates de títulos o valores.

El  señor  Carlos Álvarez,  Gerente  de  Administración y  Finanzas,
precisó que la diferencia observada entre las partidas no corresponde a un gasto,
sino a un movimiento contable propio de la gestión financiera de CORFO. Explicó
que la  diferencia real  asciende aproximadamente a 60.000 millones de pesos,



considerando que en el subtítulo 11 se registran alrededor de $553.000 millones y
en el subtítulo 30 cerca de $494.000 millones.

Indicó que estos montos reflejan una rotación de activos financieros, ya
que los instrumentos de inversión que vencen son rescatados y luego reinvertidos
en nuevos instrumentos, como depósitos a plazo u otras colocaciones, ajustando
sus plazos y  condiciones.  Señaló que,  en  términos contables,  las  operaciones
ingresan por el subtítulo 11, al rescatar los activos, y se registran nuevamente en
el  subtítulo  30,  al  colocar  los  nuevos,  de  modo  que no representan un  gasto
adicional, sino un proceso regular de administración y renovación de inversiones.

El  Honorable  Senador  Cruz-Coke preguntó  si  ello  correspondía  a
gastos. 

El  señor  Gerente  de  Administración  y  Finanzas explicó  que  la
diferencia  observada  no  corresponde  a  un  gasto,  sino  que  esos  recursos  se
destinan a financiar los préstamos que otorga CORFO, los cuales también forman
parte  de  una  rotación  de  activos  financieros.  Señaló  que  estos  movimientos
pueden identificarse en el Subtítulo 12, donde se registran las recuperaciones de
préstamos, mientras que las nuevas colocaciones se contabilizan en otra partida
presupuestaria.

Precisó que el presupuesto de recuperación es inferior al monto de las
colocaciones, lo que genera un diferencial que refleja la diferencia temporal entre
los préstamos otorgados y los montos recuperados. Explicó que esta rotación se
va ajustando de manera continua, de modo que los recursos obtenidos por  el
rescate de inversiones se utilizan para financiar nuevas colocaciones crediticias,
cerrando el ciclo financiero y manteniendo equilibradas las operaciones dentro del
presupuesto general de la Corporación.

El Honorable Senado señor Cruz-Coke solicitó incorporar una lámina
con  la  información  consolidada  de  las  partidas  presupuestarias  referidas  a
compras, rescates y colocaciones, ya que actualmente se encuentran distribuidas
en distintas secciones del presupuesto, lo que dificulta su lectura y comprensión
integral.  Agradeció  la  disposición  del  equipo  por  entregar  esos  antecedentes
complementarios.

El Vicepresidente, explicó que respecto a la pregunta del Honorable
Senador  señor  Pugh  referida  a  los  centros  tecnológicos  existe  una  diferencia
importante entre aquellos que se encuentran liderados por la oferta y los que están
liderados por la demanda. Señaló que los primeros corresponden a dos centros
internacionales que dependen de la órbita de la Agencia Nacional de Investigación
y  Desarrollo  (ANID)  y  del  Ministerio  de  Ciencia,  Tecnología,  Conocimiento  e



Innovación,  y  que  su  propósito  es  la  generación  de  conocimiento  científico,
normalmente  en  colaboración  con  universidades  locales.  Los  segundos,  en
cambio, son centros tecnológicos impulsados por CORFO y se orientan a resolver
problemas  provenientes  del  mundo  productivo,  atendiendo  directamente  las
necesidades de la demanda.

Indicó  que,  en  el  caso  de  los  centros  científicos  internacionales,
particularmente  los  extranjeros,  su  enfoque  estaba  centrado  en  la  oferta  de
conocimiento y en la investigación básica. No obstante, el análisis realizado por
esta administración -aunque reconoció que se trata de un área que no compete
directamente a CORFO- permitió observar que, si bien se intentó aprovechar el
conocimiento  aportado  por  esos  países,  dicho  proceso  no  logró  consolidarse
plenamente. Explicó que en varios casos los compromisos de financiamiento basal
que debían ser aportados por los socios internacionales no se cumplieron del todo,
lo cual limitó la continuidad y el impacto de esos centros.

Expresó su total acuerdo con la necesidad de  aumentar los recursos
para  financiar  investigación  y desarrollo  aplicado,  aunque advirtió  que CORFO
enfrenta restricciones presupuestarias que dificultan ampliar dichos fondos. Estas
limitaciones,  sostuvo,  responden  a  las  mismas  brechas  estructurales
mencionadas,  brechas  que  justifican  la  creación  de  AFIDE (Agencia  de
Financiamiento para el Desarrollo).

Explicó  que  AFIDE  surge  precisamente  como  una  respuesta  para
atender  las  demandas  de  financiamiento  en  las  etapas  más  avanzadas  de
desarrollo tecnológico. Su función principal es actuar como un  fondo de fondos,
destinado  a  proveer  capital  de  riesgo  o  financiamiento  para  proyectos  que  se
encuentran en niveles de madurez tecnológica  TRL 7 o superiores, fases en las
que ni la banca tradicional ni los fondos privados de inversión suelen participar,
debido a los altos riesgos y largos plazos de retorno.

Concluyó señalando que AFIDE busca cubrir esas brechas identificadas
entre  la  investigación  aplicada  y  la  innovación  comercial,  fortaleciendo  la
capacidad  del  Estado  para  apoyar  proyectos  estratégicos  que  permitan
transformar la investigación científica en desarrollo productivo, generando impacto
económico y tecnológico para el país.

El  Honorable  Senador  señor  Pugh  señaló  que,  en  relación  con la
demanda y con las áreas de desarrollo estratégico del país, deseaba consultar si
dentro de las prioridades de CORFO se contempla el ITP de Defensa, orientado al
fomento de tecnologías de uso dual, es decir, aquellas que puedan aplicarse tanto
en el ámbito civil como en el militar.



Planteó  que  sería  importante  otorgar  a  este  tipo  de  iniciativas  una
priorización diferenciada, dado su potencial. Solicitó, por tanto, que esta consulta
quedara  incorporada  entre  las  preguntas  a  responder  en  el  informe
complementario que se acordó solicitar.

La Honorable Diputada señor Rojas manifestó que, efectivamente, la
información consultada respecto de CORFO se encuentra incluida en la minuta
que fue remitida previamente a los integrantes de la Subcomisión. Indicó que en
dicho  documento  aparece  el  detalle  relativo  a  los  ingresos  provenientes  de
arriendo de pertenencias mineras por explotación de litio, así como los dividendos
de  empresas  filiales,  los  intereses  generados,  las  comisiones  asociadas  a  los
fondos  de  cobertura  y  las  ventas  correspondientes,  junto  con  el  desglose
específico de cada uno de estos conceptos.

Luego,  el  Honorable  Senador  señor  Cruz-Coke explicó  que  su
petición se refiere a la relación entre la partida de compra de títulos y valores, que
presenta un incremento del 55% y alcanza los $175.000 millones, y los  activos
financieros contemplados en el presupuesto. Explicó que el documento muestra
información sobre la venta de activos financieros y la recuperación de préstamos,
pero no detalla con claridad cómo se vincula esa información con las compras de
títulos  y  valores.  Agregó  que,  si  bien  se  envió  información,  sería  conveniente
contar  con  una  lámina  explicativa que  permita  visualizar  de  manera  integrada
ambos  flujos,  mostrando  con  claridad  la  relación  entre  ingresos  y  gastos
financieros. 

Seguidamente, el señor Vicepresidente de CORFO explicó la consulta
relativa a la transferencia al BancoEstado. Señaló que, como parte del diseño del
Facility  de  Hidrógeno  Verde,  y  considerando  que  CORFO  no  cuenta  con
competencia  para  realizar  operaciones  de  financiamiento  estructurado  —
conocidas técnicamente como  Project Finance—, se solicitó la colaboración del
BancoEstado para el desarrollo de estas capacidades especializadas.

Indicó que, para ese propósito, se firmó un  convenio entre CORFO y
BancoEstado, destinado a desarrollar en conjunto las competencias y habilidades
necesarias para evaluar y estructurar proyectos dentro del contexto del Facility.
Explicó que esta iniciativa cuenta además con el apoyo del Banco Mundial, en el
marco de una cooperación técnica orientada a fortalecer dichas capacidades.

Precisó que la finalidad de este trabajo conjunto es mejorar la calidad
de la evaluación de los proyectos que se presentan a la ventanilla del Facility, los
cuales suelen tener una estructura financiera compleja, tanto por los altos montos
de inversión involucrados como por los múltiples factores regulatorios, ambientales
y técnicos asociados. 



La  Honorable  Senadora  señora  Rincón reiteró  que  se  remitiera
formalmente la información requerida.

En seguida, La señora Guerra, Gerente General retomó la exposición
y se refirió a los principales énfasis de Inversión y Financiamiento para el próximo
año  estarán  orientados  a  profundizar  el  apoyo  financiero  a  los  programas  de
crédito destinados a micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES). Indicó
que la meta es beneficiar a  140.000 empresas, mediante proyectos de inversión
enfocados en la incorporación de tecnologías verdes y en la descarbonización de
la matriz productiva nacional.

Señaló  que se  continuará  con los  programas de cobertura  crediticia
tradicionales  de  CORFO,  con  el  propósito  de  beneficiar  a  25.000  empresas,
priorizando nuevamente a las MIPYMES. En paralelo, se impulsará la cartera de
capital  de  riesgo,  con  foco  en  innovación,  sostenibilidad  ambiental,
descarbonización  y  equidad  de  género,  mediante  desembolsos  a  fondos  de
inversión que, a su vez, invertirán en 62 empresas.

En  cuanto  al  Programa  de  Desarrollo  Productivo  Sostenible,
desarrollado  en  colaboración  con  el  Ministerio  de  Economía,  destacó  que  su
objetivo principal es promover  la sostenibilidad, la cooperación empresarial y el
desarrollo territorial. Señaló que este programa busca articular la acción pública
con el sector privado, potenciando el emprendimiento sostenible y fortaleciendo el
ecosistema productivo regional.

Agregó  que  se  mantendrán  y  reforzarán  las  iniciativas  públicas
orientadas a mejorar el entorno para las pymes, en particular los programas de red
de fomento sostenible, los cuales fomentan la colaboración y la innovación entre
empresas de menor tamaño. Informó, además, que el presupuesto contempla la
continuidad  de  cuatro  centros  tecnológicos y  la  creación  de  un  nuevo  centro,
ambos  financiados  bajo  el  marco  del  Programa  de  Desarrollo  Productivo
Sostenible, con el objetivo de ampliar la capacidad tecnológica del país.

Asimismo, explicó que el presupuesto incluye  financiamiento asociado
al convenio de ejecución del Facility de Hidrógeno Verde, que permitirá fortalecer
las  capacidades  de  evaluación  y  financiamiento  de  proyectos  en  esa  área
estratégica.

Finalmente, destacó como novedad la creación de una línea específica
para el financiamiento de producciones audiovisuales, la cual operará a través del
instrumento IFI (Inversión en la Industria del Cine y el Audiovisual). Señaló que
esta medida busca diversificar las áreas de apoyo de CORFO, promoviendo la



inversión  en  industrias  creativas  y  culturales  con  potencial  de  crecimiento  y
exportación.

Capítulo 19  

COMITÉ INNOVA CHILE

El  Capítulo  correspondiente  al  Comité  Innova  Chile,  contiene  el
Programa 01, del mismo nombre.

Este  Programa  considera  ingresos  y  gastos  por  la  suma  de
M$38.970.074  lo  que  implica  una  variación  total  de  -4,9%,  respecto  del
presupuesto del año en curso.

La señora Patricia Fuentealba, Subdirectora, Operaciones y Mejora
Continua  de  INNOVACHILE,  explicó  que  los  principales  énfasis  del  Comité
INNOVA Chile para el año 2026 estarán orientados a mantener la continuidad de
su  estrategia  institucional,  centrada  en  la  promoción  de  la  innovación  de  alta
sofisticación a  través  de  programas  de  tecnología  avanzada  y  credibilidad
empresarial.  Señaló  que estos  instrumentos  permiten  apalancar  más de 8.000
millones  de  pesos  en  inversión  privada  y  empresarial,  generando  un  efecto
multiplicador relevante en la economía nacional, a través de los programas Innova
Alta Tecnología y Crea Valida.

Indicó  que  uno  de  los  objetivos  prioritarios  será  fortalecer  la
investigación, el desarrollo y la innovación (I+D+i) mediante la consolidación del
Programa de Absorción Tecnológica para la Innovación (PATI) y del Programa de
Capital Humano para la Innovación, ambos ejecutados mayoritariamente a nivel
regional. Estos programas benefician a más de 400 empresas y buscan consolidar
capacidades de innovación dentro de los territorios, fortaleciendo la vinculación
entre el sector productivo, las universidades y los centros de investigación.

Asimismo, destacó la importancia del instrumento Consolida y Expande,
diseñado para potenciar la proyección internacional de las empresas innovadoras
chilenas. Señaló que este instrumento ha mostrado resultados altamente positivos,
permitiendo  recuperar la inversión pública en un plazo promedio de siete años
desde su ejecución.

Agregó que INNOVA Chile continuará participando activamente en la
Red Eureka, una plataforma internacional de cooperación en innovación en la que
Chile trabaja junto a países como España, Francia y Reino Unido, entre otros. 

En  relación  con  la  reducción  presupuestaria  observada,  explicó  que
INNOVA  Chile  presenta  $2.000  millones  menos  que  el  año  anterior,  lo  que



equivale a una baja del 5%. Sin embargo, aclaró que esta variación no implica una
disminución  real  de  recursos,  ya  que corresponde al  traspaso del  instrumento
INNOVA Región hacia los  Comités de Desarrollo Productivo Regionales, con el
objetivo de evitar duplicidades y fortalecer la gestión territorial de la innovación.

Finalmente, subrayó que, pese a este ajuste, el presupuesto total de
INNOVA Chile para 2026 es un 24% mayor que en el año 2022, lo que garantiza la
continuidad de la oferta programática, la estabilidad de los niveles de concurso y la
ejecución de los programas estratégicos en investigación, desarrollo e innovación
a nivel nacional e internacional.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso  expresó  que,  al  revisar  la
partida  correspondiente  al  Programa  de  Desarrollo  Productivo  Sostenible,
observaba  que  existían  traspasos  de  recursos  hacia  distintas  unidades  y
programas  de  servicios,  específicamente  hacia  comités  sectoriales.  Mencionó
como ejemplo el Comité de Hidrógeno Verde, con una asignación de 396 millones
de pesos; el Comité de Litio y Salares, con 362 millones de pesos, y el Comité de
Construcción Naval, con 181 millones de pesos.

Indicó  que  todos  estos  recursos  se  encuentran  asociados
principalmente a la  contratación de personal  a honorarios,  de acuerdo con las
glosas presupuestarias 9, 10 y 11. En este contexto, planteó la inquietud de por
qué  se  utiliza  una  doble  modalidad  de  financiamiento para  estos  comités  y
programas, ya que aparecen en más de una línea presupuestaria: una, en la que
se  financian  sus  actividades  generales  y  otra  en  la  que  se  contemplan
exclusivamente los gastos de personal. Solicitó que se aclarara el motivo de esta
estructura presupuestaria y la justificación técnica de mantener ambas fuentes de
financiamiento diferenciadas.

La Honorable Senadora señora Rincón solicitó conocer la razón por
la cual, dentro del Programa de Desarrollo Productivo Sostenible, se registra una
reducción a  cero en la  aplicación del  Fondo de Cobertura de Riesgo y en los
recursos  asignados  al  IFOP.  Preguntó  si  esta  eliminación  corresponde  a  una
reasignación interna, a un cambio de instrumento financiero o a una decisión de
política  presupuestaria,  y  requirió  que  se  precise  cuál  será  el  mecanismo  o
programa que asumirá las funciones o recursos que antes estaban contemplados
en esas partidas.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó por las variaciones
presupuestarias en el área de fomento a la ciencia y la tecnología. Indicó que se
registra un aumento de $1.320 millones en dicha partida y solicitó precisar a qué
se debe este incremento, si está destinado a nuevas iniciativas o si corresponde a
transferencias entre instituciones públicas, particularmente hacia el  Ministerio de
Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, u otros organismos vinculados.



Asimismo,  advirtió  una  disminución  del  34% en el  programa Crea y
Valida Innovación, lo que representa una reducción significativa en relación con el
ejercicio anterior. No obstante, observó que en la misma sección del presupuesto
figura  un  nuevo  programa  denominado  Escala  Innovación,  que  presenta  un
aumento  cercano  en  magnitud  al  de  la  baja  anterior,  aunque  las  cifras  no
coinciden exactamente.

En ese contexto, solicitó aclarar si los recursos del programa Crea y
Valida  se  están  traspasando  parcialmente  a  Escala  Innovación,  y  por  qué,  si
ambos movimientos parecen relacionados, las cifras no son equivalentes. 

La Subdirectora de Operaciones y Mejora Continua explicó que, en
relación  con  las  variaciones  presupuestarias  de  INNOVA  Chile,  el  programa
Consolida Innovación corresponde a la fase de salida natural de los programas de
la  institución.  Indicó  que  dicho  programa  agrupa  a  los  proyectos  que  se
encuentran  en  etapas  más  cercanas  al  mercado  y  que  han  mostrado  un
crecimiento sostenido en los últimos años, razón por la cual requieren mayores
recursos para consolidar su expansión y escalamiento.

Precisó que Consolida Innovación cuenta con recursos comprometidos
y  con  una  evaluación  de  impacto  en  curso  a  cargo  de  la  Dirección  de
Presupuestos  (DIPRES),  lo  que impide  reducir  su  cobertura.  Explicó  que esta
evaluación está programada para completarse en 2026 y que, para asegurar su
validez metodológica, es necesario mantener un número suficiente de iniciativas
adjudicadas que permita realizar un estudio representativo.

En cuanto al aumento en el fomento a la ciencia y la tecnología, señaló
que  este  crecimiento  se  debe  a  que,  durante  la  actual  administración,  se  ha
otorgado  mayor  prioridad  a  la  innovación  tecnológica.  Indicó  que  se  trata  de
proyectos de mayor envergadura y con un nivel superior de gasto en investigación
y desarrollo, vinculados principalmente a compromisos asumidos durante los años
2024 y 2025, y no a nuevas iniciativas.

Respecto de la disminución en el programa Crea y Valida, explicó que
parte  de  esos  recursos  se  destinaron  a  mantener  el  equilibrio  presupuestario
dentro  de  la  cartera  de  innovación,  lo  que  permite  financiar  los  compromisos
vigentes  sin  afectar  el  número  de  iniciativas  en  ejecución.  Señaló  que  esta
reasignación forma parte  del  proceso natural  de madurez de los proyectos de
innovación,  los  cuales  avanzan  progresivamente  desde  fases  de  validación
temprana hacia programas de consolidación y expansión en el mercado.



El Honorable Senador señor Cruz-Coke planteó conocer la variación
existente entre un presupuesto y otro, así como el nivel de apalancamiento de los
recursos provenientes del sector privado en los distintos programas, al igual que
fue solicitado en los Consejos Regionales de Innovación.

La  Subdirectora  de  Operaciones  y  Mejora  Continua  de  INNOVA
señaló  a  propósito  de  la  consulta  de  la  Senadora  señora  Rincón  sobre  la
disminución de las coberturas en el programa de Desarrollo Productivo Sostenible,
que en la planificación efectuada el 2024 había un par de coberturas específicas
asociadas a ese programa que no han tenido asignaciones, de manera que no
tienen proyectado pagar cobertura el próximo año, y eso explica la baja. 

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso señaló  que,  al  revisar  el
subtítulo  24,  número  9,  correspondiente  a  unidades,  programas  y  servicios,
observaba  que  los  Comités  de  Hidrógeno  Verde,  de  Litio  y  Salares  y  de
Construcción  Naval se  encontraban  mencionados  en  glosas  que  solo  hacen
referencia a la  contratación de personal  a  honorarios.  Indicó que estas glosas
establecen  un  monto  máximo de  $347  millones  para  gastos  de  personal  y  la
posibilidad de contratar hasta seis personas bajo esta modalidad, lo que generaba
dudas sobre su estructura presupuestaria.

Consultó por qué estos comités figuran en dicha sección y no dentro de
los programas principales a los que están asociados, ya que, en su glosa actual,
solo se contempla el financiamiento de personal. Preguntó si los recursos incluidos
en  este  ítem  representan  un  financiamiento  adicional  o  complementario al
presupuesto  principal  de  cada  comité,  o  si  constituyen  la  totalidad  de  su
financiamiento operativo. Además, solicitó que se explique la razón por la cual se
optó por mantener estas partidas separadas, en lugar de integrarlas dentro de los
programas específicos que les corresponden, con el fin de comprender la lógica
técnica y presupuestaria detrás de esta división.

La  Subdirectora  de  Operaciones  y  Mejora  Continua,  explicó  que
todo el presupuesto que tiene el Comité de Hidrógeno Verde está en el programa
07.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó por qué en el 2026,
en el programa de Desarrollo Productivo Sostenible, subtítulo 32, se usa el rótulo
genérico “006 Créditos” en vez de “Refinanciamiento de Créditos Verdes” como se
presentaba anteriormente.

La Honorable Senadora señora Rincón complementó señalando la
importancia de conocer  el  cambio de denominación en la  línea presupuestaria
mencionada  para  efectos  de  trazabilidad  y  seguimiento.  Agregó  que  sería



importante que dicha información se incorporara formalmente en los antecedentes
entregados  a  la  Comisión,  de  modo  que  los  parlamentarios  cuenten  con  una
explicación documentada sobre las razones del cambio

La Subdirectora de Operaciones y Mejora Continua  informó que el
cambio de la denominación se realizó a solicitud de la  Contraloría General de la
República, en el marco de la tramitación de ciertos procedimientos administrativos,
con  el  objetivo  de  asegurar  la  consistencia  terminológica  y  contable de  las
partidas.

La Fiscal de la Corporación de Fomento de la Producción, señora
Naya Flores, explicó que, durante la tramitación de un programa que actualmente
se encuentra en revisión por parte de la Contraloría General de la República, dicho
organismo  propuso  el  cambio  en  la  denominación de  la  línea  presupuestaria.
Señaló que la Contraloría observó que se utilizaba el término “refinanciamiento”,
pese a que el  programa de Hidrógeno Verde no contempla refinanciar recursos,
sino que cuenta con financiamiento propio.

Por esa razón, la Contraloría recomendó modificar la denominación a
“créditos  genéricos”,  con  el  fin  de  reflejar  correctamente  la  naturaleza  del
instrumento y evitar interpretaciones erróneas sobre su aplicación. Añadió que el
cambio responde exclusivamente a un criterio técnico y no altera el contenido ni el
destino del programa.

Señaló  que,  durante  la  primera  revisión,  una  de  las  observaciones
formuladas  por  el  organismo  estuvo  relacionada  precisamente  con  la
denominación utilizada en la línea presupuestaria.

Indicó  que,  aunque  las  demás  observaciones  ya  habían  sido
subsanadas, esta modificación se consideró necesaria y se encontraba aún dentro
del plazo para ser incorporada antes de la tramitación definitiva del presupuesto. 

El  Honorable  Senador  señor  De  Urresti planteó  una  pregunta
específica sobre las diferencias presupuestarias en materia de gasto en personal
contenidas en las glosas de los tres Comités. Precisó que el Comité de Hidrógeno
Verde cuenta con $347 millones, el Comité de Litio y Salares con $329 millones, y
el Comité de Construcción Naval con solo $144 millones. Indicó que esta asimetría
resulta llamativa, ya que los tres Comités tienen una estructura similar y deberían
requerir niveles de gasto comparables. Añadió que la diferencia total entre ellos
alcanza  casi  el  triple  del  presupuesto,  lo  que  equivale  a  alrededor  de  $750
millones anuales en honorarios. Solicitó, por tanto, una explicación sobre por qué
existe tal disparidad en los montos asignados y cuáles son los criterios técnicos o
administrativos que justifican estas diferencias entre los comités.



Manifestó que ha realizado un seguimiento al Comité de Construcción
Naval  y  efectuado  algunas  observaciones  al  Ministerio  a  su  cargo.  En  ese
contexto, solicitó al Ministro que, en futuras reuniones relacionadas con este tipo
de  políticas,  se  considere  la  participación  de  los  trabajadores,  dado  que
actualmente  solo  se  invitan  a  las  empresas,  universidades,  excluyendo  a  las
organizaciones sindicales. 

El Vicepresidente de CORFO señaló que la pregunta formulada por el
Honorable Senador señor De Urresti era muy pertinente, ya que el tema abordado
representa un aspecto de gran relevancia dentro de la política pública. Explicó que
el  Comité de Construcción Naval fue  recientemente aprobado por el Consejo de
CORFO y que  su  proceso de  tramitación  e  instalación toma,  al  menos,  cinco
meses.

Por  esta  razón,  aclaró  que  los  montos  reflejados en el  presupuesto
corresponden únicamente al  período de funcionamiento parcial previsto para el
año 2026, considerando que el comité comenzaría a operar plenamente a partir de
junio de ese año. Señaló que, una vez en marcha, el  comité contará con una
estructura y presupuesto equiparables a los otros comités -como los de Hidrógeno
Verde y Litio y Salares-, pero que, al tratarse de su primer año de implementación,
los recursos consignados corresponden solo al financiamiento de su fase inicial de
instalación y puesta en marcha.

El Honorable Senador señor De Urresti  insistió en su preocupación
por  el  costo  asociado  a  los  Comités,  señalando  que  cada  uno  contempla  la
contratación de seis personas a honorarios pese a que CORFO y el Ministerio de
Economía ya cuentan con equipos técnicos. Indicó que, aun considerando que el
Comité de Construcción Naval operará medio año por tratarse de su instalación
reciente, persisten diferencias relevantes entre los montos. Solicitó especificar los
perfiles requeridos, las funciones, los responsables y la justificación de la brecha
entre comités de estructura semejante.

Agregó que, en presupuestos anteriores, ya había advertido una posible
duplicidad institucional en hidrógeno verde y litio, observándose asignaciones en
el Ministerio de Ciencia y en diversas universidades para investigación en estas
materias, con escasa centralización. Preguntó por qué los montos difieren entre
comités  de  similar  naturaleza  y  si  existen  otras  instancias  de  gobernanza  -en
ministerios  u  organismos  distintos-  que  regulen  o  coordinen  integralmente  los
ámbitos de litio e hidrógeno verde, a fin de evitar superposiciones y optimizar el
uso de los recursos públicos.

El señor Vicepresidente de CORFO  señaló que los planteamientos
realizados  por  el  Honorable  Senador  señor  De  Urresti  son  muy  relevantes  y
abordan aspectos centrales de la política pública. Indicó que, para responderlos
con  precisión,  era  necesario  distinguir  entre  el  ámbito  de  la  oferta  y  el  de  la
demanda,  tal  como  se  había  mencionado  anteriormente  en  relación  con  la
consulta del Honorable Senador señor Pugh.



Explicó  que  la  separación  entre  el  Ministerio  de  Ciencia  y  CORFO
responde a esta lógica: las políticas y programas vinculados al fortalecimiento del
conocimiento técnico y científico, la  formación de capital humano avanzado y la
generación de competencias basadas en investigación, pertenecen al ámbito de la
oferta  y,  por  tanto,  están bajo la  órbita  del  Ministerio  de Ciencia y  la  Agencia
Nacional de Investigación y Desarrollo (ANID). En cambio, CORFO se ocupa de
los instrumentos vinculados a la  demanda, es decir, de aquellos orientados a la
formación  de  competencias  aplicadas,  el  apoyo  a  la  innovación  y  el
emprendimiento,  y  la  creación  de  capacidades  tecnológicas en  sectores
productivos específicos, como el litio, el hidrógeno verde o la construcción naval.

Añadió que esta diferenciación no implica una falta de coordinación, ya
que los comités de CORFO operan precisamente como instancias de articulación
entre ambas esferas. Por ejemplo, en el  Comité de Hidrógeno Verde participa el
Ministerio de Ciencia como miembro del consejo directivo, y lo mismo ocurre en el
Comité de Litio y Salares, donde el Ministro de Ciencia también integra la mesa.
Esta  estructura  permite  coordinar  los  esfuerzos  de  investigación,  desarrollo  e
innovación entre los organismos públicos y las instituciones técnicas.

El  Vicepresidente subrayó  que,  lamentablemente,  una  de  las
debilidades  estructurales  del  Estado  ha  sido  la  pérdida  progresiva  de
competencias técnicas en algunos ámbitos productivos a lo largo de las últimas
décadas. Explicó que recuperar esas competencias es un proceso complejo y de
largo  plazo,  pero  que  CORFO  ha  logrado  mantener  un  núcleo  técnico
especializado que  combina  eficiencia  en  la  gestión  de  recursos  públicos  con
conocimiento sectorial.

Destacó que la  mayor capacidad técnica del país en materia de litio y
salares se encuentra actualmente en CORFO, al igual que las competencias más
avanzadas en  hidrógeno verde, y que se espera desarrollar un nivel similar en
construcción naval. Precisó que los comités cumplen un rol fundamental no solo
en la coordinación interinstitucional, sino también como espacios de generación y
transferencia  de  conocimiento  técnico,  destinados a  orientar  al  sector  privado,
apoyar la formulación de políticas públicas y sostener  agendas estratégicas de
mediano y largo plazo que fortalezcan las capacidades productivas del país.

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso expresó  que  le  llamaba  la
atención lo señalado por el señor Vicepresidente de CORFO respecto a que la
mayor  capacidad  técnica  del  país  en  materias  como  litio,  hidrógeno  verde  y
construcción naval se encontraría radicada en los comités respectivos. Observó
que, según lo indicado en el presupuesto, estos comités contarán con solo seis
personas a honorarios en cada uno, y cuatro en el tercero, lo que puede ser una
estructura reducida para sostener un conocimiento técnico de esa magnitud. 

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que, en relación
con lo planteado por el Honorable Diputado señor Donoso, que se presentaba una



situación  similar  a  la  observada  la  sesión  anterior.  Señaló  que,  al  revisar  el
presupuesto,  se  constataba  que  el  mismo  número  de  personas  contratadas
disponía ahora de  menos recursos asignados para honorarios, lo que generaba
dudas sobre la forma en que se financiarán esos pagos.

Preguntó cómo se resolverá esa diferencia: si se les pagará solo hasta
marzo y luego se dejará el problema al nuevo ejercicio presupuestario, o si se
reducirá el nivel de remuneraciones de inmediato, o bien se postergará el ajuste
para más adelante. Subrayó que esta situación ya se había planteado en varios de
los análisis realizados por la Comisión y que, en aquella oportunidad, el Ministro y
la  Subsecretaria  se  comprometieron  a  enviar  la  información  detallada  que
explicara cómo se abordaría este tema. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke informó que la información
fue  enviada  por  el  Ministerio  y  se  espera  nuevos  antecedentes  por  lo  que  la
votación de esta Partida se realizaría una vez que se analicen los antecedentes.

A continuación,  el Honorable Senador señor De Urresti señaló que,
como parte de la complementación de información solicitada, es importante contar
con un detalle preciso sobre las funciones críticas existentes en CORFO. Requirió
que dicho informe identifique, con nombre, cargo y descripción de funciones, a las
personas que actualmente desempeñan esos puestos.

Preguntó específicamente  cuántas funciones críticas existen,  quiénes
las ocupan y cuáles son los criterios utilizados para su designación, con el fin de
conocer en detalle la estructura de responsabilidades y la asignación de estas
funciones dentro de la Corporación.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón intervino  para  retomar  el
punto  relativo  al  préstamo del  subtítulo  32 y  al  cambio  de denominación que,
según se indicó, habría sido instruido por la Contraloría General de la República.
Señaló  que  solicita  conocer  el  contenido  exacto  de  dicha  observación  o
recomendación, precisando si  se trató de una sugerencia o de una instrucción
formal.

Agregó que también es fundamental saber  cuál fue la posición de la
Dirección  de  Presupuestos  respecto  de  este  cambio,  ya  que,  conforme  a  lo
establecido  en  el  decreto  ley   N.º  1.263,  sobre  Administración  Financiera  del  
Estado,  específicamente  en  su  artículo  16,  la  DIPRES  es  la  única  entidad
facultada  para  autorizar  modificaciones  de  denominación  o  clasificación
presupuestaria. 

El  Honorable  Diputado  señor  Donoso se  refirió  al  tema  de  las
licencias médicas, señalando que, según los antecedentes revisados, en CORFO
se detectaron  33 casos, de los cuales  26 funcionarios continúan en el servicio.
Indicó que existen  26 sumarios administrativos, de los cuales  23 se encuentran
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aún  en  etapa  de  investigación y  solo  3  han  sido  resueltos y  remitidos  a  la
Contraloría General de la República.

Manifestó su preocupación por la lentitud del proceso, y solicitó conocer
cuáles  son  los  obstáculos  o  limitaciones  que  han  impedido  su  resolución,
considerando el tiempo transcurrido y la necesidad de dar cumplimiento oportuno
a las investigaciones.

El  señor  Vicepresidente  de  CORFO señaló  que  la  institución  ha
seguido todo el procedimiento correspondiente a este tipo de situaciones. Explicó
que los sumarios administrativos se encuentran en distintas etapas, dependiendo
de  los  tiempos  de  tramitación,  de  la  información  recibida y  de  la  adicional
solicitada durante el proceso.

Precisó que actualmente existen cuatro casos ya resueltos y enviados a
la Contraloría General de la República, de los cuales tres corresponden a CORFO
y uno a INNOVA. Agregó que, como jefe de la institución, solo tiene conocimiento
directo  de  esos  cuatro  casos,  ya  que  los  demás continúan  bajo  investigación
dentro de los sumarios en curso.

Respecto de los casos resueltos, indicó que uno de ellos correspondía
a un funcionario que falleció, señalando que el motivo de su viaje fue despedirse
de su familia, por lo que el proceso fue cerrado. En cuanto a los otros tres casos,
explicó  que  se  trató  de  personas  que  habían  retornado  de  vacaciones y,  al
ingresar nuevamente al país,  presentaron problemas de salud, razón por la cual
solicitaron licencia médica tras su regreso.

Finalmente,  señaló  que  el  resto  de  los  casos continúa en etapa  de
investigación, encontrándose  en las fases finales del  sumario,  y que todos los
procedimientos  se  han  desarrollado  siguiendo  los  plazos  y  formalidades
reglamentarias establecidas  por  la  Contraloría  General  de  la  República  y  la
normativa interna de la institución. Precisó que el número de casos informados
suma licencias médicas incluye casino y viajes al extranjero.

- - -

Finalmente, el Honorable Senador señor Cruz-Coke, en su calidad de
Presidente  de  la  Subcomisión,  dio  por  finalizada  el  estudio  de  la  Partida  07
correspondiente al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Indicó que se fijará una fecha de votación final, una vez que se reciban
los informes complementarios solicitados, los cuales permitirán a la Subcomisión
analizar en detalle los antecedentes pendientes. Solicitó al Ejecutivo que tenga en
consideración  las  observaciones,  prevenciones y  comentarios formulados tanto
por  diputados  como  por  senadores,  de  modo  que  puedan  incorporarse  en  la
evaluación final del presupuesto.



Asimismo,  informó  que  existen  diversas  solicitudes  para  realizar
audiencias públicas, pero dada la  premura de los plazos y la  extensión de las
partidas analizadas, no será posible recibir presencialmente a todas las personas
interesadas.  Señaló  que  quienes  deseen  presentar  observaciones  o
requerimientos podrán hacerlo por vía electrónica o a través de los parlamentarios
integrantes de la Comisión.

Concluyó  indicando  que  la  votación  del  presupuesto se  fijará
probablemente para la próxima semana, con el objetivo de concluir el análisis de
las  partidas  del  Ministerio  de  Economía  y  los  servicios  dependientes,  dando
cumplimiento al calendario legislativo establecido.

- - -

RESOLUCIÓN DE LA PARTIDA  

En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la
Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos rechazó la Partida 07,
correspondiente al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, por mayoría
de los miembros presentes. Votaron en contra de la Partida, los Honorables
Senadores  señora  Rincón  y  señor  Cruz-Coke,  y  Diputado  señor  Donoso.
Votó a favor la Honorable Diputada señora Rojas.

La  Honorable  Senadora  señora  Rincón fundamentó  su  voto  de
rechazo de la Partida, en que advierte un problema en la base de las proyecciones
de ingresos del próximo año y por la falta de inflactación de los gastos. Consideró
de  la  máxima  gravedad  que  el  presupuesto  en  discusión  deje  al  siguiente
Gobierno sin margen de acción, tal como planteó el Consejo Fiscal Autónomo. 

Además, sostuvo que el Ejecutivo actual presentó un proyecto de ley
que realiza recortes en programas sociales muy relevantes, y el próximo se verá
obligado  a  hacer  reasignaciones  para  satisfacer  necesidades  vitales  de  la
ciudadanía  en  seguridad,  vivienda  y  salud.  Esto  último,  se  traducirá  en  la
eliminación de otros programas importantes, provocando el malestar ciudadano, lo
que calificó como injusto.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke, al fundamentar su rechazo,
coincidió con Su Señoría. A su vez, opinó que existe un problema estructural en el
presupuesto presentado y en la  metodología aplicada, que no permite llevar  a
cabo un ejercicio de apreciación de fondo, como en años anteriores.

Por otra parte, expresó que la Directora de Presupuestos ha asumido
que ciertos elementos no se consideran en el proyecto de ley propuesto, y que
significarán  grandes  dificultades  para  el  siguiente  Gobierno,  que  tendrá  que
ejecutar la ley a partir del 11 de marzo de 2026. Mencionó, como ejemplo, la falta
de provisión del reajuste al sector público.



Asimismo, sostuvo que mientras no se establezca un criterio pertinente
para  acoger  las  recomendaciones  de  la  Comisión  Asesora para  Reformas
Estructurales al  Gasto Público, no está en condiciones de aprobar lo que este
Gobierno ha presentado.

- - -

Cabe hacer presente que la información recibida de parte del Ministerio
de Economía, Fomento y Turismo, en respuesta a las diversas consultas planteadas
en las sesiones en que se discutió la Partida, fue remitida a los miembros de la
Subcomisión.

- - -

ASUNTOS PENDIENTES

No hubo.

- - -

ACORDADO

Acordado  en  sesión  celebrada  el  día  2  de  octubre  de  2025,  con
asistencia de los Honorables Senadores señor Luciano Cruz-Coke (Presidente),
señoras Ximena Rincón y Claudia Pascual (en reemplazo del Senador señor De
Urresti), y señor Alfonso De Urresti y, Honorables Diputados señora Camila Rojas
y señor Felipe Donoso; el 7 de octubre de 2025, con asistencia de los Honorables
Senadores señor Luciano Cruz-Coke (Presidente), señora Ximena Rincón, y señor
Alfonso De Urresti y, Honorables Diputados señora Camila Rojas y señor Felipe
Donoso, y el 16 de octubre de 2025, con asistencia de los Honorables Senadores
señor Luciano Cruz-Coke (Presidente), señoras Claudia Pascual (en reemplazo
del Senador señor De Urresti) y Ximena Rincón, y Honorables Diputados señora
Camila Rojas y señor Felipe Donoso.

Sala de la Subcomisión, a 23 de octubre de 2025.  

XIMENA BELMAR STEGMANN
Abogado Secretario de la Subcomisión

CUADRO RESUMEN

A  continuación,  se  consignan  los  acuerdos  adoptados  por  la
Subcomisión respecto de cada uno de sus capítulos y programas:



CAPÍTULO 01
SUBSECRETARÍA DE

ECONOMÍA Y
EMPRESAS DE

MENOR TAMAÑO

Programa 01
Subsecretaría de

Economía y
Empresas de Menor

Tamaño

Programa 07
Fondo de Innovación

para la
Competitividad-
Emprendimiento

Programa 13
Desarrollo

Productivo y
Sostenible

Programa 14
Oficina de

Autorizaciones
Sectoriales e

Inversión

RECHAZADO

RECHAZADO

RECHAZADO

RECHAZADO

CAPÍTULO 02
SERVICIO NACIONAL

DEL CONSUMIDOR

Programa 01
Servicio Nacional del

Consumidor

RECHAZADO

CAPÍTULO 03
SUBSECRETARÍA DE

PESCA Y
ACUICULTURA

Programa 01
Subsecretaría de

Pesca y Acuicultura

RECHAZADO

CAPÍTULO 04
SERVICIO NACIONAL

DE PESCA Y
ACUICULTURA

Programa 01
Servicio Nacional de
Pesca y Acuicultura

RECHAZADO

CAPÍTULO 06
CORPORACIÓN DE
FOMENTO DE LA

PRODUCCIÓN

Programa 01 
Corporación de
Fomento de la

Producción

Programa 06
Inversión y

Financiamiento

RECHAZADO

RECHAZADO



Programa 07
Desarrollo
Productivo
Sostenible

RECHAZADO

CAPÍTULO 07
INSTITUTO NACIONAL

DE ESTADÍSTICAS

Programa 01 
Instituto Nacional de 
Estadísticas

Programa 02
Censos

Programa 03
Encuestas Externas

RECHAZADO

RECHAZADO

RECHAZADO

CAPÍTULO 08
FISCALÍA NACIONAL

ECONÓMICA

Programa 01
Fiscalía Nacional

Económica

RECHAZADO

CAPÍTULO 09
SERVICIO NACIONAL

DE TURISMO

Programa 01
Servicio Nacional de

Turismo

Programa 03
De Atracción

Turística

RECHAZADO

RECHAZADO

CAPÍTULO 16
SERVICIO DE

COOPERACIÓN
TÉCNICA

Programa 01
Servicio de

Cooperación
Técnica

RECHAZADO

CAPÍTULO 19
COMITÉ INNOVA

CHILE

Programa 01
Comité Innova Chile

RECHAZADO

CAPÍTULO 21
AGENCIA DE

PROMOCIÓN DE LA
INVERSIÓN

EXTRANJERA

Programa 01
Agencia de

Promoción de la
Inversión Extranjera

RECHAZADO



CAPÍTULO 23
INSTITUTO NACIONAL

DE PROPIEDAD
INDUSTRIAL

Programa 01
Instituto Nacional de
Propiedad Industrial

RECHAZADO

CAPÍTULO 24
SUBSECRETARÍA DE

TURISMO

Programa 01
Subsecretaría de

Turismo

RECHAZADO

CAPÍTULO 25
SUPERINTENDENCIA
DE INSOLVENCIA Y

REEMPRENDIMIENTO

Programa 01
Superintendencia de

Insolvencia y
Reemprendimiento

RECHAZADO

CAPÍTULO 26
INSTITUTO NACIONAL

DESARROLLO
SUSTENTABLE

PESCA ARTESANAL Y
ACUICULTURA

Programa 01
Instituto Nacional

Desarrollo
Sustentable Pesca

Artesanal y
Acuicultura

RECHAZADO

XIMENA BELMAR STEGMANN
Abogado Secretario de la Subcomisión


